184
CÁMARA DE DIPUTADOS
183
SESIÓN 8ª, EN MARTES 18 DE JUNIO DE 2002

REPÚBLICA DE CHILE


[image: image1.png]



CÁMARA DE DIPUTADOS

LEGISLATURA 347ª, ORDINARIA

Sesión 8ª, en martes 18 de junio de 2002

(Ordinaria, de 11.09 a 14.07 horas)



Presidencia de la señora Muñoz D’Albora, doña Adriana,



y de los señores Salas De la Fuente, don Edmundo, 



y Letelier Morel, don Juan Pablo.



Secretario, el señor Loyola Opazo, don Carlos.



Prosecretario, el señor Álvarez Álvarez, don Adrián.

PUBLICACIÓN OFICIAL

REDACCIÓN DE SESIONES

ÍNDICE


I.-
ASISTENCIA


II.-
APERTURA DE LA SESIÓN


III.-
ACTAS


IV.-
CUENTA


V.-
HOMENAJE


VI.-
ORDEN DEL DÍA


VII.-
PROYECTOS DE ACUERDO


VIII.-
INCIDENTES


IX.-
DOCUMENTOS DE LA CUENTA


X.-
OTROS DOCUMENTOS DE LA CUENTA

ÍNDICE GENERAL

Pág.


I.
Asistencia

8


II.
Apertura de la sesión

11


III.
Actas

11


IV.
Cuenta

11


-
Integración de Comisión encargada de conocer la acusación constitucional en contra del intendente de la Región Metropolitana, Marcelo Trivelli 
Oyarzún

11


-
Réplica a expresiones de diputada, difundidas a través de la prensa. (Aplicación del artículo 34 del Reglamento)

12


V.
Homenaje. 



Homenaje a la Gran Logia Masónica de Chile al cumplirse 140 años de su fundación

12


VI.
Orden del Día. 


-
Optimización operativa de equipos de registro y detección de infracciones de normas de tránsito. Tercer trámite constitucional. Acuerdo de los Comités

17


-
Modificaciones de la ley orgánica de la Contraloría General de la República y de otros textos legales. Tercer trámite constitucional

30


VII.
Proyectos de acuerdo. 


-
Conmutación de pena de multa por la de realización de trabajos comunitarios. (Votación)

34


-
Proposición de medidas para mejorar situación ganadera en la Undécima Región

35


VIII.
Incidentes. 


-
Alcances sobre declaraciones emitidas por diputados a medios de comunicación

36


-
Radicación del Parque del Plástico en la Octava Región. Oficios

37


-
Adopción de medidas para evitar accidentes en la ruta del Itata. Oficio

38


-
Reivindicación de labor parlamentaria

39


-
Petición de informe para convertir el aeropuerto de Calama en internacional. Oficios

41


-
Reparación de viviendas de la población Michaihue Nº 1, de San Pedro de la Paz. Oficio

41


Pág.


-
Incumplimiento de ley que encomienda a Carabineros funciones de prevención en las calles. Oficio

42


-
Otorgamiento de asignación de turno a personal jubilado de Gendarmería. Oficios

43


-
Suspensión de medida para que navíos de la Cuarta Región operen en la Tercera. Oficios

44


-
Investigación de incendios de tribunales en la Undécima Región. Oficios

45


-
Responsabilidad de alcaldes al negar autorización para construir rellenos sanitarios. Oficio

46


-
Indefensión del personal que cumple funciones en peajes laterales de regiones. Oficios

47


-
Reconsideración de límite de edad para atención pediátrica. Oficio

47


-
Ejecución de obras de infraestructura en Décima Región. Oficios

48


-
Nueva alza del impuesto al pisco para financiar plan Auge. Oficio

48


-
Medidas de protección para pescadores artesanales de la Tercera Región. Oficio

49


IX.
Documentos de la Cuenta. 


1.
Acusación constitucional interpuesta en contra del señor intendente de la Región Metropolitana, don Marcelo Trivelli Oyarzún, por los diputados señores Delmastro, García, señora Guzmán, doña María Pía; Monckeberg, 
Álvarez-Salamanca, Rojas, Prieto, García-Huidobro, Uriarte y Varela, en virtud de lo dispuesto en los artículos 48, de la Constitución Política de la República, y 37 y siguientes de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional

51


2.
Oficio de S.E. el Presidente de la República por el cual retira y hace presente la urgencia, con calificación de “simple”, para el despacho del proyecto que establece un régimen de garantías en salud (Plan Auge). (boletín Nº 2947-11)

69


3.
Oficio de S.E. el Presidente de la República mediante el cual hace presente la urgencia, con calificación de “simple”, para el despacho del proyecto que prorroga la vigencia de concesiones de radiodifusión sonora que indica. (boletín Nº 2923-15)

69


4.
Oficio del Senado por el cual comunica que ha aprobado, con modificaciones, el proyecto que modifica la ley Nº 18.290, de Tránsito, en lo que dice relación con la operación de los equipos de registro y detección de infracciones relativas a velocidad y luz roja (boletín Nº 2904-06)

70


5.
Informe de la Comisión Mixta recaído en el proyecto, iniciado en mensaje, que modifica la ley general de Cooperativas. (boletín Nº 855-03)

73


6.
Segundo informe de la Comisión de Hacienda recaído en el proyecto, iniciado en mensaje, que modifica diversas disposiciones relativas a la zona franca de Iquique (Zofri). (boletín Nº 2770-05)

116



Pág.


7.
Informe complementario del segundo informe de la Comisión de Economía, Fomento y Desarrollo recaído en el proyecto, iniciado en mensaje, que modifica la ley Nº 19.039, que establece normas aplicables a los privilegios industriales y protección de los derechos de propiedad industrial. (boletín 
Nº 2416-03)

121


8.
Informe de la Comisión de Hacienda recaído en el proyecto, iniciado en moción, que modifica la ley Nº 19.628, sobre protección de la vida privada, con el objeto de reforzar los derechos de los ciudadanos y hacer más equitativos los sistemas de información de antecedentes comerciales. (boletín 
Nº 2771-05)

157


9.
Primer informe de la Comisión de Recursos Naturales, Bienes Nacionales y Medio Ambiente recaído en el proyecto, iniciado en moción, que modifica la letra a) del artículo 9º de la ley Nº 19.776, sobre regularización de posesión y ocupación de inmuebles fiscales en la forma que indica. (boletín 
Nº 2946-12)

161


10.
Informe de la Comisión de Trabajo y Seguridad Social recaído en el proyecto, iniciado en moción, que modifica el artículo 203 del Código del Trabajo, disponiendo la obligatoriedad de instalar salas cuna en establecimientos industriales y de servicios que indica. (boletín Nº 1879-13) (S)

163


11.
Informe de la Comisión de Vivienda y Desarrollo Urbano recaído en el proyecto, iniciado en moción, que modifica la ley Nº 19.537, sobre propiedad inmobiliara, otorgando funciones y atribuciones a los administradores en materia de prevención y seguridad de evacuación de gases. (boletín Nº 2740-14)

168


12.
Informe de la Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones recaído en el proyecto, iniciado en moción, que modifica el decreto con fuerza de ley Nº 70, de 1988, del Ministerio de Obras Públicas, ley de tarifas de servicios sanitarios, con el objeto de conceder al Presidente de la República atribuciones que indica. (boletín Nº 2430-09)

177


X.
Otros documentos de la Cuenta. 


1.
Comunicación:


Del jefe de bancada de la Democracia Cristiana por la cual informa que el diputado señor Pareto reemplazará en forma permanente a la diputada señora Mella, doña María Eugenia, en la Comisión de Recursos Naturales.


2.
Oficios: 

Contraloría General de la República
-Del diputado señor Burgos, adquisición de mueble por la municipalidad de Providencia.

Ministerio de Relaciones Exteriores
-De la Corporación, condena a violaciones de los derechos humanos en Cuba. 




Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción
-Del diputado señor Jaramillo, posibilidad de apoyo a restauración del ferrocarril al sur. 

Ministerio de Hacienda
-Del diputado señor Navarro, operaciones de la empresa Metalpar S.A. 

-Del diputado señor Vilches, circulación de facturas falsas detectadas en la ciudad de Copiapó. 

-Del diputado señor Alvarado, marea roja que azota a la provincia de Chiloé. 

-Del diputado señor Egaña, aplicación de IVA a la tarifa de los parquímetros. 

-De la Corporación, participación en sesión de directorio de Telefónica S.A. 

Ministerio de Educación
-Del diputado señor Ramón Pérez, proyecto “Arturo Prat, la saga continúa”. 

Ministerio de Justicia
-Del diputado señor Delmastro, resultados de la investigación del homicidio del ciudadano Estamin Morales Ranqueo. 

Ministerio de Defensa Nacional
-De los diputados señores Uriarte y Forni, supresión de determinadas unidades policiales. 

-Del diputado señor Jarpa, situación que afecta a conscripto de la dotación de la Escuela de Paracaidistas y Fuerzas Especiales del Ejército. 

Ministerio de Salud
-Del diputado señor Espinoza, situación Base Osorno. 

Ministerio de Vivienda y Urbanismo
-Del diputado señor Von Mühlenbrock, recepción de obras de la Población Los Mañíos Nº 1. 

-Del diputado señor René García, deudas pendientes de pago a contratistas. 

-Del diputado señor Norambuena, proyecto Chile-Barrios en Lota. 

Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones
-Del diputado señor Jaramillo, empresa Invia S.A. 

-Del diputado señor Ulloa, posible cierre de tramo ferroviario entre Santiago y Concepción, conocido con el nombre de “El Nocturno”. 

-Del diputado señor Delmastro, señalética caminera y urbana utilizada en trabajos en la vía pública. 

Ministerio Secretaría General de Gobierno
-Del diputado señor Delmastro, emblemas nacionales. 

Municipalidad de Santa Juana
-Del diputado señor Navarro, reclamos por el servicio de Essbío. 




Instituto Nacional de Deportes
-Del diputado señor Encina, proyecto de construcción estadio techado en localidad de Tierras Blancas, comuna de Coquimbo.


I. ASISTENCIA


-Asistieron los siguientes señores diputados: (111)

NOMBRE
(Partido*
Región
Distrito)

Accorsi Opazo, Enrique
PPD
RM
24

Aguiló Melo, Sergio
PS
VII
37

Alvarado Andrade, Claudio
UDI
X
58

Álvarez-Salamanca Büchi, Pedro
RN
VII
38
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UDI
RM
19

Letelier Morel, Juan Pablo
PS
VI
33

Letelier Norambuena, Felipe
PPD
VIII
42

Longton Guerrero, Arturo
RN
V
12

Longueira Montes, Pablo
UDI
RM
17

Luksic Sandoval, Zarko
PDC
RM
16

Martínez Labbé, Rosauro
IND-RN
VIII
41

Masferrer Pellizzari, Juan
UDI
VI
34

Melero Abaroa, Patricio
UDI
RM
16

Mella Gajardo, María Eugenia
PDC
V
10

Meza Moncada, Fernando
PRSD
IX
52

Molina Sanhueza, Darío
UDI
IV
9

Monckeberg Díaz, Nicolás
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5
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IX
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ILC
X
54

Walker Prieto, Patricio
PDC
IV
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-Con permiso constitucional estuvo ausente el diputado señor Pedro Muñoz. 


-Concurrieron, además, los senadores señores Juan Antonio Coloma y Jaime Gazmuri.


-Asistieron, también, los ministros del Interior, señor José Miguel Insulza; de Obras Públicas, señor Javier Etcheberry; de la Secretaría General de Gobierno, señor Heraldo Muñoz, y de la Secretaría General de la Presidencia, señor Mario Fernández.

(
II. APERTURA DE LA SESIÓN

-Se abrió la sesión a las 11.09 horas.

La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. ACTAS

La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- El acta de la sesión 24ª de la legislatura 346ª, extraordinaria, se declara aprobada.


El acta de la sesión 1ª de la legislatura 347ª, ordinaria, queda a disposición de las señoras diputadas y de los señores diputados.

IV. CUENTA

La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- El señor Prosecretario va a dar lectura a la Cuenta.


-El señor ÁLVAREZ (Prosecretario) da lectura a los documentos recibidos en la Secretaría.
INTEGRACIÓN DE COMISIÓN ENCARGADA DE CONOCER LA ACUSACIÓN CONSTITUCIONAL EN CONTRA DEL INTENDENTE DE LA REGIÓN METROPOLITANA, MARCELO TRIVELLI OYARZÚN.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- En conformidad con lo preceptuado en los artículos 38 de la ley orgánica constitucional del Congreso Nacional y 305 del Reglamento de la Corporación, corresponde designar, por sorteo, a los cinco diputados que integrarán la Comisión encargada de conocer e informar sobre la procedencia de la acusación constitucional entablada por diez señores diputados y señoras diputadas en contra del intendente de la Región Metropolitana, don Marcelo Trivelli Oyarzún.


El señor Secretario procederá a efectuar el sorteo.


El señor LOYOLA (Secretario).- Me permito informar a la Sala que, en conformidad con las disposiciones constitucionales, legales y reglamentarias vigentes, se excluyen del sorteo a los señores diputados que se indican, por las razones que en cada caso se señalan.


Por ser patrocinantes del libelo acusatorio: N° 23, don Roberto Delmastro; N° 35, don René Manuel García; N° 40, doña 
María Pía Guzmán; N° 67, don Nicolás Monckeberg; N° 4, don Pedro Pablo Álvarez-Salamanca; N° 94, don Manuel Rojas; 
N° 88, don Pablo Prieto; N° 36, don Alejandro García-Huidobro; N° 110, don Gonzalo Uriarte, y N° 113, don Mario Varela.


Por encontrarse con permiso constitucional: N° 72, don Pedro Muñoz; N° 74, don Alejandro Navarro, y N° 90, don Víctor Manuel Rebolledo.


Por ser integrantes de la Mesa de la Corporación: N° 73, doña Adriana Muñoz; 
N° 99, don Edmundo Salas, y N° 55, don Juan Pablo Letelier.


-Efectuado el sorteo en la forma prescrita por el Reglamento, resultaron designados para integrar la Comisión de acusación constitucional los diputados señores 
Edmundo Villouta, N° 118; Patricio Hales, N° 41; Gastón Von Mühlenbrock, N° 119; Cristián Leay, N° 54, y Fernado Meza, 
N° 65.

La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- En consecuencia, la Comisión que conocerá de la acusación constitucional queda integrada por los diputados señores Edmundo Villouta, Patricio Hales, Gastón Von Mühlenbrock, Cristián Leay y Fernando Meza.

RÉPLICA A EXPRESIONES DE DIPUTADA, DIFUNDIDAS A TRAVÉS DE LA PRENSA. (Aplicación del artículo 34 del Reglamento).


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- El diputado señor Gonzalo Ibáñez, en virtud del artículo 34 del Reglamento, ha solicitado hacer uso de la palabra. 


Tiene la palabra su Señoría.


El señor IBÁÑEZ (don Gonzalo).- Señora Presidenta, sorpresa me causó, y creo que también a todos los miembros de esta Corporación, la acusación formulada por una de nuestras colegas al resto de los diputados 
-profusamente difundida por la prensa en el día de ayer- acerca de la forma como se utilizan los recursos de que el país nos provee, más allá de nuestras dietas, para cumplir con nuestros deberes parlamentarios y políticos. 


En verdad, ésta es una acusación reiterada, como también la forma en que se hace, sin dar nombres, de una manera anónima, la que, por ende, nos salpica a todos. Por eso he solicitado hacer uso de la palabra en conformidad con el artículo 34 de nuestro Reglamento. 


De todas las sensaciones que me produjo la lectura de la noticia en uno de los matutinos de la capital, creo que la predominante fue la decepción. 


Es cierto que nuestra Cámara no es perfecta y que todos somos personas humanas con las debilidades y fortalezas propias de nuestra común condición. Es muy probable que existan irregularidades en el manejo de fondos de la Corporación, pero lo que no puede hacerse es formular acusaciones sin fundamento y sin precisión, diciendo que algunos obran así y otros asá. En verdad, si hay algo grave en este episodio es precisamente esa forma de actuar. Es profundamente decepcionante que haya colegas que la empleen para conseguir notoriedad en la prensa, y asimismo que exista una prensa que se preste para este juego.


En realidad, nuestra Corporación puede enorgullecerse de estar en la mira de la prensa y de la opinión pública. 


El episodio anterior, denominado “de las cartas”, fue doloroso, pero de él salimos fortalecidos. Se hizo sobre la base de una información acotada, precisa y con antecedentes. Con éste, en cambio, no creo que ocurra lo mismo, porque lo grave, más que aquello de lo cual se nos acusa, es la forma en que se hace la acusación. Eso es lo grave -repito- y lo que debilita a nuestra Corporación. La acción política, para el bien de nuestra patria, necesita de esta Cámara de Diputados, y la requiere fuerte, transparente, activa y eficaz. 


Por eso, en esta ocasión lamento y señalo esta decepción por la forma como se ha actuado, porque de ese modo no se propende a la existencia de una buena política en nuestra patria. 


Gracias, señora Presidenta. 


-Aplausos.
V. HOMENAJE
HOMENAJE A LA GRAN LOGIA MASÓNICA DE CHILE AL CUMPLIRSE 140 AÑOS DE SU FUNDACIÓN.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Por acuerdo de los Comités, a continuación, corresponde rendir homenaje a la Gran Logia Masónica de Chile, al cumplirse 140 años de su fundación. 


Tiene la palabra nuestra Presidenta, señora Adriana Muñoz. 


La señora MUÑOZ, doña Adriana (de pie).- Honorables colegas, señor Jorge 
Carvajal Muñoz, Gran Maestro de la Gran Logia de Chile, altos dignatarios que nos visitan.


Hoy, rendimos un merecido homenaje a la Gran Logia Masónica de Chile, al haber conmemorado el pasado 24 de mayo 140 años de su fundación, en 1862. Lamentablemente, diversos motivos nos impidieron hacerlo oportunamente; pero no quisimos marginarnos de la celebración de una fecha tan significativa.


Se trata de una de las instituciones más antiguas, cuyos orígenes e historia se entroncan con el nacimiento de la República, a la que se encuentra estrechamente ligada desde los mismos albores de la gesta emancipadora.


Para comprender lo anterior, debemos remontarnos a la creación, en Inglaterra, en 1717, de la denominada masonería moderna o especulativa, que, a partir de entonces, influyó decididamente en diversos ámbitos del desarrollo de la sociedad. 


En el plano religioso y cultural, centró su acción en la valorización de la tolerancia como principio elemental de la convivencia entre los seres humanos, combatiendo el fanatismo y los dogmas de todo orden e incentivando el libre pensamiento.


Fue en Europa, durante los años de la Ilustración, donde se comienza a exaltar la razón y a cuestionar el orden establecido, las desigualdades sociales que le eran inherentes y, fundamentalmente, las restricciones a la difusión del conocimiento y al debate de opiniones. La máxima de Voltaire, “estoy en absoluto desacuerdo con tus ideas, pero daría mi vida gustoso por defender tu derecho a expresarlas”, representa fielmente ese nuevo espíritu, diseminado rápidamente por el viejo continente gracias a la acción de las logias.


Asimismo, en el plano político-social, a la masonería le cupo, a través de sus miembros, un importante rol en los principales sucesos históricos de fines del siglo XVIII e inicios del siglo XIX.


Los anhelos de Libertad, Igualdad y Fraternidad, agitados por la Revolución Francesa y sus más ilustres hombres y mujeres, entre los que se cuentan los masones 
Robespierre, Talleyrand y Lafayette, tuvieron un profundo impacto en Europa y en América. Con esas ideas se gestó la independencia de Estados Unidos, en la cual participaron otros destacados masones como George Washington y Benjamín Franklin, la que sirvió para fortalecer la decisión de muchos jóvenes americanos de abrazar la causa emancipadora.


Si se logra comprender cabalmente que el devenir de las naciones está estrechamente ligado al ideario de sus líderes, de esos hombres y mujeres que asumen el trascendental imperativo de conducir a sus pueblos, también se entenderá la importancia que puede tener una institución que contribuye a la preparación de un grupo tan selecto de ellos.


A este respecto, si bien hay historiadores como Campos Harriet que han discutido el acceso que tuvo la población común al pensamiento ilustrado y a las ideas provenientes de Europa, no cabe ninguna duda de que éstas sí influyeron decididamente en los gestores de la independencia, así como los sucesos de Francia y de Estados Unidos sirvieron de espejo a muchas otras naciones.


La historia consigna, entonces, el rol fundamental que les cupo en este proceso a las logias “Gran Reunión”, “Americana” y “Lautarina”, de Miranda, Bolívar, San 
Martín, Martí, Juárez y, entre nosotros, O’Higgins y Carrera. Son ejemplos de personalidades brillantes de nuestras naciones, formados en las ideas independentistas bajo el influjo de la masonería. 


Pero su aporte no se limita a la mera conducción y consolidación del proceso libertador a través del liderazgo político y militar de las organizaciones de los cuerpos castrenses en los nacientes Estados, sino que alcanza a la instauración de formas republicanas de gobierno, para lo cual dispusieron la creación de órganos representativos, el fomento de las libertades de opinión y de prensa y el establecimiento de planteles educativos. Es así como durante la instauración de la Junta de Gobierno de 1810, el procurador Infante esboza estos principios, señalando la necesidad de devolver al pueblo su soberanía, para lo cual crea un órgano que represente al país. Todo esto, junto a los posteriores reglamentos constitucionales que recogieron ese predicamento, dio vida al Congreso Nacional, que celebró su primera reunión el 4 de julio de 1811, erigiéndose en uno de los más antiguos de todo el mundo.


Conseguido el objetivo emancipador, la orden masónica comenzó su establecimiento formal en el país. Se señala a la Logia Filantropía Chilena, fundada por Manuel Blanco Encalada en 1827, como la primera de las que alzaron sus columnas entre nosotros. 


Se suman a ella, en Valparaíso, con la orientación de masones extranjeros avecindados en este puerto, logias en lenguas inglesa y francesa.


En los años siguientes, serán también masones los que impulsen el movimiento cultural surgido a mediados del siglo XIX, en el cual destacan los nombres de Santiago Arcos, Francisco Bilbao, Eusebio Lillo, José Victorino Lastarria y los hermanos Blest Gana, por señalar sólo algunos. 


Tal como ocurrió con la propia independencia patria y con la de las restantes naciones de América, como consecuencia de la detención del monarca español, sucesos originados en el viejo continente motivaron la creación, en 1862, de la Gran Logia de Chile.


El nombramiento de Pierre Magnan en el cargo de Gran Maestro por el emperador Napoleón III, llevó a las logias existentes en el país a adoptar la decisión de constituir un poder nacional independiente, que fue fundado el 24 de mayo de ese año.


Se iniciaba, así, con la dirección del destacado abogado don Juan de Dios Arlegui, la larga historia de la Gran Logia de Chile, que cuenta hoy con 140 años de vida y que ha realizado una vasta y fructífera labor en nuestra sociedad. 


Desde entonces, en los más diversos campos, se ha hecho notar su trabajo sigiloso, pero fértil. 


Dimensionar hoy a cabalidad esta maciza obra es difícil, tanto por su magnitud y trascendencia como por su propia naturaleza. En efecto, el carácter plural, esencialmente ético-filosófico y ajeno a la coyuntura partidista de la masonería, motivan que rara vez se comprometa institucionalmente en algún objetivo, debiendo buscarse sus logros, por tanto, en el trabajo personal de cada uno de sus miembros, que procuran, a través de su propio quehacer, influir en el bienestar de la comunidad, dando cuerpo a los principios recogidos en la orden.


Así, en el plano político, podemos agregar a las ya citadas acciones independentistas y de consolidación republicana, la gestación de las llamadas leyes laicas, la libertad de culto y la orientación de la Constitución de 1925, que estableció definitivamente el carácter laico del Estado chileno.


En esos mismos años, correspondió a destacados masones, durante el gobierno del Presidente Arturo Alessandri Palma, el impulso y la promulgación de numerosas iniciativas que dieron forma a la seguridad social en el país y lo pusieron a la vanguardia en el continente.


Del mismo modo, la labor de los miembros de la masonería ha estado permanentemente ligada al progreso de la comunidad, gestando diversas iniciativas destinadas a promover la cultura, la formación de niños, de niñas y de jóvenes, y a atender las necesidades de la población, fundamentalmente de los más desposeídos. 


En el trabajo abnegado y silencioso de diversos masones encuentran su germen instituciones y obras de gran importancia, como el Cuerpo de Bomberos, la Cruz Roja Chilena, los clubes rotarios, las organizaciones de boys scouts, las ligas de estudiantes pobres, la Gota de Leche y tantas otras sociedades solidarias y mutuales, por nombrar sólo algunas.


Mención aparte merece el aporte de la masonería chilena en el plano educativo. Por su propio carácter formativo, la creación y transmisión del conocimiento resulta uno de sus objetivos fundamentales. Se contribuye, así, a reducir las diferencias entre hombres y mujeres, que no sean las derivadas de sus capacidades, de sus méritos y de sus virtudes personales, y a desterrar dogmas basados en el oscurantismo y no en la fe de las personas, aquella que la orden respeta en la noción de Gran Arquitecto del Universo, que sirve a todos sus miembros para fundar, libremente, sus propias convicciones.


Así, la historia anota como los principales aportes de ella en esta materia, en primer término, la ley de Instrucción Primaria Obligatoria, de 1920, iniciativa en la que se comprometió excepcionalmente, en forma institucional, y cuyos impulsores en el Congreso Nacional fueron los destacados ex parlamentarios Armando Quezada Acharán, Héctor Arancibia Lazo y Pedro Aguirre Cerda. Este último posteriormente alcanzó la Primera Magistratura de la Nación.


Con posterioridad, se refuerza esa labor educativa con el impulso de los colegios laicos y con el decidido apoyo de sus miembros a la fundación de diversos planteles de estudios superiores, como la Universidad de Concepción, la Universidad Técnica del Estado y, más recientemente, la Universidad La República, sin olvidar el invaluable aporte realizado para la creación y florecimiento de la Universidad de Chile, conseguido durante los rectorados de Andrés 
Bello, Juvenal Hernández, Juan Gómez 
Millas y Eugenio González, entre otros.


Han sido 140 años de fructífera existencia de la Gran Logia de Chile, y bastantes más aquéllos en que la patria ha recibido el notable influjo de la masonería. 


Hoy, cuando persisten en nuestro país muchas de las desigualdades que se encuentran en los orígenes de la masonería moderna; cuando el individualismo y el consumismo parecen poner en desuso valores como la fraternidad y la solidaridad entre los hombres y las mujeres; cuando, pese al avance irrefrenable de la democracia y de los derechos humanos en el orbe, la libertad sigue siendo sólo un anhelo para tantos seres humanos; cuando el propio desarrollo científico y tecnológico a que asistimos nos enfrenta a trascendentales desafíos éticos, creo que la acción de la masonería resulta muy necesaria.


Por ello, junto con testimoniar en la persona de su Gran Maestro, Jorge Carvajal Muñoz, y en la de los altos dignatarios que nos acompañan, el reconocimiento de la Cámara de Diputados a la vasta labor de la Gran Logia de Chile, cabe augurar un brillante porvenir a esta noble institución y a cada uno de sus miembros, orientando el quehacer nacional hacia los ideales de libertad, igualdad y fraternidad, que la han iluminado siempre.


Muchas gracias a la Gran Logia de Chile por su aporte a nuestra patria.


He dicho.


-Aplausos.

El señor SALAS (Vicepresidente).- A continuación, tiene la palabra el diputado señor Palma.


El señor PALMA (de pie).- Señor Presidente, honorable Cámara, grandes dignatarios de la Gran Logia de Chile, señoras y señores:


La Cámara de Diputados rinde hoy un justo homenaje a la Gran Logia de Chile en su aniversario 140, institución ligada tan fuertemente a la vida de la República desde su nacimiento hasta más allá, donde casi se pierden los recuerdos en el tiempo, por lo que es imposible separarla.


Dirigida al bien común, al progreso del hombre y de su patria, solidaria y con respeto a la diversidad y a la democracia, esta institución filosófica, crisol de ideas, donde se forjan principios y valores cuyos pilares fundamentales son la libertad, la fraternidad, la igualdad, la tolerancia y la justicia, no es una secta ni un partido, por lo cual es ajena a proselitismo alguno. Muchos, en su falta perdonable de conocimientos, la asocian a religión y, más grave aún, a la ausencia de la idea de Dios. Al contrario, la orden masónica sustenta, en otro de sus pilares más sólidos, la firme creencia en Dios. La diferencia está en no discriminar a nadie por su concepción particular, ya que persigue, sin duda alguna, la perfección humana y espiritual de toda la humanidad.


Asimismo, no se puede dejar de mencionar, entre los grandes masones, a nuestros padres de la patria, inspirados en estos mismos ideales, a la tenue luz de las logias lautarinas. Hombres como O’Higgins, Carrera, Martínez de Rozas, Argomedo, Egaña, Fray Camilo Henríquez, Infante, Vera y Pintado, Mackenna, Blanco Encalada, inspirados todos por las mismas ideas de Francisco de Miranda, Simón Bolívar, San Martín, 
Montufar, Monteagudo, José Martí, Benito Juárez y muchos otros, forjaron la independencia de nuestra América del Sur. Al igual que Washington, Anderson, Pike, Jefferson, Franklin y Lafayette, en Estados Unidos de América, y más tarde en la revolución francesa, con iguales postulados, hubo otros masones, no menos ilustres, entre los cuales cabe destacar, por su claridad mental, a un Thomas Jefferson -quien redactara el acta de la independencia de los EE.UU. de América, verdadera joya legislativa. el 13 de agosto de 1786 su tercer presidente piensa y escribe en carta a George Wythe:


“Creo que la ley más importante, con diferencia de nuestro código, es la difusión del conocimiento entre el pueblo. No se puede idear otro fundamento seguro para conservar la libertad y la felicidad... Aboga, mi estimado compañero, por una cruzada contra la ignorancia; establece y mejora la ley de educar a la gente...”.


La mejor inversión de los gobiernos debe ser educar al pueblo, y hacia allá deben estar dirigidos los esfuerzos legislativos.


Estos objetivos, tan vigentes hoy, como ayer lo fueran de Jefferson, de O’Higgins, de Alessandri Palma y de Aguirre Cerda, deben ser siempre los de todos nosotros.


¡Gracias, a estos grandes patriotas que, junto a otros miles, dieron sus vidas por la causa de la libertad, de los derechos de las personas, por el respeto a la conciencia de cada uno!


Como dijo don Gabriel Valdés en el Senado: “Sin la masonería, habría sido muy difícil que los grandes postulados que prendían en el mundo hubieran llegado a esta América tan lejana y oprimida”.


Así ha transcurrido la historia de Chile y la del mundo, ligada siempre a la acción de grandes masones, personajes que han exaltado la acción humana, desde un Mozart, un Kant, un Russeau, un Garibaldi, un Arturo Alessandri Palma, el último de los cuales dictó leyes tan trascendentes como la de instrucción primaria obligatoria, sobre los derechos civiles y el voto de la mujer, leyes de medicina preventiva, contrato del trabajo, seguro obrero, accidentes del trabajo, cooperativas y muchas otras en pro de los derechos de las personas.


La masonería es una institución que participa silenciosa, tranquila, discreta en la vida y en la marcha de la República a través de sus innumerables hombres. Presidentes de la República y parlamentarios, filósofos y pensadores, jóvenes, gente común, universitarios, hombres de letras, como Valentín Letelier, Mac-Iver; y médicos, como Asenjo, quienes dedican todos sus esfuerzos para mantener la dignidad humana, la convivencia democrática, la participación libre y activa de mujeres y de hombres para el desarrollo de nuestra sociedad, con respeto, lealtad y solidaridad, en defensa de la familia y del orden ético y moral que nos debe guiar para el desarrollo justo de todas las personas.


Acá, en esta Cámara de Diputados, dijo un presidente de la misma: “En el Parlamento chileno, institución esencial de la democracia, sede de la representación soberana del pueblo, escuela del debate tolerante y plural, símbolo de la libertad y de la salvaguardia de los derechos de las personas frente a los abusos del poder, los masones llegan como a su casa, por ser ciudadanos y por ser masones”.


Siéntanse, ilustres invitados, respetable logia, bienvenidos a nuestra, su casa, y reciban las más sinceras felicitaciones por este nuevo aniversario y por esa senda de bien que se han trazado para que los que sustentan sus principios sean numerosos y fecundos, como las espigas del trigo.


He dicho.


-Aplausos.


El señor SALAS (Vicepresidente).- De esta manera, la Cámara de Diputados ha rendido un merecido homenaje a la Gran Logia de Chile, al cumplirse 140 años de su fundación.
VI. ORDEN DEL DÍA
OPTIMIZACIÓN OPERATIVA DE EQUIPOS DE REGISTRO Y DETECCIÓN DE INFRACCIONES DE NORMAS DE TRÁNSITO. Tercer trámite constitucional. Acuerdo de los Comités.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Corresponde conocer las modificaciones del Senado al proyecto que modifica la ley 
Nº 18.290, de Tránsito, en lo relativo a la operación de los equipos de registro y detección de infracciones relativas a velocidad y luz roja.


Antecedentes:


-Modificaciones del Senado, boletín 
Nº 2904-06. Documentos de la Cuenta Nº 4, de esta sesión.

El señor SALAS (Vicepresidente).- Como éste es un proyecto que viene del Senado para cumplir su tercer trámite constitucional, la Mesa llama a reunión de Comités en la Sala de Lectura, con el objeto de dar un mejor trámite a la iniciativa, que fue calificada con “suma” urgencia.


Se suspende la sesión por cinco minutos.


-Transcurrido el tiempo de suspensión:

El señor SALAS (Vicepresidente).- Continúa la sesión.


Informo a los señores diputados que los Comités acordaron dar un tiempo de diez minutos por bancada -entendiendo como una sola la integrada por los partidos Socialista y Radical Social Demócrata- para el tratamiento del proyecto que modifica la ley 
Nº 18.290, de Tránsito, en lo relativo a la operación de los equipos de registro y detección de infracciones relativas a velocidad y luz roja.

Ruego a los jefes de Comités hacer llegar la lista con los señores diputados que van a intervenir en el debate.


En discusión las modificaciones del Senado.


Tiene la palabra el diputado señor Arturo Longton.


El señor LONGTON.- Señor Presidente, para ser consecuente, la bancada de diputados de Renovación Nacional va a votar en contra del proyecto, ya que, como hemos señalado con anterioridad, en esencia somos contrarios a la existencia de los fotorradares o, como se denominan legalmente, equipos de registro de infracciones.


Recuerdo a los señores diputados que estos aparatos nacieron como una especie de negocio entre algunos municipios y las empresas que los venden, a fin de pillar incautos con los cuales recaudar dinero para las municipalidades.


No hay estudio técnico previo que acredite o demuestre que los fotorradares evitan los accidentes o hacen disminuir la velocidad. No podría ser de otra manera, porque, reitero, nacieron como una especie de negocio entre las empresas y las municipalidades.


Por otra parte, la razón por la que desde hace varios años el Congreso discute y aprueba legislaciones respecto de la operación de estos equipos es la enorme cantidad de abusos que se producen en su utilización, y las ilegalidades cometidas no se resuelven con la propuesta que hoy nos formula el Senado.


Se ha puesto también toda la atención en determinar quién recibirá los millonarios ingresos que se recauden, y muy poca -o ninguna- en la indefensión en que quedan los conductores y otras personas víctimas de este sistema.


Cabe preguntarse si se soluciona y garantiza que las autoridades cumplan con la instalación de señales de advertencia en los lugares en que operan equipos de registro. Esta ley existe, pero simplemente no se cumple, y los juzgados resuelven con indolencia cuando se reclama por ello.


Asimismo, en forma inexplicable no se conceden las amnistías establecidas por dos leyes aprobadas por el Congreso.


En la legislación que hoy se pretende aprobar se reiteran errores, técnicos y legales, al clasificar los diferentes equipos de registro, lo que provocará nuevas confusiones en los juzgados y cortes, en perjuicio de las personas.


En definitiva, no se resuelve problema alguno de la gente acusada sobre la base de estos equipos -especie de cazabobos-, ya que se carece de defensa contra su utilización abusiva. Sólo se dirime una disputa entre los municipios y el gobierno central, pero nada respecto de los miles de personas que aún tienen su hoja de vida de conductor plagada de anotaciones o, peor aún, su licencia cancelada por el afán de incrementar, a costa de ellos, los fondos centrales o los de un municipio determinado.


Hoy, de negocio de las municipalidades, pasará a serlo -no sé- de algunas autoridades o de algunas personas del gobierno central.


Ayer veíamos en las noticias a una conductora de la locomoción colectiva, víctima de un asalto, reclamar en contra de la policía por no estar presente cuando se requería su presencia, la que sólo aparece cuando se trata de sacar partes. Y tiene toda la razón.


No queremos que la policía entienda como obligación la operación de equipos y relaje aún más el control del verdadero delito, a cambio de molestar y entorpecer actividades productivas y honestas. Mientras no se proteja en la debida forma a los ciudadanos, no podemos aprobar la repartición de este verdadero botín que se saca de sus bolsillos.


Reitero la posición de Renovación Nacional de votar en contra de la iniciativa, a fin de terminar con este sistema tan abusivo tanto para los conductores como para la mayoría de los ciudadanos del país.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Guillermo Ceroni.


El señor CERONI.- Señor Presidente, finalmente concordamos en un proyecto bastante positivo, en opinión del Partido por la Democracia, en primer lugar, porque nos interesa resguardar la seguridad de las personas en el tránsito.


Una de las causas de accidentes es el exceso de velocidad. Si revisamos las estadísticas de las infracciones que se cursan anualmente por esta causal, podremos comprobar que, de alrededor de 20 mil, 2 mil correspondieron a exceso de velocidad, es decir, casi el doble de la que sigue.


Desde ese punto de vista, no hay duda de que debemos tener un control más estricto para evitar los excesos de velocidad; pero este sistema, si bien es cierto que técnicamente es adecuado para cumplir con ese objetivo, había sido mal usado por los municipios -es una realidad que todos conocemos-, puesto que, en el fondo, algunos lo utilizaron con el fin de recaudar fondos para sus arcas. Como eso no se podía aceptar, había que lograr una ecuación que permitiera aplicarlo de manera de efectuar un real control del exceso de velocidad y proteger la vida de los ciudadanos.


A mi juicio, el proyecto se encamina en ese sentido al quitar a los municipios el manejo de los fotorradares. En el fondo, elimina de manera inteligente el elemento pernicioso que distorsionaba el sentido de nuestra legislación, en primer lugar, porque de aquí en adelante los inspectores municipales no los manejarán, ya que lo hará Carabineros en los casos específicos que se señalan y, en otros, inspectores fiscales. Esta precisión da una garantía, en especial porque los inspectores municipales, que dependen de los alcaldes, no podrán operar los aparatos.


Además, los recursos, el elemento más tentador para los municipios desde el punto de vista pernicioso, ya no irán a las arcas de cada corporación comunal, sino que al Fondo Común Municipal, con el objeto de que sean distribuidos en forma equitativa. Tal como estaba el sistema, permitía que las comunas que son atravesadas por carreteras hicieran un gran negocio, lo que no era justo, porque con los recursos del caso no se beneficiaba a municipios que no tenían posibilidad de aplicar multas por exceso de velocidad.


Con el proyecto, a través del Fondo Común Municipal, la distribución beneficiará a la totalidad de los municipios en forma justa, con lo cual se quita el efecto pernicioso del interés por lograr recursos mediante el manejo, muchas veces inadecuado, de estos aparatos. El hecho de que ahora los opere Carabineros y de que los recursos vayan al Fondo Común Municipal hace que la solución vaya en la línea correcta y adecuada.


Más aún, es importante destacar que se establecen límites de velocidad mayores, lo cual también hace que se deje de lado ese incentivo perverso en carreteras donde es posible desplazarse a grandes velocidades con seguridad, por ejemplo, a 120 kilómetros en doble vía. También es relevante la tolerancia que se establece en el límite. Si el conductor se excede 10 o más kilómetros por hora de los 120, la infracción será considerada grave; en caso contrario, tendrá carácter de menos grave.


El proyecto, reitero, va en la línea correcta, pues resguarda la seguridad de los ciudadanos y permite reponer, finalmente, el sistema de fotorradares para ser manejado en forma justa y no de modo arbitrario. Además, los aparatos deberán ser ubicados en los lugares señalados por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones; es decir, no se trata de una ubicación arbitraria, y ésta deberá ser advertida en las señalizaciones respectivas a los conductores, de manera que este instrumento no siga siendo una especie de cazabobos.


Por lo anteriormente señalado, la bancada del Partido por la Democracia va a aprobar las modificaciones, porque posibilitan que el proyecto vaya en la línea correcta para proteger a los ciudadanos y evitar los excesos de velocidad.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra el diputado señor Pablo Longueira.


El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, finalmente el Senado ha despachado el proyecto conocido como de los fotorradares, con modificaciones cuyo objeto es terminar con las verdaderas fábricas de partes que se instalaron en el país como consecuencia del mal uso que empresas privadas hicieron de un instrumento aprobado en la ley de Tránsito para evitar el exceso de velocidad y el paso con luz roja en los semáforos. Después de una larga discusión, se eliminaron los incentivos incorrectos respecto de un instrumento necesario y moderno que puede ser usado en forma adecuada.


Las modificaciones del Senado son de varios tipos.


En primer lugar, se aumenta el límite de velocidad, tanto en zonas urbanas como en carreteras, lo que se justifica si se considera que el país ha modernizado sus carreteras y su parque automotor. Así, ya no se exigirán velocidades que nadie cumple, porque las condiciones viales y la modernidad de los vehículos permiten circular a mayor velocidad.


En segundo lugar, aparte de Carabineros de Chile, incorpora la posibilidad de que inspectores fiscales designados por el Ministerio de Obras Públicas operen los fotorradares en los lugares y por las causas establecidas en el proyecto: plazas de peaje, túneles y en los tramos de caminos públicos en que se realizan obras de reparación y de mantención.


En tercer lugar, una modificación importante: estatuye que los recursos recaudados por exceso de velocidad y paso con luz roja vayan íntegramente al Fondo Común Municipal.


Como recordarán los señores parlamentarios, en esta Corporación se había acordado que el 82 por ciento de dichos recursos fuesen al Fondo Común Municipal y que el 18 por ciento restante se mantuviese en el Sename. Hemos llegado a un acuerdo con el Gobierno para que, en aquellas multas que se aplican a través de los fotorradares, el ciento por ciento de ellas se destine al Fondo Común Municipal. 


Con respecto a aquellos recursos que recibía el Sename -recordemos que desde hace 120 días está suspendido el uso de dichos instrumentos, por lo cual dicha institución no ha recibido estos ingresos- también obtuvimos un compromiso del Gobierno, en cuanto a que durante la discusión del proyecto de ley de Rentas II se establecerá un plazo máximo de tres años para traspasar el 18 por ciento de las multas de tránsito -que se destinan al Sename- a la ley de Presupuestos, porque no tiene sentido estar financiando con multas el Servicio Nacional de Menores. Resulta absurdo que la política sobre menores en situación irregular se vea afectada en los ingresos que le corresponderán al modificarse las velocidades en la ley de Tránsito.


Por ello, el acuerdo a que hemos llegado con el Gobierno para aprobar este proyecto en el día de hoy lleva consigo el compromiso de que en la ley de Rentas II ese 18 por ciento de las otras multas de tránsito que recibe el Sename también se vaya traspasando en el tiempo a los municipios del país.


En términos generales, vamos a votar a favor esta iniciativa y sus modificaciones, por considerar que con ello se terminan los incentivos perversos para instalar estas verdaderas fábricas de partes que tenían irritados a todos los conductores y que, en el fondo, resultaron un incentivo para las empresas privadas que estaban lucrando con la instalación de estos fotorradares. Ahora, al traspasar dicha función a Carabineros e inspectores fiscales, se elimina la esencia de esa distorsión y, adicionalmente, se destina el ciento por ciento de esos recursos al Fondo Común Municipal. Tal como lo adelanté, esperamos que en el acuerdo que se logre en la tramitación de la ley de Rentas II se modifique en estos términos planteados, a fin de ordenar las finanzas municipales y que el Sename se financie como corresponda, a través de la ley de Presupuestos. Así, los ingresos obtenidos por las multas irán al Fondo Común Municipal en el caso de los fotorradares y, en cuanto a la aplicación del resto de la ley de Tránsito, el ciento por ciento se destinará a los municipios del país.


He dicho. 


El señor SALAS (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Luksic.


El señor LUKSIC.- Señor Presidente, estamos ante un proyecto que ha sido modificado en varias ocasiones. Debemos recordar que el tema de los fotorradares nació en la modificación que se hizo, hace tres años, tanto en la ley de Tránsito como en la que regula el procedimiento de los juzgados de policía local. En ese tiempo se comenzó a aplicar y a usar el sistema de fotorradares, sin contar con ninguna regulación, por lo que tuvo que hacerse en una Comisión Mixta, en la cual analizábamos las modificaciones a las dos leyes mencionadas.


Si bien no es necesario reiterar la historia que ha tenido este instrumento, debemos reconocer que en otros países -especial-
mente de Europa- ha ayudado notablemente a evitar accidentes de tránsito. 


Lo anterior no significa que esté criticando el fotorradar, porque sería como censurar los semáforos. Sin embargo, su mal uso, o mejor dicho su abuso, trajo nefastas consecuencias y un reproche social mayoritario por parte de la ciudadanía.


En verdad, la solución lograda, contenida en las modificaciones del Senado, a nosotros, como diputados, nos satisface por varias razones. La idea es terminar con el incentivo perverso que significaba obtener pingües ganancias al momento de instalar los fotorradares. Dichas ganancias se repartían entre municipios y empresas. También me informaron que algunos funcionarios de la Dirección del Registro Civil e Identificación recibían algún tipo de estipendio.


Nos satisfacen las enmiendas porque, en primer lugar, los ingresos que se obtienen a través de la instalación de este sistema irán a al Fondo Común, lo que permitirá terminar con el incentivo que existía anteriormente, en cuanto a que los municipios que querían aumentar su ingreso instalaban este sistema de fotorradar. No mencionaré las municipalidades porque son conocidas por todos.


Por otra parte, es importante que un reglamento dictado por el Ministerio de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones -y no como lo señala el proyecto; hay un error en la forma planteada- establezca los estándares técnicos que deben cumplir tales equipos. Además, a través de la resolución Nº 86 se establecerán normas para la instalación de equipos que registren infracciones de límites de velocidad y luz roja. La idea de este reglamento, dictado en el año 2001 y cuya vigencia se iniciaba a principios de este año, es instalar estos instrumentos en aquellos lugares donde efectivamente se generan mayores accidentes de tránsito. Por lo tanto, en virtud de esa resolución, los fotorradares ayudarán a evitar accidentes de tránsito.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Ha terminado su tiempo, señor diputado.


El señor LUKSIC.- Las dos últimas medidas tienden a desincentivar el aumento de la velocidad, tanto en zonas urbanas como rurales, y la gradualidad de las sanciones, dividiéndolas en infracciones menos graves, graves y gravísimas.


Estos dos últimos elementos que se incorporan a esta iniciativa de ley son de la mayor importancia, porque permitirán que el conductor pueda utilizar el automóvil según la potencia del motor. Asimismo, la graduación de las penas es de la mayor relevancia...


El señor SALAS (Vicepresidente).- Terminó su tiempo, señor diputado.


El señor LUKSIC.- ...porque es un aporte del derecho comparado.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Fidel Espinoza.


El señor ESPINOZA.- Señor Presidente, sin lugar a dudas este proyecto tiene una real importancia para el país, y en eso han coincidido varios colegas que me han antecedido en el uso de la palabra. 


En la actualidad, nuestro país registra una alta tasa de accidentes de tránsito y cientos de personas fallecen cada año a causa de éstos, además de miles que sufren graves heridas que, de una u otra forma, dificultan su futuro como personas.


Estamos ante un proyecto que ha sido bastante discutido, porque -al igual como lo señalaba el colega Luksic- lo que hemos criticado no ha sido la utilización del instrumento conocido por toda la ciudadanía como fotorradar, sino la mala utilización que se hizo de él por parte de muchos municipios al firmar convenios maquiavélicos con ciertas empresas, lo que, en la práctica, se tradujo en serias dificultades para quienes fueron perjudicados por las multas que se les aplicó. Por lo tanto, la mala utilización de los fotorradares se constituyó en un hecho bastante vergonzoso, porque no se ponía en juego el motivo esencial.


Es importante destacar -y por eso debemos reconocer que ha habido esfuerzos de todos los sectores para llegar a un consenso en esta materia- que en el futuro no podrán instalarse fotorradares en cualquier lugar, como lo manifestaron mis colegas, sino que según criterios técnicos, para que sean efectiva y realmente un elemento fundamental y necesario para la protección de vehículos y peatones y para disminuir los accidentes de tránsito, lo que, como se ha demostrado en otros países, se ha logrado gracias a estos instrumentos.


Hablamos de que pretenden instalarse en lugares con ciertas tasas de accidentes y, además, que este hecho permitiría que sean los carabineros e inspectores, que determine el Ministerio de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones, quienes sancionen o sirvan como ministros de fe en esta materia.


Esta bancada va a votar a favor del proyecto, porque constituye un elemento, como decía recién, muy importante para avanzar con mucha fuerza en un tema que nos preocupa: las altas tasas de accidentes, en aumento en el último tiempo. Además, estamos aplicando ciertos criterios muy importantes. Por ejemplo, la incorporación en la ley de cierto grado de tolerancia, lo que permitirá que no se sancione a una persona que esté al límite de la velocidad permitida; además, que también exista la posibilidad de que para quien viaje a 100 kilómetros por hora y sea sancionado por esa medida, pueda existir un cierto grado de flexibilidad al cursar la multa.


Es conveniente aumentar la velocidad en zonas urbanas, de 100 a 120 kilómetros por hora. Hoy ciertas carreteras de dos o más pistas no lo permiten, pero hemos realizado grandes esfuerzos para tener una mejor dotación de infraestructura vial que haga posible, con responsabilidad, subir los límites de velocidad, como lo establecerá este proyecto de ley.


Es muy importante apoyar esta iniciativa legal y darle fuerza. De esta forma, después de que esté en marcha, seremos capaces de discutir y de evaluar en el Parlamento el proceso y los avances en su materialización.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor René Manuel García.


El señor GARCÍA (don René Manuel).- Señor Presidente, más que referirme al proyecto, quiero formular algunas aprensiones y hacer algunas preguntas a los ministros del Interior y de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones.


Los proyectos de ley que hemos visto este mes hablan invariablemente de que los recursos recaudados irán al Fondo Común Municipal, lo que nos parece bien. Pero me gustaría saber cómo se repartirán los mismos. Ya he recibido algunas llamadas de alcaldes, que dicen: “Por suerte, se repartirán los treinta mil millones entre las trescientas cuarenta y una comunas, por lo cual sacaremos tanta plata”.


Me gustaría saber de boca de los señores ministros qué criterio se usará para repartir estos dineros. ¿Cómo se implementarán estos recursos en las municipalidades que más lo necesitan, dada su ruralidad y pobreza?


Me interesa mucho este tema, porque en la Novena Región, la más pobre del país, donde se implementará un plan para la superación de la pobreza, hay muchos municipios que, apurados, puedan hacer gastos, y otros a los que les quedan 20 mil pesos para efectuar obras y ayudar a la gente de su comuna. 


Por eso, quiero saber dónde se canalizarán y enfocarán estos recursos, que alcanzan a varios miles de millones de pesos.


Otro punto que me parece conveniente analizar es el aumento del límite de velocidad de los automóviles y vehículos de carga y de transporte.


Soy miembro permanente de la Comisión de Obras Públicas desde hace doce años. Esta ley fue aprobada por la Cámara. La iniciativa que trata acerca del alza de las velocidades, establecida en la ley de Tránsito, se encuentra en el Senado, Corporación que nunca la despachó.


Hay un punto que me preocupa enormemente y que corregimos en el proyecto de ley que presentamos, en ese entonces, con el ex diputado señor Teodoro Ribera. 


Si el ministro del Interior analiza la norma respectiva, comprobará que no hay ninguna diferencia en que los automóviles, buses o camiones vayan a 100 kilómetros por hora en carreteras pavimentadas o de ripio, es decir, se ajustarán a lo que dispone la ley y no tendrán ningún problema.


Sin embargo, esa norma representa un peligro inminente. Nosotros habíamos establecido que la velocidad máxima para los vehículos menores fuera de 80 kilómetros por hora, y para los camiones y buses, en caminos de ripio, de 70 kilómetros por hora. Me parece una cosa lógica. No es por querer entorpecer el proyecto.


En el proyecto que presentamos en la otra oportunidad, se corregía ese error, lo que me parece bien. Empero, después de efectuar grandes inversiones, no podemos dejar que la velocidad en los caminos de asfalto o de cemento sea la misma que la existente para los caminos de ripio. Esa parte me gustaría modificarla. No sé si estamos en condiciones de hacer las indicaciones. Me gustaría que en los caminos de ripio los vehículos livianos transitaran a un máximo de 80 kilómetros por hora, y los camiones y buses, a 70 kilómetros por hora.


Ésas son mis aprensiones. Desearía que el ministro me contestara. Si no se puede corregir la disposición, tal vez por la vía del reglamento se pueda solucionar el problema.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor ministro del Interior.


El señor INSULZA (ministro del Interior).- Señor Presidente, voy a contestar la primera pregunta, y el ministro de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones, señor Etcheberry, la segunda.


En realidad, no hay ninguna modificación en este proyecto de ley respecto de la distribución del Fondo Común Municipal, que se hace de acuerdo con la ley, como bien se sabe, con formas de repartición que privilegian a los municipios más pobres. Por lo tanto, este dinero integrará el Fondo Común Municipal, con la misma forma de distribución.


Lo único nuevo es que, de los ingresos por multas de las municipalidades, el 18 por ciento va al Sename. En este caso, el ciento por ciento del ingreso por concepto de fotorradares irá al Fondo Común Municipal, sin descontar el 18 por ciento del Sename.


Reitero, sobre cómo se reparte el Fondo Común Municipal hoy día, no hay ningún cambio al respecto.


Muchas gracias.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor ministro de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones.


El señor ETCHEBERRY (ministro de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones).- Señor Presidente, tal como lo dijera el diputado señor René Manuel 
García, el tema de las velocidades máximas es complejo y depende del tipo de carretera. 


Lo que se ha hecho en este proyecto es coincidir en una modernización de las velocidades máximas, que es subir de 100 a 120 kilómetros por hora la velocidad máxima cuando se trata de un camino de dos pistas, en un sector interurbano. 


Ahora, es distinto, pero también válido, cuando se trata de un camino de pavimento o de uno de ripio. Pero tanto los municipios como el Ministerio de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones tienen atribuciones, que ejercen para poner velocidades máximas menores al límite superior cuando hay razones de peligro. Después de la promulgación de esta ley, los municipios seguirán contando con estas atribuciones, y el Ministerio de Obras Públicas podrá regular estas velocidades máximas. 


Por lo tanto, si hubiera alguna carretera con dos pistas, en un sentido, que fueran de ripio -personalmente no las conozco-, en ese caso el Ministerio de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones y los municipios deberán establecer velocidades menores a los 120 kilómetros por hora.


En todo caso, esta materia debe perfeccionarse. Al respecto, está en trámite un proyecto relacionado con las normas de tránsito, en el cual se considerarán las sugerencias del diputado señor García.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Debo señalar a la Sala que el tiempo para intervenir es de diez minutos por bancada. Le quedan cinco minutos a la de la Democracia Cristiana.


Tiene la palabra, por cuatro minutos, el diputado señor Jaime Jiménez.


El señor JIMÉNEZ.- Señor Presidente, el país está ansioso de que se publique la ley que termine con la corruptela, que todos conocemos, de los famosos fotorradares y de las empresas asociadas a los mismos, que llegaban con su poder económico hasta los juzgados de policía local y municipios para ofrecer incentivos para operarlos, constituyéndose en verdaderos mecanismos de recaudación de ingresos y no en elementos correctivos de la conducta de los automovilistas que cometen infracciones a la ley de Tránsito, en este caso, por exceso de velocidad.


Con la aplicación de la iniciativa, daremos un paso sustantivo no sólo en la parte técnica que concierne al tránsito, sino también en la transparencia, ya que terminaremos, de una vez por todas, con el incentivo perverso de cursar determinada cantidad de infracciones o partes, con el propósito de cumplir metas establecidas por las empresas en conjunto con los municipios, e incluso con los juzgados de policía local, los que muchas veces forman parte, administrativamente, de las municipalidades.


Me parece bien que avancemos en la transparencia en todo orden de cosas, y al respecto quiero destacar la conducta de la senadora señora Evelyn Matthei. En la oportunidad en que me correspondió asistir a la Comisión de Hacienda del Senado, ella, pese a la posición contraria de su partido, fue capaz de sostener su criterio en favor de que los recursos recaudados por la utilización de los fotorradares fueran al Fondo Común Municipal. También se mostró partidaria de que se terminara el registro de multas impagas, materia que también corrige el proyecto. Me parece digno de destacar el gesto que sostuvo en su intervención, porque uno debe ser consecuente con los principios que enarbola y no sólo con las oportunidades políticas en las que se puede vestir con otro ropaje.


Es bueno que tengamos presente, para la interpretación que más adelante se haga de la ley, que el proyecto establecía un Registro nacional de multas impagas, una especie de Dicom del automovilista, en el que quedaban anotadas todas las infracciones de los vehículos. Pese a que originalmente el proyecto encargaba dicho registro al Registro Civil, quedó entregado, por la vía de la licitación, a privados. En todo caso, la iniciativa respeta el primer período de licitación de cuatro o cinco años, al término de los cuales vuelve a quedar radicado en el Registro Civil, el que no sólo posee la capacidad técnica, profesional y el personal adecuado para llevar dicho registro, sino que, por tratarse de un servicio público, no irá en búsqueda de lucro, finalidad que pretende el Registro nacional de multas impagas.


Por último, es bueno aclarar que el proyecto en análisis habla de la operación de los equipos de registro y detección de infracciones relativas a velocidad y luz roja.


El inciso tercero del artículo 4º dice: “Los equipos de registro de infracciones podrán consistir en películas cinematográficas, fotográficas, fonográficas u otras formas de reproducción de la imagen y del sonido y, en general, en medios aptos para producir fe”.


Según lo que se señala en otros incisos de otros artículos del proyecto, esto no sólo concierne a los fotorradares -no se los menciona específicamente, sino a otros equipos de detección de la infracción al límite de velocidad-, por lo cual también quedan afectos, a mi juicio, de acuerdo con lo que se desprende de la lectura del proyecto, las pistolas láser u otros medios de detección de infracción del límite de velocidad.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Resta un minuto a la Democracia Cristiana, dos a Renovación Nacional y cuatro a la Unión Demócrata Independiente.


Tiene la palabra el diputado señor 
Alvarado.


El señor ALVARADO.- Señor Presidente, luego de un largo debate, hoy llegamos a la etapa de aprobación final del proyecto.


En un comienzo, como bancada manifestamos que el objetivo central de la iniciativa era la seguridad en el tránsito en nuestras calles y carreteras, y la protección de la vida de las personas.


Cuando la discusión derivó al financiamiento de los fotorradares, sin duda nuestra posición fue distinta, porque considerábamos que se eliminarían total y completamente los abusos en la medida en que se aplicara el decreto Nº 86, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, y que la operación de los fotorradares se entregara en forma absoluta a Carabineros de Chile.


Al mismo tiempo, pensamos que en un proyecto de esta naturaleza no sólo debíamos abordar lo relativo a los fotorradares, sino también el tema de las velocidades máximas de circulación, tanto en los sectores urbanos como en las carreteras y en las zonas rurales. Afortunadamente, nuestros planteamientos ante la Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones fueron analizados, debatidos e incorporados en el texto final del proyecto en discusión.


La iniciativa consagra un aumento de la velocidad máxima de circulación en las ciudades y carreteras; asimismo, la operación de los fotorradares queda en manos de Carabineros de Chile y de inspectores fiscales, y tenemos un decreto que norma el funcionamiento de los aparatos que contribuyen a la seguridad en el tránsito.


Las municipalidades no pueden decidir el lugar de instalación de un fotorradar sin la autorización del Ministerio de Transportes; los lugares en los cuales deben instalarse estos aparatos deben ser sometidos a estudios técnicos, lo que nos parece una forma seria y responsable de abordar un tema tan importante como la seguridad y la protección de la vida de las personas.


En consecuencia, nuestra bancada va a apoyar el proyecto, en consideración a que nuestros planteamientos de aumento del límite de velocidad, de aplicación del decreto que norma la instalación de los fotorradares y de entrega de su operación a Carabineros e inspectores fiscales resguardan plenamente el buen uso y la sana utilización de instrumentos que protegen la vida de las personas.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- En el tiempo del Partido por la Democracia, tiene la palabra el diputado señor Felipe Letelier.


El señor LETELIER (don Felipe).- Señor Presidente, en la misma línea señalada por el diputado señor Alvarado, después de cuatro años en que nuestra bancada señalara que la utilización de fotorradares era ilegal porque violaba las normas del tránsito, hoy nos alegramos de que la Corporación regule el uso de instrumentos que tienen como objetivo central la prevención.


Debemos dejar en claro a quienes son ministros de fe y utilizan estos instrumentos sofisticados, tal como se establece en el artículo 4º del proyecto en análisis, que todas nuestras acciones apuntan a la prevención y no sólo a la represión, es decir, la multa por infracción no es la única vía de educación en torno de la norma general de Tránsito.


Los diputados del Partido por la Democracia, que hemos trabajado activamente en el perfeccionamiento de la iniciativa durante los últimos cuatro años, creemos que hemos llegado a una fase final en la que toda la Corporación ha consensuado la necesidad de legislar, y estamos convencidos de que, si es necesario seguir perfeccionando la normativa, lo haremos por el bien de todos los chilenos. 


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- En el tiempo de la Democracia Cristiana tiene la palabra, por un minuto, el diputado señor Jaime Mulet.


El señor MULET.- Señor Presidente, en el breve tiempo de que dispongo, deseo hacer un par de aseveraciones.


Hace un tiempo nos sorprendimos cuando el diario “La Segunda”, el 15 de mayo recién pasado, anunció un acuerdo entre el ministro del Interior, señor José Miguel 
Insulza, y el diputado señor Pablo Longueira, respecto de los fotorradares y de la ley de Rentas II, en cuanto a que los dineros obtenidos por el uso de aquellos se enterarían en los municipios y no en el Fondo Común Municipal. Asimismo, el diario “El Mercurio”, del 7 de junio pasado, puntualizó que ese acuerdo había sido cancelado, ya que las respectivas Comisiones del Senado determinaron que los recursos irían -como hoy lo está; espero que lo apruebe y lo confirme esta Cámara- al Fondo Común Municipal y no a cada uno de los municipios.


Agradezco la flexibilidad que han tenido tanto el Gobierno como la UDI para comprender que los recursos deben ir al Fondo Común Municipal, que era la propuesta original del Gobierno y la que siempre ha sostenido la Democracia Cristiana, en cuanto a que los recursos deben favorecer a los municipios más pobres del país, y que su redistribución debe ser hecha por el Fondo Común Municipal. Era preciso terminar con los incentivos perversos de la instalación indiscriminada de los fotorradares.


Agradezco que se haya acogido -reitero- la posición de la Democracia Cristiana, en orden a defender que los recursos vayan a los municipios más pobres del país.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- A la UDI le resta un minuto y medio; a Renovación Nacional, dos minutos; al Partido Socialista y Radical, cinco minutos.


Tiene la palabra el ministro, señor Javier Etcheberry.


El señor ETCHEBERRY (ministro de Transportes y Telecomunicaciones).- Señor Presidente, por su intermedio, confirmo la aseveración del diputado señor Jaime Jiménez de que el proyecto contiene varios acápites referidos a equipos de registro y de detección de infracciones. Los equipos de registro corresponden a los fotorradares; los de detección, a las pistolas láser.


El proyecto innova en el sentido de establecer que “Para los efectos del inciso anterior, podrán utilizarse equipos de registro y de detección de infracciones -la expresión “y detección” es nueva-, en la forma que determine el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones”. O sea, según el proyecto, las pistolas láser sólo podrán ser utilizadas en la forma que determine el Ministerio mencionado.


A mi juicio, éste es un gran avance consagrado en el proyecto, ya que antes los equipos podían ser usados por Carabineros y por inspectores municipales y fiscales. Sin embargo, el Senado consigna que “los equipos de registro y detección de infracciones relativas a velocidad y luz roja sólo podrán ser operados por Carabineros de Chile, y por los inspectores fiscales designados por el Ministerio de Obras Públicas, en el caso de las plazas de peaje, operación de túneles” y en carreteras concesionadas.


Si uno se fija bien en los distintos 
artículos, el proyecto regula -a mi juicio en muy buena forma- no sólo el uso de los fotorradares, sino también el de las pistolas láser, lo que debería dar gran tranquilidad a los automovilistas.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- En el tiempo del Partido por la Democracia, tiene la palabra el diputado señor Esteban 
Valenzuela.


El señor VALENZUELA.- Señor Presidente, felizmente el proyecto -que apoyamos con entusiasmo- logró integrar las distintas visiones sin cometer excesos. 


En los últimos seis años, Chile ha logrado disminuir los índices de mortalidad y de lesionados graves en accidentes de tránsito. Por ello, era un exceso eliminar el sistema, más allá de los abusos cometidos por algunos municipios.


Un segundo exceso se refería a la intención, en un momento dado, no sólo de privar a los municipios de los dineros de las multas por fotorradares, sino también de todas las multas por exceso de velocidad. Tal propósito se reparó en la Comisión de Gobierno Interior y, felizmente, ello ha sido incorporado en este acuerdo.


Compartimos con la Democracia Cristiana el concepto de excesos y de incentivos perversos, como señaló el diputado señor Mulet; pero no debemos olvidar que muchos alcaldes, en el ejercicio de su competencia, exigen a Carabineros –institución con la cual tienen un diálogo fluido- mayor regulación y fiscalización en zonas de recurrencia de accidentes de tránsito. 


Consecuentemente, el acuerdo es moderado e integrador, ya que terminará con el abuso y permitirá la mantención del rol municipal en estas materias. Sin embargo, sugiero al Ministerio evaluar la nueva legislación, en particular en cuanto al alza de los límites de velocidad, materia respecto de la cual espero -lo comentamos con el señor ministro- una reglamentación muy precisa. Por ejemplo, cuando se autoriza desplazarse a 120 kilómetros por hora en carreteras de alta velocidad, hay que distinguir entre carreteras segregadas y aquellas que aún persisten con muchos virajes a la izquierda, que son los que generan peligro. 


A partir de esas modificaciones, es importante evaluar si esta curva de disminución -viraje a la derecha o viraje en “u”, que es mucho más peligroso- provocará el término de la curva descendente de accidentes de tránsito graves en el país.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- En el tiempo del Partido Radical y Socialista, tiene la palabra el diputado señor Alberto Robles.


El señor ROBLES.- Señor Presidente, así como la primera causa de muerte en personas menores de cuarenta años son los traumas, uno de los mayores motivos por los cuales fallecen nuestros jóvenes son los accidentes automovilísticos. El proyecto tiende a generar un efecto en términos de intentar, mediante la prevención, la disminución de dichos accidentes.


Además, es muy importante que los recursos provenientes de las infracciones de tránsito vayan íntegramente al Fondo Común Municipal, y a través de él, que los señores alcaldes -ésta es una petición- 
incorporen el concepto de prevención en sus comunas, desde el punto de vista de este flagelo que afecta a nuestros compatriotas.


Por tanto, quisiera pedir que los alcaldes incorporen en el presupuesto municipal recursos destinados a la atención primaria de salud, a la prevención y promoción de actitudes que vayan en concordancia con la disminución de los accidentes automovilísticos, y que dentro del presupuesto incluyan posibilidades de desarrollar infraestructura conducente a disminuir dichos accidentes.


Las enmiendas del Senado mejoran sustantivamente lo aprobado por la Cámara y nos parece muy importante que exista acuerdo para su aprobación.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Corres-
ponde votar las modificaciones del Senado.


Tiene la palabra el diputado señor Longton.


El señor LONGTON.- Señor Presidente, pedimos votación separada de las letras d) y f) del artículo 1º, que reemplazan los 
artículos 150 y 200 de la ley de Tránsito, respectivamente, relativas a los fotorradares y al aumento de la velocidad en algunas carreteras.


El señor SALAS (Vicepresidente).- ¿Habría acuerdo para proceder en la forma solicitada por el diputado señor Longton?


Acordado.


En votación todos los artículos, menos los dos cuya votación separada solicitó el diputado señor Longton.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 83 votos; por la negativa, 16 votos. No hubo abstenciones.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi, Aguiló, Alvarado, Álvarez, Araya, Barros, Bauer, Burgos, Bustos, 
Caraball (doña Eliana), Ceroni, Cornejo, Correa, Cubillos (doña Marcela), Dittborn, Egaña, Encina, Errázuriz, Escalona, Escobar, Espinoza, Forni, García-Huidobro, González (doña Rosa), González (don Rodrigo), 
Hales, Hernández, Ibáñez (don Gonzalo), Jaramillo, Jarpa, Jeame Barrueto, Jiménez, Kast, Lagos, Leay, Letelier (don Juan 
Pablo), Letelier (don Felipe), Longueira, Luksic, Masferrer, Melero, Mella (doña María Eugenia), Meza, Molina, Montes, Moreira, Mulet, Navarro, Norambuena, Ojeda, Olivares, Ortiz, Paredes, Pareto, 
Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), Pérez (don Ramón), Pérez (don Víctor), Prieto, Rebolledo, Recondo, Riveros, Robles, 
Rojas, Rossi, Saffirio, Salaberry, Salas, 
Sánchez, Silva, Soto (doña Laura), Tapia, Tarud, Ulloa, Uriarte, Urrutia, Valenzuela, Varela, Venegas, Vidal (doña Ximena), Villouta, Von Mühlenbrock y Walker.


-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:

Ascencio, Bayo, Becker, Bertolino, 
Delmastro, Galilea (don José Antonio), 
García (don René Manuel), Guzmán (doña Pía), Hidalgo, Ibáñez (doña Carmen), 
Kuschel, Longton, Monckeberg, Palma (don Osvaldo), Vargas y Vilches.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Aprobadas las modificaciones del Senado, menos las letras d) y f) del artículo 1º, referidas a los artículos 150 y 200 bis.


En votación la letra d).


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 96 votos; por la negativa, 1 voto. No hubo abstenciones.

El señor SALAS (Vicepresidente).- Aprobada.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi, Aguiló, Alvarado, Álvarez, 
Ascencio, Barros, Bauer, Bayo, Becker, Bertolino, Burgos, Bustos, Caraball (doña Eliana), Ceroni, Cornejo, Correa, Cristi 
(doña María Angélica), Cubillos (doña 
Marcela), Delmastro, Dittborn, Egaña, 
Encina, Errázuriz, Escobar, Espinoza, Forni, Galilea (don José Antonio), García (don René Manuel), García-Huidobro, González (doña Rosa), González (don Rodrigo), Guzmán (doña Pía), Hales, Hernández, 
Hidalgo, Ibáñez (don Gonzalo), Ibáñez 
(doña Carmen), Jaramillo, Jarpa, Jeame Barrueto, Jiménez, Kast, Kuschel, Lagos, Leay, Letelier (don Juan Pablo), Letelier (don Felipe), Longton, Longueira, Luksic, Masferrer, Melero, Mella (doña María 
Eugenia), Meza, Molina, Monckeberg, Montes, Moreira, Mulet, Navarro, 
Norambuena, Ojeda, Ortiz, Palma (don 
Osvaldo), Paredes, Pareto, Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), Pérez (don Ramón), Pérez (don Víctor), Prieto, Rebolledo, 
Recondo, Riveros, Robles, Rojas, Rossi, Saffirio, Salaberry, Salas, Sánchez, Silva, Soto (doña Laura), Tapia, Tarud, Ulloa, Uriarte, Urrutia, Valenzuela, Varela, 
Vargas, Venegas, Vidal (doña Ximena), Villouta, Von Mühlenbrock y Walker.


-Votó por la negativa el diputadoseñor Vilches.


El señor SALAS (Vicepresidente).- En votación la letra f).


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 94 votos; por la negativa, 2 votos. Hubo 1 abstención.

El señor SALAS (Vicepresidente).- Aprobada.

Despachadas las modificaciones del Senado.


-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi, Aguiló, Alvarado, Álvarez, Araya, Ascencio, Barros, Bauer, Bayo, Bertolino, Burgos, Bustos, Caraball (doña Eliana), Ceroni, Cornejo, Correa, Cristi 
(doña María Angélica), Cubillos (doña 
Marcela), Delmastro, Dittborn, Egaña, 
Encina, Errázuriz, Escalona, Escobar, 
Espinoza, Forni, Galilea (don José Antonio), García (don René Manuel), García-Huidobro, González (doña Rosa), González (don Rodrigo), Guzmán (doña Pía), Hernández, Ibáñez (don Gonzalo), Ibáñez (doña Carmen), Jaramillo, Jarpa, Jeame Barrueto, Jiménez, Kast, Kuschel, Lagos, Leay, Letelier (don Juan Pablo), Letelier (don Felipe), Longton, Longueira, Luksic, Masferrer, Melero, Mella (doña María Eugenia), Meza, Molina, 
Monckeberg, Montes, Moreira, Mulet, Navarro, Norambuena, Ojeda, Ortiz, Paredes, Pareto, Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), Pérez (don Ramón), Pérez (don Víctor), Prieto, Rebolledo, Recondo, Riveros, Robles, Rojas, Rossi, Saffirio, Salaberry, Sánchez, Silva, Soto (doña Laura), Tapia, Tarud, Ulloa, Uriarte, Urrutia, Valenzuela, Varela, Vargas, Venegas, Vidal (doña Ximena), Vilches, Villouta, Von Mühlenbrock y Walker.


-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:

Becker y Palma (don Osvaldo).


-Se abstuvo el diputado señor Hidalgo.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Tiene la palabra el ministro de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones, señor Javier Etcheberry.


El señor ETCHEBERRY (ministro de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones).- Señor Presidente, es sólo para agradecer la comprensión de la Cámara de Diputados, puesto que el Ejecutivo, a fines de enero, contrajo el compromiso de enviar, dentro del plazo de 120 días, un proyecto al Congreso para que éste pudiera despacharlo en el más breve plazo. Esta iniciativa, que se ha aprobado y que tuvo amplia discusión en las distintas Comisiones de la Cámara y del Senado, es muy buena. 


El Ejecutivo recogió la idea de terminar con el incentivo perverso de que los dineros de los fotorradares fueran a parar directamente a los municipios, provocándose con ello los abusos que todos conocemos; asimismo, la de que estos fotorradares sólo fueran operados por Carabineros y, en casos muy particulares, por inspectores del Ministerio de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones. Además, tal como lo pidieron varias señoras diputadas y señores diputados, este proyecto fue mejorado al subir las velocidades máximas cuando las condiciones de seguridad así lo ameriten, en las carreteras de dos vías por sentido.


Por tanto, más allá de tratarse de un muy buen proyecto, se ha dado una valiosa discusión en este Congreso, particularmente en esta Cámara de Diputados. Por eso, en nombre del Gobierno, agradezco sinceramente a todas las señoras diputadas y señores diputados.


Muchas gracias.


-Aplausos.
MODIFICACIONES DE LA LEY ORGÁNICA DE LA CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA Y DE OTROS TEXTOS LEGALES. Tercer trámite constitucional.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Corresponde conocer, en tercer trámite constitucional, el proyecto que modifica la ley orgánica de la Contraloría General de la República.


Diputado informante de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia es el señor Jorge Burgos.


Antecedentes:

-Modificaciones del Senado, boletín 
Nº 2610-07, sesión 24ª, en 16 de mayo de 2002. Documentos de la Cuenta Nº 6.


-Informe de la Comisión de Constitución, sesión 7ª, en 13 de junio de 2002. Documentos de la Cuenta Nº 4.

El señor SALAS (Vicepresidente).- El diputado informante ha explicado a la Mesa que sólo hay un artículo no consensuado. Si la Cámara lo rechaza, el proyecto pasará a Comisión Mixta. En consecuencia, propongo a la Sala que el diputado señor Burgos se refiera específicamente a dicho artículo para ver si suscita acuerdo para votarlo luego sin discusión. Además, hay quórum para la aprobación.


¿Habría acuerdo?


Acordado.


Tiene la palabra el diputado señor 
Burgos.


El señor BURGOS.- Señor Presidente, la Comisión de Constitución, por unanimidad de sus miembros, aprobó, salvo en una disposición, las enmiendas del Senado a este importante proyecto de modificación de la ley orgánica de la Contraloría General de la República. Digo importante, porque establece una serie de normas esenciales para la modernización del trabajo del órgano contralor.


Cabe señalar que durante su tramitación, hubo acuerdo acerca de su relevancia, tanto en la Cámara de Diputados, como en el Senado y en el Ejecutivo. Asimismo, la Contraloría General entiende que se trataría de un importante instrumento, aunque considera que para las futuras leyes aún faltan modificaciones sustanciales.


Efectivamente, como bien dijo el señor Presidente, sólo hay un artículo enmendado por el Senado que no suscitó la unanimidad de la Comisión: el Nº 19, que pasa a ser 21, en virtud del cual se agrega el artículo 133 bis, que el Senado modificó reemplazando la expresión “hacer efectiva la responsabilidad administrativa de los funcionarios...”, por: “proponer a la autoridad administrativa correspondiente que haga efectiva”, las palabras “aplicando” por “quien aplicará” y “correspondan” por “procedan”, respectivamente.


Asimismo, propone reemplazar el inciso segundo por el siguiente:


“En el caso de que esta autoridad administrativa imponga una sanción distinta, deberá hacerlo mediante resolución fundada, sujeta al trámite de toma de razón por la Contraloría”.


El Senado con razón estableció que, atendida la autonomía municipal, correspondía que cuando se tratara de sancionar por parte de la Contraloría a alguien del ámbito municipal, fuera el contralor quien propusiera una sanción. Acto seguido, la autoridad así requerida, es decir el alcalde, no podrá desoír absolutamente esa proposición y deberá dictar un decreto fundado, ya sea para aprobar la sanción o bien para no aprobarla, pero siempre por decreto fundado, sujeto a la toma de razón.


¿Dónde está la diferencia entre el criterio de la Cámara y la modificación propuesta por el Senado? La Comisión de Constitución de la Cámara aprobó por unanimidad las modificaciones del Senado, pero hubo disenso respecto del Nº 19, que pasó a ser número 21, por el cual se reemplaza el inciso segundo propuesto para el artículo 133º bis. En efecto, hubo 2 votos por la afirmativa -de la diputada señora Pía Guzmán y del suscrito-, 3 votos por la negativa -de los diputados señores Luksic, Ascencio y 
Bustos- y 3 abstenciones -de la diputada señora Cubillos y de los diputados señores Forni y Monckeberg-.


Al respecto, la mayoría sostuvo que la redacción de la norma dada por el Senado era poco clara. Ella señala: “En el caso de que esta autoridad administrativa imponga una sanción distinta, deberá hacerlo mediante resolución fundada, sujeta al trámite de toma de razón por la Contraloría”. En virtud de lo anterior, si la Contraloría, por ejemplo, propone una sanción para un funcionario, pero el alcalde estima que debe absolverlo, podría, incluso, liberarse de dictar un decreto.


Por lo tanto, la mayoría de la Comisión hizo presente que debería decirse “decisión distinta” en lugar de “sanción distinta”.


Quienes estamos en minoría creemos que se debe aprobar la modificación del Senado, porque del análisis del inciso segundo del precepto citado aparece que su sentido lógico no puede ser otro que el de obligar al alcalde, en todos aquellos casos en que se resuelva esta materia en forma distinta de la propuesta por el Contralor, a emitir una resolución fundada, es decir, sometida al control de legalidad. Así debe proceder el alcalde tanto al abstenerse de aplicar una sanción como al disponer el sobreseimiento o la absolución del inculpado.


El espíritu del precepto indica que no puede entenderse que sólo deba dictarse una resolución fundada, o sea, sujeta a toma de razón, en aquellos casos en que se aplica una sanción disciplinaria distinta de la propuesta por el contralor general. A nuestro juicio, con mayor razón es claro que subsistirá la obligación en ella establecida cuando la decisión de la autoridad administrativa difiera de la indicada proposición, disponiendo absolución o sobreseimiento del imputado.


En todo caso, si de acuerdo con lo que preceptúa el texto eso no fuera claro, están todos los elementos de interpretación del Código Civil y las normas de hermenéutica legal, relacionadas tanto con su espíritu como con sus elementos gramaticales, así como la comparación con otras norma jurídicas que tienen que ver con la materia, de conformidad con lo establecido en el Código Civil y en la historia fidedigna del establecimiento de la ley.


En consecuencia, la mayoría de la Comisión propone a la Sala aprobar las modificaciones del Senado, con excepción de la enmienda mencionada. No obstante, quienes somos minoría estimamos que eso también debería ser aprobado, porque, si bien la norma no cuenta con una redacción ideal, es suficiente para explicitar que cuando la Contraloría imponga una sanción, el alcalde no podrá jamás dejar de dictar un decreto fundado sujeto al trámite de toma de razón, aun cuando disienta respecto de la sanción y finalmente absuelva.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Forni.


El señor FORNI.- Señor Presidente, nadie duda acerca de la importancia de este proyecto en cuanto persigue racionalizar los procesos que ejecuta este importante órgano contralor.


Para nadie tampoco es un misterio que es urgente modificar el diseño organizacional de la institución, de acuerdo con parámetros de una gestión administrativa moderna.


Si bien el proyecto va en la dirección correcta, es insuficiente, pues no atiende a las verdaderas exigencias de control contenido en las modificaciones de la ley orgánica de la Contraloría.


Si bien el proyecto contiene disposiciones interesantes, como la que reduce el plazo de toma de razón a 15 días, la que obliga al contralor a rendir cuenta pública de su gestión, incluyendo los decretos de insistencia; otorgar rango legal a las auditorías y eliminar el informe mensual de cuentas, sólo atiende a aspectos parciales de una función tan importante como la que ejerce ese organismo contralor.


Una reforma verdadera del sistema debiera considerar, al menos, las proposiciones efectuadas por el propio contralor durante la tramitación de este proyecto.


“Es preciso -nos decía el contralor- encarar de una vez por todas la dictación de una nueva ley de Contraloría, acabando con confusiones, superposiciones, carencias y formalismos entrabantes”.


Lo que pide el contralor es básico. Que se modifique la ley orgánica de la Contraloría, lo único que no se ha logrado en las décadas de vigencia de nuestra Constitución, de manera que defina el rol de la Contraloría, su estructura; considere el personal adecuado para los fines deseados y avance también en dotar de autonomía financiera al organismo.


Señor Presidente, la experiencia de la Comisión investigadora de esta Cámara respecto de las escandalosas indemnizaciones en empresas públicas, aconseja el establecimiento de un sistema de control moderno, ágil, más estricto respecto del uso de los recursos por las empresas del Estado, que evite situaciones como las ocurridas en el pasado y que lamentablemente siguen ocurriendo.


Como lo he señalado, este proyecto sólo aborda aspectos parciales de una función contralora que es mucho más amplia e importante, ya que está en juego la adecuada utilización de las platas de todos los chilenos, por lo cual la UDI votará a favor de una iniciativa que va en la dirección correcta en cuanto agiliza y perfecciona la capacidad de control y fiscalización sobre los recursos que utilizan los organismos del Estado y las empresas públicas.


El señor SALAS (Vicepresidente).- El acuerdo de la Sala fue tratar este proyecto sólo con la intervención del diputado informante. Sin embargo, como han solicitado el uso de la palabra el diputado señor Bustos y la diputada señora Soto, recabo nuevamente el asentimiento de la Sala para abrir debate sobre el proyecto.


¿Habría acuerdo?


No hay acuerdo.


¿Habría acuerdo para que los diputados que han solicitado la palabra puedan insertar sus discursos en la versión taquigráfica?


No hay acuerdo.


El señor BUSTOS.- Señor Presidente, pido la palabra para referirme a un asunto de Reglamento.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Tiene la palabra su Señoría.


El señor BUSTOS.- Señor Presidente, el diputado señor Burgos no sólo rindió el informe de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia respecto de las modificaciones del Senado, sino que planteó también la posición de la minoría, por lo que la postura de la mayoría quedó sin argumentación.


Desde esa perspectiva, a los diputados que sostuvimos el voto de mayoría en la Comisión también se nos debiera otorgar el uso de la palabra, porque, de lo contrario, la argumentación de la norma sobre la que hubo disenso sería desigual.


El señor SALAS (Vicepresidente).- El diputado informante, señor Burgos, planteó derechamente que él sostenía el voto de la minoría, pero que el resto de los diputados integrantes de la Comisión pensaba distinto. Por lo tanto, el tema está zanjado.


El señor BUSTOS.- ¡Pero no dio a conocer la argumentación de la mayoría!


El señor SALAS (Vicepresidente).- La Sala acordó que no habría debate, sino que sólo haría uso de la palabra el diputado informante, y que con posterioridad se votaría el proyecto.


En votación las enmiendas del Senado al proyecto de ley que modifica la ley orgánica de la Contraloría General de la República.


-Durante la votación:

El señor BUSTOS.- Señor Presidente, solicito que al menos se efectúe votación separada.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Señor diputado, cuando le ofrecí la palabra debió haberlo planteado. El proyecto ya está en votación, por lo que no se puede hacer ningún cambio.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 66 votos; por la negativa, 9 votos. No hubo abstenciones.

El señor SALAS (Vicepresidente).- Por no haberse alcanzado el quórum constitucional, se va a repetir la votación.


El señor MELERO.- Señor Presidente, lamentablemente no apareció consignado mi voto por la afirmativa en el tablero electrónico, lo que puede incidir en el quórum requerido.


El señor SALAS (Vicepresidente).- En votación las modificaciones del Senado.


-Repetida la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 71 votos; por la negativa, 11 votos. No hubo abstenciones.

El señor SALAS (Vicepresidente).- Aprobadas.

Despachado el proyecto.


-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados.

Accorsi, Alvarado, Álvarez, Araya, 
Barros, Bauer, Bayo, Becker, Bertolino, Burgos, Caraball (doña Eliana), Cornejo, Correa, Cristi (doña María Angélica), Cubillos (doña Marcela), Delmastro, Dittborn, Egaña, Errázuriz, Escobar, Forni, Galilea (don José Antonio), García (don René Manuel), García-Huidobro, Guzmán (doña Pía), Hernández, Hidalgo, Ibáñez (don Gonzalo), Ibáñez 
(doña Carmen), Jaramillo, Jarpa, Jeame Barrueto, Jiménez, Kast, Lagos, Longueira, Masferrer, Melero, Mella (doña María 
Eugenia), Meza, Molina, Monckeberg, 
Moreira, Norambuena, Ojeda, Ortiz, Palma (don Osvaldo), Pareto, Paya, Pérez (don José), Pérez (don Ramón), Pérez (don Víctor), Prieto, Recondo, Riveros, Rojas, Saa (doña María Antonieta), Saffirio, Salaberry, Salas, Silva, Tapia, Ulloa, Uriarte, Urrutia, Vargas, Venegas, Vidal (doña Ximena), Vilches, Villouta y Walker.


-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:

Aguiló, Ascencio, Bustos, Encina, 
Escalona, Espinoza, Leal, Montes, Navarro, Rossi y Soto (doña Laura).

VII. PROYECTOS DE ACUERDO
CONMUTACIÓN DE PENA DE MULTA POR LA DE REALIZACIÓN DE TRABAJOS COMUNITARIOS. (Votación).


El señor SALAS (Vicepresidente).- Corresponde votar, por última vez, el proyecto de acuerdo Nº 50.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 29 votos; por la negativa, 1 voto. No hubo abstenciones.

El señor SALAS (Vicepresidente).- Rechazado por falta de quórum.

PROPOSICIÓN DE MEDIDAS PARA MEJORAR SITUACIÓN GANADERA EN LA UNDÉCIMA REGIÓN.


El señor SALAS (Vicepresidente).- El señor Prosecretario va a dar lectura al siguiente proyecto de acuerdo.


El señor ÁLVAREZ (Prosecretario).- Proyecto de acuerdo N° 51, de los diputados señores Galilea, don Pablo, Sánchez, 
Delmastro, Lorenzini, Recondo, Walker, Tuma y Kuschel.


“Considerando:


Que la vocación ganadera de la XI Región de Aisén fue definida muy tempranamente por los primeros colonos llegados a estas tierras, los que, en muchos casos, vieron en esta actividad productiva una forma de sobrevivencia y progreso y que actualmente involucra a 2.596 explotaciones ganaderas y a más de diez mil personas.


Que la XI Región de Aisén posee 496.484 hectáreas con aptitud ganadera, lo que representa el 28% de los suelos productivos de la región. Si se considera, además, que existen 1.024.259 hectáreas con potencial ganadero-forestal, las condiciones para esta actividad se incrementan aún más. Los expertos aseguran que la producción ganadera, en términos numéricos, podría más que duplicarse (201.000 unidades animales a 470.000 unidades animales) y el actual valor económico multiplicarse por seis.


Que la producción pecuaria de Aisén tradicionalmente ha estado entre las actividades productivas más relevantes. Sin embargo, la tendencia que viene experimentando es a la baja sostenida. Así es como el PIB regional sectorial ha pasado del 32% en el año 1960 al 17,6% en 1990.


Que, en las últimas décadas, el Estado ha realizado en la XI Región grandes esfuerzos en infraestructura, obras en cuya evaluación fueron considerados sus potenciales ganaderos, que hoy se encuentran subexplotados.


Que los esfuerzos desplegados por el Estado en subsidio directo al sector ganadero en distintos programas como suelos degradados, bonificación a la fertilización, Fosis, riego, electrificación rural, DL 701, vivienda rural, Bogan, FIA, etc., ascienden a más de 11.000 millones de pesos en el período 1994-1998 y a más de 1.500 millones sólo en el año 2002.


Que, pese a los recursos invertidos por el Estado, la masa ganadera de la Región de Aisén ha disminuido, entre el censo agropecuario de 1976 y el censo de 1996, en un 54,8% en el caso de los ovinos y se ha mantenido en el caso de los bovinos.


Que los precios relativos de los productos agropecuarios han sufrido un notable deterioro en los últimos veinte años, generando una situación de pobreza en la gente perteneciente al sector, además de una concentración en la propiedad del ganado, provocando una gran migración campo-ciudad, con el consiguiente problema social urbano.

Que, aunque el Estado ha hecho exitosos esfuerzos por crear mejores condiciones para el sector agropecuario en diferentes programas que han aumentado la capacidad talajera de los suelos, queda pendiente el desafío de aumentar la masa ganadera. Sin embargo, existiendo claridad sobre el tema, no se ha hecho nada por abordarlo. Al contrario, se han tomado decisiones, como el cierre del Banco Ganadero administrado por la empresa pública Sacor, que ha disminuido considerablemente sus operaciones, a partir del año 1997.


Que los acuerdos de la mesa público-privada se manifiestan claramente respecto de la necesidad de un instrumento que ayude al crecimiento de la masa ganadera, acuerdo sobre el cual el Presidente de la República tiene compromisos que, además, han sido respaldados por ponencias y acuerdos del Consejo Regional y que son compartidos por los cuatro parlamentarios de la zona.


Que la Región invirtió en el año 2000 la suma de 28 millones de pesos en un estudio sobre la situación ganadera regional y la prefactibilidad de una planta faenadora de carnes. El estudio arrojó positivos resultados.


Que el acuerdo con la Comunidad Económica Europea representa una gran oportunidad para el sector ganadero regional, más si se consideran las ventajas comparativas de sus carnes, dadas por su condición natural, calidad ambiental y producción orgánica.


Que los dos diputados de la región solicitaron al Consejo Regional la creación de una Comisión especial que estudie esta situación y que apoye la preservación de Sacor en Aisén.


La Cámara de Diputados acuerda:


Solicitar a vuestra Excelencia la mantención de la Sociedad Agrícola Ganadera, Sacor, en la región de Aisén, con los objetivos de: sostener en el tiempo el aumento de la masa ganadera y permitir la construcción de una planta faenadora, de similares características a la existente en Magallanes, fortaleciendo el rol subsidiario del Estado en estas materias.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Para hablar a favor del proyecto de acuerdo, ofrezco la palabra.


Ofrezco la palabra.


Ofrezco la palabra para impugnarlo.


Ofrezco la palabra.


En votación.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 24 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

El señor SALAS (Vicepresidente).- Por no haberse alcanzado el quórum, se repetirá la votación.


-Repetida la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 25 votos; por la negativa, 1 voto. No hubo abstenciones.

El señor SALAS (Vicepresidente).- Nuevamente no hay quórum.


Se va a llamar a los señores diputados por cinco minutos.


-Transcurrido el tiempo reglamentario:

El señor SALAS (Vicepresidente).- En votación, por última vez, el proyecto de acuerdo.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 31 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

El señor SALAS (Vicepresidente).- Por no haberse obtenido el quórum, la votación del proyecto queda pendiente para la próxima sesión.

VIII. INCIDENTES
ALCANCES SOBRE DECLARACIONES EMITIDAS POR DIPUTADOS A MEDIOS DE COMUNICACIÓN.


El señor SALAS (Vicepresidente).- En el tiempo del Comité Socialista y Radical, tiene la palabra, por cuatro minutos y medio, el diputado señor Fulvio Rossi.


El señor ROSSI.- Señor Presidente, en los últimos días y semanas hemos sido testigos de innumerables agresiones a nuestra labor parlamentaria. Ofensas reiteradas, con show publicitario incluido, han llenado los titulares de la prensa escrita y televisiva. Lejos, lo más lamentable de estos hechos es que los protagonistas de estas seudodenuncias son algunos de nuestros colegas, quienes, sin importar la consecuencia de sus montajes circenses, enlodan una actividad que, para la mayoría de nosotros, es importante y de una dignidad acorde con las trascendentales decisiones que nos corresponde adoptar.


Primero fueron las flores, y luego, las cartas. Ahora, nuestro colega señor Jorge Burgos, de quien tengo una gran impresión, nos sorprende con declaraciones emitidas a través de los medios de comunicación que bien podrían haberse manifestado en la Comisión de Régimen Interno.


Del mismo modo, llamo a la diputada señora Lily Pérez, que se caracteriza por este tipo de acciones, a dejar de hacerlo.


Si de publicidad se trata, aviso a todos estos especialistas en fiscalización que están abiertas las inscripciones para acompañar a la famosa Baby-Vamp. Les aseguro que con eso sacarán portadas en todos los medios, pero, ¡por favor, no sigamos autoinfiriéndonos descalificaciones que sólo contribuyen a debilitar aún más nuestra ya opaca imagen pública!


Si queremos dignificar nuestra labor y hacer noticias que efectivamente tengan interés público y busquen el bien común, no sigamos dándonos recados por los medios de comunicación ni haciendo alarde de probidad, pues un anticipo no constituye corrupción ni significa delito alguno, porque es parte del sueldo. Aprendamos del Senado, cuyo Presidente, señor Andrés Zaldívar, al parecer sí valora su trabajo, le otorga la dignidad que debe tener y mantiene el tenor del debate con altura de miras y tratando cada tema en el lugar que corresponde.


Para quien habla, es muy lamentable que tengan más difusión por los medios estos shows pirotécnicos que los grandes temas, como la reforma de la salud, las modificaciones a la actual ley del consumidor o la nueva política de financiamiento de la educación superior, que sí son importantes para la gente. De seguir por este camino de continuas denuncias sin fundamento, o con fundamento, pero fuera de lugar, no tardará el día en que nuestros electores nos tiren monedas en la calle, como ya ha ocurrido en países vecinos.


Querámonos un poco, elevemos el nivel del discurso. De lo contrario, levantemos una carpa de circo y hagamos una teleserie, aunque no les aseguro tanto éxito como actores, ya que para serlos de verdad se debe estudiar. Además, es probable que no marquemos muchos puntos en el rating.


He dicho. 


-Aplausos.
RADICACIÓN DEL PARQUE DEL PLÁSTICO EN LA OCTAVA REGIÓN. Oficios.


El señor LETELIER, don Juan Pablo (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Alejandro Navarro. 


El señor NAVARRO.- Señor Presidente, como muchos colegas saben desde hace tiempo, el gobierno regional de la Octava Región ha venido haciendo esfuerzos a fin de que se instale en el Parque Industrial de Coronel -así espero- el Parque del Plástico. Se ha planteado crear incentivos extraordinarios a fin de posibilitar la concreción de dichas inversiones, en lo que constituye una iniciativa considerada como altamente importante por parte del gobierno regional.


Sin embargo, se ha desatado, de manera legítima, una controversia entre quienes plantean que el Parque del Plástico debe estar ubicado en la comuna de Talcahuano, y quienes pensamos que debe estarlo en una zona industrial que garantice ampliamente que no habrá impacto ambiental negativo. 


Lo primero que debe hacer la Octava Región es lograr que el Parque del Plástico quede en la zona y que las inversiones se desarrollen, y luego buscar el lugar más apropiado. Podrá ser Talcahuano, Coronel u otra ciudad.


Yo sólo quiero reiterar que Coronel reúne todas las condiciones que garantizan que la inversión de una industria como la del plástico puede desarrollar ampliamente su tarea productiva sin deteriorar el medio ambiente, porque el Parque Industrial de esa ciudad ya ha tenido una evaluación que permite que este tipo de industria se instale en el lugar sin ningún inconveniente.


La comuna de Talcahuano tiene un plan de descontaminación, denominado Programa de recuperación ambiental de Talcahuano, Prat, que, de alguna manera, dificultará la instalación de ese parque.


Queremos un Talcahuano libre de contaminación; que sean ordenadas territorialmente sus zonas industrial, residencial, portuaria y turística. Por eso, en verdad es necesario que la propuesta para que ese parque se ubique en Talcahuano sea conocida.


Espero propiciar las condiciones para que la región aúne esfuerzos con la finalidad de lograr que el proyecto se lleve a cabo en la zona. De lo contrario, estaremos disputando la localización de un proyecto que aún no se consolida. Es decir, estamos actuando con premura. Toda la lógica indica que lo primero que necesitamos asegurar es que el proyecto se realice en la Octava Región. 


Por eso, solicito que se oficie al gobierno regional de la Octava Región, en la persona de su intendente, señor Jaime Tohá, a fin de que nos informe detalladamente acerca de las acciones que está desarrollando sobre la materia. 


Asimismo, a los municipios de Coronel y de Talcahuano, con el objeto de que nos informen sobre sus planes y propuestas para que el proyecto se concrete en la Octava Región. Lo importante es que todos aunemos esfuerzos para que el proyecto se lleve a efecto, más que disputar el lugar donde será emplazado, independientemente de que muchos podemos tener una opinión formada al respecto, como es mi caso, en el sentido de que el proyecto debiera radicarse en el Parque Industrial de Coronel. 


El señor LETELIER, don Juan Pablo (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su Señoría, con la adhesión de los diputados de la Democracia Cristiana, del Partido por la Democracia, del Partido Radical, de Renovación Nacional y de la Unión Demócrata Independiente que están alzando la mano, de lo que ha tomado debida nota la Secretaría. 

ADOPCIÓN DE MEDIDAS PARA EVITAR ACCIDENTES EN LA RUTA DEL ITATA. Oficio.


El señor NAVARRO.- Señor Presidente, pido que se oficie a la Dirección de Vialidad del Ministerio de Obras Públicas a fin de que realice un detallado estudio respecto de las condiciones de diseño de la ruta del Itata, particularmente en su llegada al eje que conecta a Penco con Concepción. En el lugar se han producido graves accidentes en los últimos meses, que han costado la vida a numerosas personas. En sólo un mes, hubo más de cuatro accidentes debido a la larga pendiente, de 4 kilómetros, que hay a la llegada, desde la ruta del Itata, a la comuna de Penco. En la bajada, la curva parece tener problemas de peralte. Es decir, los accidentes pueden tener su origen en la imprudencia excesiva de los conductores, en fallas de diseño o en una combinación de ambas: exceso de confianza de los conductores al enfrentar una pendiente de cuatro kilómetros, más la posibilidad de que existan deficiencias técnicas que pudieran determinar que el acceso y la conexión de la ruta del Itata con la carretera que une Penco con Concepción no esté diseñada para la velocidad con que los camiones están llegando a ese lugar, a pesar de que la zona está debidamente señalizada.


Por lo tanto, se requiere una solución rápida a fin de evitar que continúe produciéndose esta suma continua de accidentes con resultados fatales, con daños a la propiedad pública y privada, y así no seguir engrosando el triste récord que tiene la Octava Región en cuanto a que es la ruta 5 la que registra los más altos índices de mortalidad en accidentes de tránsito producidos por vehículos de carga. 


Este informe debiera estar listo a la brevedad, con el objeto de adoptar medidas de inmediato. Éstas podrían ser mayor señalización, correcciones técnicas, si fuere necesario, o emprender acciones con las asociaciones de dueños de camiones y de conductores, que permitan brindar mayor seguridad para que estos accidentes puedan ser evitados y, en definitiva, la ruta presente condiciones de seguridad tanto para camiones como para vehículos menores. 


He dicho. 


El señor LETELIER, don Juan Pablo (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su Señoría, con la adhesión de los diputados de la Democracia Cristiana, del Partido por la Democracia, del Partido Radical, de Renovación Nacional y de la Unión Demócrata Independiente que están alzando la mano, de lo que ha tomado debida nota la Secretaría. 

REIVINDICACIÓN DE LABOR PARLAMENTARIA.


El señor LETELIER, don Juan Pablo (Vicepresidente).- En el tiempo del Comité de la Unión Demócrata Independiente, tiene la palabra, por cuatro minutos y medio, la diputada señora Rosa González. 


La señora GONZÁLEZ (doña Rosa).- Señor Presidente, a raíz de los innumerables escándalos que han azotado a esta honorable Cámara, todos nos hemos visto expuestos, injustamente, a la crítica y a la burla pública.


Lamentablemente, quienes han participado en bochornosos hechos nos han arrastrado a una situación que sólo se traduce en la vergüenza del escándalo.


Todo comenzó cuando algunos colegas trajeron a discusión en este hemiciclo materias tales como las peleas de determinadas personas ocurridas en los baños públicos de un restaurante, o cuestionaron los dineros de las dietas parlamentarias poniendo en tela de juicio todo nuestro actuar y desempeño como parlamentarios. Con esta última denuncia, todos quedamos cuestionados y la gente nos metió a todos en un mismo saco. 


Hoy la opinión pública desconfía de los parlamentarios y de lo que hacemos por el bien del país, ya que se cree que aquí todos participamos en escándalos en lugar de trabajar por dar verdadera solución a los problemas reales de la gente. 


Señor Presidente, esto no puede continuar. No podemos permitir que nos echen a todos la culpa por la ocurrencia de algunos hechos escandalosos, y que nadie salga en defensa de los diputados que realmente estamos trabajando por mejorar las condiciones de vida de millones de chilenos que están sumergidos en la pobreza. 


¿Por qué se nos culpa a los diputados por lo que tenemos, pero no se dice nada acerca de lo que no tenemos? ¿Por qué se culpa a todos los diputados de los escándalos producidos por algunos al interior de baños públicos? ¿Por qué se hace creer que todos los diputados son millonarios cuando la realidad no es ésa? 


Señor Presidente, los problemas de esta Cámara comenzaron hace mucho tiempo, pero nadie ha puesto atajo para que éstos no sigan ocurriendo. Así, por ejemplo, aún se pagan envíos de documentos particulares con dinero de todos los chilenos; aún existen presiones para que se retiren proyectos de ley que servirían para dar más transparencia al accionar de los diputados. Creo que llegó el momento de salir en defensa de esta Cámara y de todos nosotros, en especial de aquellos que no tienen participación en los escándalos ocurridos en baños públicos.


Llegó el momento de decir no sólo lo que tenemos los diputados -o lo que la gente dice que tenemos-, sino también aquello de lo que carecemos. En efecto, no contamos con vida familiar, ya que destinamos gran parte de los fines de semana o de nuestros pocos momentos libres para dedicarlos a la gente que confía en que les solucionaremos sus problemas. 


No tenemos -cuando terminamos nuestras funciones, como otros funcionarios públicos- millonarias indemnizaciones. La gente no sabe que uno termina su labor parlamentaria y en seguida se va para la casa.


No tenemos lo que todo el mundo llama “perseguidora”, según la cual, después de tres períodos, nos retiraríamos con sueldos millonarios. Eso se terminó. No hay jubilación. No tenemos previsión social.


La gente no sabe que tenemos que enterar nuestras cotizaciones previsionales como independientes, con cargo a nuestra propia dieta, lo que tiene un costo mucho más alto, como lo saben todos los chilenos.


En fin, no tenemos más beneficios que los que la ley, conocida por todos, nos otorga, pero carecemos de jubilación y de indemnización.


Quienes no participamos en los escándalos somos perjudicados en nuestra honorabilidad por quienes sí intervienen en ellos, ya que, ante tan lamentables situaciones se enloda a todos por igual. Sin duda, esto genera en la gente opiniones que son, en algunos casos, alejadas de toda realidad.


Lamento que nadie diga en esta Cámara que no todos somos escandalosos en nuestro actuar y que, muy por el contrario, muchos nos mantenemos alejados del cuestionable accionar de algunos colegas que han traído problemas de baños públicos a este hemiciclo, quienes creen que así pueden solucionar los urgentes problemas de los chilenos. ¡Por Dios que los solucionamos bien! En este momento somos objeto de escarnio, porque todos escuchamos decir que los diputados no hacen esto, que los diputados no vienen, que los diputados viajan, que los diputados lo pasan bomba, en circunstancias de que vivimos corriendo a Santiago, a tomar los respectivos vuelos, y siempre estamos tratando de solucionar problemas. Ésa es nuestra realidad.


Lamento que hoy estemos cuestionados por una inmensa mayoría de chilenos, quienes, equivocadamente, creen que en este hemiciclo nada se hace por solucionar sus problemas. Es lógico que sea así, pues se realizan denuncias y más denuncias entre nosotros mismos. En consecuencia, ¿qué puede opinar la gente, que no sabe realmente cómo es nuestra situación?


La culpa es, sin duda alguna, de todos quienes, de una u otra manera, han participado en escándalos públicos; de quienes, tras denunciar hechos o participar en ellos, quedan muy bien, mientras el resto debe pagar las consecuencias de todas esas denuncias, lo que ha arrastrado a la totali-
dad de los miembros de la Corporación 
a una vergüenza pública que tomará tiempo y sacrificio sacar de la percepción de la gente.

Finalizo mis palabras haciendo un llamado a todos mis colegas para terminar con estos lamentables y penosos espectáculos, ya que hoy estamos pagando todos por el cuestionable accionar de unos pocos.


He dicho.


-Aplausos.
PETICIÓN DE INFORME PARA CONVERTIR EL AEROPUERTO DE CALAMA EN INTERNACIONAL. Oficios.


El señor LETELIER, don Juan Pablo (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Mario Escobar.


El señor ESCOBAR.- Señor Presidente, Calama es una ciudad que ha ido prosperando cada vez más en el tiempo. Y lo ha hecho con una fuerza que, en comparación con otras ciudades, la está llevando a un nivel que, en el futuro, puede transformarse en una de las grandes ciudades de Chile.


Durante mucho tiempo hemos planteado la posibilidad de modernizar ciertos aspectos de nuestra sociedad calameña. Desde esa perspectiva, y dado el alto flujo de turistas extranjeros y nacionales que llegan por esos lados, ya sea a San Pedro o a la misma ciudad de Calama, hay un tema que no ha sido abordado en su totalidad. Hace mucho tiempo, propusimos la idea de que se permitiese que ciudades como ésta accedieran al tipo de entretención que proveen los casinos, materia que pronto será tratada por la Cámara.


Sin embargo, no es ése el tema que me motiva a intervenir. Durante mucho tiempo, hemos propiciado la posibilidad de que el aeropuerto de Calama alcance la categoría de internacional. Dado el gran flujo de turistas extranjeros que llegan a esa ciudad, nos parece poco lógico que tengan que llegar vía Santiago o vía Iquique, en circunstancias de que podrían hacerlo en forma directa.


Por lo tanto, solicito oficiar a la Dirección de Aeronáutica Civil, a Sernatur y a la intendencia regional, con el objeto de que se nos informe si existe algún plan para transformar al aeropuerto de Calama en internacional. En caso de que no existiera dicho plan, que nos informen sobre cuáles serían los pasos por seguir para lograr ese objetivo.


He dicho.


El señor LETELIER, don Juan Pablo (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su Señoría, con la adhesión de los diputados que están alzando la mano, de lo que se está tomando debida nota.

REPARACIÓN DE VIVIENDAS DE LA POBLACIÓN MICHAIHUE Nº 1, DE SAN 
PEDRO DE LA PAZ. Oficio.


El señor LETELIER, don Juan Pablo (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Andrés Egaña.


El señor EGAÑA.- Señor Presidente, el año pasado, la Contraloría General de la República señaló, en un informe, que en la Octava Región había más de 6 mil viviendas con daños estructurales graves y que su reparación significaría un gasto superior a los 7 mil millones de pesos para el Estado.


El viernes pasado fui invitado por dirigentes de la población Michaihue 1, de San Pedro de la Paz. Allí me tocó ver y conocer en terreno qué ha sucedido con dicho conjunto habitacional, entregado en 1997. Consta de ocho bloques, en los cuales habitan 252 familias. A los pocos meses de recibida, luego de la primera lluvia, las murallas de las viviendas fueron totalmente traspasadas por el agua y sus techos se volaron. La reparación de esos primeros daños la realizó la misma empresa que efectuó la construcción, la que posteriormente quebró.


Pasó algún tiempo sin que los pobladores vieran completamente solucionados sus problemas. Además, se llevó a efecto una segunda reparación en Michaihue 1, la que tampoco dejó esas viviendas como corresponde.


Hoy se está realizando la tercera reparación en esa población, con un costo cercano a los 500 millones de pesos. Sin embargo, las dirigentas, esforzadas y valientes mujeres que han hecho valer sus derechos, nos han informado que no se están haciendo los trabajos como corresponde.


Todos sabemos que la Octava Región tiene un alto índice de cesantía, en especial la comuna de San Pedro de la Paz. Muchos de los jefes de hogar que viven en la citada población no han podido pagar sus dividendos. ¿Qué ha hecho el Serviu? Aquí tengo el documento que les ha enviado a los jefes de hogar, que, entre otras cosas, señala:

“1. Quienes incurran por primera vez en un atraso, recibirán una carta de cobranza, instándolos a ponerse al día en breve plazo.

“2. Quienes completen dos dividendos atrasados, sus antecedentes serán incorporados a los archivos de morosidad de Dicom y de la Cámara de Comercio”.


¡Qué inconsecuencia, señor Presidente, que a estos modestos pobladores se les amenace con ser incluidos en los registros del Dicom, en circunstancias de que hemos visto profusamente cómo aquí se ha justificado lo injustificable respecto de otros deudores, como los de Indap, a quienes se les ha perdonado para que no figuren en los registros como deudores!


También quiero denunciar los malos tratos que han recibido las dirigentas por hacer valer sus derechos y por denunciar que los trabajos nuevamente se están realizando mal.


Por otra parte, parece que se está haciendo un hábito en la Octava Región que las empresas que se presentan a las licitaciones, después de ejecutar las obras, se declaren en quiebra, lo que, después de algún tiempo, impide encontrar a alguien que responda por la mala calidad de las obras.


Por lo tanto, señor Presidente, solicito oficiar al ministro de Vivienda, con el objeto de que nos informe sobre los avances que se están realizando en Michaihue 1, así como también respecto de cuáles son los controles que se efectuarán para que estos modestos pobladores puedan recibir su casa como corresponde. Además, deseo hacerle presente la preocupación que existe por las amenazas que han recibido esos pobladores por parte de los funcionarios del Serviu.


He dicho.


El señor LETELIER, don Juan Pablo (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su Señoría, con la adhesión de los diputados de Renovación Nacional, del Partido por la Democracia y del diputado señor Waldo Mora.


Ofrezco la palabra.


Ofrezco la palabra.

INCUMPLIMIENTO DE LEY QUE ENCOMIENDA A CARABINEROS FUNCIONES DE PREVENCIÓN EN LAS CALLES. Oficio.


El señor LETELIER, don Juan Pablo (Vicepresidente).- En el turno correspondiente al Comité Demócrata Cristiano, tiene la palabra el diputado señor Jorge Burgos.


El señor BURGOS.- Señor Presidente, en septiembre de 2000, el Congreso aprobó la ley Nº 19.693, que estableció una serie de medidas para hacer más eficiente las funciones de Carabineros y de Investigaciones e introdujo modificaciones al Código de Procedimiento Penal, a la ley sobre menores y a la ley sobre violencia intrafamiliar, entre otras. Su objetivo era recuperar a Carabineros para funciones de seguridad ciudadana, de prevención del delito, a fin de reforzar la prevención en las calles y evitar que se dedicaran a trámites esencialmente administrativos.


Junto con la citada ley, también se modificó la de Policía Local, a fin de que los juzgados dispusieran que las notificaciones se llevaran a cabo a través de funcionarios municipales o de policía local.


Sobre el particular, el general director de Carabineros, señor Cienfuegos, señaló que la evaluación de Carabineros respecto de la aplicación de todas estas medidas, es decir, de las modificaciones a la ley Nº 19.693 y a la ley de procedimiento de los juzgados de policía local, ha demostrado que no se ha conseguido, en más de 10 ó 15 por ciento, el objetivo de recuperar a casi 400 carabineros para cumplir labores de prevención en la calle. En consecuencia, por angas o por mangas, no se está dando cumplimiento a la ley.


Solicito oficiar al ministro del Interior para que, basado en informes de Carabineros y de Investigaciones, en lo que corresponde, nos señale en forma pormenorizada cómo se están aplicando las leyes citadas, a fin de determinar dónde está el problema del no cumplimiento de normas aprobadas hace menos de un año y medio.


He dicho.


El señor LETELIER, don Juan Pablo (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado, con la adhesión de todas las bancadas presentes en la Sala.

OTORGAMIENTO DE ASIGNACIÓN DE TURNO A PERSONAL JUBILADO DE GENDARMERÍA. Oficios.


El señor LETELIER, don Juan Pablo (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Edmundo Villouta.


El señor VILLOUTA.- Señor Presidente, tengo una nota del Círculo de Funcionarios de Gendarmería en Retiro, de Concepción.


Muchas veces he reclamado en favor de funcionarios jubilados de Gendarmería, pues quedaron fuera de los beneficios otorgados por la ley Nº 19.538, de 27 de noviembre de 1997, que establecía una asignación por turno para el personal de las plantas I y II, de oficiales y vigilantes penitenciarios de Gendarmería de Chile, respectivamente. Esa asignación sería imponible para los efectos previsionales y de salud, pero los funcionarios jubilados no la recibieron, motivo por el cual, junto con otros puntos que agregaré más adelante, solicito enviar oficios a los ministros de Justicia y de Hacienda.


Se encuentran en las tribunas dirigentes de la Asociación Nacional de Funcionarios Penitenciarios, quienes están preocupados por un proyecto que les atañe, que está en tramitación en la Cámara, el cual contiene varios aspectos en los cuales no están de acuerdo.


En especial, desean que el servicio penitenciario mantenga su calidad de civil, es decir, que no sea militarizado; que los jefes sean elegidos de las plantas directivas, pues la capacidad de personas con 20 o más años de servicio perfectamente podría verse reflejada en su nombramiento como alcaide o subalcaide de algunos recintos penitenciarios. Sin embargo, la norma actual lo impide, por lo cual se sienten denigrados y rebajados en su capacidad.


El mencionado proyecto establece que tanto el director nacional como la plana máxima de la institución serán elegidos de la planta de oficiales.


Insisto en que, incomprensiblemente, la planta directiva de este personal se ubica en tercer lugar, con lo cual no están de acuerdo, como tampoco con que al director nacional y a la jefatura se los obligue a vestir uniforme si son de otras plantas. Tampoco se considera al personal civil para la elección de alcaides.


Por otra parte, se aumenta en forma exagerada, en aproximadamente un 80 por ciento, la planta de oficiales, lo cual no se condice con el mínimo aumento de funcionarios de la planta de vigilancia, situación que también piden revisar.


En la principal penitenciaría de Santiago, por ejemplo, los funcionarios de la guardia armada hacen turnos de hasta diez días, lo cual es una brutalidad, por decir lo menos, porque se deteriora su vida familiar. Debería existir un reglamento de turnos para evitar esas situaciones.


Con frecuencia recibo peticiones para interceder por el traslado de distintos funcionarios -gendarmes, vigilantes, sargentos, brigadieres mayores, etcétera-, porque en la mayoría de los casos están separados de su familia, lo que resiente la calidad funcionaria porque la tensión de los viajes, el gasto que ello representa y la imposibilidad de compartir con su familia en forma normal, provoca estrés, y en definitiva, deriva en un mal servicio.


En cuanto a las horas extraordinarias adeudadas, fueron reconocidas sólo en parte en una ley anterior. La Asociación solicita estudiar y regularizar esa situación y llevar un control estricto respecto de los turnos a fin de que sean pagados como corresponde.


En enero de este año publiqué un artículo en la prensa, relacionado con el trabajo de los reos, actividad que, en muchos recintos, no se lleva a cabo, lo que resiente la economía de hogares en los cuales el padre o la madre se encuentra privado de libertad. Años atrás, muchos recintos suscribían convenios con empresas o fábricas a fin de que los reos pudieran trabajar. Ahora, que estamos hablando de la posible construcción, por concesión, de nuevos recintos penales, hay que tener en cuenta que éstos deberían incluir talleres para tales efectos. Cuando publiqué el mencionado artículo, fui informado de que una ley internacional impide obligar a trabajar al reo. Lógicamente, la actividad laboral debe ser voluntaria, pero los reos necesitan tener un ingreso para ayudar a sus familias, que quedan en el aban-
dono.


Solicito que se oficie al ministro de Justicia, a fin de que se envíe a trámite una nueva iniciativa que permita resolver las situaciones planteadas, pues entiendo que sería muy difícil incluirlas en el proyecto de mejoramiento en estudio, debido a que su trámite está bastante avanzado.


He dicho.


El señor LETELIER, don Juan Pablo (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su Señoría, con la adhesión de las bancadas de la Democracia Cristiana, del Partido por la Democracia, de la Unión Demócrata Independiente y de Renovación Nacional.

SUSPENSIÓN DE MEDIDA PARA QUE 
NAVÍOS DE LA CUARTA REGIÓN OPEREN EN LA TERCERA. Oficios.


El señor LETELIER, don Juan Pablo (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Jaime Mulet.


El señor MULET.- Señor Presidente, quiero referirme a una situación que afecta a los pescadores de la Tercera Región.


La prensa y la televisión informaron que los pescadores se habían tomado la carretera norte-sur en Caldera, comuna que me honro en representar en esta Cámara.


También se informó de un hecho bastante grave. Después de una larga conversación entre los dirigentes de la Federación de Pescadores, el subsecretario de Pesca y la intendenta regional, en la cual no se llegó a acuerdo, se produjo una situación muy lamentable: la agresión al vehículo que transportaba a la señora intendenta, el cual sufrió serios daños.


El problema de los pescadores de la Tercera Región, en particular de los de Caldera, es grave. El Consejo Zonal de Pesca, integrado mayoritariamente por autoridades de la Cuarta Región y por el subsecretario de Pesca, pretende autorizar la extracción de recursos del mar, dentro de las cinco millas de exclusividad de los pescadores artesanales de la Tercera Región, a navíos de la Cuarta.


A partir de la dictación de la ley de Pesca y Acuicultura, en 1992, la Tercera Región quedó en situación desfavorable respecto de otras, al ser considerada como zona abierta. Históricamente se ha perjudicado a esa región y, por lo tanto, a sus pescadores artesanales y a su gente de mar. Hoy, nuevamente, a raíz del acuerdo del Consejo Zonal de Pesca, que debe traducirse en un decreto firmado por el subsecretario del ramo, se intenta autorizar la extracción de recursos del mar a los navíos de la Cuarta Región.


Se trata de un hecho gravísimo, que violenta a la gente, la que tiene problemas de empleo y dificultades para extraer recursos del mar debido a que se están agotando. La decisión del subsecretario es equivocada, porque perjudica a los pescadores artesanales de la Tercera Región y podría desembocar en un conflicto más grave que el que vivimos en el último tiempo.


Por lo anterior, solicito que se oficie, a la brevedad, al ministro del Interior, a fin de que, como jefe de Gabinete, estudie qué medidas se pueden adoptar ante esta situación, con el objeto de evitar alteraciones al orden público y hechos de violencia, como los ocurridos ayer.


Además, pido que se oficie al ministro de Economía a fin de que, en su calidad de jefe, instruya al subsecretario de Pesca para que suspenda tal medida, pues perjudica los intereses de la Tercera Región.


He dicho.


El señor LETELIER, don Juan Pablo (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su Señoría, con la adhesión de las bancadas del Partido Socialista, del Partido por la Democracia, de la Democracia Cristiana y de Renovación Nacional.

INVESTIGACIÓN DE INCENDIOS DE TRIBUNALES EN LA UNDÉCIMA REGIÓN. Oficios.


El señor LETELIER, don Juan Pablo (Vicepresidente).- En el tiempo del Comité del Partido por la Democracia, tiene la palabra el diputado señor Leopoldo Sánchez.


El señor SÁNCHEZ.- Señor Presidente, hace algo más de un mes se incendió, en Coihaique, el edificio en que funcionaban la Corte de Apelaciones y el Primero y Segundo Juzgados de la Región.


Aparte de la gravedad del hecho y de la cantidad de especulaciones acerca del móvil del atentado a la justicia de la región, los profesionales de la Corte y de los juzgados intentaron funcionar en locales provisionales, pero inadecuados, a fin de volver a la normalidad. Sin embargo, en un hecho que parece increíble y digno del récord de Guinness, hace una semana volvieron a atentar contra los juzgados, lo que ahora significó la destrucción total de uno de ellos; el otro, también habría corrido igual suerte si hubiera llegado la chispa al combustible que fue rociado deliberadamente en su entorno.


Resulta sorprendente que el ministro en visita, nombrado para esclarecer estos hechos, diga en conferencia de prensa que el primer incendio fue intencional. Con esta declaración, se ven frustradas las diligencias, y violado el secreto del sumario.


Tampoco se ha dado protección a los edificios afectados, en este caso los recintos donde funcionan los juzgados y la fiscalía. Más aún, en forma inexplicable se retiró el resguardo de Carabineros de los locales habilitados, en forma muy inadecuada, a partir del primer incendio.


Por lo anterior, no queda sino pedir la intervención de la Corte Suprema y del Ministerio de Justicia para que se esclarezcan estos graves hechos, cosa que, hasta el momento, no ha ocurrido. Además, es necesario que se ubique a los responsables, que se destinen recursos para reconstruir los edificios que deben albergar adecuadamente a los funcionarios, no sólo en condiciones de comodidad, sino también de seguridad, debido a las causas que allí se ventilan. Finalmente, que se indague y evalúe qué está pasando con el quehacer de la justicia de la Undécima Región, porque la ciudadanía de Aisén aún no termina de sorprenderse ante estos graves hechos.


He dicho.


El señor LETELIER, don Juan Pablo (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su Señoría, con la adhesión de la bancada del Partido por la Democracia.

RESPONSABILIDAD DE ALCALDES AL NEGAR AUTORIZACIÓN PARA CONSTRUIR RELLENOS SANITARIOS. Oficio.


El señor LETELIER, don Juan Pablo (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Esteban Valenzuela.


El señor VALENZUELA.- Señor Presidente, como diputado y ex alcalde, sin animosidad, quiero decir que pocas veces he visto algo tan incongruente como los ataques contra el intendente de la Región Metropolitana, señor Marcelo Trivelli, quien sólo ha intentado solucionar, como parte del Gobierno, una situación originada en graves omisiones, faltas y problemas de gestión de municipios de dicha Región, dirigidos, en su mayoría, por alcaldes de partidos políticos que encabezan una acusación constitucional en su contra.


Llama la atención que los alcaldes de Santiago, que históricamente han asumido el rol de coordinadores de los ediles de la Región Metropolitana, no hayan llegado a acuerdo para utilizar rellenos sanitarios que sí están autorizados y en funcionamiento, con el objeto de dar una salida a la crisis. También sorprende que el alcalde de Cerrillos, señor Alejandro Almendares, de la Alianza por Chile y presidente del consejo de Emeres, no haya buscado las soluciones adecuadas con su equipo.


Como además del mencionado hay otros hechos muy graves, pido que se oficie a la Contraloría General de la República para que investigue las siguientes situaciones:

1º
Los municipios de Talagante y de Maipú deliberada y reiteradamente han negado el permiso de construcción de obras menores a rellenos sanitarios autorizados por la autoridad ambiental competente a fin de cumplir con los requisitos que se les exigen. Además, han encabezado marchas y otras manifestaciones.


Quiero saber si se ajusta a derecho la negación de los alcaldes a otorgar estas autorizaciones de construcción.

2º
Que se investigue la actuación de los alcaldes de Puente Alto y de San Bernardo, cuyas comunas generan la mayor cantidad de basura en el sector sur de la Región Metropolitana, pues en dos ocasiones, ante dificultades para depositarla en un relleno sanitario en el sector surponiente de Santiago, y negarse a pagar un costo adicional para transportarla al relleno autorizado en el sector norte, han incurrido en grave abandono de deberes, porque una de las históricas responsabilidades de los municipios es la recolección y la disposición final de la basura. Dichos alcaldes, en lugar de solucionar los problemas y pagar algo más por trasladarla a un relleno adecuado, han dejado la basura en las calles como una manera de presión indebida, con lo cual han obligado al Gobierno a intervenir a fin de apurar las obras en ciertos rellenos sanitarios. 


Después, el intendente aparece acusado por los mismos partidos a los que pertenecen esos alcaldes. Eso no puede ser.


Por tanto, pido que la Contraloría General de la República cumpla su rol de investigar y determine si hubo o no abandono de deberes y falta de responsabilidad por parte de estos señores ediles.


He dicho.


El señor LETELIER, don Juan Pablo (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su Señoría, con la adhesión de la bancada del PPD, Demócrata Cristiana y Socialista.

INDEFENSIÓN DEL PERSONAL QUE CUMPLE FUNCIONES EN PEAJES LATERALES DE REGIONES. Oficios.


El señor LETELIER, don Juan Pablo (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Enrique Jaramillo.


El señor JARAMILLO.- Señor Presidente, deseo saludar en forma muy especial a las profesoras señoras Ana Fischer, Mónica Salamanca y Carmen Bielefeldt, quienes acompañan a los estudiantes de la escuela Río Bueno.


(Aplausos).

Señor Presidente, en este último tiempo se ha dado inicio al funcionamiento de la moderna doble vía de la carretera, conocida como Ruta 5, orgullo de los chilenos por todo lo que nos ofrece en aspectos tales como comodidad, servicios, apoyo cada cierto tramo en nuestro viaje, entre los cuales destaco los servicios de rescate, de grúas y de servicentros, y el recorrido de un móvil para supervisar que todo funcione bien en esta magnífica carretera, obra de modernidad del Gobierno de la Concertación. En mis constantes viajes por mi distrito, lamentablemente he podido constatar una falencia que, como en toda obra nueva, deberá ser corregida: la completa indefensión del personal que cumple funciones en los peajes laterales de las distintas regiones del país, los que, en gran medida, se encuentran aislados de los centros poblados, hecho que, en consecuencia, podría significar que atentaren contra la seguridad de quienes allí laboran.


El 90 por ciento de los funcionarios son mujeres jóvenes, quienes, al momento de ser consultadas por el diputado que habla en relación con las medidas de seguridad con que cuentan, especialmente en los horarios nocturnos, me mostraron un artefacto metálico que, comúnmente, llamamos garrote. ¡Esa es la seguridad que entrega la concesionaria a sus funcionarios para defenderse! 


No quiero entrar en el fondo del asunto, pues una investigación en profundidad podría perjudicar a quienes hoy trabajan en las distintas empresas concesionarias.


Por consiguiente, pido que los organismos pertinentes procedan a fiscalizar a la brevedad las medidas de seguridad que se han adoptado, con el fin de subsanar esta deficiencia en resguardo de la integridad de quienes allí laboran.


Para ello, solicito que se oficie al ministro de Obras Públicas y al Departamento de Concesiones de esa Secretaría de Estado.


He dicho.


El señor LETELIER, don Juan Pablo (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su Señoría, con la adhesión de los parlamentarios de Renovación Nacional, de la UDI, de la Democracia Cristiana y del Partido por la Democracia que así lo solicitan.

RECONSIDERACIÓN DE LÍMITE DE EDAD PARA ATENCIÓN PEDIÁTRICA. Oficio.


El señor LETELIER, don Juan Pablo (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Enrique Accorsi.


El señor ACCORSI.- Señor Presidente, quiero hacer presente a esta honorable Cámara que uno de los problemas más complicados en la atención de salud moderna se presenta con los adolescentes, es decir, con los niños de entre 15 y 18 años de edad, pues quedan en una especie de tierra de nadie. En Chile, la atención pediátrica se considera hasta los 14 años 11 meses 29 días. O sea, un niño de 15 años que llega a un hospital pediátrico no es atendido, lo que provoca graves problemas de traslado a hospitales de adultos, que no cuentan con la infraestructura necesaria para realizar la atención correspondiente. Hace pocos días, tuvimos que rescatar a un niño que estaba en tratamiento de quimioterapia en una unidad oncológica de adultos, sin los cuidados ni el personal capacitado.


Solicito que se oficie al ministro de Salud para que nos explique e informe en virtud de qué resolución se establece la edad pediátrica en Chile. Con motivo de la reforma de la salud, queremos proponer que dicha edad abarque hasta los 18 años, modificación que permitiría optimizar la atención de los adolescentes y descomprimir los hospitales de adultos de una cantidad de pacientes que tendría mejor cobertura en el área pediátrica. Además, postulamos que el traspaso a la edad adulta sea acompañado de la ficha clínica correspondiente, con el fin de contar con los antecedentes médicos necesarios para enfrentar de mejor manera esta nueva etapa de la vida, ya que hoy este procedimiento no se realiza.


Al aumentar a 18 años la edad pediátrica, se permitiría un mejor uso del recurso pediátrico que hoy tenemos en las áreas pública y privada, o sea en el Fonasa y en las isapres.


He dicho. 


El señor LETELIER, don Juan Pablo (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su Señoría, con la adhesión de los parlamentarios de los Partidos por la Democracia, Demócrata Cristiano, Renovación Nacional y Socialista que así lo solicitan.

EJECUCIÓN DE OBRAS DE INFRAESTRUCTURA EN DÉCIMA REGIÓN. Oficios.


El señor LETELIER, don Juan Pablo (Vicepresidente).- En el tiempo del Comité de Renovación Nacional, tiene la palabra el diputado señor Carlos Ignacio Kuschel.


El señor KUSCHEL.- Señor Presidente, solicito que se oficie a todos los ministros y al intendente de la Décima Región para que informen sobre los recortes y reorientaciones de los recursos que afectarán a esa región, debido a las consecuencias que dejaron la lluvia e inundaciones en la zona central. También pido que me informen la fecha en que se reanudarán los proyectos que se verán interrumpidos, porque me he enterado de que hay recortes en todos los ministerios.


En segundo lugar, solicito que se oficie al ministro de Vivienda, al intendente de la Décima Región y al alcalde de Puerto Montt para que informen acerca de las obras de agua potable, alcantarillado, tratamiento de aguas servidas y para evacuar las aguas lluvia por ejecutarse en el pueblo de Alerce, donde acaban de ser recepcionadas e inauguradas algunas viviendas. Tengo gran preocupación ante una probable inundación en esas nuevas poblaciones.


He dicho.


El señor LETELIER, don Juan Pablo (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios correspondientes en la forma solicitada por su Señoría, con la adhesión de los diputados de Renovación Nacional y de la UDI que así lo indican.

NUEVA ALZA DEL IMPUESTO AL PISCO PARA FINANCIAR PLAN AUGE. Oficio.


El señor LETELIER, don Juan Pablo (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Mario Bertolino.


El señor BERTOLINO.- Señor Presidente, hemos sabido que para financiar el plan Auge el ministro de Hacienda ha considerado la posibilidad de aumentar el impuesto a los alcoholes. Pues bien, de concretarse tal medida, se afectaría al único producto nacional que tiene denominación de origen, el pisco, y, con ello, también a las regiones Tercera y Cuarta, en las cuales es elaborado.


Hay que recordar que, hace menos de un año, se efectuó una readecuación de la tasa impositiva del pisco por exigencias de la Organización Mundial de Comercio, OMC, debido a que Gran Bretaña presentó un requerimiento ante dicho organismo por la diferencia que existía en relación con el impuesto al whisky. Entonces, en diciembre del año pasado, el impuesto al pisco subió del 25 al 27 por ciento. 


Ahora, a poco más de seis meses de estar operando dicha alza, se anuncia un nuevo incremento, del 27 al 30 por ciento. 


Considero que esto sería poner un escollo más a la mantención y desarrollo de una industria que agrupa a más de 3 mil 500 productores, afectando directamente a más de 70 mil personas de las regiones Tercera y Cuarta, quienes en forma directa o indirecta viven de la economía que generan las actividades productoras de uva y la industria pisquera.


Por eso, ante la difícil situación por la que atraviesa la industria del pisco debido a la escasa demanda registrada durante los últimos cuatro años en nuestra economía, resulta de muy difícil sustentación un nuevo aumento de dicho impuesto. La única fórmula del Estado para obtener recursos es meter la mano al bolsillo a estos pequeños y medianos productores, a quienes les es imposible traspasar al precio de venta esta alza porque -como decía-, al estar ya comprimida, bajaría más aún la demanda. 


Por lo tanto, solicito que se oficie al ministro de Hacienda con el objeto de que, dentro de sus posibilidades, evite la aplicación de esta nueva alza del impuesto al pisco.


He dicho.


El señor LETELIER, don Juan Pablo (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su Señoría, con la adhesión de los diputados de Renovación Nacional y de la Unión Demócrata Independiente que así lo indiquen a la Mesa.

MEDIDAS DE PROTECCIÓN PARA PESCADORES ARTESANALES DE LA TERCERA REGIÓN. Oficio.


El señor LETELIER, don Juan Pablo (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Carlos Vilches.


El señor VILCHES.- Señor Presidente, en esta ocasión quiero referirme a un problema que afecta a la Tercera Región, en particular al puerto de Caldera.


En las reuniones efectuadas ayer por los sindicatos de pescadores -que agrupan a más de 200 socios- con el subsecretario de Pesca, don Felipe Sandoval, no se logró llegar a un acuerdo en cuanto a impedir que naves de otras regiones ingresen a la tercera, declarada zona abierta por la ley de Pesca. Además, tales embarcaciones estarían autorizadas para perforar las cinco millas, zona reservada para la pesca artesanal.

Es irreparable el daño que se está haciendo a los pescadores artesanales de la Tercera Región, porque durante los últimos años se ha producido una verdadera depredación de los recursos marinos por parte de embarcaciones de todo el país. Por eso, queremos reparar ese daño e iniciar una nueva etapa.


El presidente de los sindicatos de pescadores, señor Juan Morales, está defendiendo un derecho legítimo, razón por la cual en esta ocasión solidarizo con él.


Sin embargo, debo condenar algunos hechos ocurridos en la región, pues ya se ha hecho una costumbre que los distintos gremios de trabajadores salgan a protestar a las calles, situación que es aprovechada por personas indeseables para mezclarse con ellos y destruir la propiedad pública y privada. En esta oportunidad, la víctima fue la primera autoridad de la Región de Atacama, la intendenta señora Yasna Provoste, cuyo automóvil fue destruido por personas inescrupulosas que no tuvieron ningún reparo en causarle tal daño.


Por eso, reclamo una vez más por esta situación, y pido que se oficie al ministro de Economía y, por su intermedio, al subsecretario de Pesca, adjuntando copia de mi intervención, porque es necesario adoptar medidas oportunas, inteligentes y transparentes. Es sabido que la pesca debe ser medida y controlada, y es necesario fiscalizar para asegurar que el ciclo de crecimiento de las distintas especies sea respetado. En este caso, en la Tercera Región se ha efectuado pesca de arrastre durante muchos años, lo que ha generado una depredación del fondo marino.


Es necesario que el subsecretario de Pesca cumpla su compromiso de adoptar las medidas pertinentes -para lo cual se dio un plazo de 48 horas-, a fin de impedir que naves de otras regiones realicen pesca de arrastre, pues se trata de reservar las pesquerías para los pescadores y las industrias de la región, que durante los últimos años han debido sufrir la escasez de las mismas. Así 



quedó demostrado por el gerente de una de las pesqueras de la zona, don Jorge Arévalo, quien señaló que han logrado subsistir, buscando las formas más diversas para mantener la actividad pesquera.


Se trata de un daño más que se le quiere ocasionar al sector, y por eso solidarizamos con quienes desean evitar que se siga afectando a nuestra región, especialmente a los puertos de Huasco, Caldera y Chañaral.


He dicho.


El señor LETELIER, don Juan Pablo (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su Señoría, adjuntando el texto de su intervención, con la adhesión de los diputados de la Unión Demócrata Independiente, de Renovación Nacional y del Partido Socialista que así lo indiquen a la Mesa.


Por haberse cumplido con su objeto, se levanta la sesión.


-Se levantó la sesión a las 14.07 horas.
GUILLERMO VITTA PÉREZ,
Jefe accidental de la Redacción de Sesiones.

IX. DOCUMENTOS DE LA CUENTA

1.
Acusación constitucional interpuesta en contra del Intendente de la Región Metropolitana.


“En lo principal: acusan constitucionalmente al intendente de la Región Metropolitana 
Sr. Marcelo Trivelli Oyarzún.


Otrosí: solicitan diligencias que indican.

Honorable Cámara de Diputados:


Los diputados que firman al final de esta presentación, todos domiciliados para estos efectos en el Edificio del Congreso Nacional, Avenida Pedro Montt s/n, ciudad de Valparaíso, a la honorable Cámara de Diputados, respetuosamente, decimos:


Que de conformidad con lo dispuesto en el Artículo 48 Nº 2, letra e) de la Constitución Política de la República, en los artículos 37 y siguientes de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, y disposiciones pertinentes del Reglamento Interno de la honorable Cámara de Diputados, venimos en deducir acusación constitucional por “infracción a la Constitución” en contra del Intendente de la Región Metropolitana, señor Marcelo Trivelli Oyarzún, ingeniero, domiciliado en calle Moneda esquina Morandé, comuna de Santiago, quien en su función de Presidente de la Comisión Regional del Medio Ambiente de la Región Metropolitana, ha dictado las resoluciones que se analizarán permitiendo el funcionamiento del “Relleno Sanitario Santa Marta de Lonquén”, liberándolo del cumplimiento de exigencias impuestas por la respectiva resolución de calificación ambiental, como asimismo, autorizando el proyecto “Relleno Sanitario Rinconada de Maipú, y permitiendo su construcción y funcionamiento en un lugar no apto y expuesto a inundaciones, todo ello, en virtud de los hechos y fundamentos de Derecho que pasamos a exponer:

I. INTRODUCCIÓN.
1.
ANTECEDENTES GENERALES SOBRE LA POLÍTICA REGIONAL DE RESIDUOS SÓLIDOS Y LA LICITACIÓN DE EMERES LTDA.


1.1. La instalación de los rellenos sanitarios de “Santa Marta”, en la comuna de Talagante, y “Santiago Poniente”, en la comuna de Maipú, tiene origen en la licitación pública convocada por la Empresa Metropolitana de Tratamiento y Disposición de Basuras Limitada, en adelante Emeres Ltda., para la habilitación de nuevos sitios para la disposición final de residuos sólidos domiciliarios en la Región Metropolitana. 


1.2. En primer lugar, es preciso señalar que las Bases de la Licitación Pública convocada para la “Disposición y tratamiento de residuos sólidos domiciliarios administrados por Emeres Ltda. en la Región Metropolitana”, establecieron condiciones técnicas precisas y concretas en el número 70.7 de las citadas bases referido a ciertas “restricciones” a los lugares donde no podía construirse un relleno sanitario:


-Sobre un acuífero suministro de agua potable.


-Áreas inestables: si no hay adecuado soporte para componentes estructurales.


-Terrenos aluviales, para que no se obstaculice el flujo de inundaciones.


-Zonas de fallas o riesgo sísmico, por el riesgo de deslizamiento inherente a estas zonas.


1.3. Las empresas adjudicadas por Emeres Ltda. -Coinca S.A. y Consorcio Santa Marta S.A.- no cumplieron dichas “restricciones”, como lo evidenciaron los recientes acontecimientos, como tampoco cumplieron los plazos fijados en las bases y en los contratos para la habilitación de los rellenos sanitarios el día 1 de diciembre del año 2001.


1.4. En segundo lugar, cabe hacer presente que la instalación de los rellenos sanitarios “Santa Marta” y “Santiago Poniente” no sólo infringieron los requisitos establecidos por las bases de licitación de Emeres Ltda., sino que también infringieron las políticas, desarrolladas por las autoridades regionales con anterioridad, las leyes y reglamentos, lo que facilitó su aprobación por parte de la Corema R.M. 


1.5. En este ámbito, primeramente, hubo infracción a las políticas regionales sobre ordenamiento territorial y ubicación de rellenos sanitarios. En efecto, el Gobierno Regional creó el Comité Regional de Infraestructura y Ordenamiento Territorial de la R.M. (Criot/RM), organismo que entre 1994 y 1996, elaboró un método para la selección de los sitios más aptos para rellenos sanitarios existentes en la región. Entre los criterios más relevantes que consideraba el Criot para tales efectos están los siguientes: 

1.
Accesibilidad adecuada (cercanía de vías estructurantes viales y ferroviarias).

2.
Suelos de baja permeabilidad (Clasificación de Capacidad de Uso de Suelo).

3.
Ausencia de áreas de interés cultural, recreacional o ecológico.

4.
Área de topografía plana y/o semiplana de gran extensión.

5.
Disponibilidad de tierra para la ejecución del proyecto.

6.
Suelos con capacidad de uso-clase IV, VI o VII.

7.
Escasez o inexistencia de escurrimiento superficial.

8.
Profundidad de la napa subterránea.


1.6. Asimismo, el año 2000, la Intendencia de la Región Metropolitana elaboró una “Política Regional de Residuos Sólidos Domiciliarios”, cuyo objetivo general era “desarrollar una gestión integral de los residuos sólidos domiciliarios que minimice su impacto ambiental, elimine los efectos negativos sobre la salud de la población, y sea social y económicamente eficiente y viable”. Dentro de las “Líneas de Acción y Modalidad de Trabajo” se estableció, en relación con el objetivo el “Diseño de un Sistema de Manejo y Gestión de Residuos Sólidos Domiciliarios basado en un mejoramiento de las condiciones económicas, tecnológicas y ambientales”, como líneas de acción, en las letras d) y e), respectivamente, “establecer los Rellenos Sanitarios como la solución técnica y ambiental más adecuada para la Región Metropolitana” y “definir criterios de localización”. En las propuestas específicas, se propuso las localizaciones de rellenos sanitarios y estaciones de transferencia, conforme a un diagnóstico, metodología y propuesta de localización, matriz de criterios, etc. A raíz de este trabajo, se seleccionó 40 sitios que eventualmente presentaban aptitudes para la construcción de rellenos sanitarios. Luego de un análisis técnico de los 40 sitios, y visitas a terreno, en el cual se evaluaron las ventajas y desventajas que éstos presentaban, se concluyó que sólo 14 eran aptos para tales fines. El Relleno Sanitario “Santiago Poniente” ni el Relleno Sanitario “Santa Marta” se encontraban entre los sitios seleccionados por el Gobierno Regional.


1.7. El Consejo Regional Metropolitano, presidido por el ex intendente Sergio Galilea, modificó el “Plan Regulador Metropolitano de Santiago”, disminuyendo las exigencias para la instalación de rellenos sanitarios, mediante la Resolución Nº 49/2000, de fecha 18 de diciembre de 2000. Entre estas modificaciones se puede citar las siguientes:

a)
Disminución del distanciamiento del Relleno Sanitario a los deslindes del predio en el cual se emplaza, específicamente de la faja perimetral intrapredial de protección de 400 metros a 100 metros (Artículo 7.2.3.2, letra a).

b)
Disminución del distanciamiento del Relleno Sanitario a población y otras zonas, de 600 metros a 400 metros; y restricción de la definición de población (300 o más personas) (Artículo 7.2.3.2, letra a). 

c)
Eliminación de la exigencia de Estaciones de Transferencia asociadas a un Relleno Sanitario. 


1.8. En lo que se refiere a las políticas regionales, el entonces Presidente de la Corema de la Región Metropolitana, el ex intendente Sergio Galilea, violó la “Política Regional de Residuos Sólidos Domiciliarios”, ya que aprobó los sitios que, conforme a estas directrices, no eran aptos para el emplazamiento de un relleno sanitario, a través de la Resolución 
Nº 433/2001, de fecha 3 de agosto de 2001, que aprobó el Proyecto “Relleno Sanitario Santa Marta”, de Consorcio Santa Marta S.A. y la Resolución Nº 479/2001, de fecha 24 de agosto de 2001, que aprobó el Proyecto “Relleno Sanitario Santiago Poniente”, de Coínca S.A., ambas de la Corema R.M.


1.9. Estas situaciones irregulares fueron investigadas por la “Comisión investigadora de la Cámara de Diputados”, que en el informe respectivo, aprobado por la Corporación, concluyó lo siguiente:


“Consideraciones


Al tenor de todas las informaciones y opiniones recabadas durante el transcurso de la investigación, se pudo concluir que las observaciones más importantes que avalan el rechazo del vertedero de Rinconada de Maipú, dicen relación con los siguientes aspectos:

1.
Incumplimiento del Plan Regulador Metropolitano de Santiago, en cuanto al uso de suelos, puesto que se emplazaría en suelos productivos de clase 1, 2 y 3. (Municipalidad de Maipú).

2.
Asimismo, la calidad del terreno sería inadecuada, puesto que su composición es tierra con cenizas volcánicas (pomacita), que no resultaría adecuado en caso de sismos, como tampoco para los efectos de la erosión. (Decano de la Facultad de Ciencias Agronómicas de la U. de Chile).

3.
Vulnerabilidad del recurso acuífero, debido a la ubicación de las napas subterráneas que alimentan a la empresa municipal de agua potable que abastece a las comunas de Maipú, Estación Central y Cerrillos. (Municipalidad de Maipú y Decano de la Facultad de Ciencias Agronómicas de la U. de Chile).

4.
Influencia del “ecosistema relleno sanitario” en la biodiversidad, tanto en la flora como en la fauna del lugar, especialmente de la Quebrada de la Plata, cuya ubicación dista solamente a 2,7 kilómetros del relleno.

5.
Proximidad con obras artificiales como poliductos y gasoductos.


En el caso de Sonacol, el costado oeste de la franja de protección del relleno sanitario coincide en toda su extensión con el trazado de sus líneas, por lo que el riesgo de accidentes a causa del trabajo permanente de maquinaria pesada se vería incrementado. (Sonacol)

6.
Ausencia de un programa obligatorio de mantención de las alternativas de caminos por el período completo de operaciones del proyecto, es decir, 20 años. (Consejo Local de Medio Ambiente de Maipú).

7.
Tampoco se consideró el establecimiento de plazas de pesaje, exigidas por el MOP, para asegurar la vida útil de las vías. (Municipalidad de Maipú).

8.
Aumento de posibilidades de presencia de roedores silvestres, como Oligoryzomis Longicaudatus, transmisor del virus hanta, en el área de emplazamiento. (Sesma).

9.
Incumplimiento de aspectos formales de las bases de licitación. (Fiscal Nacional Económico). Actualmente, la Comisión Resolutiva analiza la aplicación de sanciones.

10. Proximidad del relleno sanitario de Maipú con la Escuela de Suboficiales del Ejército, Escuela Agrícola Experimental de la Universidad de Chile y con el Templo Votivo de Maipú, lo que en el último caso perjudicaría su entorno y acceso de los peregrinos. (P. Raúl Feres, Rector del Templo de Maipú).

11. Ausencia de un estudio específico sobre posibles efectos negativos de los vientos y olores, exigido por el Plan Regulador Metropolitano de Santiago.

VII. CONCLUSIONES.
1.
En virtud de todo lo anteriormente expresado, la Comisión acordó manifestar su más enérgico rechazo a la instalación del vertedero Rinconada de Maipú y Santa Marta en Talagante.

2.
Desestimar, asimismo, la aprobación de éste por parte de Corema, fundado en la falta de una adecuada ponderación de las observaciones técnicas y la omisión de estudios que permitan sustentar esta decisión.

3.
Rechazar, asimismo, la decisión unánime del Consejo Regional Metropolitano, en orden a modificar el Plan Regulador Metropolitano de Santiago, lo que permitió la aprobación del citado vertedero.

4.
De conformidad con lo dispuesto en el artículo 301 del Reglamento de la Corporación, se acordó, además, enviar copia de este informe a las siguientes autoridades:


-Al señor ministro secretario general de la Presidencia.


-A la señora Presidenta del Consejo de Defensa del Estado.


-Al Intendente de la Región Metropolitana, en su calidad de Presidente del Consejo Regional.


-Al Director de Conama.


-Al Director de Conama Región Metropolitana.


1.10. No obstante lo anterior, las autoridades públicas a quienes se remitió dicho informe, no han ejecutado ninguna acción tendiente a satisfacer los requerimientos de la honorable Cámara de Diputados y de las comunidades afectadas, sino que, por el contrario, encabezados por el intendente Regional Marcelo Trivelli, perseveraron en su decisión política de instar y promover, al margen de la Constitución, la construcción de estos rellenos sanitarios, con las lamentables consecuencias que conocemos: contaminación con líquidos percolados, en “Santa Marta” e inundación del relleno sanitario “Santiago Poniente” y sus piscinas de percolados, que obligó a romper su muro de contención. 


1.11. El intendente Regional Marcelo Trivelli comenzó a ejecutar las infracciones a la Constitución, que se expresan en los capítulos siguientes, con el declarado propósito de cerrar el vertedero de “Lepanto”, ubicado en la comuna de San Bernardo, antes del 30 de abril de 2002, fecha en que renunciaría de no ocurrir aquello, y de habilitar dos rellenos sanitarios, en su reemplazo, que se presentaron a la opinión pública como “modelos” y “ambientalmente sustentables”, pero que en poco más de 40 días de operación han presentado todas las deficiencias que fueron oportunamente representadas por los afectados, contaminando gravemente el medio ambiente y afectando la salud de la población. 

2.
ANTECEDENTES GENERALES SOBRE EL SISTEMA DE EVALUACIÓN DE 
IMPACTO AMBIENTAL Y LA INSTITUCIONALIDAD AMBIENTAL.


2.1. De conformidad con las disposiciones de la ley Nº 19.300 sobre Bases Generales del Medio Ambiente, el sistema de evaluación de impacto ambiental es uno de los instrumentos de gestión ambiental que contempla la ley de Bases del Medio Ambiente a través de los cuales el Estado y la comunidad toda procuran velar por el derecho que toda persona tiene a vivir en un medio ambiente libre de contaminación, por la protección del medio ambiente, la preservación de la naturaleza y la conservación del patrimonio ambiental, en los términos reconocidos por la Constitución Política. Este instrumento de gestión se identifica con el principio de prevención que se conoce en materia ambiental, por cuanto está llamado a identificar y evaluar, con anterioridad a la ejecución de un determinado proyecto o actividad, cuáles serán los impactos que puede causar al medio ambiente. Conforme a ello, la sociedad, a través de las autoridades competentes y también del mecanismo de participación ciudadana, podrá decidir si tales impactos son o no aceptables, si es posible mitigarlos o compensarlos con otras medidas beneficiosas y si luego de expirada la vida útil del proyecto, es posible restaurar el medio ambiente en caso de haberse éste dañado. En la resolución de calificación ambiental, la autoridad determinará si el proyecto es compatible con el medio ambiente, en el sentido que no presenta impactos significativos, o si los presenta, éstos son debidamente mitigados, compensados o reparados, con las medidas y exigencias que imponen, y si cumple con la legislación ambiental, caso en el cual lo aprobará, o lo rechazará, en el evento contrario. 


2.2. La misma ley sobre Bases Generales del Medio Ambiente, encarga a las Comisiones Regionales o a la Comisión Nacional del Medio Ambiente, en su caso, la administración del sistema de evaluación de impacto ambiental, así como la coordinación de los organismos del Estado involucrados en el mismo para los efectos de obtener los permisos o pronunciamientos sectoriales ambientales. La Comisión Nacional del Medio Ambiente está integrada por el Consejo Directivo de Ministros, a quien le corresponde la dirección superior, el Director Ejecutivo, que es el jefe superior del servicio y por las Comisiones Regionales del Medio Ambiente, integradas por el Intendente, quien la preside, por los Gobernadores de la región, por los Secretarios Regionales Ministeriales correspondientes a los ministerios que integran el Consejo Directivo, por cuatro Consejeros Regionales y por el Director Regional de la Comisión Nacional del Medio Ambiente.


2.3. Ante las señaladas autoridades, consecuentemente, se lleva a efecto el procedimiento de evaluación de impacto ambiental y se decide, con una visión de conjunto, propia de una sistema de ventanilla única, la compatibilidad o incompatibilidad del proyecto o actividad con el medio ambiente. Con esta misma visión de conjunto se permite a la comunidad organizada y a las personas naturales directamente afectadas el que puedan hacer sus observaciones y plantear sus objeciones al proyecto desde el punto de vista ambiental y también, científico o técnico. Igualmente, son estas mismas autoridades las que imponen al proyecto las exigencias y condicionamientos, en caso de aprobarlos, para que se construyan y operen cumpliendo en todo momento con la legislación ambiental y restante normativa aplicable y, garantizando, también en todo momento, el derecho de las personas a vivir en un medio ambiente libre de contaminación y la preservación de la naturaleza.


2.4. Para los efectos de materializar las garantías y seguridades que debe dar el proyecto, según los señalado precedentemente, la misma resolución de calificación ambiental aprobatoria del proyecto o actividad, contempla las exigencias y condiciones que debe cumplir el titular, entre las cuales se consideran el plan de medidas de mitigación, de reparación y de compensación, el plan de seguimiento ambiental y la fiscalización, todo lo cual es indispensable tanto para el desarrollo de la etapa de construcción del proyecto, como para el inicio de las operaciones del mismo hasta completar su vida útil y, además, para el cierre y abandono del mismo. Es así, que para que un proyecto o actividad pase de su fase de construcción a la de operación, junto con acreditar el contar con los permisos ambientales sectoriales, debe demostrar que ha cumplido con las exigencias que la resolución de calificación ambiental le haya impuesto como previas al inicio de las operaciones. A tal efecto, el titular debe presentar un plan de cumplimiento de las exigencias impuestas al proyecto en relación con la etapa de construcción y para antes del inicio de sus operaciones, y la autoridad ambiental, en este caso, la Comisión Regional del Medio Ambiente, debe pronunciarse aprobándolo, sólo si todas las exigencias impuestas al proyecto por la resolución de calificación ambiental han sido cumplidas, caso en el cual éste podrá efectivamente dar inicio a sus operaciones, si además, como se ha dicho cuenta con los demás permisos y autorizaciones.


2.5. Corresponde a la Comisión Regional del Medio Ambiente, presidida por su titular, el Intendente Regional, quien en tal condición, además, suscribe la pertinente resolución, en su misión de “velar por que el derecho a vivir en un medio ambiente libre de contaminación no sea afectado” y “tutelar la preservación de la naturaleza”, a que se refiere la Constitución Política de la República, en su artículo 19, Nº 8, pronunciarse sobre el plan de cumplimiento de las exigencias impuestas a un proyecto o actividad, coordinando al efecto, a los demás servicios públicos con competencia ambiental en términos que tal autorización no sólo sea consecuente con la resolución de calificación ambiental, sino con el otorgamiento de los permisos ambientales sectoriales que con consecuencia y efecto de la misma resolución de calificación ambiental, de modo que no pueda un proyecto iniciar sus operaciones sin que cuente con todas las autorizaciones habilitantes y cumplidas las exigencias que condicionaron su aprobación.


2.6. Por último, el Intendente Regional, en el ejercicio de los mandatos que le entrega la Constitución y la citada ley, debe, además, obrar conforme a los mandatos y prescripciones de la ley Nº 18.575 sobre Bases Generales de la Administración del Estado. El artículo 11 de la citada ley establece como regla general que “las autoridades y funcionarios facultados para elaborar planes o dictar normas, deberán velar permanentemente por el cumplimiento de aquéllos y la aplicación de éstas, dentro del ámbito de sus atribuciones, sin perjuicio de las obligaciones propias del personal de su dependencia”. Por su parte el artículo 11 bis señala que “los funcionarios de la Administración del Estado deberán observar el principio de probidad administrativa y, en particular, las normas legales generales y especiales que lo regulan”. Por último, el inciso 2º de dicha norma señala que “la función pública se ejercerá con transparencia, de manera que permita y promueva el conocimiento de los procedimientos, contenidos y fundamentos de las decisiones que se adopten en ejercicio de ella”. Pues bien, el intendente Marcelo Trivelli ha estado lejos de cumplir estos mandatos, como veremos en los números siguientes. 

3.
ANTECEDENTES RELATIVOS A LA APROBACIÓN DEL RELLENO SANITARIO SANTA MARTA DE LONQUÉN.


3.1. Como es de público conocimiento, la Comisión Regional del Medio Ambiente de la Región Metropolitana mediante la Resolución Exenta Nº 433 de fecha 3 de agosto de 2001, calificó favorablemente el proyecto “Relleno Sanitario Santa Marta de Lonquén” de la empresa “Consorcio Santa Marta S.A.”. Esta resolución importaba la aprobación del proyecto, sujeto a variadas condiciones que, según declaraciones de los titulares de la época, intendente Sr. Galilea, Presidente de la Comisión Regional y el secretario de la misma Sr. Giani López, al poco tiempo, Director Ejecutivo de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, garantizaban una construcción y una operación compatible con el medio ambiente, segura desde un punto de vista del desarrollo de otras actividades económicas como la agrícola, frutícola y vitivinícola de la zona y, además, moderna en relación con los estándares técnicos que debía cumplir.


3.2. Entre las garantías que, según dichas autoridades, ofrecía el proyecto aprobado, estaba el moderno y seguro sistema de impermeabilización constituido por una membrana geotextil y la recolección mediante cañerías que desviaban por los costados del sector de depositación de basuras, las aguas emanadas de las vertientes y las aguas lluvia, para evitar así que tomaran contacto con la basura y, en especial, con los líquidos percolados y lixiviados; la construcción de una piscina de acumulación de líquidos lixiviados y de una planta de tratamiento de los mismos; la construcción de un muro de contención no de tierra como había propuesto el titular, sino de concreto (aunque para esta última exigencia, la resolución le dio el plazo de un año desde el inicio de las operaciones); la petición de autorización expresa a los servicios competentes para exceder la pendiente del 20%; la certificación de la ISO 14.000 a los cuatro años de operación; y la contratación de una póliza de seguros de producción agrícola para responder en un área de 1.000 hectáreas directas y 4.000 hectáreas indirectas, por el eventual daño ambiental provocado por la contaminación de las napas subterráneas con líquidos lixiviados.


3.3. Las organizaciones ciudadanas y las personas naturales directamente afectadas por el proyecto dedujeron reclamación ante el Director Ejecutivo de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, argumentado que las observaciones hechas al proyecto con ocasión de la instancia de participación ciudadana no habían sido debidamente ponderadas, y que de haberlo hecho la Corema Regional habría rechazado el proyecto por los graves defectos técnicos e ilegalidades de que éste adolecía. Fundamentalmente sostuvieron que el proyecto era el mismo ya rechazado en dos oportunidades anteriores por la misma Comisión Regional del Medio Ambiente y por el Consejo Directivo de la Comisión Nacional del Medio Ambiente; que la localización del mismo en una quebrada “El Boldal” desde donde emanan vertientes naturales, con una pendiente promedio de 37%, y las deficientes características geológicas de la roca, que permitía la filtración de aguas y hacía inseguro el anclaje del muro de contención; más un dimensionamiento insuficiente de la pluviometría registrada, lo cual constituía un riesgo serio de contaminación de la napa, aguas abajo del vertedero y que a sólo 500 metros de distancia del muro de contención tiene una profundidad entre 0,80 metros y 2,5 metros, desde donde se capta agua para pozos de agua potable rural y regadío de plantaciones frutícolas y vitivinícolas; que el seguro de protección agrícola era insuficiente y que una eventual contaminación podría afectar hasta 10.000 hectáreas de plantaciones frutícolas y vitivinícolas; que la superación de la pendiente del 20% se alcanzaba al año de operación del relleno sanitario y que era poco probable que las autoridades llamadas a aprobar la superación de tal nivel la negaran a tan poco andar del proyecto; y que las vías de acceso, modificadas por la resolución no habían sido evaluadas ambientalmente.


3.4. Los mismos reclamantes solicitaron que el Consejo Consultivo de la Comisión Nacional del Medio Ambiente se pronunciara sobre la reclamación, lo que hizo con fecha 20 de diciembre de 2001, declarando que recomendaba acoger la reclamación de la comunidad por estimar que no había antecedentes que permitieran estimar el impacto económico-productivo del proyecto, en lo que se refiere a las actividades frutícolas y vitivinícola de los valles adyacentes y porque persistían dudas acerca de aspectos técnicos del proyecto, en particular problemas relativos a contaminación de napas, gestión de líquidos lixiviados, riesgos potenciales de deslizamientos, drenajes y evacuación de aguas lluvia y planes de contingencia.


3.5. No obstante la recomendación del Consejo Consultivo, el Director Ejecutivo subrogante Sr. Pablo Daud, ya que el titular era el Sr. Gianni López, que había sido Secretario de la Comisión Regional del Medio Ambiente de la Región Metropolitana que había aprobado el proyecto, rechazó el reclamo formulado, mediante Resolución Exenta Nº 018, de fecha 29 de enero de 2002, declarando que las observaciones de los reclamantes habían sido debidamente ponderadas por la resolución reclamada y que el proyecto había abordado y aclarado cada una de las dudas invocadas por el Consejo Consultivo y, además, que la evaluación de impacto ambiental había contado con la participación de expertos y profesionales de los órganos de la administración del Estado con competencia ambiental, de consultores y de especialistas de amplia experiencia


3.6. Por su parte, el propio titular del proyecto, el Consorcio Santa Marta S.A., dedujo reclamación en contra de la resolución de calificación ambiental, solicitando la modificación de ciertas exigencias que estimaba excesivas, el cual fue acogido parcialmente por el Consejo Directivo de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, según se deduce de la Resolución Exenta Nº 053 de fecha 15 de abril de 2002, dictada por el Director Ejecutivo subrogante Sr. Pablo Daud. Según se desprende de esta resolución se acoge, en la mayoría de sus planteamientos, la reclamación del titular del proyecto, rebajándose de este modo las exigencias del mismo. Específicamente, se extiende el plazo para acreditar la eliminación de 84 taxis, se autoriza que el titular proponga otras alternativas de compensación de contaminantes atmosféricos, confirma el uso de caminos por vías alternativas, mientras se construyen las exigidas (aunque no evaluadas ambientalmente) hasta por nueve meses; limita la póliza de seguro de protección agrícola, en el sentido que para antes del inicio de la etapa de operación debe cubrir sólo las 1.000 hectáreas definidas como área directa y para antes del término del primer año de iniciadas de las operaciones la póliza de seguro, para un área indirecta, ya no de 4.000, sino de 3.000 hectáreas, reducción del plazo de vigencia del seguro de protección agrícola del doble de la vida útil del proyecto, a 5 años contados desde el cierre del proyecto; y se reduce la exigencia de las contratación de una auditoría ambiental independiente de toda la vida útil del proyecto, a tan sólo un año después de implementada la ISO 14.000, esto es, a cinco años de operación en total.


3.7. Quedan concluidos, de ese modo, los procesos de reclamación en que la comunidad nada pudo lograr frente a los riesgos denunciados. La Dirección Ejecutiva de la Conama fundaba el rechazo del recurso de la comunidad, señalando que la resolución de calificación ambiental recurrida, aseguraba la sustentabilidad ambiental del proyecto aprobado, debido a las condiciones y exigencias impuestas, mientras que, al mismo tiempo, la misma autoridad ambiental le rebajaba dichas condiciones y exigencias impuestas al titular por la resolución de calificación ambiental. El proyecto, en estos términos, tenía despejado el camino para iniciar sus operaciones, una vez concluida la etapa de construcción, que venía desarrollando hacía varios meses, enfrentando también problemas con las autoridades sectoriales como la municipalidad de Talagante y Conaf, en este último caso respondiendo en un proceso sancionatorio. 


3.8. Con fecha 11 de abril de 2002, el titular del proyecto sometió a la aprobación de la Comisión Regional del Medio Ambiente, esta vez, presidida por el intendente señor Marcelo Trivelli Oyarzún, el correspondiente plan de cumplimiento de las exigencias impuestas por la resolución de calificación ambiental para la etapa de construcción, el cual fue aprobado, a los siete días de presentado, a los tres días de dictada la resolución resolviendo favorablemente el recurso de reclamación deducido por el titular del proyecto, por parte de la Comisión Nacional del Medio Ambiente y, el mismo día y hora en que el Director del Servicio de Salud Metropolitano del Ambiente de la Región Metropolitana dictaba la Resolución 
Nº 009813, otorgando autorización sanitaria para el funcionamiento del relleno sanitario Santa Marta. 


3.9. Constituyen hechos notables de esta situación que los titulares de este proyecto de relleno sanitario, no sólo lograron rebajar las exigencias impuestas por la resolución de calificación ambiental, sino que tanto la Resolución Exenta Nº 228/2002, del intendente señor Trivelli en su condición de Presidente de la Comisión Regional del Medio Ambiente de la Región Metropolitana, aprobando el plan de cumplimiento, como la Resolución Nº 009813 del Director del Sesma, otorgando la autorización sanitaria, se apartan de la exigencia inmodificada de la resolución de calificación ambiental, de recolección y tratamiento de líquidos percolados, que constituía, como se ha señalado, el riesgo más grave por la posibilidad de que éstos pudieran filtrar la napa subterránea y producir contaminación de la misma.


3.10. Con las primeras lluvias de las dos semanas de temporales que ha afectado a la Región Metropolitana, a tan sólo un mes y medio del inicio de las operaciones del Relleno Sanitario Santa Marta, colapsaron las cañerías dispuestas para desviar las aguas provenientes de las vertientes y de las aguas lluvia y el sector de depositación de basuras quedó convertido en una verdadera piscina, en donde se podía observar que no sólo la basura flotaba en el agua, sino parte de las mismas cañerías, y lo que es increíble, la propia membrana impermeabilizadora geotextil, mezclándose toda el agua con los líquidos lixiviados, los cuales, con las lluvias de esta semana, según las informaciones de la prensa, han filtrado en tres partes el pretil de contención y la napa subterránea, que era precisamente el riesgo más grave anunciado por la comunidad de agricultores, fruticultores y vitivinicultores y vecinos. Esta situación fue reconocida por el propio Servicio de Salud Metropolitano del Ambiente, organismo que el día 11 de junio impuso una multa de 1.000 Unidades Tributarias Mensuales al Consorcio Santa Marta S.A. por varias infracciones sanitarias. 


3.11. El día viernes 7 de junio de 2002, aparecieron en el diario “El Metropolitano” una serie de declaraciones del señor Darío Benuci, representante del Consorcio Santa Marta S.A., quien, reconociendo los problemas que presentaba el Relleno Sanitario “Santa Marta”, acusó a las autoridades regionales, al intendente Marcelo Trivelli y al Director del Sesma, Dr. José Concha, de haberlo presionado para comenzar a operar antes de que estuviera concluida la construcción del relleno. Esta situación provocó el colapso del relleno, sumado al hecho de que, a vista y paciencia del Intendente Regional, éste recibía más de 20.000 ton/mes por sobre lo autorizado por el Sesma y la resolución de calificación ambiental.


3.12. Frente al colapso del Relleno Sanitario “Santa Marta”, el día sábado 13 de junio pasado, y el día siguiente, el intendente regional Marcelo Trivelli anunció a los medios de comunicación la clausura temporal de dicho relleno, precisamente para superar las deficiencias que presentaba, información que apareció en primera página del diario “El Mercurio”. Sin embargo, la alegría de los vecinos de Talagante no duró mucho, ya que el día lunes pasado, el intendente Marcelo Trivelli, inexplicablemente, revirtió dicha decisión, y decidió reabrir el relleno. Según el diario “La Tercera”, en su edición del día martes 11 de junio de 2002, ello se debió a presiones de Sergio Galilea, Francisco Vidal y el ministro del Interior José Miguel Insulza.


3.13. Por último, hay que señalar que el día 12 de junio, se intoxicaron dos niños de la comuna de Talagante, que bebieron agua proveniente de una vertiente que, aparentemente, fue contaminada por los líquidos lixiviados del Relleno Sanitario “Santa Marta”. 


3.14. No obstante lo anterior, el intendente Marcelo Trivelli, lejos de cautelar los derechos constitucionales de las personas y habitantes de la comuna de Talagante, ha perseverado en su decisión política de abrir el señalado relleno sanitario. Asimismo, de lo anterior se deduce que no ha existido ningún tipo de coordinación impulsada por el Intendente Regional, como perentoriamente ordena la Constitución. 

4.
ANTECEDENTES RELATIVOS AL RELLENO SANITARIO RINCONADA DE 
MAIPÚ.


4.1. El proceso de aprobación del Relleno Sanitario “Santiago Poniente”, impulsado por el ex intendente Sergio Galilea y el ex Director de la Conama de la Región Metropolitana, también se dio en un contexto de diversas irregularidades e ilegalidades. Conforme a los artículos 15 y 16 de la ley Nº 19.300 sobre Bases Generales del Medio Ambiente, se establece un plazo de 120 días hábiles, que pueden ampliarse hasta 180 días hábiles, cuando se requiera aclaraciones, rectificaciones o ampliaciones. No obstante lo anterior, y la existencia de numerosos reparos, observaciones e insuficiencia de información, el proyecto fue aprobado en sólo 77 días hábiles, siendo uno de los Estudios de Impacto Ambiental que se ha tramitado con mayor celeridad.


4.2. Entre los reparos y observaciones formulados al proyecto por los vecinos y la comunidad de Maipú, con motivo de la evaluación de impacto ambiental, se encuentran los siguientes:


-Existencia de una falla o fractura geológica en la base del relleno.


-Presencia de napas subterráneas a menos de 2 metros de profundidad.


-Ubicación en un terreno Clase III, IV y V.


-Construcción sobre un terreno expuesto a inundaciones.


-Inexistencia de un camino de acceso al vertedero.


-Déficit de la infraestructura vial del camino a Rinconada.


4.3. No obstante estos reparos, entre los días 20 a 24 de agosto de 2001, el ex intendente de la Región Metropolitana, don Sergio Galilea, y el ex director de la Conama de la Región Metropolitana, don Gianni López, citaron a varias reuniones a los funcionarios e integrantes de la Corema R.M. que estaban bajo su dependencia administrativa, con el fin de preparar la aprobación del proyecto de Relleno Sanitario “Santiago Poniente”. Es así como el día 24 de agosto de 2001, se convocó por éstos a una sesión de la Comisión Regional del Medio Ambiente de la Región Metropolitana (Corema R.M.), con el objeto de decidir sobre la calificación ambiental del Proyecto “Relleno Sanitario Santiago Poniente”. En dicha sesión, don Sergio Galilea y don Gianni López entregaron a los miembros de la Corema un proyecto de resolución número 3, de la misma fecha de la sesión, de 62 páginas, que resolvía calificar favorablemente el citado proyecto, estableciendo un conjunto de condiciones al proponente, hecho irregular y abiertamente ilegal. 


4.4. El ex intendente de Santiago, don Sergio Galilea, reconoció este hecho en la sesión de fecha 8 de noviembre de 2001 de la “Comisión investigadora de la Honorable Cámara de Diputados acerca de los Vertederos de Lonquén y Santiago Poniente”. En la citada Sesión, según la transcripción del respectivo video que obra en esta Corporación, se puede leer lo siguiente:


“El diputado Sánchez, don Leopoldo:


(...) “¿Por qué el día de la sesión de la Corema de fecha 24 de agosto se había de llegar con el borrador de la resolución aprobatoria sin número ya hecho en circunstancias de que ese mismo día dicho organismo debía pronunciarse sobre el Proyecto del Relleno Sanitario Santiago Poniente.?”


A continuación interviene el diputado Olivares, don Carlos, seguido del ex diputado Alessandri, don Gustavo, y del ex Presidente de la Honorable Cámara de Diputados, diputado Luis Pareto.


(Estas intervenciones no se transcriben)


Contesta el ex intendente de la Región Metropolitana Galilea, don Sergio:


“Primero el diputado Sánchez, don Leopoldo, decía que podía constituir una cuestión más rara el tema de por qué nosotros estudiamos en la Corema los Proyectos de Resolución sobre la base de un texto borrador. Es un procedimiento habitual, es un procedimiento que además asegura que el texto es sometido a una revisión por parte de todos los miembros del Corema. Es un texto borrador que se construye inmediatamente, en el caso de todos los proyectos, junto con el informe técnico y forma parte de un procedimiento de trabajo y por lo demás me parece que a las instancias colectivas les es tremendamente útil como mecanismo de trabajo especialmente cuando las frases o las redacciones son redacciones, como decirte, de detalle. No constituyen necesariamente un precedente en el sentido de que el proyecto se vaya a certificar o no porque desde ese punto de vista constituye un borrador. En muchísimos casos, por lo menos en varios casos, el borrador consideraba que algo se iba a certificar y como parte de la discusión se considera que hay un aspecto muy importante que hace que eso no se certifique; se pide un adendum adicional u otro, de modo que eso es un borrador de trabajo, es la mecánica de trabajo, es la primera vez que yo escucho que este procedimiento pudiera ser un procedimiento anómalo. No creo que el diputado Sánchez lo haya dicho en ese sentido, pero quiero decir que es un procedimiento habitual. Sabemos que corremos el riesgo de que, como nosotros entregamos ese Proyecto de Resolución a todos los miembros del Corema, que de algún modo ese proyecto sea usado en el sentido de que “acá esto ya estaba decidido” y forma parte de la mecánica por la cual tú no puedes construir un texto que tiene 65 hojas sino trabajas con un borrador. Esa es la razón por la cual así trabajamos, yo espero que sigamos trabajando así, por lo demás debo decirle que en las Coremas del país se trabaja en general en estos términos y en el procedimiento que yo como subsecretario de la presidencia además también conduje en esos términos en los proyectos emblemáticos más importantes y que llegaba a Resolución del Consejo de Ministros, o sea, es un proyecto de trabajo habitual. Por lo demás, permite que cada miembro del Corema que no necesariamente es experto en todos los demás temas y particularmente los Consejeros Regionales, pueda disponer además de una información específica, muchas veces la discusión de los consejeros regionales es por qué no le enviamos antes el Proyecto de Resolución y muchas veces en los proyectos más complejos se entrega la propuesta, el borrador en el mismo minuto en que se está trabajando porque hasta último minuto queremos perfeccionar la redacción, los textos. Incluso hay algunos textos en que hay planteamientos alternativos y hay cuestiones que salen entre paréntesis y precisamente para poder inducir después la decisión, votación opinión respecto a esas materias. De modo que de ninguna manera eso me parece un procedimiento muy complejo (...)”.


4.5. El texto definitivo de la Resolución Nº 479/2001, es idéntico al proyecto de resolución presentado en la sesión de la Corema citada, con la diferencia de que el primero contiene un Anexo con las observaciones formuladas durante la participación ciudadana.


4.6. Los principales aspectos que revelan la negligencia con que actuó la Corema para aprobar el Proyecto “Relleno Sanitario Santiago Poniente”, son las siguientes:

a)
El lugar donde se instalará el relleno sanitario está expuesto a inundaciones. 


Ello por cuanto se ubica en la naciente del Estero “El Tinajón” y existen napas de aguas subterráneas a menos de 3 metros de profundidad, hecho que fue omitido deliberadamente por la Corema, ya que la ley (Resoluciones Nºs 7.539, de 1976, y 2.444, de 1980, ambas del Ministerio de Salud) señala que “el terreno (para la instalación del vertedero) debe ser seco y no estar expuesto a inundaciones”. Las lluvias acontecidas en los últimos días revelan esta situación y existen pruebas fotográficas de que Coinca S.A. se vio obligada a romper el pretil del relleno sanitario “Santiago Poniente”, con el objeto de que escurrieran las aguas, inundando los sectores más bajos. 

b)
El relleno sanitario se ubica en un área de interés silvo-agropecuario exclusiva y en una zona de preservación ecológica. 


Sobre el particular, se debe tener presente que el relleno sanitario se ubica a menos de 20 Km. de la Plaza de Armas de Santiago, con lo cual el centro de Santiago sufrirá la corrupción del aire generada por el vertedero de Maipú.

c)
El relleno sanitario contaminará gravemente el aire de Santiago. 


Prueba de ello es que el número 6.1.53 de la resolución obliga al titular del proyecto al “retiro de circulación y cupos de 231 taxis básicos y/o colectivos en un plazo máximo de 36 meses, contados desde la notificación de la presente Resolución de Calificación Ambiental y la sustitución de 74 buses diesel EPA91 por buses a GNC al 31 de diciembre del año 2005”. En el mismo sentido, el número 6.1.65 obliga al proponente a “compensar las emisiones de material particulado, comprando 20 toneladas/año de acuerdo al sistema establecido para la industria por el Servicio de Salud del Ambiente Región Metropolitana (Sesma)”. 

d)
El proyecto aprobado carece de información básica para su aprobación. 


A modo de ejemplo, el número 6.4.1 dice que el proponente debe “realizar los cortes de taludes, excavaciones y construcción de caminos, luego del análisis topográfico detallado del área. Respecto de esta medida, esta comisión establece que el titular deberá presentar los antecedes técnicos, ante el Sernageomin, para su visación”.

e)
El “Plan Regulador Metropolitano de Santiago” prohíbe la instalación de rellenos sanitarios en terrenos agrícolas o Clase III. Sin embargo, el proyecto se ubicará en terrenos Clase III. 


En efecto, el número 6.4.17 dice: “El proponente deberá compensar la pérdida de los suelos clase IIIe y IIIs, todos ellos en secano y en estado de degradación, que alcanzarían al 40% del total del área que será utilizada en el área de disposición de los residuos y en la planta de tratamiento de líquidos percolados, con a lo menos la misma superficie (27,01 ha). Esta no deberá estar dentro de la zona del proyecto, privilegiando su ubicación dentro de la de la comuna de Maipú, o de lo contrario dentro de la Región Metropolitana. El titular deberá presentar a la Corema RM y a los servicios competentes, Servicio Agrícola y Ganadero y Seremi de Agricultura, el proyecto que indica la ubicación de la superficie a recuperar y las obras a realizar para lograr establecer dicha zona con calidad agrícola, para su aprobación antes de un año contado desde la notificación de la presente Resolución”.

f)
El relleno sanitario genera riesgo grave y cierto de contaminación de las napas de aguas subterráneas. 


En efecto, el número 6.6.52 obliga al titular a: “Implementar un doble sistema recuperación de líquidos percolados, este deberá contar con un estrato de recolección de lixiviados y de un estrato de control de filtraciones, dichos estratos se ubicarán en forma paralela, en distintos niveles y abarcando la misma superficie y distribución en planta. Todos los elementos de recuperación, tanto de recolección de lixiviados como de control de filtraciones, se encontrarán conectados al sistema de recuperación y recirculación de lixiviados. El titular deberá entregar los antecedentes de ingeniería de detalle de esta técnica y presentarlos al Sesma para su aprobación”.

g)
El relleno sanitario dañará la flora y fauna existente en el lugar donde se instalará. 


Ello es reconocido en lo números 6.7.6 y siguientes que obligan al titular a efectuar un Plan de Reforestación; y en el número 6.8.6 que obligan al titular a “llevar a cabo un Plan de Restauración Faunística, con la finalidad de regenerar los nichos ecológicos perdidos por la ejecución del proyecto y de este modo reconstruir los micro y macro hábitat apropiados para la fauna”. 

h)
Por último, el proyecto de relleno sanitario no cuenta con accesos viales. 


En efecto, la Corema autorizó, transitoriamente, el uso por nueve meses de un camino absolutamente colapsado y la pavimentación y construcción de un camino nuevo para poder ejecutar el proyecto, como se observa en los números 10.11 y siguientes de la resolución. Asimismo, un tramo del camino es de propiedad privada, y pese a que no se han efectuado los correspondientes trámites de expropiación e indemnización que ordena la Constitución, el intendente Marcelo Trivelli ordenó a Coinca S.A. su pavimentación y autorizó, ilegalmente, su uso.


4.7 Sin perjuicio de las graves infracciones consignadas en los números anteriores, una vez aprobado el proyecto, el Intendente Marcelo Trivelli, acusado constitucionalmente, mediante el presente libelo, también comenzó, por su parte, a ejecutar infracciones a la Constitución Política de la República, las que se pasan a expresar.


4.8 En efecto, la empresa Coinca S.A. ha violado o incumplido la Resolución 
Nº 479/2001, de la Corema R.M., que aprobó el Proyecto Relleno Sanitario “Santiago Poniente”, sin que haya sido objeto de procedimientos de fiscalización o sanción. Por el contrario, la actitud del intendente Marcelo Trivelli, de las autoridades sanitarias y ambientales sectoriales, no ha sido otra que otorgar toda clase de facilidades a Coinca S.A., al margen de la Constitución, para que ejecute su proyecto. 



4.9 Construcción del relleno sin los permisos o autorizaciones ambientales sectoriales


El proyecto de relleno sanitario “Santiago Poniente” se comenzó a construir sin los permisos o autorizaciones ambientales sectoriales, y no cumpliendo diversas condiciones y exigencias establecidas por la resolución de calificación ambiental:


-No existe un Plan Especial de relación con la Comunidad (incumplimiento del considerando 6.2.3).


-No se presentaron previamente al Sernageomin los antecedentes relativos a cortes de taludes, excavaciones y construcción de caminos y laderas (incumplimiento de los considerandos 6.4.1 y 6.4.2). Además, el Director de la Conama R.M. autorizó el inicio de las obras sin este permiso.


-No se presentó al Sesma, previo al inicio de las obras, un programa de educación sobre la presencia de roedores silvestres dirigidos a proteger la salud de los trabajadores (incumplimiento del considerando 7.7.16).


-No se presentó un Plan de Rescate de Fauna, para ser autorizado por el SAG RM, a más tardar 30 días después de notificada esta Resolución (incumplimiento del considerando 6.8.8).


-No se humectaron los suelos en forma previa a las excavaciones (incumplimiento del considerandos 6.1.8).


-No se ha presentado un Plan de Recreación de la Vegetación original a la Conaf (incumplimiento del considerando 9.5.3).


-No se solicitó, en forma previa a su ejecución, autorización a la Dirección General de Aguas, para la intervención de quebradas y cauces (incumplimiento del considerando 6.6.8).


4.10 Construcción del relleno sanitario en un sitio expuesto a inundaciones


Las últimas lluvias demostraron que el lugar donde se emplaza el relleno sanitario “Santiago Poniente” se inunda totalmente, como ha ocurrido en ocasiones anteriores, en tal grado que la empresa Coinca S.A. debió construir en la base del relleno sanitario un canal de desagüe y romper el muro de contención del mismo, lo que demuestra, además, la procedencia de la exigencia de construirlo, planteada inicialmente, sobre la cota 477 m.s.n.m. Sin embargo, el intendente Marcelo Trivelli no ha hecho nada para impedir la construcción del proyecto en este lugar.


4.11 Construcción del relleno sanitario sobre una cota menor a la autorizada en la resolución de calificación ambiental (470 m.s.n.m. en vez de 477 m.s.n.m., como señala la resolución). 


La Resolución Nº 479/2001 establece en el considerando “3.1 Localización” que el predio donde se instalará el relleno sanitario se encuentra a 470 metros sobre el nivel del mar. Se trata de una Zona de Interés Silvoagropecuario Exclusivo, según el artículo 7.2.3.2 del Plan Regulador Metropolitano de Santiago; donde existen acuíferos subterráneos a menos de 2 metros de la superficie. La configuración geográfica del terreno y los riesgos existentes, obligaron a la Corema R.M. a establecer la exigencia del considerando 3.5, letra b) de la citada Resolución que define el diseño del relleno sanitario, tanto en su construcción y operación. Esta señalaba que:


“Cabe recalcar que la cota mínima de la base del relleno deberá ser de 477 m.s.n.m
 quedando absolutamente descartada una cota menor “. 


La empresa Coinca S.A. deliberadamente no dio cumplimiento a la exigencia contemplada en el considerando 3.5 de la resolución 479/2001 dictada por la Corema RM, lo que fue comprobado por el señor Alcalde de la I. Municipalidad de Maipú, el día 22 de abril de 2002, quien en forma personal y junto a funcionarios municipales, fiscalizó las obras el mismo día, percatándose de esta ilegalidad.


Sin embargo, el Intendente Regional y Presidente de la Corema no sólo no fiscalizó la infracción a esta condición y exigencia, sino que, además, en un procedimiento absolutamente ilegal y contrario a la Constitución, mediante la Resolución Exenta Nº 262/2002, de fecha 6 de mayo de 2002, aprobó la “solicitud de aclaración y rectificación de Coinca S.A.”, en que dicha empresa solicitó el reemplazo de la cota mínima de la base del relleno sanitario de 477 m.s.n.m. por “470 m.s.n.m.”. En otras palabras, con abierta infracción a la ley y la Constitución, por tratarse de una modificación del proyecto, y una violación a la resolución de calificación ambiental, el intendente Marcelo Trivelli accedió a lo pedido por Coinca S.A., lo que viola los derechos de igualdad ante la ley y el derecho a vivir en un medio ambiente libre de contaminación. La solicitud de “aclaración y rectificación” se presentó el día 23 de abril de 2002, es decir, un día después de la fiscalización de la Municipalidad de Maipú, y se resolvió en menos de dos semanas, tiempo récord para este tipo de recursos, acogiendo la argumentación de que se trataba de un “error”.


4.12 Modificación del sistema de impermeabilización.


Por último, la empresa Coinca S.A. se comprometió a impermeabilizar el fondo del relleno sanitario con arcilla compactada, pero en el curso de la construcción ha pretendido reemplazar dicho sistema de impermeabilización y vecinos del sector han denunciado al Sesma que no se está utilizando “arcilla”, sino que “lodos” provenientes de una planta de tratamiento de aguas servidas de la zona. Esta situación tampoco ha sido fiscalizada por el intendente regional, señor Marcelo Trivelli.

5.
FUNDAMENTOS DE DERECHO DE LA ACUSACIÓN CONSTITUCIONAL EN CONTRA DEL INTENDENTE DE LA REGIÓN METROPOLITANA.


5.1. La Constitución Política de la República, en su artículo 100, dispone que el Gobierno de cada región reside en un Intendente que será de la exclusiva confianza del Presidente de la República y que ejercerá sus funciones con arreglo a las leyes y a las órdenes e instrucciones del Presidente, de quien es representante natural e inmediato en el territorio de su jurisdicción. Agrega, el artículo 101, que el Intendente presidirá el Consejo Regional y le corresponderá la coordinación, supervigilancia o fiscalización de los servicios públicos creados por ley para el cumplimiento de las funciones administrativas que operen en la Región. Concluye la misma disposición prescribiendo que la ley determinará la forma en que el Intendente ejercerá estas facultades, las demás atribuciones que le correspondan y los organismos que colaborarán en el cumplimiento de sus funciones.


5.2. Por su parte, la ley Nº 18.575, orgánica constitucional sobre Bases Generales de la Administración del Estado, en su artículo 37, reitera el concepto de que el gobierno y la administración superior de cada Región residen en el respectivo Intendente, gobierno y administración que serán ejercidos, agrega, con arreglo a la Constitución, a las leyes y a las órdenes e instrucciones del Presidente de la República. Entre las funciones descritas por el 
artículo 38 del mismo cuerpo legal, que corresponden al Intendente, se consignan la de supervigilar, coordinar y fiscalizar los servicios públicos de la Región y, en general, cumplir las demás atribuciones que le encomiende la ley.


5.3. La ley Nº 19.175, orgánica constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, dispone en su artículo 2º, letra j) que al Intendente le corresponde ejercer la coordinación, fiscalización o supervigilancia de los servicios públicos creados por ley para el cumplimiento de la función administrativa, que operen en la región, y en la letra p) que deberá cumplir las demás atribuciones que el Presidente de la República le delegue. El artículo 14 de la misma ley orgánica constitucional, prescribe que los Gobiernos Regionales, presididos por el Intendente, en el ejercicio de sus funciones, deberán inspirarse en principios de equidad, eficiencia y eficacia en la asignación y utilización de los recursos públicos y la prestación de servicios; en la efectiva participación de la comunidad regional y, en la preservación y mejoramiento del medio ambiente.


5.4. Finalmente, la ley Nº 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente, en su artículo 81, dispone que las Comisiones Regionales del Medio Ambiente, incluida la correspondiente a la Región Metropolitana, estarán integradas por el Intendente, quien la presidirá y los Gobernadores provinciales, Secretarios Regionales Ministeriales de los Ministerios que integran el Consejo Directivo, por cuatro Consejeros Regionales y por el Director Regional de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, que actuará como Secretario. Por su parte, el artículo 8º, inciso tercero de este cuerpo legal, dispone que corresponderá a la Comisión Regional del Medio Ambiente o Nacional del Medio Ambiente, en su caso, la administración del sistema de evaluación de impacto ambiental, así como la coordinación de los organismos del Estado involucrados en el mismo, para los efectos de obtener los permisos o pronunciamientos de carácter ambiental.


5.5. De las disposiciones constitucionales y legales precedentemente aludidas, queda en claro que el Intendente de la Región Metropolitana, en su condición de tal, preside la Comisión Regional del Medio Ambiente y está llamado, por lo mismo a pronunciarse respecto de todas las actuaciones, que de acuerdo con la ley, formen parte de sistema de evaluación de impacto ambiental. A tal efecto, debe proceder inspirándose en principios de equidad, eficiencia y eficacia en la asignación y utilización de los recursos públicos y la prestación de servicios; en la efectiva participación de la comunidad regional y, en la preservación y mejoramiento del medio ambiente. Ahora bien, y como toda autoridad, debe someter su acción a la Constitución y a las normas dictadas conforme a ésta, en los términos prescritos por el artículo 6º de la Carta Fundamental, y debe actuar, una vez investida como tal, dentro de su competencia y en la forma que prescriba la ley, no pudiendo atribuirse, ni aun a pretexto de circunstancias extraordinarias, otra autoridad o derechos de los que expresamente se le haya conferido en virtud de la Constitución y las leyes, conforme exige el artículo 7º de la misma Carta. Especial obligación de sometimiento a los preceptos constitucionales aludidos debe el Intendente, al igual que toda otra autoridad, cuando se trata del respeto a los derechos fundamentales, entre ellos, el derecho a la vida e integridad física y psíquica de las personas, del número 1º, del artículo 19, el derecho a vivir en un medio ambiente libre de contaminación, en relación con el cual el Estado tiene el deber de protegerlo y de preservar la naturaleza, del Nº 8º de la misma disposición, y el derecho de propiedad, del Nº 24 de dicha norma constitucional.


5.6. El intendente de la Región Metropolitana, señor Marcelo Trivelli Oyarzún, en lo que se refiere al Relleno Sanitario Santa Marta, al concurrir con su voluntad y suscribir, como Presidente de la Comisión Regional del Medio Ambiente, la Resolución Exenta 
Nº 228/2002, de fecha 18 de abril pasado, aprobando el plan de cumplimiento de la resolución de calificación ambiental, requisito necesario para que el proyecto iniciara sus operaciones, omitiendo la exigencia sobre recolección y tratamiento de líquidos lixiviados, impuesta por la resolución de calificación ambiental, ha infringido claramente la Constitución Política. Específicamente, ha vulnerado los artículos 6º y 7º, atribuyéndose una competencia que no tiene, como es la de no haber rechazado el señalado plan de cumplimiento, después de haber constatado que no daba cuenta del cumplimiento a una exigencia tan grave, advertida y necesaria a los fines de proteger el derecho a la vida y vivir en medio ambiente libre de contaminación, y preservar la naturaleza, a juzgar por las consecuencias producidas. 


5.7. Del mismo modo infringe la Constitución el Intendente de la Región Metropolitana, en lo relativo al Relleno Sanitario Santa Marta, cuando en contrario a su obligación constitucional de coordinación, supervigilancia y fiscalización de los servicios públicos de la Región, no sólo no repara la decisión del Director del Servicio de Salud del Ambiente de la Región Metropolitana, contenida en la Resolución Nº 009813, que otorgó la autorización sanitaria expresa para que iniciara el funcionamiento del relleno sanitario, de conformidad con sus atribuciones, sino que pareciera haberse coordinado, justamente, en sentido contrario a su obligación, al no rechazar tal autorización constatado que fue que no había cumplido la exigencia impuesta por la resolución de calificación ambiental de recolección y tratamiento de los líquidos lixiviados y la infracción de la ley Nº 3.133 sobre Neutralización de Residuos Industriales y su reglamento. Más aún, dicho servicio le otorga el plazo de 30 días al titular del proyecto para que presente un cronograma de actividades a ejecutar, tendientes a la instalación, autorización y funcionamiento, a más tardar en el plazo de un año, de la planta de tratamiento de lixiviados que se ubicará en el interior del relleno sanitario. Necesario resulta consignar que, de acuerdo con lo establecido por la Resolución de Calificación Ambiental del Relleno Sanitario Santa Marta, en sus considerandos 6.5.15 a 6.5.19, se impone una exigencia al titular del proyecto para la etapa de operación, es decir, que no puede entrar a operar sin el cumplimiento de estas exigencias, a saber, recolección y tratamiento de líquidos lixiviados.


5.8. Asimismo, el intendente de la Región Metropolitana, señor Marcelo Trivelli Oyarzún, en lo que se refiere al Relleno Sanitario “Santiago Poniente”, al concurrir con su voluntad y suscribir, como Presidente de la Comisión Regional del Medio Ambiente, la Resolución Exenta Nº 261/2002, de fecha 6 de mayo pasado, que aprobó la modificación de la cota de la base del relleno sanitario de 477 m.s.n.m. a 470 m.s.n.m., ha infringido los artículos 6º y 7º de la Constitución Política de la República, así como también la igualdad ante la ley y el derecho a vivir en un ambiente libre de contaminación y el deber del Estado de tutelar la preservación de la naturaleza. Ello por cuanto la base del relleno sanitario se aproxima a las napas subterráneas en cerca de 7 metros y porque, al caer lluvias como las de los últimos días, al instalarse el área de disposición de residuos en un área más baja, ésta se inundó completamente. En ese sentido, el Intendente ha coordinado a servicios públicos, como el Sernageomin, para violar la ley y emitir informes favorables a Coinca S.A. sin efectuar estudios de terreno, basados en meras especulaciones o revisiones de literatura. En ese sentido, si aparece un supuesto error, como el de medición de la cota en 477 m.s.n.m., en vez de 470 m.s.n.m. ello se debe exclusivamente a la falta de acuciosidad en la evaluación ambiental del proyecto y la falta de fiscalización del intendente Marcelo Trivelli.


5.9. Asimismo, no deja de ser sorprendente que, cada vez que aparecía un aspecto deficiente, una observación o materia que cuestionaba la aprobación de los Rellenos Sanitarios “Santa Marta” y “Santiago Poniente”, el intendente regional Marcelo Trivelli lejos de acoger las críticas y observaciones para su análisis y evaluación, aparecía inmediatamente descalificando a sus críticos y elaborando, en conjunto con sus servicios, “informes técnicos” orientados a descalificar dichas críticas y observaciones. La afirmación más recurrente del Intendente era que “nadie quiere un vertedero cerca de su casa”. Esa velocidad de respuesta no estuvo presente frente a las diversas solicitudes que le hicieron los vecinos en orden a fiscalizar y controlar a las empresas Consorcio Santa Marta S.A. y Coinca S.A., lo que demuestra un doble estándar de Trivelli con la comunidad y sus derechos constitucionales. 


5.10. En consecuencia, la actuación del intendente de la Región Metropolitana, señor Marcelo Trivelli Oyarzún, en lo relativo al Relleno Sanitario “Santa Marta” y Relleno Sanitario “Santiago Poniente”, importa una infracción a sus obligaciones constitucionales y legales, como se ha dicho, que prohíbe el artículo 7º de la Constitución Política, lo que fundamente la causal de procedencia de la presenta acusación constitucional al tenor de lo dispuesto por el artículo 48 Nº 2º, letra e) de nuestra Carta Fundamental.


Por tanto, rogamos a la honorable Cámara de Diputados, tener por interpuesta la presente acusación constitucional de acuerdo con el artículo 48 Nº 2, letra e) de la Constitución Política de la República y artículos pertinentes de la ley orgánica constitucional del Congreso Nacional, en contra del intendente de la Región Metropolitana, señor Marcelo Trivelli Oyarzún, domiciliado en el Edificio de la Intendencia Regional, Morandé esquina Moneda, en Santiago, darle tramitación que corresponda, acogerla, suspender al acusado de su actual cargo y, en definitiva, formalizarla oficialmente ante el Senado para que éste, actuando como jurado, la acoja y disponga la destitución de su cargo del acusado.


Otrosí: Solicitamos a la Comisión investigadora que sea designada para que en este procedimiento disponga, en especial, la realización de las siguientes diligencias:

1.
Efectúe una inspección personal de los sitios de emplazamiento de los Rellenos Sanitarios “Santa Marta”, en la comuna de Talagante, y “Santiago Poniente”, en la comuna de Maipú.

2.
Cite al acusado, Sr. Marcelo Trivelli Oyarzún y se lo interrogue al tenor de la presente acusación constitucional.

3.
Cite al Sr. Gianni López Ramírez, Director Ejecutivo de la Comisión Nacional del Medio Ambiente (Conama), a fin de que informe sobre su participación en los hechos que motivan esta acusación constitucional y, en especial, su participación en la aprobación de los rellenos sanitarios cuestionados.

4.
Cite al Sr. Sergio Galilea Ocán, asesor del Presidente de la República, a fin de que informe sobre su participación en los hechos que motivan esta acusación constitucional y, en especial, su participación en la aprobación de los rellenos sanitarios cuestionados.

5.
Cite al Sr. José Concha, Director del Servicio de Salud Metropolitano del Ambiente (Sesma), a fin de que informe sobre su participación en los hechos que motivan esta acusación constitucional y el otorgamiento de los permisos y autorizaciones sanitarias otorgadas a los proyectos de la referencia.

6.
Cite al Director del Servicio Nacional de Geología y Minería, a fin de que informe sobre los estudios efectuados en terreno por dicho servicio sobre la condición de las napas subterráneas, estabilidad de taludes y caminos en los rellenos, estudios de ingeniería sobre la estabilidad de los pretiles o muros de contención de los citados proyectos.

7.
Cite al Dr. Roberto Sepúlveda, alcalde de la I. Municipalidad de Maipú, a fin de que informe sobre el Proyecto Relleno Sanitario “Santiago Poniente”.

8.
Cite a la Sra. Lucy Salinas, alcaldesa de la I. Municipalidad de Talagante, a fin de que informe sobre el Proyecto Relleno Sanitario “Santa Marta”. 

9.
Cite al Sr. Pedro Saitz, Consejero Regional de la Región Metropolitana, a fin de que informe sobre la aprobación de ambos proyectos por la Corema R.M.

10. Cite al Consejo de Defensa del Medio Ambiente de Talagante.

11. Cite al Consejo de Defensa del Medio Ambiente de Maipú.

12. Cite al señor Darío Benuci, gerente del Consorcio Santa Marta S.A.

13. Cite al señor Antonio Pérez Coto, gerente general de Coinca S.A.

14. Cite al señor Marcel Claude, presidente de la Fundación Terram.

15. Cite a los vecinos de las comunidades directamente afectadas a audiencias públicas.

2.
Oficio de S.E. el Presidente de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:


Tengo a bien poner en conocimiento de vuestra Excelencia que he resuelto retirar la 
urgencia para el despacho del proyecto de ley que establece un régimen de garantías en salud (Plan Auge). (Boletín Nº 2947-11).


Al mismo tiempo y en uso de la facultad que me confiere el artículo 71 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales -incluyendo los que correspondiere cumplir en el honorable Senado-, para el proyecto de ley antes aludido, la que, para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, califico de “simple”.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; MARIO FERNÁNDEZ BAEZA, Ministro Secretario General de la Presidencia”.

3.
Oficio de S.E. el Presidente de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:


En uso de las facultades que me confiere el artículo 71 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales 
-incluyendo los que correspondiere cumplir en el honorable Senado-, respecto del proyecto de ley que prorroga la vigencia de concesiones de radiodifusión sonora que indica. (Boletín 
Nº 2923-15).


Para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, califico de “simple” la referida urgencia.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; MARIO FERNÁNDEZ BAEZA, Ministro Secretario General de la Presidencia”.

4.
Oficio del Senado.

“Valparaíso, 14 de junio de 2002.


Tengo a honra comunicar a vuestra Excelencia que el Senado ha dado su aprobación al proyecto de ley que modifica la ley Nº 18.290, de Tránsito, en lo que dice relación con la operación de los equipos de registro y detección de infracciones relativas a velocidad y luz roja, correspondiente al boletín Nº 2904-06, con las siguientes modificaciones:

Artículo único

Ha pasado a ser artículo 1º, reemplazando su encabezamiento por el siguiente:


“Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 18.290, de Tránsito:”.

Letra a)

La ha reemplazado por la siguiente:


“a) Reemplázase el inciso segundo del artículo 4º, por el siguiente:


“Para los efectos del inciso anterior, podrán utilizarse equipos de registro y de detección de infracciones, en la forma que determine el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.”.”.

Letra b)

La ha sustituido por la siguiente:


“b) Sustitúyese el inciso sexto del artículo 4º, por el siguiente:


“Los equipos de registro y detección de infracciones relativas a velocidad y luz roja no sólo podrán ser operados por Carabineros de Chile, y por los inspectores fiscales designados por el Ministerio de Obras Públicas, en el caso de las plazas de peaje, operación de túneles y en los tramos en que se estén realizando obras de reparación y mantención de caminos públicos construidos y explotados al amparo del decreto supremo Nº 900, del Ministerio de Obras Públicas, de 1996, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley Nº 164, del Ministerio de Obras Públicas, de 1991, ley de Concesiones de Obras Públicas.”.

-o-


Ha agregado como letras c), d) e) y f), nuevas, las siguientes:


“c) Elimínase en el inciso séptimo del artículo 4º la frase “o municipales”.

d)
Reemplázase el artículo 150 por el siguiente:


“Artículo 150.- Cuando no existan los riesgos o circunstancias señaladas en los artículos anteriores, serán límites máximos de velocidad los siguientes:


1.
En zonas urbanas:


1.1. Vehículos de menos de 3.860 kilogramos de peso bruto vehicular y motocicletas: 60 kilómetros por hora.


1.2. Vehículos con más de 17 asientos, incluido el del conductor, buses, camiones de 3.860 kilogramos de peso bruto vehicular o más y vehículos de transporte escolar: 50 kilómetros por hora.

2.
En zonas rurales:


2.1. En caminos con una pista de circulación en cada sentido: 100 kilómetros por hora.


2.2. En caminos de dos o más pistas de circulación en un mismo sentido: 120 kilómetros por hora.


2.3. En todo caso, los buses y camiones de 3.860 kilogramos de peso bruto vehicular o más y vehículos de transporte escolar no podrán circular a una velocidad superior a 90 kilómetros por hora. Los buses iterurbanos podrán circular a 100 kilómetros por hora.”.


e) Derógase el número 3 del artículo 197.


f) Agrégase, a continuación del artículo 200, el siguiente artículo 200 bis, nuevo:


“Artículo 200 bis.- Para los efectos de denunciar o de iniciar de cualquier otra forma procesos por infracciones relativas a la velocidad, se establece un rango de tolerancia general de 5 kilómetros por hora, que deberá sumarse a los límites de velocidad del artículo 150.


Constituirá infracción menos grave, exceder hasta en 10 kilómetros por hora el límite máximo de velocidad del artículo 150.


Constituirá infracción grave, exceder de 11 a 20 kilómetros por hora el límite máximo de velocidad del artículo 150.


Constituirá infracción gravísima, exceder en más de 20 kilómetros por hora el límite máximo de velocidad del artículo 150.”.”.

-o-


Ha incorporado como artículos 2º, 3º, 4º y transitorio, nuevos, los siguientes:


“Artículo 2º.- Modifícase el inciso segundo del artículo 14 de la ley Nº 18.695, orgánica constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado se contiene en el decreto con fuerza de ley Nº 1-19.704, del Ministerio del Interior, de 2002, de la siguiente forma:

a)
Reemplázase, en el número 4, la conjunción “y” final y la coma (,) que la antecede, por un punto y coma (;).

b)
Sustitúyese, en el número 5, el punto aparte (.) por una coma (,) seguida de la conjunción “y”.

c)
Agrégase el siguiente número 6, nuevo:


“6.- El ciento por ciento de lo recaudado por multas impuestas por los Juzgados de Policía Local, por infracciones o contravenciones a las normas de tránsito, detectadas por medio de equipos de registro de infracciones.”.


Artículo 3º.- Reemplázase el artículo 55 de la ley Nº 15.231, sobre Organización y Atribuciones de los Juzgados de Policía Local, por el siguiente:


“Artículo 55.- Las multas que los Juzgados de Policía Local impongan no estarán afectas a recargo legal alguno y serán a beneficio de la comuna en cuyo territorio se cometió la infracción, salvo aquéllas que, según dispone el número 6 del inciso segundo del artículo 14 de la ley Nº 18.695, orgánica constitucional de Municipalidades, deben ser destinadas al Fondo Común Municipal.


Sin embargo, el 18% de las multas de beneficio comunal se destinará al Servicio Nacional de Menores para la asistencia y protección del menor en situación irregular, para cuyo efecto, las municipalidades deberán poner a disposición del señalado Servicio a lo menos quincenalmente estos recursos.”.


Artículo 4º.- Modifícase el artículo 24 de la ley Nº 18.287, que establece el procedimiento ante los Juzgados de Policía Local, en la siguiente forma:

a)
Sustitúyese el inciso segundo por el siguiente:


“La operación y administración permanente del Registro corresponderá al Servicio de Registro Civil e Identificación, de acuerdo a un reglamento que dictará el Presidente de la República, y que deberá ser suscrito conjuntamente por los Ministerios de Justicia y de Transportes y Telecomunicaciones.”, y

b)
Agréganse en el inciso cuarto, a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser seguido (.), las siguientes oraciones finales: “No obstante, tratándose de aquellas multas a que se refiere el número 6 del inciso segundo del artículo 14 de la ley Nº 18.695, orgánica constitucional de Municipalidades, la municipalidad que reciba el pago, lo enterará en su totalidad directamente al Fondo Común Municipal. En este caso, no procederá la deducción del 20% antes señalado. Con todo, la municipalidad que reciba el pago, deberá remitir al Registro, dentro de los treinta días siguientes, el arancel que a éste corresponda para que proceda a eliminar la anotación respectiva.”.


“Artículo transitorio.- La operación y administración del Registro de Multas del Tránsito No Pagadas, creado por la ley Nº 19.676, corresponderá al Servicio de Registro Civil e Identificación, una vez vencido el contrato de concesión actualmente vigente bajo el amparo del artículo 24, inciso segundo, de la ley Nº 18.287, que en virtud de esta ley se sustituye.”.”.

-o-


Hago presente a vuestra Excelencia que el proyecto fue aprobado en general con el voto afirmativo de 29 señores senadores de un total de 47 en ejercicio y que, en particular, las normas de los artículos 2º, 3º y 4º fueron aprobadas, en el carácter de ley orgánica constitucional, con el voto conforme de 30 señores senadores de un total de 48 en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 63 de la Carta Fundamental.


Lo que comunico a vuestra Excelencia en respuesta a su oficio Nº 3741, de 7 de mayo de 2002.


Acompaño la totalidad de los antecedentes.


Dios guarde a vuestra Excelencia,


(Fdo.): CARLOS CANTERO OJEDA, Presidente (S) del Senado; CARLOS HOFFMANN CONTRERAS, Secretario del Senado”.

5.
Informe de la Comisión Mixta encargada de proponer la forma y modo de superar la discrepancia producida entre la Cámara de Diputados y el Senado, respecto del proyecto de ley que modifica la ley general de Cooperativas. (boletín Nº 855-03)

“Honorable Cámara de Diputados:

Honorable Senado:


La Comisión Mixta, constituida en conformidad a lo dispuesto por el artículo 68 de la Constitución Política de la República, tiene el honor de proponeros la forma y modo de resolver la divergencia surgida entre la Cámara de Diputados y el Senado, durante la tramitación del proyecto de ley individualizado en la suma, iniciado en mensaje del Presidente de la República.


La Cámara de Diputados, cámara de origen, en sesión de fecha 3 de abril de 2002, designó como integrantes de la Comisión Mixta a los honorables diputados señores Francisco Encina Moriamez, Carlos Hidalgo González, Edgardo Riveros Marín, Eugenio Tuma Zedan y Gonzalo Uriarte Herrera. Posteriormente, los honorables diputados señores Riveros y Tuma fueron reemplazados por los honorables diputados señores Eduardo Saffirio Suárez y Enrique Jaramillo Becker, respectivamente.


El Senado por su parte, en sesión de fecha 9 del mismo mes, designó como miembros de la referida Comisión Mixta a los honorables senadores que integran la Comisión de Economía, los honorables senadores señores Jaime Gazmuri Mujica, José García Ruminot, Jorge Lavandero Illanes, Jovino Novoa Vásquez y Jaime Orpis Bouchón.


Previa citación del señor Presidente del Senado, la Comisión Mixta se constituyó el día 7 de mayo en curso, con asistencia de sus miembros honorables senadores señores José García Ruminot, Jorge Lavandero Illanes, Jovino Novoa Vásquez y Jaime Orpis Bouchón, y honorables diputados señores Francisco Encina Moriamez, Carlos Hidalgo González, Enrique Jaramillo Becker, Edgardo Riveros Marín y Gonzalo Uriarte Herrera. En la oportunidad indicada, se eligió por unanimidad como Presidente al honorable senador señor Jovino Novoa Vásquez.


A las sesiones en que se consideró este asunto asistieron, además de los miembros de la Comisión Mixta, el subsecretario de Economía, Fomento y Reconstrucción, señor Álvaro Díaz Pérez, y el jefe del Departamento de Cooperativas de dicho Ministerio, señor Carlos Rubio Estay.

-o-


Durante la tramitación de esta iniciativa se suscitaron varias diferencias entre ambas Corporaciones.


Como se recordará, el proyecto consta de dos artículos permanentes, el primero de los cuales está conformado por 151 numerales que modifican la ley general de Cooperativas, donde inciden las cuestiones de competencia de la Comisión Mixta. El artículo 2º faculta al Presidente de la República para dictar el texto definitivo, actualizado, refundido, sistematizado y coordinado de la ley general de Cooperativas. Si bien el proyecto contiene disposiciones de carácter orgánico constitucional, las discrepancias habidas no atañen a ninguna de ellas, de tal manera que todos los puntos a resolver son materia de ley común.


Analizaremos las cuestiones controvertidas ciñéndonos a los numerales del artículo 1º del texto aprobado por la Cámara de Diputados en el primer trámite constitucional, respecto de los cuales las enmiendas del Senado fueron rechazadas por aquella Corporación. 

Número 34

El artículo 36 de la ley general de Cooperativas regula los fondos de reserva que deben formar dichas entidades con cargo al remanente, que es el resultado favorable del ejercicio económico anual, según el balance.


La Cámara de Diputados aprobó, en el número 34 del artículo 1º, un precepto de un inciso, que sustituye el referido artículo 36 y permite destinar dicho remanente a absorber pérdidas acumuladas, a constituir e incrementar fondos de reserva, o a ser distribuido entre los socios. La norma de reemplazo es facultativa, no fija un orden de prioridad entre dichos fines y la asignación queda entregada, en definitiva, a lo que dispongan los estatutos o acuerde la junta general de socios.


El Senado reemplazó dicho artículo por uno de carácter imperativo, compuesto de cuatro incisos. 


El primero de ellos señala los fines a los cuales se aplicará el remanente, con indicación precisa del orden en que ello deberá hacerse: 1º, absorber pérdidas acumuladas, si las hubiere; 2º, incrementar los fondos de reserva, y 3º, distribuir el excedente entre los socios, sea en dinero o en cuotas de participación liberadas. En el último caso, conforme al inciso segundo, habrá dos criterios de reparto: los excedentes que provengan de operaciones entre la cooperativa y los socios, se distribuirán a prorrata de tales operaciones; si su origen son operaciones con terceros, se repartirán en proporción a las cuotas de participación de los socios en la cooperativa.


El inciso tercero, hace obligatorio para las cooperativas de vivienda y las de ahorro y crédito formar e incrementar anualmente un fondo de reserva legal no inferior al 20% del remanente. Alcanzada una reserva igual al 50% del patrimonio, dichas cooperativas deberán distribuir entre los socios al menos el 30% del remanente, como excedente; si hay saldo, podrá destinarse al fondo de reserva legal o a formar reservas voluntarias. 


El inciso cuarto, faculta al resto de las cooperativas para formar reservas voluntarias, fijándoles un límite máximo igual al 15% del patrimonio.


La primera diferencia que se observa en ambos textos sustitutivos respecto del actualmente en vigor, es que el fondo de reserva legal pasa a ser obligatorio sólo para las cooperativas de vivienda y las de ahorro y crédito. 


En segundo lugar, se señala el orden en que se harán las asignaciones del remanente. 


Lo tercero, aunque no menos importante, es que se consolida el pago de intereses al capital, con lo cual se fomenta la permanencia en la cooperativa de socios inactivos que, de esa forma, serán estimulados para no retirar sus aportes. Esto ocurre con mayor frecuencia en antiguas cooperativas de producción, tales como las vitivinícolas y las lecheras. 


Cabe hacer notar que el inciso tercero del artículo 1º de la ley general de Cooperativas contiene una norma conforme a la cual los aportes perciben un interés limitado. La Cámara de Diputados eliminó este inciso e integró la idea en el artículo 36, al permitir el reparto del remanente entre los socios. 


La Comisión Mixta, en definitiva, aprobó por unanimidad un texto para el artículo 36 que, siguiendo los lineamientos establecidos en el proyecto del Senado, consagra el destino y la secuencia de las asignaciones que se hacen con cargo al remanente y coloca expresamente entre ellos el pago de intereses al capital, lo que se hará de conformidad a lo establecido en los respectivos estatutos y antes de distribuir los excedentes entre los socios. Así se instaura, además, un medio de ahorro e inversión en el sector cooperativo, que debiera impedir la descapitalización de dichas entidades. 


Concurrieron al acuerdo los honorables senadores señores García, Lavandero, Novoa y Orpis, y los honorables diputados señores Hidalgo, Jaramillo, Riveros y Uriarte.

Números 60, 61 y 62

En estos numerales, el proyecto de la Cámara de Diputados incorpora a la ley general de Cooperativas los artículos 58, 59 y 60, que vendrían a ocupar el lugar de otros preceptos que fueron derogados por la ley Nº 18.018, de 1981, los cuales permitían descuentos por planilla en favor de cooperativas de consumo, de ahorro y crédito y de vivienda.


El número 60 del artículo 1º del proyecto de la Cámara de Diputados agrega a la ley general de Cooperativas un artículo 58, nuevo, que obliga a los empleadores a hacer descuentos por planilla de las remuneraciones de sus trabajadores que sean socios de cooperativas de los tipos indicados más arriba. La obligación se extiende a quienes pagan pensiones, jubilaciones y rentas o pensiones vitalicias. Hasta aquí los dos primeros incisos del precepto.


Los dos siguientes establecen reglas sobre los límites y la prelación de tales descuentos. En efecto, todos ellos prefieren a los demás descuentos, salvo los correspondientes a impuestos, cotizaciones de seguridad social, cuotas sindicales, obligaciones con instituciones previsionales y organismos públicos y retención judicial en favor de la familia, de hasta el 50% de la remuneración del trabajador declarado vicioso. Estas son las deducciones establecidas en el inciso primero del artículo 58 y en el inciso segundo del artículo 59 del Código del Trabajo. Además, el descuento para cooperativas de vivienda prefiere a los destinados a cooperativas de consumo y de ahorro y crédito, los que tienen un límite del 25% de la remuneración o pensión líquida, en conjunto; si el trabajador es ya asignatario de una vivienda, el descuento en favor de la cooperativa no podrá exceder del 25%; en los demás casos, el tope es de 15%.


Como se recordará, el Senado rechazó este artículo, medida que la Cámara de origen no compartió.


Los números 61 y 62, del artículo 1º del proyecto de la Cámara de Diputados, agregan a la ley general de Cooperativas los artículos 59 y 60, nuevos, que reglamentan la forma de proceder a los descuentos. 


Conforme al primero de ellos basta la autorización escrita del trabajador, otorgada para cada operación; es decir, no se requiere la concurrencia de la voluntad del empleador que, como se ha visto, está obligado a descontar, dentro de los parámetros que fija la ley. El agente de retención debe entregar los descuentos a la cooperativa destinataria dentro de los primeros diez días del mes siguiente al del pago de las remuneraciones o pensiones. De conformidad con el nuevo artículo 60, si el obligado no hiciera el descuento o el entero dentro del plazo legal recién indicado, deberá pagar el interés máximo convencional, sin perjuicio de la responsabilidad penal que pudiera afectarle.


El Senado también rechazó estos artículos en el segundo trámite constitucional, porque son consecuencia del anterior. La Cámara de Diputados, ciñéndose a su predicamento inicial, tampoco concordó con estas supresiones.


Se acordó dejar expresa constancia en este informe, para la historia fidedigna del establecimiento de la ley, de que el rechazo del Senado a estos tres artículos estuvo motivado por la voluntad de provocar su revisión, a fin de armonizar sus disposiciones con las del artículo 58 del Código del Trabajo, tarea que es posible abordar en este trámite de Comisión Mixta. 


Es procedente traer a colación, para el caso de los empleados públicos, que el artículo 91 de la ley Nº 18.834, Estatuto Administrativo, permite deducir de las remuneraciones de aquéllos, cantidades por conceptos expresamente establecidos por las leyes. Además, reconoce a los funcionarios la posibilidad de solicitar por escrito autorización al jefe superior del servicio, al Secretario Regional Ministerial o al Director Regional que corresponda, descuentos voluntarios hasta por un 15% de la remuneración, para efectuar pagos de cualquier naturaleza. Para aplicar el límite indicado se tomarán también en cuenta los descuentos por sistema de bienestar, si los hubiera.


En lo tocante al personal de las Fuerzas Armadas y de Orden, los descuentos por planilla están regulados por la ley Nº 18.108, que atribuye la facultad para fijar y modificar sus montos máximos a los Comandantes en Jefe y al Director de Carabineros y permite hacerlos en favor de cooperativas de consumo o de vivienda mutuales, entidades aseguradoras y servicios médicos y de bienestar.


Los miembros de la Comisión Mixta hicieron ver su preocupación porque por la vía de estos descuentos voluntarios suele suceder que los trabajadores perciban el día de pago una suma líquida irrisoria y, en algunos casos, queden al debe. Desarrollando la mecánica del artículo 58 del Código del Trabajo, y partiendo de la base de que los descuentos legales obligatorios por impuestos y seguridad social bordean el 20%, resta un 80%. De lo anterior vendrían a deducirse el descuento para vivienda, que puede alcanzar hasta un 30%, y otros, para pagos de cualquier naturaleza, hasta por otro 15% del total de la remuneración; si el trabajador compromete los máximos que le son permitidos, a fines de mes recibirá sólo el 35% de su remuneración. A este saldo habría que descontarle, además, lo que autorice la ley general de Cooperativas. Si se aplicara en su integridad el artículo 58 propuesto en el primer trámite, estos descuentos podrían alcanzar el 40% de la remuneración, jubilación o pensión líquida, de lo que se desprende que se estarían autorizando deducciones de hasta el 105%. 


Por otro lado, es indudable que el abuso del mecanismo de los descuentos voluntarios genera problemas económicos, sociales y éticos graves, ya que muchos proveedores no perciben de hecho un mínimo razonable que asegure el sustento del hogar y, en casos extremos, terminan por hacer abandono del mismo.


Teniendo presente que, con o sin un texto legal que autorice descuentos voluntarios por planilla y ordene y priorice el destino de parte de las remuneraciones de los trabajadores, éstos pueden siempre aplicar libremente la totalidad de las mismas a cualquier finalidad, la Comisión Mixta estuvo conteste en que es preciso dar indicaciones, a través de la legislación, para que las personas ordenen sus gastos conforme a sus ingresos y asuman las responsabilidades consiguientes.


Se tuvo también en cuenta que el mecanismo del descuento por planilla viene de larga data y ha sido apreciado como un factor que robustece a las cooperativas, porque les asegura la recuperación de los aportes y cuotas comprometidos por sus socios.


Tomando en cuenta las reflexiones anteriores, finalmente la Comisión Mixta concordó en la idea de reponer un artículo 58, sobre la base de una propuesta hecha por su Presidente. 


El texto que aprobamos presenta las siguientes características: se repone una herramienta de la que las cooperativas han estado privadas en los pasados 20 años, como es la garantía del descuento por planilla de los compromisos de sus socios con ellas; el límite de los descuentos voluntarios por planilla que autorizará la ley general de Cooperativas en favor de las de consumo y de ahorro y crédito no podrá exceder, en conjunto, del 25%, y sumado éste a los que autoriza el artículo 58 del Código del Trabajo, el total de descuentos voluntarios no podrá ser superior al 45% de la remuneración, jubilación o pensión mensual líquida.


En otras palabras, el descuento voluntario en favor de las cooperativas de vivienda sigue regulado por el inciso primero del artículo 58 del Código del Trabajo, que permite hasta un 30%, y el que se disponga en favor de las de consumo y de ahorro y crédito lo será por el nuevo texto del artículo 58 de la ley general de Cooperativas, que autoriza hasta un 25%, en conjunto con otros descuentos voluntarios que haya autorizado el trabajador. En ningún caso la suma total de descuentos voluntarios podrá superar el 45%.


Este acuerdo fue adoptado por unanimidad. A él concurrieron los honorables senadores señores Cariola, Gazmuri, Lavandero y Novoa, y los honorables diputados señores Encina, Jaramillo y Saffirio.


A continuación, se acordó incorporar a la ley general de Cooperativas un artículo 59, nuevo, basado en el texto que en su oportunidad aprobara la Cámara de Diputados, con algunas enmiendas propuestas por el señor Presidente. 


En virtud del mismo, bastará la autorización escrita del socio, otorgada para cada operación, para que quien pague la remuneración retenga los pagos comprometidos en favor de cooperativas. Con todo, la norma reitera el límite fijado en el artículo precedente, de modo que el socio no podrá autorizar, ni el pagador retener, montos que infrinjan los porcentajes máximos señalados en el artículo 58 de la ley general de Cooperativas.


Este acuerdo fue adoptado por unanimidad. A él concurrieron los honorables senadores señores Cariola, Gazmuri, Lavandero y Novoa, y los honorables diputados señores Encina, Jaramillo y Saffirio.


Por último, fue desechada la norma contenida en el número 62 del artículo 1º del proyecto de la Cámara de Diputados, que agregaba a la ley general un artículo 60, nuevo, sobre cobro de intereses y procedimiento aplicable en caso que el agente de retención no enterare en tiempo las sumas descontadas. La Comisión Mixta consideró que es preferible dejar esta materia entregada a las reglas generales sobre intereses moratorios y procedimientos de cobranza.


Lo anterior se acordó en forma unánime por los miembros presentes, a saber, los honorables senadores señores García, Gazmuri, Lavandero y Novoa, y los honorables diputados señores Encina y Jaramillo.

Número 67

Incide en el artículo 65 de la ley general de Cooperativas, que faculta a la Dirección de Industria y Comercio para clausurar, con auxilio de la fuerza pública si fuera necesario, 
los establecimientos, oficinas, locales o dependencias que usen indebidamente la palabra “cooperativa” en su denominación.


La Cámara de Diputados reemplazó la referencia a la Dirinco por otra al Departamento de Cooperativas, que en la actualidad es el organismo competente respecto de dichas entidades. Además, en vez de atribuir directamente al mencionado Departamento la facultad de ordenar la clausura, otorgó a dicha repartición la titularidad para ocurrir ante el Juez de Policía Local, quien ostentará la atribución respectiva. En consecuencia, se suprime la mención del auxilio de la fuerza pública, pues el imperio de las resoluciones judiciales lo lleva aparejado. La infracción podrá ser denunciada, además, por cualquiera persona.


El texto del Senado, por su parte, mantuvo la facultad en el ámbito del Juez de Policía Local, pero eliminó, de entre quienes pueden denunciar, al Departamento de Cooperativas. La Cámara de origen no concordó con este criterio y rechazó la modificación.


La Comisión Mixta se inclinó unánimemente por la fórmula de la Cámara de Diputados, porque no encontró motivo suficiente para excluir al Departamento de Cooperativas de la posibilidad de denunciar el uso indebido de la denominación que distingue a este tipo especial de asociaciones. 


El acuerdo contó con los votos favorables de los honorables senadores señores García, Gazmuri, Novoa y Orpis, y de los honorables diputados señores Encina, Hidalgo y Jaramillo.

Número 71

El artículo 68 de la ley general de Cooperativas abre el Título I del Capítulo II, que versa sobre las cooperativas de trabajo. Él dispone que sólo las personas naturales podrán ser socias de dichas cooperativas; que su aporte deberá consistir necesariamente en trabajo, sin perjuicio de las inversiones que efectúen, y que para constituirse requieren un mínimo de cinco socios.


El proyecto aprobado por la Cámara de Diputados, en el primer trámite constitucional, sustituye el precepto. El nuevo texto comienza por definir el objeto de tales cooperativas, indicando que él deberá consistir en producción o transformación de bienes y/o en la prestación de servicios a terceros, mediante el trabajo mancomunado de los socios, quienes serán remunerados en proporción a la labor realizada. Seguidamente, precisa que los aportes diferentes al trabajo podrán consistir en dinero o bienes muebles o inmuebles; estos últimos no gozarán de la franquicia del 50% del impuesto territorial, tasas y demás gravámenes establecidos en favor del Fisco, que contiene la letra a) del artículo 54 de la ley general de Cooperativas.


El Senado enmendó formalmente el inciso primero del artículo de reemplazo, en el sentido de sustituir la expresión “y/o” por la conjunción disyuntiva “o”, lo cual fue rechazado por la Cámara de origen.


A juicio de la Comisión Mixta resulta formalmente preferible el criterio de la Cámara revisora, por lo que os recomienda aprobar la corrección mencionada. 


El acuerdo fue adoptado con los votos favorables de los honorables senadores señores García, Gazmuri, Novoa y Orpis, y de los honorables diputados señores Encina, Hidalgo y Jaramillo.

Número 92

Se refiere al artículo 88 de la ley general de Cooperativas, que impide a una determinada calidad de socios de las cooperativas campesinas gozar de los servicios y beneficios que ellas otorguen: se trata de las personas naturales o jurídicas que sean dueñas o arrendatarias de predios en que la cooperativa desarrolle actividades. Los aportes de estos socios no pueden exceder el 30% del capital; ellos tienen derecho a participar en el reparto de intereses y a la devolución de acciones y cuotas de ahorro, sea al momento de retirarse o al liquidarse la entidad.


La Cámara de Diputados aprobó un artículo que lo sustituye. Se precisa, en el nuevo texto, que sólo pueden ser socios de cooperativas campesinas los productores agrícolas que exploten personalmente una pequeña propiedad rústica, los miembros de comunidades campesinas e indígenas, los medieros y los trabajadores agrícolas, aun los de temporada; además, pueden serlo las personas jurídicas de derecho público y las de derecho privado sin fines de lucro, así como las personas naturales o jurídicas, que sean propietarias, arrendatarias o usufructuarias de predios en que estas cooperativas desarrollen sus actividades.


El Senado, por su parte, cambió el artículo en cuestión por uno en que la alusión a los productores agrícolas que exploten una pequeña propiedad rústica, a los miembros de comunidades campesinas e indígenas, a los medieros y a los trabajadores agrícolas, es reemplazada por otra, que hace referencia a los pequeños productores agrícolas y al artículo 13 de la ley Nº 18.910. Este último precepto define las expresiones “pequeño productor agrícola”1, “campesino”2 y “hectárea de riego básico”. En el inciso segundo, la Cámara revisora amplió el objeto de las cooperativas campesinas al desarrollo de actividades artesanales y de conservación de recursos naturales renovables. 


El reemplazo fue rechazado por la Cámara de Diputados.


La referencia a la ley Nº 18.910, orgánica del Instituto de Desarrollo Agropecuario (Indap), asegura una siempre deseable coherencia de la legislación aplicable a un sector de actividad y aprovecha la precisión de los conceptos definidos por dicho cuerpo legal.


Algunos miembros de la Comisión Mixta expresaron su inquietud porque los parámetros legales pudieran imponer un límite de acceso a las comunidades agrícolas. Puntualizaron que no existe discrepancia de fondo en esta materia, sino preocupación porque la normativa se haga cargo de la pequeña economía campesina en su integridad. A este respecto, se tuvo en consideración que, si bien dichas comunidades pueden poseer considerables extensiones, el criterio para medirlas es su equivalencia en hectáreas de riego básico, lo que hace más remota la probabilidad de que ellas queden excluidas de integrar cooperativas campesinas. En todo caso, a cada uno de los comuneros, individualmente considerado, le calza la definición de campesino, por lo que por esa vía también tienen asegurada la opción. Por último, si no les fuera posible integrarse a una cooperativa campesina, les queda abierta la posibilidad de hacerlo a una agrícola.


Se analizó también la idea, contenida en el inciso segundo del texto del Senado, de abrir a las cooperativas campesinas la posibilidad de abarcar otro giros, anexos o accesorios a la actividad silvoagropecuaria, tales como las artesanías, la conservación del medio ambiente y el agroturismo. En definitiva, teniendo presente que una de las líneas medulares del proyecto es permitir la existencia de cooperativas de objetivo combinado y otras de objetivo específico, se decidió no alterarla, y se desechó la idea de permitir la ampliación del giro de las cooperativas especializadas o de giro único. 


En vista de los motivos resumidos, la Comisión Mixta se inclinó por la aprobación del primer inciso del artículo 88 propuesto por el Senado en el segundo trámite constitucional.


Se acordó dejar constancia de que la eliminación del segundo inciso, que consultaba el referido precepto del Senado, no significa impedir a cualquiera cooperativa, que no tenga por expresa disposición de la ley un objetivo único, darse por estatutos unos objetivos combinados, de conformidad con el artículo 7º, lo cual hace innecesario el inciso descartado.


Ambos acuerdos, que fueron unánimes, se adoptaron con los votos emitidos por los honorables senadores señores García, Gazmuri, Novoa y Orpis, y de los honorables diputados señores Encina, Hidalgo y Jaramillo.

Número 96

El artículo 92 de la ley general de Cooperativas define a las cooperativas de servicio como aquellas que tienen por objeto satisfacer necesidades de sus socios, siempre que sus actos no signifiquen el ejercicio de un comercio. Por vía ejemplar no taxativa menciona a las escolares, de abastecimiento de energía eléctrica, de vivienda, de seguros, de aprovisionamiento, de ahorros y de beneficio para el hogar y la comunidad. Dispone que los excedentes producidos en operaciones con terceros incrementen la reserva legal y limita la posibilidad de contratar seguros de las cooperativas en general, lo que podrán hacer únicamente con instituciones aseguradoras estatales o con cooperativas de seguro.


El artículo sustitutivo aprobado por la Cámara de Diputados suprime las referidas limitaciones y redefine estas cooperativas como aquellas que tienen por objeto distribuir bienes y proporcionar servicios, preferentemente a sus socios, con el propósito de mejorar las condiciones ambientales de estos últimos y de satisfacer sus necesidades familiares, sociales, ocupacionales o culturales. La enmienda del Senado, rechazada por la Cámara de origen, consistió en eliminar de esta definición a las cooperativas de seguros.


El DFL Nº 251, del Ministerio de Hacienda, de 1931, sobre Sociedades Anónimas, Compañías de Seguros y Bolsas de Comercio, dispuso, en su artículo 4º, que el comercio de seguros sólo podrá hacerse en Chile por sociedades anónimas nacionales de seguros. 


La ley Nº 17.308, en su artículo 3º, autorizó también a participar en dicho comercio a las entidades mutuales sin fines de lucro, a las cooperativas de seguros y a otras entidades que fueran expresamente autorizadas para ello por una ley.


El número 4 del artículo Primero de la ley Nº 18.660, publicada en octubre de 1987, dispuso que el comercio de asegurar y reasegurar en Chile sólo podrá hacerse por sociedades anónimas nacionales de giro exclusivo.


En consecuencia, la supresión de la referencia a cooperativas de seguros en el artículo 92 de la ley general de Cooperativas, que hace el Senado, no es más que una concordancia con lo ya obrado por el legislador en materia de seguros, por lo que la Comisión Mixta la aprobó por unanimidad. 


Concurrieron al acuerdo con su voto los honorables senadores señores García, Gazmuri, Novoa y Orpis, y los honorables diputados señores Encina, Hidalgo y Jaramillo.

Número 116

Sustituye el artículo 110 de la ley general de Cooperativas, el cual dispone que las menciones del Ministerio de la Vivienda y Urbanismo que se hace en diversos preceptos de esa ley deben entenderse referidas al organismo que reemplace a la ex Dirección de Planificación del Desarrollo Urbano.


El número 116 en comento, del artículo 1º del proyecto aprobado en el primer trámite constitucional, versa acerca de una materia enteramente diferente: él prescribe que el remanente que obtengan las cooperativas cerradas de vivienda no podrá destinarse a formar fondos de reserva, y que el excedente se capitalizará íntegramente, aumentando proporcionalmente las cuotas de capital. Ello obedece a que el artículo 110 vigente ya cumplió su cometido.


El texto del Senado para el referido artículo 110 de la ley general de Cooperativas, propuesto como número 109 del artículo 1º del proyecto, se ocupa, a su vez, de una materia distinta: determina que las cooperativas cerradas no se disuelven ni liquidan por la asignación de todas las viviendas construidas, si dentro de su objeto también se incluyen el equipamiento y el desarrollo comunitario. Este reemplazo fue rechazado por la Cámara de Diputados.


La Comisión Mixta tuvo en vista que en el texto aprobado por ella para sustituir el 
artículo 36 de la ley general se establece un criterio general para la destinación y reparto de remanentes y excedentes que es válido también para las cooperativas cerradas de vivienda. Los llamados a decidir cómo capitalizar o distribuir tales recursos son los propios socios. Además, de esa manera se evitan las tensiones que pueden generarse entre los socios y los administradores una vez edificadas y entregadas las viviendas, ya que la propensión más probable de estos últimos será capitalizar, para asegurar su permanencia y estabilidad en tales funciones.


Por otro lado, el artículo que propone el Senado deja abierta la posibilidad de que la cooperativa cerrada de vivienda que ha cumplido su objetivo principal siga vigente, si como metas accesorias o anexas contempla el equipamiento y el desarrollo comunitarios.


Por tales motivos la Comisión Mixta, en forma unánime, optó por proponeros el artículo aprobado por el Senado. Se pronunciaron en tal sentido los honorables senadores señores García, Gazmuri, Novoa y Orpis, y los honorables diputados señores Encina, Hidalgo y 
Jaramillo.

Número 129

Incide en el artículo 120 de la ley general de Cooperativas, que prohíbe la participación de comerciantes o intermediarios, directa o indirectamente, en los beneficios que tienen las cooperativas de consumo. El segundo inciso prohíbe a dichas entidades emitir giros u órdenes de compra en favor de los socios y en interés del comercio privado.


El proyecto de la Cámara de Diputados suprime el primer inciso, en tanto que el del Senado opta por derogar todo el artículo. Esta corrección fue rechazada por la Cámara de origen.


En su oportunidad, el Senado decidió suprimir también el inciso segundo, para mantener la correspondencia con los acuerdos previos, que habían desestimado autorizar los descuentos voluntarios por planillas, de las remuneraciones de trabajadores que fueran socios de cooperativas y en favor de éstas. Habiendo sido repuestos dichos descuentos, corresponde adoptar en este particular el criterio de la Cámara de Diputados, que fue lo que resolvió la Comisión Mixta.


El acuerdo unánime recibió los votos de los honorables senadores señores García, 
Gazmuri, Novoa y Orpis, y los honorables diputados señores Encina, Hidalgo y Jaramillo.

Número 150

El proyecto de la Cámara de Diputados, mediante este numeral, agrega a la ley general de Cooperativas cinco artículos nuevos, a los que corresponderían los números 142 a 146. 


El artículo 142, nuevo, señala quiénes tendrán derecho a voz en las reuniones de los consejos de administración o directorios, y a examinar sus libros y antecedentes, de las cooperativas o sociedades en que participen como socios otras cooperativas, que detenten al menos un 30% del capital. Podrán hacerlo los miembros del consejo de administración, los de la junta de vigilancia, los inspectores de cuentas, el gerente, los socios administradores de las cooperativas que no están obligadas a tener un directorio y los liquidadores.


El artículo 143, nuevo, permite a las cooperativas extranjeras operar en Chile, siempre que observen los principios cooperativos y los requisitos legales, se ajusten a las leyes chilenas y no contraríen las buenas costumbres o el orden público, todo ello conforme al reglamento. 


El artículo 144, nuevo, hace aplicables las disposiciones de los artículos 2º y 16 de la ley general, a las cooperativas extranjeras de ahorro y crédito y de vivienda, lo que implica que deben presentar un estudio socioeconómico sobre las condiciones, posibilidades financieras y planes de trabajo, que el Departamento de Cooperativas puede rechazar o hacerle reparos.


El artículo 145, nuevo, faculta al Departamento de Cooperativas para prohibir que operen en el país cooperativas extranjeras que incurran en alguna de las causales de disolución que contempla la letra c) del artículo 50 de la ley general. En el texto de la Cámara de Diputados este literal permitía la disolución mediante resolución administrativa; el Senado lo reemplazó por un mecanismo basado en sentencia judicial, que ya está aprobado porque a su respecto no ha habido discrepancia.


Finalmente, el artículo 146, nuevo, explicita que a las cooperativas extranjeras les serán aplicables las disposiciones especiales que regulan en nuestro país tipos también singulares de cooperativas.


El Senado no aceptó los nuevos artículos 142 a 146 propuestos por la Cámara de Diputados y consignó, como artículos 142 y 143, preceptos relativos a otras materias. La Cámara de Diputados rechazó todos esos acuerdos.


El Senado propuso un artículo 142 concerniente a agencias nacionales de cooperativas extranjeras, las cuales deberán constituirse conforme a la ley Nº 18.046, sobre sociedades anónimas, y no gozarán de los beneficios tributarios que la ley otorga a las chilenas.


Como artículo 143 la Cámara revisora consultó un precepto que permite, con efecto retroactivo, sanear los vicios de nulidad en que se hubiera incurrido en la constitución o modificación de una cooperativa, de la misma forma que la ley Nº 19.499 permite hacerlo respecto de sociedades, cuando se ha incurrido en defectos formales.


El Jefe del Departamento de Cooperativas, señor Carlos Rubio, informó que operan en Chile agencias de cooperativas extranjeras y que ellas no gozan de franquicias tributarias, de modo que el proyecto vendría a darle marco legal a lo que es actualmente una práctica consagrada.


La Comisión Mixta tuvo también en vista que es frecuente que cooperativas extranjeras operen en el rubro bancario y de los seguros; ellas no reúnen en Chile asociados que sean personas naturales para cumplir fines cooperativos, sino que actúan como empresas inversionistas. 


Todo hace justificable exigirles, tal como a las sociedades extranjeras, que constituyan una agencia o representación en Chile, con estatutos y poderes escriturados, inscritos y publicados, para efectos de transparencia e información a los terceros que operarán con ellas.


En lo atinente al saneamiento de vicios de nulidad, se estimó razonable extender a las cooperativas el procedimiento ya vigente respecto de otros tipos de entidades asociativas, para no discriminar en contra de las cooperativas, manteniéndolas sujetas al antiguo y rígido sistema de nulidad absoluta insanable consagrado por el Código Civil.


Sin embargo, habiendo advertido la Comisión Mixta que el proyecto contiene normas específicas sobre nulidad en los artículos 15 y 15 bis, acordó modificar el artículo 143 propuesto por el Senado para que no quepa duda de su aplicabilidad.


Los artículos 142 y 143 que os proponemos fueron aprobados por unanimidad, por los honorables senadores señores García, Gazmuri, Lavandero, Novoa y Orpis, y los honorables diputados señores Encina, Hidalgo y Jaramillo.

-o-


En mérito de lo expuesto, vuestra Comisión Mixta tiene el honor de proponeros el siguiente acuerdo, a fin de resolver la discrepancia suscitada entre ambas ramas del Congreso Nacional, el que de conformidad con lo dispuesto por la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, debe ser objeto de una sola votación, sin quórum especial. En su formulación seguimos, en la medida de lo posible, el orden numérico del artículo 1º, tal como quedó en el segundo trámite constitucional, incorporando numerales nuevos, o remitiéndonos a la numeración del texto de la Cámara de Diputados, cuando ello fue necesario:

PROYECTO DE ACUERDO:
(1) Aprobar como número 32 del artículo 1º, el siguiente: 


“32.- Sustitúyese el artículo 36, por el siguiente:


“Artículo 36.- El saldo favorable del ejercicio económico, que se denominará remanente, se destinará a absorber las pérdidas acumuladas, si las hubiere. Hecho lo anterior, se destinará a la constitución e incremento de los fondos de reserva, en el caso que éstos sean obligatorios, o a la constitución e incremento de reservas voluntarias y al pago de intereses al capital, de conformidad con el estatuto. Por último, el saldo, si lo hubiere, se denominará excedente y se distribuirá en dinero entre los socios o dará lugar a una emisión liberada de cuotas de participación.


Los excedentes provenientes de operaciones de la cooperativa con los socios, se distribuirán a prorrata de éstas. Aquéllos provenientes de operaciones con terceros, se distribuirán a prorrata de las cuotas de participación.


Las cooperativas abiertas de vivienda y las de ahorro y crédito deberán constituir e incrementar cada año un fondo de reserva legal, con un porcentaje no inferior al 20% de sus remanentes. Cuando el fondo de reserva legal alcance un 50% del patrimonio, estas entidades estarán obligadas a distribuir entre los socios, a título de excedentes, al menos el 30% de los remanentes. El saldo podrá incrementar el fondo de reserva legal o destinarse a reservas voluntarias.


Las demás cooperativas podrán formar reservas voluntarias, pero ellas no podrán exceder del 15% del patrimonio.”.”. (7 x 0)

(2) Intercalar como número 55 del artículo 1º, el siguiente: 


“55.- Agrégase el siguiente artículo 58, nuevo:


“Artículo 58.- Increméntase hasta el 25% el límite de descuentos voluntarios por planilla establecido en el inciso segundo del artículo 58 del Código del Trabajo, cuando los descuentos adicionales sean en favor de cooperativas de consumo o de ahorro y crédito de las que el trabajador sea socio, siempre que la suma de los descuentos del referido inciso segundo, y de los descuentos para vivienda autorizados por el inciso primero del mismo artículo 58 del Código mencionado, no exceda del 45% de la remuneración total del trabajador.”.”. (7 x 0)

(3) Incorporar como número 56 del artículo 1º, el siguiente: 


“56.- Agrégase el siguiente artículo 59, nuevo:


“Artículo 59.- Los descuentos en favor de cooperativas señalados en el artículo precedente se deberán efectuar con el solo mérito de la autorización por escrito del socio de la cooperativa, la que deberá ser otorgada para cada operación, siempre que no se excedan los límites máximos allí fijados.


La persona natural o jurídica que haya efectuado los descuentos deberá entregárselos a la cooperativa respectiva, dentro de los primeros 10 días del mes siguiente a la fecha en que hayan debido pagarse las remuneraciones.”.”. (7 x 0)

(4) Reiterar el rechazo del número 62 del artículo 1º del proyecto aprobado en primer trámite constitucional. (7 x 0)

(5) Insertar como número 61 del artículo 1º, el siguiente:


“61.- En el artículo 65: 

a)
Sustitúyese la frase “La Dirección de Industria y Comercio podrá ordenar”, por la siguiente: “El Departamento de Cooperativas o cualquier persona podrá solicitar al Juzgado de Policía Local correspondiente al domicilio del infractor, que ordene”.

b)
Elimínase la frase final “para cuyo efecto contará con el auxilio de la fuerza pública”, sustituyéndose la coma (,) que la antecede, por un punto (.) final.”. (7 x 0)

(6) Reemplazar, en el inciso primero del artículo 68 a que se refiere el número 63 del 
artículo 1º, que pasa a ser número 65, la expresión “y/o” por la conjunción “o”. (7 x 0)

(7) Suprimir el inciso segundo del artículo 88 propuesto en el número 84 del artículo 1º, que pasa a ser número 86. (7 x 0)

(8) Suprimir, en el inciso segundo del artículo 92 que es reemplazado en el número 96 del artículo 1º, que pasa a ser número 90, la expresión “de seguros”. (7 x 0)

(9) Aprobar el artículo 110 propuesto en el número 109 del artículo 1º, que pasa a ser número 111. (7 x 0)

(10) Aprobar, como número 125 del artículo 1º, el contenido en el número 129 del proyecto aprobado en primer trámite constitucional, que es del tenor siguiente:


“125.- Elimínase el inciso primero del artículo 120, pasando el actual inciso segundo a ser inciso único.”. (7 x 0)

(11) En el número 147 del artículo 1º, que pasa a ser número 149, incorporar los siguientes artículos 142 y 143:


“Artículo 142.- Las cooperativas extranjeras podrán constituir una agencia que opere en territorio nacional, de conformidad a las normas de la ley Nº 18.046, sobre sociedades anónimas, y quedarán sujetas a las normas de la presente ley en lo que sea pertinente, pero no gozarán de los beneficios tributarios que la ley chilena reconoce a las cooperativas.


Artículo 143.- Serán aplicables a los actos de constitución o de modificación de las cooperativas que se constituyan en el futuro o que se hayan constituido con anterioridad a esta ley, además de las disposiciones específicas que ella contiene sobre saneamiento de vicios de nulidad, las disposiciones de la ley Nº 19.499. Para los efectos de dicha ley se entenderá por modificación de la cooperativa tanto la reforma de sus estatutos, como su fusión, división, transformación o disolución, debiendo aplicarse a su respecto los procedimientos y normas establecidos para las sociedades anónimas.”. (8 x 0)

(12) Mantener la supresión de los artículos 144, 145 y 146 del artículo 1º del proyecto aprobado en primer trámite constitucional. (8 x 0)

(13) Rectificar la numeración interna del artículo 1º, conforme a los acuerdos anteriores.”. (8 x 0)

-o-


Si es aprobado el acuerdo que os proponemos, el proyecto queda como sigue:

PROYECTO DE LEY

“Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley general de Cooperativas, cuyo texto refundido se contiene en el decreto supremo Nº 502, de 1 de setiembre de 1978, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción:

1.
Reemplázase el artículo 1º por el siguiente:


“Artículo 1º.- Para los fines de la presente ley son cooperativas las asociaciones que de conformidad con el principio de la ayuda mutua tienen por objeto mejorar las condiciones de vida de sus socios y presentan las siguientes características fundamentales:


Los socios tienen iguales derechos y obligaciones, un solo voto por persona y su ingreso y retiro es voluntario.


Deben distribuir el excedente correspondiente a operaciones con sus socios, a prorrata de aquéllas.


Deben observar neutralidad política y religiosa, desarrollar actividades de educación cooperativa y procurar establecer entre ellas relaciones federativas e intercooperativas.”.

2.
Sustitúyese el artículo 2º, por el siguiente:


“Artículo 2º.- Las cooperativas pueden tener por objeto cualquier actividad y estarán sujetas a las disposiciones de la presente ley y sus reglamentos.


Sin perjuicio de lo establecido en el inciso anterior, en cuanto a las operaciones propias de su giro, las cooperativas se sujetarán, en lo que les sea aplicable, a la regulación y fiscalización establecida por leyes especiales que rijan a la actividad económica que constituya su objeto.”.

3.
Derógase el artículo 3º.

4.
Derógase el artículo 4º.

5.
Derógase el artículo 5º.

6.
Derógase el artículo 6º.

7.
Sustitúyese el artículo 7º, por el siguiente:


“Artículo 7º.- Las cooperativas, de acuerdo a sus estatutos, podrán combinar finalidades de diversas clases, salvo las que deban tener objeto único como las cooperativas de vivienda abiertas, las de ahorro y crédito y cualquier otra que establezca la ley.”.

8.
Reemplázase el artículo 8º, por el siguiente:


“Artículo 8º.- Las cooperativas podrán operar con terceros. Sin embargo, no podrán establecer con ellos combinaciones o acuerdos que hagan participar a éstos directa o indirectamente de los beneficios tributarios o de otro orden que la presente ley otorga a estas entidades.”.

9.
Derógase el artículo 9º.

10. Derógase el artículo 10º.

11. Reemplázase el artículo 11, por el siguiente:


“Artículo 11.- Las cooperativas que se organicen con arreglo a la presente ley gozarán de personalidad jurídica.


La razón social deberá contener elementos indicativos de la naturaleza cooperativa de la institución, los cuales podrán omitirse en la sigla o denominación de fantasía que se adopte.


Ninguna cooperativa podrá adoptar una razón social idéntica a la de otra preexistente. La inclusión en la razón social de una referencia a su objeto no será suficiente para determinar que no existe identidad en la misma.”.

12. Sustitúyense los artículos 12 a 16 por los siguientes:


“Artículo 12.- El acta de la Junta General Constitutiva, que deberá ser reducida a escritura pública, deberá expresar el nombre, profesión o actividad, domicilio y cédula nacional de identidad de los socios que concurren a su constitución. Asimismo, deberá constar en ésta, la aprobación de los estatutos y el texto íntegro de éstos. 


El estatuto deberá contener, con sujeción a esta ley y al reglamento, las siguientes menciones mínimas:

a)
Razón social, domicilio y duración de la cooperativa. En el evento de no señalar duración, se entenderá que ésta es indefinida. Si no señala domicilio, se entenderá domiciliada en el lugar de otorgamiento del instrumento de su constitución;

b)
El o los objetos específicos que perseguirá;

c)
Capital inicial suscrito y pagado; forma y plazo en que será enterado, en su caso; número inicial de cuotas que deberán ser múltiplos de cien, en que se divide el capital y la indicación y valoración de todo aporte que no consista en dinero;

d)
La forma en que la cooperativa financiará sus gastos de administración; el organismo interno que fijará los aportes; la constitución de reservas y la política de distribución de remanentes y excedentes; la información mínima obligatoria que se entregará periódicamente y al momento del ingreso de los socios a la cooperativa; las limitaciones al derecho de renuncia a la cooperativa y las modalidades relativas a la devolución de los aportes de capital efectuados por los socios;

e)
Requisitos para poder ser admitido como socio; derechos y obligaciones, y causales de exclusión de los mismos;

f)
Periodicidad y fecha de celebración y formalidades de convocatoria de las Juntas Generales de Socios, las que, en todo caso, deberán celebrarse a lo menos una vez al año dentro del cuatrimestre siguiente a la confección del balance;

g)
Materias que serán objeto de Juntas Generales de Socios; determinación de los quórum mínimos para sesionar y del número de votos necesarios para adoptar acuerdos, tanto de carácter general como los que requieran por su importancia de normas especiales, como aquellos a que se refiere el artículo 139 de esta ley;

h)
Número de miembros del Consejo de Administración, plazo de duración de los consejeros en sus cargos, y si podrán o no ser reelegidos, si la renovación de los consejeros se hará por parcialidades o en su totalidad; periodicidad de celebración y formalidades de convocatoria de las sesiones del Consejo; materias que serán objeto de sesiones ordinarias y extraordinarias; quórum mínimos para sesionar y adoptar acuerdos de carácter general o sobre materias que por su importancia requieran de normas especiales, e

i)
Las demás que establezca el Reglamento.


Artículo 13.- Un extracto de la escritura social, autorizado por el Notario respectivo, deberá inscribirse en el Registro de Comercio del Conservador de Bienes Raíces correspondiente al domicilio de la Cooperativa, y publicarse por una sola vez en el Diario Oficial.


Dicho extracto deberá expresar, a lo menos, la razón social, domicilio y duración de la cooperativa, la enunciación de su objeto, el número de los socios que concurrieron a su constitución, el capital suscrito y pagado, el nombre y domicilio del notario ante el cual se redujo a escritura pública el acta, y la fecha de la escritura.


La inscripción y publicación a que se refieren los incisos precedentes, deberán efectuarse dentro de los 60 días siguientes a la fecha de la reducción a escritura pública del Acta de la Junta General Constitutiva.


Artículo 14.- Las actas de las Juntas Generales de Socios en las que se acuerde una reforma del estatuto o la fusión, división, transformación o disolución de las cooperativas, y sus extractos, se regirán por lo dispuesto en los artículos precedentes. 


En estos casos, en el extracto respectivo será necesario hacer referencia al contenido específico del acuerdo, además de expresar la razón social de la cooperativa, el nombre y domicilio del notario ante el cual se haya reducido a escritura pública el acta y la fecha de dicha escritura.


Artículo 15.- La cooperativa en cuya escritura de constitución se omita lo dispuesto en el inciso primero del artículo 12 o cualquiera de las menciones exigidas en las letras a), b) y c) del mismo artículo; o cuyo extracto haya sido inscrito o publicado tardíamente o no haya cumplido con el resto de las exigencias del artículo 13, es nula, sin perjuicio del saneamiento en conformidad a la ley.


Las reformas de estatutos y los acuerdos de fusión, división, transformación o disolución de las cooperativas, siempre que consten de escritura pública, de instrumento reducido a escritura pública o protocolizado, y cuyos respectivos extractos hayan sido oportunamente inscritos y publicados, adolecerán de la misma nulidad establecida en el inciso primero, si en éstos se omiten cualquiera de las menciones exigidas en el artículo 14 de esta ley. Sin embargo, estas reformas y acuerdos producirán efectos frente a los socios y terceros mientras no haya sido declarada su nulidad.


La declaración de estas nulidades no producirá efecto retroactivo y será aplicable a las situaciones que ocurran a partir del momento en que quede ejecutoriada la resolución que la contenga; todo sin perjuicio del saneamiento que proceda en conformidad a la ley.


Se equiparará a la omisión, cualquiera disconformidad esencial que exista entre la escritura de constitución o de los acuerdos a que se refiere el inciso anterior y la respectiva inscripción o publicación de su extracto. Se entiende por disconformidad esencial aquélla que induce a una errónea comprensión de la escritura extractada.


Declarada la nulidad de la cooperativa, ésta entrará en liquidación, subsistiendo la personalidad jurídica para tal efecto. La liquidación se efectuará conforme a lo dispuesto por el artículo 53 de esta ley.


Los otorgantes del pacto declarado nulo responderán solidariamente a los terceros con quienes hubieren contratado a nombre y en interés de la cooperativa. Asimismo los terceros que contraten con una cooperativa que no ha sido legalmente constituida, no podrán sustraerse en razón de la nulidad al cumplimiento de sus obligaciones.


La nulidad de la constitución de una cooperativa o de las reformas o acuerdos a que se refiere el artículo 14 de esta ley, derivada de omisiones que adolezca el extracto inscrito y publicado, o de disconformidades esenciales entre éste y la correspondiente escritura pública, o de defectos en la convocatoria o desarrollo de juntas de socios, no podrá ser invocada después de dos años contados desde la fecha del otorgamiento de la escritura respectiva. Esta prescripción correrá contra toda persona y no admitirá suspensión alguna. Vencido ese plazo, las disposiciones de la escritura prevalecerán sobre las del extracto.


Artículo 15 bis.- Sin perjuicio de lo señalado en el artículo anterior, la cooperativa que no conste por escritura pública, ni en instrumento reducido a escritura pública, o cuyo extracto no haya sido inscrito o publicado, es nula de pleno derecho y no podrá ser saneada.


La existencia de hecho, dará lugar a una comunidad entre sus miembros y las ganancias y pérdidas se repartirán y soportarán y la restitución de los aportes se efectuará entre ellos con arreglo a lo pactado. A falta de pacto regirá lo establecido en esta ley y su reglamento.


Los miembros de la comunidad responderán solidariamente a los terceros con quienes hubieren contratado a nombre y en interés de ésta y no podrán oponer a los terceros la falta de los instrumentos mencionados en el inciso primero. Los terceros podrán acreditar la existencia de hecho de la cooperativa por cualquiera de los medios probatorios que reconoce el Código de Comercio y la prueba será apreciada de acuerdo a las reglas de la sana crítica.


Las reformas de estatutos y los acuerdos de fusión, división, transformación o disolución de las cooperativas, que no consten por escritura pública, ni en instrumento reducido a escritura pública, o cuyos respectivos extractos no hayan sido inscritos o publicados, no producirán efectos ni frente a los socios ni frente a terceros, de pleno derecho, sin perjuicio de la acción por enriquecimiento sin causa que proceda. Todo lo anterior será sin perjuicio del saneamiento en conformidad a la ley y con las restricciones que ésta impone.


Artículo 16.- Los interesados en formar cooperativas de ahorro y crédito y abiertas de vivienda deberán someter a la aprobación del Departamento de Cooperativas un estudio socioeconómico sobre las condiciones, posibilidades financieras y planes de trabajo que se proponen desarrollar. En caso de rechazo podrá reclamarse ante el subsecretario de Economía, Fomento y Reconstrucción, dentro de los 15 días siguientes a la fecha de recepción del oficio mediante el cual se haya rechazado el estudio socioeconómico. El Departamento de Cooperativas tendrá un plazo de 60 días para formular observaciones u objeciones al estudio socioeconómico; si no se formularan dentro de dicho plazo, el estudio se tendrá por aprobado.


La junta general constitutiva de las cooperativas mencionadas en el inciso precedente se deberá celebrar con posterioridad a la aprobación del respectivo estudio socioeconómico.”.

13. Reemplázase el artículo 17, por el siguiente:


“Artículo 17.- Salvo los casos especialmente previstos en esta ley, el número de socios de una cooperativa será ilimitado, a partir de un mínimo de diez.


Si el número de socios de una cooperativa se redujere a un número inferior al mínimo señalado en el inciso anterior, se le concederá un plazo de seis meses para completarlo. En caso de no lograrlo quedará disuelta por el solo ministerio de la ley, debiendo los directores o el gerente publicar el hecho de su disolución en el Diario Oficial, dentro de los sesenta días siguientes al vencimiento del plazo de seis meses antes referido y, además, subinscribir la disolución al margen de la inscripción en el Registro de Comercio respectivo, dentro del mismo plazo. Los directores o el gerente que no cumplan con esta obligación, serán solidariamente responsables de los perjuicios que causen a terceros en razón de la falta de la publicación o subinscripción.


Podrán ser socios de una cooperativa las personas naturales y las personas jurídicas de derecho público o privado.”.

14. Derógase el artículo 18.

15. Sustitúyese el artículo 19, por el siguiente:


“Artículo 19.- Los socios de las cooperativas podrán pertenecer a dos o más entidades de igual finalidad, salvo que sus estatutos lo prohíban.


Siempre que sea compatible con la naturaleza del objeto de la cooperativa los estatutos autorizarán que los herederos del socio fallecido continúen como miembros de la cooperativa como comunidad indivisa, debiendo designar un procurador común que los represente.


La persona que sea socio de más de una cooperativa de igual finalidad, sólo podrá desempeñar cargos directivos en una de ellas.


Los estatutos de las cooperativas podrán prohibir que sus socios efectúen, dentro de la zona de funcionamiento que señalan, operaciones de la misma índole de las que la respectiva cooperativa ejecute.”.

16.- Sustitúyese el artículo 20, por el siguiente:


“Artículo 20.- La adquisición, el ejercicio y la pérdida de la calidad de socio y las prestaciones mutuas a que haya lugar por estas causas, se regirán por los estatutos conforme a las normas de la presente ley.


El reglamento que se dicte será, en esta materia, supletorio de las disposiciones estatutarias.”.

17. Sustitúyese el artículo 21, por el siguiente:


“Artículo 21.- Las cooperativas podrán suspender transitoriamente el ingreso de socios, cuando sus recursos sean insuficientes para atenderlos.


No podrá limitarse el ingreso de socios por razones políticas, religiosas o sociales, sin perjuicio del derecho del consejo de administración de calificar el ingreso de socios.”.

18. Sustitúyese el artículo 22, por el siguiente:


“Artículo 22.- Ningún socio podrá ser propietario de más de un 20% del capital de una cooperativa, salvo en el caso de las cooperativas de ahorro y crédito, en las que el máximo permitido será de un 10%.”.

19. Sustitúyese el artículo 24, por el siguiente:


“Artículo 24.- La persona que haya perdido la calidad de socio por renuncia o exclusión y los herederos del socio fallecido tendrán derecho a la devolución del monto actualizado de sus cuotas de participación, con las modalidades establecidas en los estatutos.


La renuncia sólo podrá ser rechazada en los casos previstos en los estatutos o en otras normas aplicables a las cooperativas.


La adopción de alguno de los acuerdos señalados en las letras e), g), h), m) y n) del 
artículo 41 bis, y la modificación sustancial del objeto social, como por ejemplo aquella que implique la realización de nuevas actividades no relacionadas directa o indirectamente con el objeto original, concederá derecho al socio disidente a retirarse de la cooperativa, la que no podrá rechazar la renuncia en ningún caso.


Se considerará socio disidente a aquél que en la respectiva junta se hubiere opuesto al acuerdo pertinente o que, no habiendo concurrido a la junta, manifieste su disidencia por escrito a la cooperativa, dentro del plazo de treinta días contados desde la fecha en que se adoptó el acuerdo.


El socio disidente que se retire de la cooperativa tendrá derecho a que se le pague dentro del plazo de 90 días o en el plazo señalado en los estatutos, si fuere inferior, a contar de la fecha de presentación de la solicitud de retiro, el valor de sus cuotas de participación.


El derecho a retiro deberá ser ejercido dentro de los treinta días siguientes a la fecha en que la junta general de socios haya adoptado el acuerdo que lo motiva, mediante comunicación escrita dirigida a la cooperativa en la que el socio deberá expresar claramente su voluntad de retirarse por estar en desacuerdo con la decisión de la junta respectiva. Dicha comunicación deberá enviarse por carta certificada o por intermedio de un notario público que así lo certifique. No se exigirá esta formalidad cuando el gerente o quien haga sus veces deje constancia escrita de la recepción de la comunicación referida.


El consejo de administración podrá convocar a una nueva junta general que deberá celebrarse a más tardar dentro de los treinta días siguientes contados desde el vencimiento del plazo para ejercer el derecho a retiro, a fin de que se reconsidere o ratifique los acuerdos que motivaron su ejercicio. Si en dicha junta se revocaren los mencionados acuerdos, caducará el referido derecho a retiro. Si se ratificaren dichos acuerdos, no se abrirá un nuevo plazo para ejercerlo.”.

20. Reemplázase la denominación del Título IV del Capítulo I de la Ley de Cooperativas, por “Del capital y de los excedentes”.

21. Sustitúyese el artículo 25 por el siguiente:


“Artículo 25.- El capital de las cooperativas será variable e ilimitado, a partir del mínimo que fijen sus estatutos y se formará con las sumas que paguen los socios por la suscripción de sus cuotas de participación. Los estatutos fijarán el monto de aportes mínimos que deberán efectuar los socios para incorporarse o mantener su calidad de tales.


El patrimonio de estas entidades estará conformado por los aportes de capital efectuados por los socios, las reservas legales y voluntarias y los excedentes o pérdidas existentes al cierre del período contable.


La participación de los socios en el patrimonio se expresará en cuotas de participación, cuyo valor será el que resulte de la suma del valor de sus aportes de capital, más las reservas voluntarias y más o menos, según corresponda, el ajuste monetario señalado en el inciso tercero del artículo 30 de la presente ley y los excedentes o pérdidas existentes, dividido por el total de cuotas de participación emitidas al cierre del período.


El valor de las cuotas de participación se actualizará periódicamente en las oportunidades que indique la ley o lo establezca el respectivo fiscalizador.


En las cooperativas de vivienda y en las de ahorro y crédito, el capital inicial no podrá ser inferior al patrimonio mínimo que establezca la ley para cada una de ellas.


En las cooperativas abiertas de vivienda, no podrán considerarse como capital los recursos económicos que los socios aporten a las mismas con el objeto de pagar el todo o parte del precio del inmueble que adquieran a través de la cooperativa, cuando el socio que los aporte no esté incorporado a algún programa habitacional específico. Tampoco podrán considerarse como capital los recursos que las cooperativas de ahorro y crédito reciban de sus socios por un concepto distinto al de suscripción de cuotas de participación.


Si el socio no pagare oportunamente los aportes de capital suscritos por él, los saldos insolutos serán cobrados en la forma dispuesta en el artículo 34.


El capital inicial deberá pagarse dentro del plazo que determinen los Estatutos.


Los aumentos de capital deberán pagarse en la forma o en el plazo que acuerde la Junta General de Socios.


Una vez vencido el plazo señalado por los estatutos o acordado por el órgano competente, sin que se haya enterado el capital suscrito o el aumento del capital, según corresponda, éste quedará reducido a la cantidad efectivamente pagada.”.

22. Derógase el artículo 26.

23. Sustitúyese el artículo 27 por el siguiente:


“Artículo 27.- La responsabilidad de los socios de las cooperativas estará limitada al monto de sus cuotas de participación.”.

24. Derógase el artículo 28.

25. En el artículo 29:

a)
Sustitúyese en el inciso primero la palabra “acciones” por “cuotas de participación”.

b)
Sustitúyese el inciso segundo por el siguiente:


“Se prohíbe la creación de cuotas de participación de organización y privilegiadas.”.

c)
Derógase su inciso tercero.

26. Sustitúyese el artículo 30, por el siguiente:


“Artículo 30.- Las cooperativas deberán practicar balance al 31 de diciembre de cada año, sin perjuicio de la presentación de estados financieros periódicos en las oportunidades que determinen sus estatutos o la respectiva institución fiscalizadora, cuando corresponda. El Consejo de Administración de las cooperativas de ahorro y crédito y de las abiertas de vivienda deberá, además, presentar una memoria razonada acerca de la situación de la cooperativa en el período.


Las cooperativas deberán corregir monetariamente sus activos y pasivos de conformidad con lo establecido en el artículo 17º del decreto ley Nº 824, de 1974.


No obstante, el reglamento establecerá normas especiales que permitan ajustar periódicamente el valor de los activos y pasivos a los precios de mercado. Este valor se incluirá en una cuenta transitoria del patrimonio, denominada “Ajuste Monetario”, que deberá ser distribuida proporcionalmente entre las cuentas del patrimonio, el primer día hábil siguiente al cierre del período contable en que se haya producido el ajuste.”.

27. Sustitúyese el artículo 31 por el siguiente:


“Artículo 31.- La junta general de socios podrá autorizar la emisión de valores de oferta pública de acuerdo a lo dispuesto en la ley Nº 18.045, sobre Mercado de Valores.”.

28. Derógase el artículo 32.

29. Derógase el artículo 33.

30. Reemplázase en el artículo 34 la palabra “acciones” por “cuotas de participación”.

31. Reemplázase el artículo 35 por el siguiente:


“Artículo 35.- Podrá aceptarse por el Consejo de la cooperativa la reducción o retiro parcial de los aportes hechos por los socios, sin que éstos pierdan la calidad de tales y de acuerdo con las normas que al efecto establezcan los estatutos.”.


“32.- Sustitúyese el artículo 36, por el siguiente:


“Artículo 36.- El saldo favorable del ejercicio económico, que se denominará remanente, se destinará a absorber las pérdidas acumuladas, si las hubiere. Hecho lo anterior, se destinará a la constitución e incremento de los fondos de reserva, en el caso que éstos sean obligatorios, o a la constitución e incremento de reservas voluntarias y al pago de intereses al capital, de conformidad con el estatuto. Por último, el saldo, si lo hubiere, se denominará excedente y se distribuirá en dinero entre los socios o dará lugar a una emisión liberada de cuotas de participación.


Los excedentes provenientes de operaciones de la cooperativa con los socios, se distribuirán a prorrata de éstas. Aquéllos provenientes de operaciones con terceros, se distribuirán a prorrata de las cuotas de participación.


Las cooperativas abiertas de vivienda y las de ahorro y crédito deberán constituir e incrementar cada año un fondo de reserva legal, con un porcentaje no inferior al 20% de sus remanentes. Cuando el fondo de reserva legal alcance un 50% del patrimonio, estas entidades estarán obligadas a distribuir entre los socios, a título de excedentes, al menos el 30% de los remanentes. El saldo podrá incrementar el fondo de reserva legal o destinarse a reservas voluntarias.


Las demás cooperativas podrán formar reservas voluntarias, pero ellas no podrán exceder del 15% del patrimonio.”.

33. Intercálase, a continuación del artículo 36 el siguiente artículo 36 bis, nuevo:


“Artículo 36 bis.- Las cooperativas abiertas de vivienda y las de ahorro y crédito deberán tener invertido, a lo menos, el 10% de su patrimonio en activos e instrumentos de fácil liquidación que determine el Reglamento.


Este porcentaje podrá ser aumentado mediante norma de aplicación general por el organismo fiscalizador.”.

34. Sustitúyese el artículo 37, por el siguiente:


“Artículo 37.- En caso de liquidación de la cooperativa, una vez absorbidas las eventuales pérdidas, pagadas las deudas y reembolsado a cada socio el valor actualizado de sus cuotas de participación, las reservas legales y cualesquiera otros excedentes resultantes, se distribuirán entre los socios, a prorrata de sus cuotas de participación.


La porción del patrimonio que se haya originado en donaciones recibidas por la cooperativa, salvo en el caso señalado en el artículo 108, deberá destinarse al objeto que señalen los estatutos. A falta de mención expresa, corresponderá a la Subsecretaría de Economía, Fomento y Reconstrucción destinarlos a favor de una o más de las instituciones regidas por la presente ley.”.

35. Derógase el artículo 40.

36. Sustitúyese el artículo 41 por el siguiente:


“Artículo 41.- En las Juntas Generales, cada socio tendrá derecho a un voto, tanto en lo que se refiere a la elección de personas, cuanto en lo relativo a las proposiciones que se formulen.


Los poderes para asistir con derecho a voz y voto a ellas, deberán otorgarse por carta poder en la forma que señale el reglamento.


No podrán ser apoderados los miembros del Consejo de Administración, de la Junta de Vigilancia, el Gerente y los trabajadores de las Cooperativas.


Los apoderados deberán ser socios de la cooperativa, salvo que se trate del cónyuge o hijos del socio, o de administradores o trabajadores de éstos, en cuyo caso el poder que se otorgue deberá ser autorizado ante notario.


Ningún socio podrá representar a más de un 5% de los socios presentes o representados en una asamblea general.


Los estatutos de una cooperativa podrán disponer que la asistencia a la Junta sea personal y que no se acepte, en ningún caso, mandato para asistir a ellas.


No obstante lo dispuesto en los incisos anteriores, cuando así lo establezcan los estatutos, las Juntas Generales de las Cooperativas de primer grado podrán constituirse por delegados, en los siguientes casos:

a)
Cuando la cooperativa actúe a través de establecimientos ubicados en diversos lugares del territorio nacional, y

b)
Cuando la cooperativa tenga más de dos mil socios.


Los delegados serán elegidos antes de la Junta General de Socios y permanecerán en sus cargos el tiempo que se señale en los estatutos, no pudiendo en caso alguno prolongarse su período más allá de un año.


Para ser delegado se requerirá ser socio de la cooperativa. Los delegados podrán ser 
reelegidos indefinidamente.”.

37. Intercálase el siguiente artículo 41 bis:


“Artículo 41 bis.- Son materia de Junta General de Socios:

a)
El examen de la situación de la cooperativa y de los informes de las juntas de vigilancia y auditores externos y la aprobación o rechazo de la memoria, del balance, de los estados y demostraciones financieras presentadas por los administradores o liquidadores de la cooperativa.

b)
La distribución de los excedentes o remanentes de cada ejercicio.

c)
La elección o revocación de los miembros del consejo de administración, de los liquidadores y de la junta de vigilancia.

d)
La disolución de la cooperativa.

e)
La transformación, fusión o división de la cooperativa.

f)
La reforma de sus estatutos.

g)
La enajenación de un 50% o más de su activo, sea que incluya o no su pasivo; como asimismo la formulación o modificación de cualquier plan de negocios que contemple la enajenación de activos por un monto que supere el porcentaje antedicho. Para estos efectos se presume que constituyen una misma operación de enajenación, aquellas que se perfeccionen por medio de uno o más actos relativos a cualquier bien social, durante cualquier período de 12 meses consecutivos.

h)
El otorgamiento de garantías reales o personales para caucionar obligaciones de terceros, excepto si éstos fueren entidades filiales, en cuyo caso la aprobación del Consejo de Administración será suficiente. Son entidades filiales aquellas organizaciones en que una cooperativa controla directamente, o a través de otra persona natural o jurídica, más del 50% de su capital.

i)
La aprobación de aportes de bienes no consistentes en dinero y estimación de su valor.

j)
El cambio de domicilio social a una región distinta.

k)
La modificación del objeto social.

l)
La modificación de la forma de integración de los órganos de la cooperativa y de sus atribuciones.

m)
El aumento del capital social, en caso de que sea obligatorio que los socios concurran a su suscripción y pago de las cuotas de capital respectivas.

n)
La adquisición por parte de las cooperativas de la calidad de socias de sociedades colectivas y de socio gestor de sociedades en comandita y la celebración de cualquier contrato que genere la responsabilidad por obligaciones de terceros, salvo que ellos sean una entidad filial de la cooperativa.

ñ)
La fijación de remuneración, participación o asignaciones en dinero o especies que correspondan, en razón de sus cargos, a los miembros del consejo de administración, junta de vigilancia o cualquier otro comité de socios que se establezca en los estatutos.

o)
Las demás materias que por ley o por los estatutos correspondan a su conocimiento o a la competencia de las juntas generales de socios y, en general, cualquier materia que sea de interés social.


Requerirán la conformidad de los dos tercios de los socios presentes o representados en la junta general respectiva los acuerdos relativos a las materias de las letras d), e), g), h), i), j), k), l), m), y n), los que deberán ser tratados sólo en juntas generales especialmente citadas con tal objeto.


Los acuerdos relativos a las demás materias de conocimiento de la junta general se adoptarán por la mayoría simple de los socios presentes o representados en ella.


La citación a junta se efectuará por medio de un aviso de citación, que se publicará con una anticipación de no más de 15 días ni menos de 5 días de la fecha en que se realizará la junta, en un diario de circulación en la zona en que la cooperativa tenga operaciones, o bien, en un diario de circulación nacional. Deberá enviarse, además, una citación por correo a cada socio, al domicilio que éste haya registrado en la cooperativa, con una anticipación mínima de 15 días a la fecha de celebración de la junta, la que deberá contener una referencia a las materias a ser tratadas en ella y las demás menciones que señale el reglamento.

38. Sustitúyese el artículo 42, por el siguiente:


“Artículo 42.- El consejo de administración, que será elegido por la junta general de socios, tiene a su cargo la administración superior de los negocios sociales y representa judicial y extrajudicialmente a la cooperativa para el cumplimiento del objeto social, sin perjuicio de la representación que compete al gerente, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 45 de esta ley.


Los estatutos podrán contemplar la existencia de consejeros suplentes.


Las cooperativas podrán contemplar, en sus estatutos, cláusulas que confieran a las personas jurídicas de derecho público o privado que participen en ellas el derecho a designar un determinado número de miembros del consejo de administración, pero en todo caso este privilegio se limitará a una minoría de los mismos.


Las cooperativas podrán contemplar en sus estatutos la participación de sus trabajadores en el consejo de administración. Los consejeros laborales gozarán del fuero establecido en el artículo 174 del Código del Trabajo, desde la fecha de su elección y hasta 6 meses después de haber cesado en el cargo, siempre que la cesación en él no se hubiere producido por censura de la asamblea de los trabajadores, por sanción aplicada por el tribunal competente en cuya virtud deba hacer abandono del mismo, o por término de la empresa.


A lo menos, el 60% de los integrantes titulares y suplentes del consejo de administración deberá ser elegido por los socios usuarios de la cooperativa.


El consejo de administración, con sujeción a las normas que señalen el Reglamento y los estatutos sociales, podrá delegar parte de sus facultades en el gerente o en uno o más consejeros o funcionarios de la cooperativa y podrá, asimismo, delegarlas en otras personas para fines especialmente determinados.”.

39. Reemplázase el artículo 43, por el siguiente:


“Artículo 43.- Los consejeros, los gerentes, los socios administradores a que se refiere el inciso primero del artículo 68 bis y los miembros del comité organizador y de la comisión liquidadora o el liquidador, según el caso, responderán hasta de la culpa leve en el ejercicio de sus funciones, y serán responsables solidariamente de los perjuicios que causen a la cooperativa por sus actuaciones dolosas o culposas.


La aprobación otorgada por la junta general a la memoria y balance que aquellos presenten, o a cualquier cuenta o información general no los libera de la responsabilidad que les corresponda por actos o negocios determinados; ni la aprobación específica de éstos los exonera de aquella responsabilidad, cuando se hubieren celebrado con culpa o dolo.


Las deliberaciones y acuerdos del Consejo de Administración se transcribirán en un libro de actas por un medio idóneo que ofrezca seguridad de que no podrá haber intercalaciones, supresiones o cualquier otra adulteración que pueda afectar la fidelidad del acta, que será firmada por los consejeros que hubieran concurrido a la sesión.


Si alguno de ellos fallece o se imposibilita por cualquier causa para firmar el acta correspondiente, se dejará constancia en la misma de la respectiva circunstancia o impedimento.


Se entenderá aprobada el acta desde el momento de su firma, conforme a lo expresado en los incisos precedentes y desde esa fecha se podrán llevar a efecto los acuerdos a que ella se refiere.


El consejero que desee salvar su responsabilidad personal deberá hacer constar en el acta su opinión y si estuviere imposibilitado para ello hará una declaración por escrito ante el Departamento de Cooperativas, dentro del plazo de 10 días de celebrada la sesión respectiva o de la fecha en que hubiere cesado la imposibilidad.


El consejero que estime que un acta adolece de inexactitudes u omisiones, tiene el derecho de estampar, antes de firmarla, las salvedades correspondientes.”.

40. Reemplázase el artículo 44, por el siguiente:


“Artículo 44.- Se presume la responsabilidad de las personas indicadas en el artículo 43, según corresponda, en los siguientes casos:

1.
Si la cooperativa no llevare sus libros o registros;

2.
Si se repartieren excedentes cuando ello no corresponda;

3.
Si la cooperativa ocultare sus bienes, reconociere deudas supuestas o simulare enajenaciones, y

4.
Si la cooperativa no diere cumplimiento a sus obligaciones legales, reglamentarias y estatutarias, y a las instrucciones de los organismos fiscalizadores correspondientes.”.

41. En el 45:

a)
Suprímese en el párrafo primero del inciso primero, la palabra “empleado”.

b)
Suprímense los incisos segundo, tercero y cuarto.

42. Reemplázase el artículo 46 por el siguiente:


“Artículo 46.- La Junta General nombrará una Junta de Vigilancia que estará compuesta hasta por 5 miembros, pudiendo ser hasta 2 de ellos personas ajenas a la cooperativa, que cumplan los requisitos que establezca el reglamento. Dicha junta tendrá por objeto examinar la contabilidad, inventario, balance y otros estados financieros y las demás atribuciones que se establezcan en los estatutos y en el reglamento.


No podrá la Junta de Vigilancia intervenir en los actos del Consejo de Administración y del Gerente. La Junta de Vigilancia, con autorización de la Junta General, podrá llevar a cabo todas o parte de sus funciones a través de una confederación, federación o instituto auxiliar de cooperativas que disponga de servicios de auditoría o de una firma privada de auditores.


En caso de que la mayoría de los miembros de la Junta de Vigilancia determine que la cooperativa ha actuado en contravención a las normas de esta ley, de su reglamento o de los estatutos, ésta deberá exigir la celebración en un plazo no mayor a 15 días, contado desde la fecha del acuerdo, de una junta general de socios, donde se informará de esta situación. La junta de socios deberá celebrarse dentro del plazo de 30 días, contado desde que se exija su celebración.”.


43. Sustitúyese el artículo 47, por el siguiente:


“Artículo 47.- Para todos los efectos legales se estimará que las instituciones regidas por la presente ley no obtienen utilidades, salvo para los efectos de lo dispuesto en los artículos 46 al 52 del Código del Trabajo.”.

44. Reemplázase el artículo 48 por el siguiente:


“Artículo 48.- La cooperativa deberá mantener en la sede principal y en sus sucursales y establecimientos, a disposición de los socios y de terceros, ejemplares actualizados de su estatuto firmados por el gerente, con indicación de la fecha y notaría en que se otorgó la escritura social y la de sus modificaciones, en su caso, y de los datos referentes a sus legalizaciones.


Cada cooperativa deberá llevar un registro público indicativo de sus Consejeros, Presidente, Vice-Presidente, Secretario, Gerentes o Liquidadores en su caso y apoderados, con especificación de las fechas de iniciación y término de sus funciones. Las designaciones y anotaciones que consten en dicho registro harán plena fe en contra de la cooperativa, sea a favor de los socios o de terceros.


Los consejeros, administradores, el gerente o liquidadores en su caso, serán solidariamente responsables de los perjuicios que causen a los socios y terceros en razón de la falta de fidelidad o vigencia de los documentos mencionados en el inciso precedente. Lo anterior es sin perjuicio de las sanciones administrativas que además pueda aplicar el organismo fiscalizador respectivo, a las cooperativas sometidas a su control.”.

45. Derógase el artículo 49.

46. Reemplázase el artículo 50, por el siguiente:


“Artículo 50.- Las cooperativas se disuelven:

a)
Por el vencimiento del plazo de duración, si lo hubiere.

b)
Por acuerdo de la junta general.

c)
Por las demás causales contempladas en los estatutos.


Se disolverán, asimismo, por sentencia judicial ejecutoriada dictada conforme al procedimiento establecido en el Capítulo V de la presente ley a solicitud de los socios, del Departamento de Cooperativas del Ministerio de Economía o del organismo fiscalizador respectivo, basada en alguna de las siguientes causales:

1)
Incumplimiento reiterado de las normas que fijen o de las instrucciones que impartan el Departamento de Cooperativas o el organismo fiscalizador respectivo;

2)
Contravención grave o inobservancia de la ley o de los estatutos sociales, y

3)
Las demás que contemple la ley.”.

47. Sustitúyese el artículo 51 por el siguiente:


“Artículo 51.- Cuando la disolución se produzca por alguna de las causales contempladas en las letras a) y c) del artículo precedente, el consejo de administración, dentro de los 30 días siguientes, consignará este hecho por escritura pública, cuyo extracto deberá inscribirse en el Registro de Comercio y publicarse en el Diario Oficial.


Una vez que hayan transcurrido 60 días, a contar del vencimiento del término de duración de la entidad, sin que se haya dado cumplimiento a las formalidades establecidas en el inciso precedente, el gerente, cualquier miembro, titular o suplente, del consejo de administración, socio o tercero interesado podrá dar cumplimiento a ellas.


Sin perjuicio de lo anterior, sea cual fuere la causal de disolución de una cooperativa, ésta deberá ser notificada a los socios mediante carta certificada dirigida al domicilio que tuvieren registrado.”.

48. Intercálase el siguiente artículo 51 bis:


“Artículo 51 bis.- Dos o más cooperativas podrán fusionarse.


La fusión consiste en la reunión de dos o más cooperativas en una sola que las sucede en todos sus derechos y obligaciones, y a la cual se incorporan la totalidad del patrimonio y socios de los entes fusionados.


Hay fusión por creación, cuando el activo y pasivo de dos o más cooperativas que se disuelven, se aportan a una nueva cooperativa que se constituye.


Hay fusión por incorporación, cuando una o más cooperativas que se disuelven son absorbidas por una cooperativa ya existente, la que adquiere todos sus activos y pasivos.


En estos casos, no procederá la liquidación de las cooperativas fusionadas o absorbidas.


En las juntas generales en que se acuerde la fusión deberán aprobarse los balances auditados de las cooperativas que se fusionan.


Ningún socio, a menos que consienta en ello, podrá perder su calidad de tal, con motivo de una fusión por creación o incorporación.


Aprobados en junta general los balances auditados y los informes periciales que procedieren de las cooperativas objeto de la fusión y los estatutos de la que se crea o de la absorbente, en su caso, el consejo de administración de ésta deberá distribuir directamente las nuevas cuotas de participación entre los socios de aquéllas, en la proporción correspondiente.


Los excedentes generados por cada cooperativa en el ejercicio en que se realice la fusión pertenecerán a los socios de la cooperativa en que se produjeron y se distribuirán en conformidad a los estatutos de la respectiva cooperativa.”.

49. Sustitúyese el artículo 52, por el siguiente:


“Artículo 52.- La división de las cooperativas y su transformación en otro tipo de sociedad, deberá ser acordada en junta general de socios citada especialmente con dicho objeto.


La división consiste en la distribución del patrimonio de la cooperativa entre sí y una o más cooperativas que se constituyan al efecto, correspondiéndoles a los socios de la cooperativa dividida, la misma proporción en el capital de cada una de las nuevas cooperativas que aquellas que poseían en la cooperativa que se divide.


La transformación consiste en la modificación de los estatutos de una cooperativa, mediante la cual se la somete a un régimen jurídico aplicable a otro tipo de sociedad, subsistiendo su personalidad jurídica.


Antes de la adopción del acuerdo de división o de transformación, deberá someterse a consideración de la junta general de socios el balance de la entidad y los estados y demostraciones financieras que el reglamento determine, auditados por profesionales independientes designados por la junta general de socios.


Ningún socio, a menos que consienta en ello, podrá perder su calidad de tal, con motivo de una división o transformación de la cooperativa a la cual pertenece.”.

50. Sustitúyese el artículo 53, por el siguiente:


“Artículo 53.- La liquidación de una cooperativa disuelta será realizada por una comisión de tres personas elegidas por la junta general de socios.


La liquidación se practicará conforme a las normas que acuerde la junta general de socios y a las normas que sobre la materia imparta el Reglamento y el organismo fiscalizador respectivo, aplicándose lo dispuesto en el artículo 413 del Código de Comercio.”.


51. Intercálase el siguiente artículo 53 bis:


“Artículo 53 bis.- La cooperativa disuelta subsiste como persona jurídica para los efectos de su liquidación, quedando vigentes sus estatutos en lo que fuere pertinente. En este caso, deberá agregar a su razón social las palabras “en liquidación”.”.

52. En el artículo 54:

a)
Sustitúyese en la letra b) los vocablos “decreto ley 619, de 1974,”, por “decreto ley 
Nº 3.475, de 1980”.

b)
Sustitúyese el inciso segundo por el siguiente:


“Las cooperativas de consumo y las de servicio deberán pagar todos los impuestos establecidos por las leyes respecto de las operaciones que efectúen con personas que no sean socios, debiendo consignar en sus declaraciones de impuestos las informaciones necesarias para aplicar esta disposición.”.

c)
Sustitúyese en el inciso final, los vocablos “y sociedades” por “e institutos”.

53. Sustitúyese el artículo 55 por el siguiente:


“Artículo 55.- Los socios de las cooperativas no pagarán el impuesto de primera categoría de la Ley de Impuesto a la Renta por el mayor valor de sus cuotas de participación.”.

54. Sustitúyese el artículo 56, por el siguiente:


“Artículo 56.- El aumento del valor nominal de las cuotas de capital y cuotas de ahorro y la devolución de excedentes originados en operaciones con los socios estarán exentos de todo impuesto.”.

55. Agrégase el siguiente artículo 58, nuevo:


“Artículo 58.- Increméntase hasta el 25% el límite de descuentos voluntarios por planilla establecido en el inciso segundo del artículo 58 del Código del Trabajo, cuando los descuentos adicionales sean en favor de cooperativas de consumo o de ahorro y crédito de las que el trabajador sea socio, siempre que la suma de los descuentos del referido inciso segundo, y de los descuentos para vivienda autorizados por el inciso primero del mismo artículo 58 del Código mencionado, no exceda del 45% de la remuneración total del trabajador.”.”. 

56. Agrégase el siguiente artículo 59, nuevo:


“Artículo 59.- Los descuentos en favor de cooperativas señalados en el artículo precedente se deberán efectuar con el solo mérito de la autorización por escrito del socio de la cooperativa, la que deberá ser otorgada para cada operación, siempre que no se excedan los límites máximos allí fijados.


La persona natural o jurídica que haya efectuado los descuentos deberá entregárselos a la cooperativa respectiva, dentro de los primeros 10 días del mes siguiente a la fecha en que hayan debido pagarse las remuneraciones.”.”. 

57. Derógase el artículo 61.

58. Derógase el artículo 62.

59. Derógase el artículo 63.

60. Elimínase la frase final del artículo 64, que dice:


“Lo dicho se entiende sin perjuicio de lo establecido en los artículos 134 y 135.”.

61. En el artículo 65: 

a)
Sustitúyese la frase “La Dirección de Industria y Comercio podrá ordenar”, por la siguiente: “El Departamento de Cooperativas o cualquier persona podrá solicitar al Juzgado de Policía Local correspondiente al domicilio del infractor, que ordene”.

b)
Elimínase la frase final “para cuyo efecto contará con el auxilio de la fuerza pública”, sustituyéndose la coma (,) que la antecede, por un punto (.) final.

62. Sustitúyese el artículo 66 por el siguiente:


“Artículo 66.- Las personas que incurran o se encuentren en las inhabilidades establecidas para los directores de sociedades anónimas en los artículos 35 y 36 de la ley Nº 18.046, en lo que les fueren aplicables, no podrán desempeñarse como consejeros, liquidadores, inspectores de cuentas, miembros de juntas de vigilancia ni gerentes de cooperativas.”.

63. Sustitúyese el artículo 67 por el siguiente:


“Artículo 67.- Los consejeros, gerentes, liquidadores, inspectores de cuentas, integrantes de la junta de vigilancia, de la comisión liquidadora y del comité organizador y los socios de las cooperativas con los cuales el gerente deba ejercer sus atribuciones en mérito de lo establecido en el artículo 68 bis, que incurran en infracciones a las leyes, al reglamento, a los estatutos y a las demás normas que rigen a las cooperativas, o en incumplimiento de las instrucciones que les imparta el Departamento de Cooperativas, podrán ser objeto de la aplicación por éste de una multa a beneficio fiscal, la que deberá ser cumplida solidariamente por los infractores, hasta por un monto global por cooperativa equivalente a 25 unidades tributarias mensuales. Si se tratare de infracciones reiteradas de la misma naturaleza, la multa podrá alcanzar hasta un monto equivalente a 50 unidades tributarias mensuales, sin perjuicio de las establecidas en otras leyes y de su disolución por aplicación de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 50 de esta ley, en su caso.”.

64. Intercálase el siguiente artículo 67 bis:


“Artículo 67 bis.- Las resoluciones del Departamento de Cooperativas que apliquen multas tendrán mérito ejecutivo una vez vencido el plazo para impugnarlas o desde que quede a firme la sentencia que rechace el recurso de reclamación. El cobro de las multas corresponderá a la Tesorería General de la República.”.

65. Sustitúyese el artículo 68 por el siguiente:


“Artículo 68.- Son cooperativas de trabajo las que tienen por objeto producir o transformar bienes o prestar servicios a terceros, mediante el trabajo mancomunado de sus socios y cuya retribución debe fijarse de acuerdo a la labor realizada por cada cual.


Los aportes de los socios personas naturales deberán consistir necesariamente en el trabajo que se obliguen a realizar, sin perjuicio de los aportes que hagan en dinero, bienes muebles o inmuebles.


Las cooperativas de trabajo deberán tener un mínimo de cinco socios.”.

66. En el artículo 68 bis, elimínase su inciso segundo y sustitúyese el tercero por el siguiente:


“Las cooperativas señaladas en el inciso anterior tampoco estarán obligadas a designar una Junta de Vigilancia, en cuyo caso deberán designar un inspector de cuentas titular y un suplente, que tendrán las atribuciones que esta ley y su reglamento confieren a la Junta de Vigilancia.”.

67. Derógase el artículo 69.

68. Derógase el artículo 70.

69. Derógase el artículo 71.

70. Derógase el artículo 72.

71. Derógase el artículo 73.

72. Derógase el artículo 74.

73. Sustitúyese el artículo 75 por el siguiente:


“Artículo 75.- Los socios trabajadores no tendrán derecho a percibir remuneración, sin perjuicio de que podrán percibir una suma equivalente a un ingreso mínimo mensual si trabajan durante la jornada ordinaria de trabajo o a la proporción correspondiente en caso contrario. Dichas sumas serán consideradas gastos del ejercicio en que hayan sido devengadas y los socios no estarán obligados a devolverlas en caso alguno.


El excedente se distribuirá entre los socios en proporción al trabajo realizado por cada uno de ellos, según las normas generales que fije el respectivo estatuto. Los socios podrán hacer retiros anticipados durante el ejercicio con cargo a los excedentes del mismo. El monto máximo de dichos retiros será determinado por el consejo de administración. Estos retiros no podrán ser superiores a la suma de los excedentes devengados en el curso del ejercicio, más los saldos no distribuidos en los ejercicios anteriores.


Las sumas retiradas en exceso deberán ser cubiertas por los socios, sin perjuicio de la responsabilidad de los miembros del consejo que hubieren adoptado el acuerdo respectivo y del gerente que no haya manifestado su opinión en contrario.


El Departamento de Cooperativas tendrá la facultad de dictar normas que regulen el tratamiento de los anticipos retirados en exceso, en el evento de que éstos no sean reintegrados en el ejercicio siguiente a aquél en que se pagaron.”.

74. Derógase el artículo 76.

75. Sustitúyese el artículo 77, por el siguiente:


“Artículo 77.- El ingreso, retiro o exclusión de los socios, las prestaciones mutuas a que haya lugar y, en general, las relaciones entre los socios y las cooperativas de trabajo, no se regirán por las normas del Código del Trabajo sino por las contenidas en esta ley, el estatuto, el reglamento interno de la cooperativa y el reglamento de la presente ley.


Sin embargo, serán aplicables a los socios personas naturales y a las cooperativas, según corresponda, los artículos 14, 15, 17 y 158, y los Títulos I, II y III del Libro II del Código del Trabajo.


Los estatutos deberán regular la forma de determinar la naturaleza de los servicios que deberán prestar los socios personas naturales, el lugar o ciudad en que hayan de prestarse, la duración y distribución de la jornada de trabajo, el trabajo en horas extraordinarias, el descanso dentro de la jornada, el descanso semanal, el feriado anual y las prestaciones a que tenga derecho el socio que se retire o sea excluido.


Los conflictos que se susciten en relación con las materias tratadas en este artículo y las prestaciones a que dieren lugar, serán de conocimiento de los juzgados de letras del trabajo del domicilio de la cooperativa, conforme al procedimiento establecido en el Capítulo II del Título I del Libro V del Código del Trabajo.”.

76. Derógase el artículo 78.

77. Derógase el artículo 79.

78. En el artículo 80:

a)
Intercálase, después de las palabras “Ley de”, los vocablos “Impuesto a”.

b)
Reemplázase el inciso segundo por el siguiente:


“Sólo para los efectos previsionales, las cooperativas de trabajo serán consideradas empleadoras y los socios que trabajen en ellas trabajadores dependientes de las mismas, quienes accederán a todos los beneficios que la legislación establece para éstos, tales como el subsidio por cargas familiares y el seguro por accidentes del trabajo y enfermedades profesionales.”.

c)
Agrégase el siguiente inciso tercero:


“En tal carácter, la cooperativa hará la retención de las sumas que corresponda descontar por imposiciones previsionales y las enterará ante la institución previsional respectiva, conjuntamente con aquellos aportes previsionales que corresponden a su condición de empleadora. Sólo las sumas percibidas efectivamente por los socios con cargo al excedente, en conformidad al reglamento interno, serán consideradas remuneraciones para estos efectos. Los excedentes que sean capitalizados por los socios no estarán afectos a los descuentos previsionales.”.

79. Reemplázase el artículo 81, por el siguiente:


“Artículo 81.- Son cooperativas agrícolas y campesinas las que se dedican a la compraventa, distribución, producción y transformación de bienes, productos y servicios, relacionados con la actividad silvoagropecuaria y agroindustrial, con el objeto de procurar un mayor rendimiento de ella y que actúan preferentemente en un medio rural y propenden al desarrollo social, económico y cultural de sus socios.”.

80. Reemplázase el artículo 82, por el siguiente:


“Artículo 82.- Son cooperativas pesqueras aquellas que se dedican a la producción, compra, venta, distribución, transformación de bienes, productos y servicios relacionados con la explotación de productos del mar y a las actividades que persigan el mejoramiento de las condiciones de vida de quienes las desempeñan.


Las cooperativas pesqueras formadas por pescadores artesanales, tendrán acceso a todos los beneficios que señala la ley general de Pesca y Acuicultura, para las organizaciones de pescadores artesanales legalmente constituidas.”.

81. Derógase el artículo 83.

82. Derógase el artículo 84.

83. Derógase el artículo 85.

84. Derógase el artículo 86.

85. Derógase el artículo 87.

86. Sustitúyese el artículo 88 por el siguiente:


“Artículo 88.- Sólo podrán pertenecer a las cooperativas campesinas los pequeños productores agrícolas y los campesinos definidos en el artículo 13º de la ley Nº 18.910. Podrán además ser socios de estas cooperativas las personas de derecho público y de derecho privado que no persigan fines de lucro y las personas naturales o jurídicas que sean propietarias, usufructuarias, arrendatarias o tenedoras a cualquier título de los predios en que dichas cooperativas desarrollen sus actividades.

87. Derógase el artículo 89.

88. Derógase el artículo 90.

89. Derógase el artículo 91.

90. Reemplázase el artículo 92, por el siguiente:


“Artículo 92.- Son cooperativas de servicio las que tengan por objeto distribuir los bienes y proporcionar servicios de toda índole, preferentemente a sus socios, con el propósito de mejorar sus condiciones ambientales y económicas y de satisfacer sus necesidades familiares, sociales, ocupacionales o culturales.


Sin que la enumeración siguiente sea taxativa, las cooperativas de esta clase podrán tener el carácter de escolares, de abastecimiento y distribución de energía eléctrica y de agua potable, de vivienda, de aprovisionamiento, de ahorro y crédito y también de beneficio para las actividades del hogar y de la comunidad.”.

91. Intercálase, después del artículo 92, el subtítulo siguiente, nuevo:


“1) De las Cooperativas Escolares”.

92. Reemplázase la primera parte del inciso primero del artículo 93, hasta el punto seguido (.), por lo siguiente:


“Artículo 93.- Son cooperativas escolares las que se constituyen en los establecimientos de educación básica, media, especial o superior, con el objeto de propender al mejoramiento de las escuelas en las cuales se fundan y de la comunidad en que éstas funcionan.”.

93. En el artículo 94:

a)
Reemplázase, en el inciso primero, la expresión “los socios” por “la comunidad educativa”.

b)
Suprímese su inciso segundo.

c)
Sustitúyese en el inciso final las palabras “a las ventas y servicios” por “al valor agregado”.

94. Intercálase, después del artículo 95, el subtítulo siguiente, nuevo:


“2) De las Cooperativas de Abastecimiento y Distribución de Energía Eléctrica y de Agua Potable”.

95. Sustitúyese el artículo 96, por el siguiente:


“Artículo 96.- Son cooperativas de abastecimiento y distribución de energía eléctrica las cooperativas de servicio que se constituyan con el objeto de distribuir energía eléctrica.


En cuanto a las operaciones del giro, se aplicará a estas cooperativas las normas del DFL Nº 1, del Ministerio de Minería, de 1982, sin perjuicio de las disposiciones siguientes.


Las cooperativas no concesionarias de servicio público de distribución podrán distribuir energía eléctrica a sus socios incluso en zonas concesionadas a otras empresas, siempre y cuando dichos socios hayan ingresado a la cooperativa con anterioridad al otorgamiento de la concesión.


Las referidas cooperativas podrán usar bienes nacionales de uso público para el tendido de líneas aéreas y subterráneas destinadas a la distribución de electricidad, previa obtención de los permisos correspondientes.


Las cooperativas concesionarias de servicio público de distribución podrán exigir a sus socios y a los usuarios que soliciten servicio, un aporte de financiamiento reembolsable para la extensión de las instalaciones existentes hasta el punto de empalme del peticionario, para la extensión de líneas subterráneas o para ampliación de potencia.


Los aportes financieros se reembolsarán por su valor inicial reajustado e intereses pactados, de conformidad con lo dispuesto a este respecto en el DFL Nº 1, de 1982, del Ministerio de Minería.


No obstante, si el reembolso fuese efectuado en cuotas de participación de la propia cooperativa, ésta deberá liquidarlas y pagarlo en dinero dentro del plazo máximo de 5 años, contado desde la solicitud del socio en tal sentido, al valor que dichas cuotas tuviesen al momento de la referida solicitud.


La elección de la forma de reembolso se efectuará de conformidad con las normas del DFL Nº 1, del Ministerio de Minería, del año 1982, pero el aportante podrá oponerse a ella de conformidad al procedimiento establecido en el artículo 133 A de la presente ley, cuando estime que la forma de reembolso propuesta no constituya un reembolso real.


Las referidas cooperativas no podrán cobrar gastos por concepto de reembolso de los aportes.”.

96. Reemplázase el artículo 97 por el siguiente:


“Artículo 97.- Las cooperativas de abastecimiento y distribución de agua potable se regirán, en lo que fuere aplicable, por las disposiciones de las leyes especiales que regulan esta actividad.”.


97. Intercálanse, después del artículo 97, los subtítulos siguientes:


“3) De las Cooperativas de Vivienda.

a)
Disposiciones Generales”.

98. Derógase el artículo 98.

99. Sustitúyese el artículo 99 por el siguiente:


“Artículo 99.- Son cooperativas de vivienda aquellas que tienen por objeto satisfacer las necesidades habitacionales y comunitarias de sus socios y prestar los servicios inherentes a dicho objetivo.


Habrá dos clases de cooperativas de vivienda:

1)
Las cooperativas cerradas de vivienda, que se organizan para desarrollar un proyecto habitacional, y

2)
Las cooperativas abiertas de vivienda, que deben ser de objeto único y pueden desarrollar en forma permanente, simultánea o sucesiva diferentes programas habitacionales y tener carácter nacional o bien desarrollar una acción regional.”.

100. Sustitúyese el artículo 100, por el siguiente:


“Artículo 100.- Los dueños de terrenos ubicados en una misma comuna, que persigan como objetivo la construcción, ampliación o terminación de sus viviendas, la finalización de la urbanización o el establecimiento de servicios comunitarios, podrán constituir cooperativas de servicios habitacionales, conservando la propiedad de sus terrenos. Estas entidades se regirán por las normas aplicables a las cooperativas cerradas de vivienda.”.

101. Sustitúyese el artículo 101, por el siguiente:


“Artículo 101.- La enajenación de las cuotas de participación de las cooperativas de vivienda deberá ser previamente aprobada por el consejo de administración, debiendo efectuarse mediante instrumento privado autorizado ante notario, en el que deberá constar la fecha de la sesión del consejo que la haya aprobado.


El consejo de administración podrá rechazar la enajenación en los casos previstos en los estatutos.


No será aplicable el artículo 1796 del Código Civil a la compraventa de cuotas de participación entre cónyuges. Sin embargo, la enajenación será inoponible a los acreedores del cedente que tuvieren créditos anteriores a la cesión.”.

102. Sustitúyese el artículo 102, por el siguiente:


“Artículo 102.- El consejo de administración de las cooperativas de vivienda, a petición de cualquier socio interesado, le adjudicará en dominio la vivienda construida que tenga asignada en uso y goce o que le corresponda, una vez que se haya cumplido con las exigencias de urbanización y que el socio haya caucionado sus obligaciones pendientes con la cooperativa, si las hubiere.


Sin embargo, las cooperativas podrán conservar la propiedad de sus viviendas cuando el acreedor hipotecario que otorgó los créditos para construirlas así lo exija, de lo que se dejará constancia expresa en la escritura de mutuo respectiva. La prohibición de adjudicar las viviendas deberá ser inscrita en el Registro de Prohibiciones del Conservador de Bienes Raíces respectivo. Una vez pagado el mutuo hipotecario los socios tendrán el derecho establecido en el inciso primero.”.

103. Derógase el artículo 103.

104. Sustitúyese el artículo 104 por el siguiente:


“Artículo 104.- Los pasivos exigibles de las cooperativas de vivienda con más de 1.000 socios y cuyo patrimonio sumado a los ahorros de los socios exceda las 100.000 unidades de fomento, no podrán ser superiores a tres veces la suma de éstos más el valor de los subsidios habitacionales obtenidos por o para sus socios.”.

105. Sustitúyese el artículo 105 por el siguiente:


“Artículo 105.- Una vez que se asigne en uso y goce las viviendas a los socios, si su edificación o la ejecución de las obras de urbanización, hubiere sido financiada con un mutuo hipotecario, deberá dividirse el préstamo y la garantía hipotecaria entre los diversos inmuebles asignados a cada socio, el que responderá por la cuota correspondiente a dicho inmueble. Para estos efectos, el consejo de administración de la cooperativa representará legalmente a sus socios.


Los socios pagarán directamente al acreedor hipotecario sus dividendos a menos que se haya pactado otra cosa.


En caso de atraso en el pago del dividendo y siempre que dicho atraso exceda de 60 días, podrá el acreedor perseguir judicialmente la responsabilidad del socio. La garantía hipotecaria sólo podrá hacerse efectiva sobre el inmueble asignado al socio respectivo, aun cuando no se haya otorgado la recepción definitiva de la urbanización.”.

106. Derógase el artículo 106.

107. Sustitúyese el artículo 107, por el siguiente:


“Artículo 107.- Los socios a quienes se haya asignado una vivienda, tendrán derecho al uso y goce personal de la misma o a su arriendo en casos calificados, de acuerdo con las condiciones que establezcan los estatutos y el reglamento.


Los asignatarios o sus herederos, con sus obligaciones pecuniarias al día respecto de las cooperativas, que estén en uso y goce de una vivienda y que dejen de tener la calidad de socios, no perderán sus derechos sobre la misma.”.

108. Intercálase después del artículo 107 el subtítulo siguiente:


“b) De las Cooperativas Cerradas de Vivienda”.

109. Reemplázase el artículo 108, por el siguiente:


“Artículo 108.- Los terrenos adquiridos por las cooperativas de vivienda a título gratuito, se considerarán parte de su capital para los efectos de la adjudicación de viviendas a los socios.”.

110. Sustitúyese el artículo 109, por el siguiente:


“Artículo 109.- Para la adquisición a título oneroso de terrenos por una cooperativa de vivienda se deberá contar con un informe técnico favorable relativo a la factibilidad del loteo y la urbanización, de la dirección de obras o la unidad que ejerza sus funciones, de la municipalidad correspondiente a la ubicación del inmueble.


El informe deberá ser emitido dentro del plazo de 60 días, contado desde la fecha de presentación de la solicitud con los certificados que sean necesarios.


El Ministerio de Vivienda y Urbanismo podrá autorizar a los institutos a que se refiere el artículo 125, que emitan el informe técnico antes mencionado, siempre que se ciñan a las normas que el citado Ministerio les imparta.


El acto o contrato que se celebre sin el informe técnico favorable a que se refiere este artículo adolecerá de nulidad relativa.


Los notarios no autorizarán escrituras ni los conservadores procederán a inscribirlas si no se inserta en ellas el correspondiente informe.”.


111. Sustitúyese el artículo 110, por el siguiente:


“Artículo 110.- Las cooperativas cerradas de vivienda no se disuelven ni liquidan por el hecho de haber asignado en dominio a sus socios la totalidad de las viviendas por ellas construidas, si su objeto contempla el equipamiento y desarrollo comunitario.”.

112. Después del artículo 110 agrégase el subtítulo siguiente:


“c) De las Cooperativas Abiertas de Vivienda”.

113. Sustitúyese el artículo 111, por el siguiente:


“Artículo 111.- El patrimonio de las cooperativas abiertas de vivienda no podrá ser inferior al equivalente a 7.000 unidades de fomento y tendrán un número de, a lo menos, 300 socios.


Estas cooperativas sólo podrán financiar sus gastos de administración con comisiones contempladas en los estatutos y en el reglamento. Además, podrán financiar otros gastos ordinarios y extraordinarios con los recursos económicos y comisiones adicionales que los socios aporten en la forma que contemple el reglamento. Los excedentes provenientes de las comisiones incrementarán el patrimonio de la cooperativa, integrándose al fondo de reserva legal si éste no se hubiere completado.


Los socios deberán ser informados oportuna y detalladamente sobre el destino de sus comisiones y aportes extraordinarios.


El organismo fiscalizador respectivo deberá dictar las normas administrativas y contables necesarias para aplicar las disposiciones precedentes. Asimismo, establecerá el procedimiento de entrega de información a los socios respecto del funcionamiento de las asambleas de programas, los procedimientos para acordar el loteo y la construcción y financiamiento para la adquisición de las viviendas y respecto de los aportes, exenciones tributarias que beneficien a los socios o a la cooperativa y otras materias que se consideren necesarias, en conformidad al reglamento.


En todo caso, deberán contabilizar separadamente las operaciones, actos y transacciones de cada uno de los programas habitacionales, con el objeto de determinar, respecto de cada uno de ellos, sus respectivos derechos, obligaciones y resultados, sin perjuicio de los estados consolidados y demostraciones financieras necesarios para el uso interno y el cumplimiento de las disposiciones legales, reglamentarias y requerimientos de los organismos fiscalizadores. Los costos directos y todos aquellos asociados específicamente a cada programa habitacional deberán ser financiados por los socios incorporados a los mismos.


En caso de que una cooperativa abierta de vivienda perdiere sus fondos de reserva, por cualquier causa, deberá abstenerse de aceptar el ingreso de nuevos socios, salvo cuando éstos se incorporen directamente a algún programa habitacional en desarrollo o el organismo fiscalizador las autorice. Éste sólo podrá autorizarlas cuando les apruebe un plan de actividades que asegure la estabilidad financiera de la entidad dentro de un plazo determinado.”.

114. Agrégase el siguiente artículo 111 bis, nuevo:


“Artículo 111 bis.- Las cooperativas abiertas de vivienda deberán formar una asamblea por cada programa habitacional, al cual pertenecerán los socios personas naturales incorporados al mismo, debiendo asimismo constituirse una asamblea con todos los socios ahorrantes personas naturales que no estén inscritos en ningún programa. En el caso que los socios ahorrantes tengan su residencia en distintas regiones del país, podrá formarse más de una asamblea de éstos, según lo establezcan los estatutos, el reglamento o lo determine la junta general.


Cada programa habitacional deberá tener un número limitado de socios y durará hasta que se efectúe una liquidación completa del mismo, una vez transferido el dominio de las viviendas a los socios. No obstante, los socios podrán continuar con el programa habitacional y la asamblea respectiva después de la liquidación, cuando así lo hayan decidido al incorporarse al mismo.


Cada vez que se cite a una junta general de socios, deberá convocarse, con a lo menos 30 días de anticipación, a las asambleas a que se refiere el inciso primero para tratar las materias que serán consideradas en la junta y proceder a las elecciones que correspondan.


Cada asamblea deberá elegir un consejo, cuya composición y atribuciones se fijarán en los estatutos. La junta general de socios de estas cooperativas, se constituirá con los consejeros de cada asamblea, quienes actuarán en calidad de delegados y representarán a sus respectivas asambleas, de acuerdo al número de socios inscritos en ella.


Las cooperativas abiertas de vivienda de carácter nacional podrán contemplar en sus estatutos asambleas regionales, a las cuales deberán asistir los consejeros de programa. Sin perjuicio de las atribuciones que les confieran los estatutos y el reglamento, les corresponderá elegir un consejo regional, cuyos miembros en ejercicio representarán a los socios inscritos en las asambleas de la región respectiva, de acuerdo a lo señalado precedentemente. 


En todo caso, la adopción de acuerdos relativos a las materias señaladas en las letras d), e), f), g), h) e i) del artículo 41 bis deberá efectuarse en junta general de socios, convocada y constituida de acuerdo a las normas generales, en la cual no regirá respecto de los consejeros de asambleas de programas o regionales la limitación establecida en el inciso quinto del 
artículo 41 relativa al voto por poder.


La enajenación de los bienes raíces destinados, de acuerdo al plano respectivo, a ser usados en común por una Asamblea de Programa, como las áreas de esparcimiento, recreación, reunión o desarrollo cultural de los integrantes del programa habitacional de que se trate, así como la constitución de derechos reales distintos al de dominio, sólo podrá ser efectuada por el Consejo de Administración, con acuerdo de la respectiva Asamblea.


Las cooperativas abiertas de vivienda que tengan un máximo de 300 socios y las que tengan un solo programa habitacional, podrán celebrar sus juntas generales con la asistencia de sus socios, conforme a las normas generales.”.

115. Intercálase después del artículo 111 bis el subtítulo siguiente, nuevo:


“4) De las Cooperativas de Ahorro y Crédito”.

116. Sustitúyese el artículo 112 por el siguiente:


“Artículo 112.- Se denominarán cooperativas de ahorro y crédito las cooperativas de servicio que tengan por objeto único y exclusivo brindar servicios de intermediación financiera en beneficio de sus socios, de conformidad con las siguientes disposiciones:


Las cooperativas de ahorro y crédito podrán realizar las siguientes operaciones:

a)
Recibir depósitos de sus socios y de terceros;

b)
Emitir bonos y otros valores de oferta pública;

c)
Contraer préstamos con instituciones financieras nacionales o extranjeras;

d)
Adquirir, conservar y enajenar bonos de la deuda interna y cualquiera otra clase de documentos emitidos en serie representativos de obligaciones del Estado o de sus instituciones;

e)
Conceder préstamos a sus socios y en general, celebrar con ellos operaciones de crédito de dinero, con o sin garantía, reajustables y no reajustables;

f)
Descontar a sus socios, letras de cambio, pagarés y otros documentos que representen obligaciones de pago;

g)
Otorgar préstamos a sus socios, que se encuentren amparados por garantía hipotecaria;

h)
Emitir letras, órdenes de pago y giros contra sus propias oficinas o corresponsales;

i)
Previa autorización de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, conceder a sus socios, préstamos en moneda nacional, mediante la emisión de letras de crédito, de conformidad con lo dispuesto en el Título XIII del DFL Nº 3, de 1997, que contiene el texto refundido y sistematizado de la ley general de Bancos;

j)
Adquirir, ceder y transferir efectos de comercio;

k)
Efectuar cobranzas, pagos y transferencias de fondos;

l)
Adquirir, conservar, edificar y enajenar los bienes raíces necesarios para su funcionamiento. Podrán dar en arrendamiento la parte de los inmuebles que no se encuentren utilizando;

m)
Adquirir, conservar y enajenar los bienes corporales muebles necesarios para su servicio o para la mantención de sus inversiones;

n)
Emitir y operar tarjetas de crédito, para sus socios;

o)
Previa autorización del organismo fiscalizador respectivo y cumpliendo los requisitos generales que para el objeto específico ella establezca, podrán ser accionistas o tener participación en una sociedad o cooperativa de apoyo al giro, de conformidad al Párrafo 2, del Título IX del DFL Nº 3, de 1997, que contiene el texto refundido y sistematizado de la ley general de Bancos;

p)
Otorgar a sus clientes servicios financieros por cuenta de terceros, en la forma y condiciones que determine el órgano fiscalizador respectivo, y

q)
Otras operaciones que autorice el Banco Central de Chile, conforme a sus facultades. Las operaciones antes señaladas sólo podrán ser ejecutadas bajo las condiciones, requisitos y modalidades que establezca el Banco Central de Chile, de conformidad a sus facultades.


Para la realización de las operaciones establecidas en las letras b), h), i), k) y n), las cooperativas de ahorro y crédito deberán contar con un patrimonio pagado igual o superior a 400.000 unidades de fomento y encontrarse sometidas a la fiscalización de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras.”.

117. Agrégase el siguiente artículo 112 bis:


“Artículo 112 bis.- Las cooperativas de ahorro y crédito cuyo patrimonio exceda las 400.000 unidades de fomento, quedarán sometidas a la fiscalización y control de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, respecto de las operaciones económicas que realicen en cumplimiento de su objeto.


Tales cooperativas deberán contar con las instalaciones, recursos humanos, tecnológicos, procedimientos y controles necesarios para desarrollar adecuadamente sus funciones y operaciones; su patrimonio no podrá ser inferior al 10% de sus activos ponderados por riesgo, ni inferior al 5% de sus activos totales y, en lo que sea compatible con su naturaleza, quedarán sujetas a las disposiciones de la ley general de Bancos, cuyo texto refundido y sistematizado está contenido en el decreto con fuerza de ley Nº 3, de 1997. En especial se les aplicarán las normas de los Títulos I y XV, con exclusión de sus artículos 123, inciso quinto, y 132, inciso segundo, y sus administradores deberán cumplir los requisitos de integridad contemplados en la letra b) del artículo 28 de la referida ley. 


El resto de las cooperativas de ahorro y crédito deberá someterse a las normas sobre contabilidad, auditoría, publicidad y control que determine el Departamento de Cooperativas, en conformidad a sus facultades.”.

118. Elimínase la frase final del artículo 113, que dice: “Podrán ser socios de éstas los menores adultos.”.

119. Sustitúyese el artículo 114, por el siguiente:


“Artículo 114.- Su patrimonio no podrá ser inferior a 1.000 unidades de fomento.”.

120. Sustitúyese el artículo 115, por el siguiente:


“Artículo 115.- Las cooperativas de ahorro y crédito, además de los órganos de administración que indica el artículo 38, deberán contar con un comité de crédito, cuyos miembros serán designados por el consejo de administración.


Estas cooperativas estarán obligadas a fijar su política general de créditos en un reglamento interno, que deberá estar aprobado por el consejo de administración, sin perjuicio de las normas e instrucciones que les imparta el organismo fiscalizador respectivo.”.

121. Derógase el artículo 116.

122. Derógase el artículo 117.

123. Sustitúyese el artículo 118, por el siguiente:


“Artículo 118.- Son cooperativas de consumo las que tienen por objeto suministrar a los socios y sus familias artículos y mercaderías de uso personal o doméstico, con el objeto de mejorar sus condiciones económicas.


Las cooperativas de consumo deben constituirse con 100 socios, a lo menos.”.

124. Derógase el artículo 119.

125. Elimínase el inciso primero del artículo 120, pasando el actual inciso segundo a ser inciso único.”. 

126. Sustitúyese, en el artículo 121, el guarismo “6” por “118”.

127. Sustitúyese la denominación del Capítulo III “De las Confederaciones, Uniones, Federaciones y Sociedades Auxiliares”, por “De las Confederaciones, Federaciones e Institutos Auxiliares.”.

128. En el artículo 122:

1.
Sustitúyese el inciso primero por el siguiente:


“Las federaciones de cooperativas estarán constituidas por tres o más cooperativas, las confederaciones por tres o más federaciones y los institutos auxiliares por siete o más personas jurídicas de derecho público, cooperativas u otras personas jurídicas de derecho privado que no persiguen fines de lucro.”.

2.
a)
Sustitúyese en el inciso segundo el término “uniones” por “confederaciones”.

b)
Intercálase en el inciso segundo, después de las palabras “público o”, los términos “de derecho” y elimínase la frase “de acuerdo con su objeto”.

129. Sustitúyese el artículo 123, por el siguiente:


“Artículo 123.- Las federaciones, confederaciones e institutos auxiliares, serán considerados como cooperativas para todos los efectos legales y reglamentarios.”.

130. Sustitúyese el artículo 124, por el siguiente:


“Artículo 124.- A las federaciones y confederaciones les corresponderá velar por los intereses y complementar y facilitar el cumplimiento de los objetivos de las cooperativas, cooperando con su labor y realizando cualesquiera actividad de producción de bienes o de prestación de servicios que se señale en sus estatutos, con dicho objeto.”.

131. Sustitúyese el artículo 125, por el siguiente:


“Artículo 125.- Son institutos auxiliares aquellos destinados a proporcionar servicios de asesoría, técnicos, educacionales, económicos, operacionales, de auditoría y administrativos preferentemente a las cooperativas, federaciones, confederaciones, grupos precooperativos y a otros institutos auxiliares, pudiendo asimismo participar en la organización de industrias y servicio de cualquiera naturaleza, en beneficio de las cooperativas y de los socios de éstas.


Los excedentes de cada ejercicio se destinarán a incrementar un fondo de reserva legal, irrepartible durante la vigencia de la institución.”.

132. Sustitúyese el artículo 126, por el siguiente:


“Artículo 126.- Las instituciones a que se refiere este Capítulo podrán desempeñar cualesquiera servicios de auditoría y de inspección técnica, económica, operacional y administrativa, con respecto a las cooperativas, en aquellos casos en que éstas se lo soliciten o el organismo fiscalizador o los árbitros que, conociendo de los casos a que alude el artículo 133 A del Capítulo V de la presente ley, se los encomienden.


El organismo fiscalizador o dichos árbitros podrán encomendar a estas entidades asistir, con el objeto de informarles, a juntas generales, sesiones de consejos de administración, y en general realizar cualquier diligencia o actuación que estimen procedentes para una adecuada y pronta resolución de la controversia sometida a su conocimiento.


Para el logro de sus finalidades, estas instituciones podrán operar directamente o crear entidades en que pueden participar además personas jurídicas, que de acuerdo a sus estatutos no persigan fines de lucro.”.

133. Sustitúyese el artículo 127, por el siguiente:


“Artículo 127.- Los estatutos de las federaciones, confederaciones e institutos auxiliares podrán establecer que las entidades cooperativas que sean socias de las mismas tendrán un número de votos en las juntas generales proporcional al número de sus afiliados, directos o indirectos, sin que ninguna de estas entidades pueda tener más de 3 ni menos de un voto.”.

134. Sustitúyese el artículo 128, por el siguiente: 


“Artículo 128.- Será aplicable a las entidades a que se refiere este título, que tengan diez socios o menos, lo dispuesto en el artículo 68 bis.”.

135. Derógase el artículo 129.

136. Derógase el artículo 130.

137. Derógase el artículo 131.

138. Sustitúyese el artículo 132, por el siguiente:


“Artículo 132.- El Departamento de Cooperativas tendrá a su cargo fomentar el sector cooperativo, mediante la promoción de programas destinados al desarrollo de la gestión y capacidad empresarial en las cooperativas; dictar normas que contribuyan al perfeccionamiento del funcionamiento de las cooperativas; llevar un registro de las cooperativas vigentes y la supervisión y fiscalización de las cooperativas señaladas en el presente Capítulo.


Le corresponderá asimismo elaborar estadísticas del sector y difundir la información de que disponga, relativa al funcionamiento de las cooperativas, mediante los mecanismos que para tales efectos establezca.


Corresponderá especialmente al Departamento de Cooperativas desarrollar las siguientes funciones:

a)
Interpretar administrativamente, mediante resoluciones de carácter general, la legislación especial que rige a las cooperativas, sus reglamentos y las demás normas que les sean aplicables, y absolver las consultas específicas que sobre estas materias le formulen las cooperativas o sus socios;

b)
Asesorar a los organismos públicos relacionados con la materia, en relación al sistema cooperativo e informar, a requerimiento de las autoridades competentes, los proyectos de ley y otras normas que incidan sobre él;

c)
Promover el desarrollo de programas y actividades orientados a perfeccionar la gestión empresarial en las cooperativas, su desarrollo organizacional y a obtener la plena incorporación de estas entidades al quehacer económico;

d)
Dictar normas e impartir instrucciones de carácter contable y administrativo para perfeccionar el funcionamiento de las cooperativas, pudiendo establecer normas especiales de contabilidad para determinadas clases de cooperativas, atendidas las necesidades de su funcionamiento, el número de socios, el capital o el volumen de sus operaciones;

e)
Dictar normas relativas a la confección y conservación de las actas, libros y documentos que el Departamento determine;

f)
Impartir a las entidades de revisión o supervisores auxiliares, a las juntas de vigilancia y a los inspectores de cuentas, normas sobre el desarrollo de sus funciones y contenido de los dictámenes e informes que deban emitir;

g)
Dictar las normas que deban observarse en las liquidaciones de las cooperativas e impartir instrucciones de carácter general a los miembros de sus comisiones liquidadoras o a sus liquidadores;

h)
Instruir con normas de carácter general a los organizadores de cooperativas que no llegasen a constituirse legalmente, a fin de procurar la restitución de los aportes que hubiesen recibido por dicho concepto;

i)
Requerir de las cooperativas que proporcionen, por las vías que el Departamento señale, suficiente y oportuna información a los socios y al público sobre su situación jurídica, económica, financiera y patrimonial, y

j)
Las demás que esta u otras leyes establezcan.

139. Intercálanse los siguientes artículos 132 bis, 132 bis A y 132 bis B:


“Articulo 132 bis.- Corresponderá al Departamento de Cooperativas la supervisión del cumplimiento de las leyes aplicables a las cooperativas y de sus normas reglamentarias y especialmente fiscalizar el funcionamiento societario, administrativo, contable y financiero de las cooperativas de importancia económica, con excepción de aquellas cuya fiscalización, sobre las mismas materias, se encuentre encomendada por la ley a otros organismos. Para los efectos de esta ley, se entenderá por cooperativas de importancia económica, las cooperativas de ahorro y crédito, las cooperativas abiertas de vivienda y además todas aquellas cuyos activos sean iguales o superiores a 50.000 unidades de fomento o que tengan más de 500 socios.


Respecto de las cooperativas sometidas a su fiscalización, el Departamento de Cooperativas podrá:

1.
Controlar las operaciones y vigilar la marcha de estas cooperativas, con plenas facultades de inspección y revisión, pudiendo al efecto revisar los libros de contabilidad y sociales y documentación en general; requerir informes y antecedentes a sus representantes y efectuar comprobaciones y verificaciones materiales de las cuentas, gastos e inversiones, y requerir, en su caso, que en sus actas se deje testimonio o se inserten, parcial o íntegramente, sus comunicaciones;

2.
Representar a las cooperativas sometidas a su fiscalización las infracciones a la legislación aplicable a las cooperativas, sus reglamentos, estatutos, instrucciones del Departamento y demás normas que les sean aplicables, ordenándoles su corrección, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 67 respecto de las multas;

3.
Objetar, suspender o prohibir la ejecución de cualquier acuerdo de las juntas generales, consejo de administración, comisiones liquidadoras de las cooperativas sometidas a su fiscalización o de los socios administradores a que se refiere el artículo 68 bis, contrario a la ley, su reglamento, estatutos, instrucciones del Departamento y demás normas que les sean aplicables. Podrá también autorizar la ejecución de dichos acuerdos cuando adolecieren de vicios producidos por defectos formales y sean indispensables para el correcto funcionamiento de la cooperativa.


Las resoluciones sobre la materia deberán ser fundadas y puestas en conocimiento del consejo o de la comisión liquidadora mediante carta certificada. Éstos deberán ponerlas en conocimiento de los socios y de los terceros afectados, si los hubiese, y

4.
Ejercer las demás atribuciones que ésta u otras leyes le confieran.


Artículo 132 bis A.- Para el mejor desempeño de sus funciones fiscalizadoras, el Departamento podrá encargar la revisión del funcionamiento administrativo, contable, financiero y societario de las cooperativas sometidas a su fiscalización a entidades revisoras o de supervisión auxiliar, de carácter privado. Estas entidades podrán ser empresas clasificadoras de riesgo, empresas auditoras especializadas, institutos auxiliares de cooperativas y federaciones o confederaciones de cooperativas.


El Departamento de Cooperativas establecerá un sistema de acreditación de tales entidades y tendrá a su cargo un Registro Especial en el que deberán inscribirse los interesados. Podrá eliminar del registro a estas entidades o no renovar su inscripción, cuando no cumplan sus funciones y los requisitos establecidos.


El Departamento determinará las facultades con que estas entidades podrán actuar; fijará los requisitos técnicos que deban cumplir, con el fin de velar por la calidad, confiabilidad e idoneidad de sus funciones; dictará las normas relativas al cumplimiento de éstas y a los sistemas y procedimientos de trabajo; y, fijará los requisitos que deban cumplir y las garantías que deban rendir para su correspondiente inscripción.


El Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción fijará, mediante decreto supremo, los aranceles que las entidades de revisión podrán cobrar a las cooperativas por los informes que deban emitir y las actuaciones que éstas realicen en cumplimiento de sus funciones y los valores que el Departamento podrá cobrar a los interesados por sus propias actuaciones.


Artículo 132 bis B.- Los funcionarios del Departamento de Cooperativas estarán obligados a guardar reserva acerca de los documentos y antecedentes de las cooperativas, siempre que tales documentos no tengan el carácter de públicos ni se trate de requerimientos de algún Poder del Estado.


Lo anterior no obstará a que el Jefe del Departamento de Cooperativas pueda difundir o hacer difundir por las personas y medios que determine, la información o documentos relativos a las cooperativas con el fin de velar por la fe pública o por el interés de los socios, pudiendo asimismo proporcionar anteceden​tes generales o particulares que permitan la confección de informes estadísticos, estudios e investigaciones sobre las cooperativas, siempre que no se trate de antecedentes comerciales o de otra índole, que por su naturaleza tengan el carácter de reservados.


El personal del Departamento de Cooperativas no podrá prestar servicios profesionales a las cooperativas.”. 

140. Sustitúyese la denominación del Capítulo V por la siguiente: “Capítulo V Del Recurso de Legalidad y De la Resolución de Conflictos”.

141. Sustitúyese el artículo 133, por el siguiente:


“Artículo 133.- Las resoluciones o actos del Departamento de Cooperativas serán reclamables ante el juzgado de letras en lo civil del domicilio del requirente, dentro de los 30 días siguientes a la recepción o publicación de la resolución respectiva, según el caso, o a la realización del acto impugnado.


El tribunal resolverá breve y sumariamente, con audiencia del Departamento de Cooperativas, para lo cual deberán emplazarlo, a fin de que si lo estima pertinente evacue su informe dentro del plazo de 15 días más el aumento que corresponda de acuerdo a la tabla de emplazamiento para contestar demandas. Junto con su informe, deberá remitir al tribunal todos los antecedentes que obren en su poder y que estén relacionados con la materia reclamada.


El tribunal podrá disponer, de oficio o a petición de parte, que se practiquen aquellas diligencias que estime indispensables para la acertada resolución del reclamo.


La sentencia recaída en el reclamo será apelable; sin embargo, aquella que lo rechace será apelable en el solo efecto devolutivo. Tratándose de reclamaciones contra resoluciones en que se impongan multas, la sentencia será apelable en los efectos suspensivo y devolutivo.”.

142. Intercálanse, a continuación del artículo 133, los siguientes artículos 133 A, 133 B, 133 C, 133 D, 133 E, 133 F y 133 G, nuevos:


“Artículo 133 A.- Las controversias que se susciten entre los socios en su calidad de tales; entre éstos y las cooperativas de las que formen o hayan formado parte; y, entre las cooperativas entre sí, con relación a la interpretación, aplicación, validez o cumplimiento de la presente ley, su reglamento o los estatutos sociales, se resolverán por la justicia ordinaria con procedimiento de juicio sumario o mediante arbitraje, a elección del demandante. En este último caso, el arbitraje se sujetará a las normas que se establecen en los artículos siguientes.


Se resolverán bajo el mismo procedimiento, los conflictos jurídicos que surjan entre los oponentes a socios y los organizadores de cooperativas que no llegasen a constituirse legalmente, en especial respecto de la restitución de las sumas o aportes que hubiesen recibido; los relativos a la normalización de cooperativas que tengan un funcionamiento irregular; y los que se susciten con motivo de la designación de liquidadores y durante la liquidación misma de la cooperativa.


Artículo 133 B.- La Confederación General de Cooperativas de Chile Confecoop-Chile Limitada u otros organismos de integración de cooperativas, llevarán Registros de Árbitros, conforme a las disposiciones del Reglamento que se dicte al efecto.


Artículo 133 C.- La designación del árbitro corresponderá a las partes de común acuerdo.


En caso que no hubiese avenimiento o consentimiento entre las partes respecto de la persona del árbitro, el nombramiento se hará por la justicia ordinaria, debiendo en tal caso recaer dicho nombramiento en un solo individuo de los registros citados, y diverso del primero propuesto por cada parte.


A falta de Registro de Árbitros en el domicilio de la cooperativa, el nombramiento se hará por la justicia ordinaria, en la forma establecida en el Código de Procedimiento Civil para el nombramiento de peritos.


Artículo 133 D.- Los árbitros serán nombrados en calidad de árbitros de derecho, a menos que las partes de común acuerdo los designen en otro carácter.


Artículo 133 E.- El árbitro tendrá la facultad de exigir a las partes la provisión de fondos que estime necesaria para el pago de las costas procesales que requiriese la tramitación del juicio, aun cuando ella no fuere demandante. Lo anterior es sin perjuicio de lo que en la sentencia se determine, en conformidad a las reglas generales.


Artículo 133 F.- Las controversias a que se refiere el presente Título, que sean sometidas al conocimiento de los Árbitros de Derecho, se tramitarán conforme al procedimiento sumario establecido en los artículos 680 y siguientes del Código de Procedimiento Civil.


Artículo 133 G.- Será competente para conocer de los asuntos a que se refiere este Capítulo el juez de letras en lo civil del lugar en que tenga su domicilio la cooperativa.”.

143. Intercálase, a continuación del artículo 133 G, el siguiente epígrafe: “Capítulo VI Disposiciones Varias”.

144. Derógase el artículo 134.

145. Derógase el artículo 135.

146. Derógase el artículo 136.

147. Sustituyese el artículo 137, por el siguiente:


“Artículo 137.- A las entidades cooperativas que tengan, a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, el carácter de cooperativas especiales o agrícolas o de abastecimiento de energía eléctrica se les continuará aplicando el decreto ley Nº 3.351, de 1980, sin perjuicio de la aplicación supletoria de esta ley.


Las cooperativas agrícolas o de abastecimiento de energía eléctrica, podrán transformarse en especiales, de las regidas por el decreto ley Nº 3.351, de 1980.


Lo expuesto no obsta a que las referidas cooperativas reformen sus estatutos con el objeto de quedar íntegramente sometidas a la presente ley.”.

148. Sustitúyese el artículo 138, por el siguiente:


“Artículo 138.- Deróganse las siguientes disposiciones legales y reglamentarias:


La ley Nº 5.588; el título V de la ley Nº 5.604; el decreto ley Nº 1.320, de 1976; el decreto con fuerza de ley Nº 12, de 1968, del Ministerio de Agricultura; el decreto con fuerza de ley Nº 13, de 1968, del Ministerio de Agricultura; el decreto supremo Nº 595, de 1932, del Ministerio del Trabajo; el decreto supremo Nº 85, del Ministerio del Trabajo; el decreto supremo Nº 2.380, de 1948, del ex Ministerio de Obras Públicas y Vías de Comunicación; el decreto supremo Nº 250, de 1958, del Ministerio de Agricultura; el decreto supremo Nº 549, de 1964, del Ministerio de Agricultura; el decreto supremo Nº 1.044, de 1965, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción; el decreto supremo Nº 497, de 1967, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción; el decreto supremo Nº 1.230, de 1969, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción; la ley Nº 18.023; el artículo 80 de la ley Nº 18.899 y el decreto supremo Nº 289, de 1975, del Ministerio de Agricultura.”.

149. Agréganse los siguientes artículos nuevos:


“Artículo 139.- La junta general de socios deberá aprobar previamente toda adquisición, a título oneroso, de cuotas de capital, acciones o derechos sociales de cualesquiera cooperativa o sociedad, en virtud de la cual llegue a tener invertido en una de éstas a lo menos el 10% de su patrimonio.


Artículo 140.- Las operaciones entre las cooperativas y las personas jurídicas señaladas en el artículo precedente deberán observar condiciones de equidad similares a las que habitualmente prevalecen en el mercado. Los administradores de unas y otras serán responsables de las pérdidas o perjuicios que pudieren causar a la entidad que administren por operaciones hechas con infracción a este artículo.


Lo dispuesto en el inciso precedente será también aplicable a las operaciones que realicen entre sí, las sociedades cuyo capital social pertenezca en, al menos, un 25% a la misma cooperativa.


Artículo 141.- El organismo fiscalizador respectivo podrá examinar todos los libros, cuentas, archivos y documentos de las sociedades que pertenezcan en, al menos, un cincuenta por ciento a una cooperativa, para verificar que los derechos, obligaciones y resultados se reflejen adecuadamente en los informes y estados financieros de la cooperativa.


Artículo 142.- Las cooperativas extranjeras podrán constituir una agencia que opere en territorio nacional, de conformidad a las normas de la ley Nº 18.046, sobre sociedades anónimas, y quedarán sujetas a las normas de la presente ley en lo que sea pertinente, pero no gozarán de los beneficios tributarios que la ley chilena reconoce a las cooperativas.


Artículo 143.- Serán aplicables a los actos de constitución o de modificación de las cooperativas que se constituyan en el futuro o que se hayan constituido con anterioridad a esta ley, además de las disposiciones específicas que ella contiene sobre saneamiento de vicios de nulidad, las disposiciones de la ley Nº 19.499. Para los efectos de dicha ley se entenderá por modificación de la cooperativa tanto la reforma de sus estatutos, como su fusión, división, transformación o disolución, debiendo aplicarse a su respecto los procedimientos y normas establecidos para las sociedades anónimas.”.

150. Sustitúyese el actual capítulo final “Artículos Transitorios” por el siguiente:

 “DISPOSICIONES TRANSITORIAS

ARTÍCULO 1º.- Se continuará aplicando con respecto a las cooperativas de colonización agrícola, agropecuarias de reforma agraria y de reforma agraria, que hayan sido disueltas, voluntaria o forzadamente, con anterioridad a la publicación en el Diario Oficial de la ley 
Nº 18.755, la letra d) de su artículo 2º transitorio.


ARTÍCULO 2º.- Las cooperativas en formación, a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, respecto de las cuales no se haya dictado el decreto o resolución que autorice su existencia, se ceñirán al procedimiento de constitución establecido en la presente ley.


ARTÍCULO 3º.- El Departamento de Cooperativas podrá ejercer las facultades que contempla el inciso segundo del artículo 53 de la ley general de Cooperativas, respecto de las cooperativas que hayan sido disueltas forzadamente antes de la vigencia de esta ley y cuya junta general de socios no haya designado a su comisión liquidadora.


ARTÍCULO 4º.- Las cooperativas abiertas de vivienda y las de ahorro y crédito actualmente existentes deberán enterar el patrimonio exigido en el plazo de un año contado desde la fecha de publicación de la presente ley en el Diario Oficial.


ARTÍCULO 5º.- Las cooperativas de vivienda que hayan obtenido créditos hipotecarios con anterioridad a la publicación de esta ley y que no hayan pagado íntegramente su deuda, requerirán el previo consentimiento expreso del acreedor hipotecario para adjudicar en dominio las viviendas a sus socios.


ARTÍCULO 6º.- Los valores acumulados en fondos de reserva, que en conformidad a las disposiciones de esta ley tenían el carácter de irrepartibles durante la vigencia de la cooperativa, manten​drán dicho carácter, hasta concurrencia del monto expresado en el balance correspondiente al cierre del ejercicio anterior a la fecha de publicación de la presente ley.


ARTÍCULO 7º.- Las cooperativas que actualmente estén obligadas a constituir un fondo de responsabilidad mantendrán dicha responsabilidad mientras los créditos que lo originan tengan saldo deudor.


El fondo de responsabilidad se incrementará hasta que alcance un 20% del saldo de dividendos por pagar. Los últimos dividendos se podrán pagar con cargo a dicho fondo. En todo caso, se aplicará con respecto a ese fondo lo dispuesto en el artículo 37.


ARTÍCULO 8º.- Las cooperativas existentes, junto con la primera reforma de estatutos que acuerden, deberán adecuar los mismos a las normas de la presente ley, e inscribir y publicar un extracto del nuevo estatuto, que contendrá las menciones indicadas en los artículos 13 y 14 de este cuerpo legal.


Junto con lo anterior se inscribirá un extracto emitido por el Departamento de Cooperativas, que contenga el acta de la Junta General Constitutiva y sus actas complementarias, rectificatorias o modificatorias. Para estos efectos, el citado Departamento podrá requerir a la Subsecretaría de Agricultura o a otros organismos públicos, los antecedentes relativos a las cooperativas campesinas o de otro tipo, que hayan sido autorizadas por ellos.


En todo caso, las cooperativas sometidas a fiscalización deberán cumplir con lo dispuesto en este artículo dentro del plazo de un año desde la entrada en vigencia de la presente ley.


ARTÍCULO 9º.- Las cooperativas de ahorro y crédito que a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley se encuentren sometidas a la fiscalización de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras en virtud de lo establecido en el artículo 4º transitorio de la ley general de Bancos, quedarán en la situación descrita en dicho artículo y no podrán realizar las nuevas operaciones que esta ley autoriza, mientras no hayan cumplido las condiciones señaladas en el artículo 112 bis.


ARTÍCULO 10.- Las entidades que a la fecha de entrada en vigencia de esta ley tengan el carácter de uniones de cooperativas, se tendrán por el solo ministerio de la ley por federaciones, siempre que cumplan con los requisitos establecidos en la presente ley.


ARTÍCULO 11.- La presente ley entrará en vigencia seis meses después de su publicación en el Diario Oficial.”.


“Artículo 2º.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la fecha de publicación de la presente ley, proceda a fijar el texto refundido, concordado y sistematizado de la ley general de Cooperativas, con el contenido del Reglamento de Reforma Agraria Nº 20, de 1963, el de la presente ley y el de los demás textos legales que se refieran a cooperativas.


El Presidente de la República, al ejercer esta facultad, podrá incorporar las modificaciones y derogaciones que contengan los referidos textos legales, así como los cambios de referencia que sean consecuencia de ellas; reunir en un mismo texto disposiciones directa y sustancialmente relacionadas entre sí que se encuentren dispersas; introducir cambios formales, sea en cuanto a redacción o titulación, a ubicación de preceptos y otros de similar naturaleza, para asegurar la corrección lógica y gramatical de las frases; pero todo ello sólo en la medida que sean indispensables para su coordinación y sistematización.”.

-o-


Acordado en sesiones realizadas los días 7, 8 y 15 de mayo pasado, y 5 del mes en curso, con asistencia de los honorables senadores señores Jovino Novoa Vásquez (Presidente), José García Ruminot, Jorge Lavandero Illanes, Jaime Orpis Bouchón (Marco Cariola Barroilhet) y Jaime Gazmuri Mujica, y de los honorables diputados señores Francisco Encina Moriamez, Carlos Hidalgo González, Enrique Jaramillo Becker, Edgardo Riveros Marín (Eduardo 
Saffirio Suárez) y Gonzalo Uriarte Herrera.


Sala de la Comisión, a 12 de junio de 2002.


(Fdo.): FERNANDO SOFFIA CONTRERAS, Secretario”.

6.
Segundo Informe de la Comisión de Hacienda recaído en el proyecto de ley que modifica diversas disposiciones relativas a la Zona Franca de Iquique (Zofri). (boletín 
Nº 2770-05)
“Honorable Cámara:


La Comisión de Hacienda pasa a emitir este segundo informe relativo al proyecto de ley mencionado en el epígrafe, en conformidad a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 17 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, y en los artículos 220 y siguientes del Reglamento de la Corporación.

I. CONSTANCIAS PREVIAS.
1.
Tramitación.


En la sesión 6ª de la Sala de esta Corporación, de fecha 2 de abril de 2002, fue aprobado en general el proyecto y remitido a esta Comisión para su segundo informe.

2.
Artículos que no han sido objeto de indicaciones ni de modificaciones.


Los artículos 1º, 3º, 5º, 6º y 7º del proyecto.

3.
Artículos que deben ser aprobados con quórum especial.


Se mantiene el criterio del primer informe en cuanto el proyecto no requiere quórum especial para su aprobación.

4.
Artículos modificados.


El artículo 4º y el artículo único transitorio que se reemplaza por el segundo transitorio.

5.
Artículos nuevos introducidos.


Los artículos 2º, 8º, primero y segundo transitorio.

6.
Indicaciones retiradas por el Ejecutivo.


Las consignadas con el Nº 23-346, de fecha 14 de marzo de 2002.

7.
Indicaciones declaradas inadmisibles


La relacionada con el artículo 2º que pasó a ser artículo 3º, de diversos parlamentarios.

-o-


Asistieron a la Comisión durante el estudio de este segundo informe la señora Marta Tonda, coordinadora legislativa del Ministerio de Hacienda, y Verónica Carvajal, directivo del Departamento de Procesos Aduaneros de la Dirección Nacional de Aduanas, y los señores Alfonso Bórquez, asesor jurídico del Ministerio de Hacienda y Germán Fiblo, jefe del Departamento Normativo del Servicio de Aduanas.


II. DISCUSIÓN DEL PROYECTO.

En este segundo trámite reglamentario, se reiteró en la Comisión la impropiedad en que incurre el título del proyecto al referirse exclusivamente a la zona franca de Iquique, en circunstancias de que la iniciativa también dice relación con la zona franca de Punta Arenas. Siendo un aspecto no menor que incluso ha inducido a error a personeros de Gobierno, se solicitó a los representantes del Ejecutivo que, de ser posible, adoptaran las medidas necesarias para modificar el nombre del proyecto.


Las indicaciones que fueron objeto de análisis en la Comisión en este trámite dicen relación, por una parte, con la reposición que hizo el Ejecutivo de las indicaciones para sustituir el artículo 1º (letras a) y b)) y agregar un artículo 7º (corresponde al artículo 4º propuesto en la indicación Nº 88-345), que fueron rechazadas por esta Comisión en su primer informe, cuyo texto está contenido en la indicación Nº 23-346, de 14 de marzo de 2002, y que se transcriben a continuación:


“Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la partida 0009 del capítulo 0 del Arancel Aduanero:

a)
Sustitúyese la glosa de la Subpartida 0009.0200 por la siguiente:


“Mercancías de propiedad de cada viajero proveniente de Zona Franca o Zona Franca de Extensión; o adquiridas en los Almacenes de Venta Libre establecidos en la ley 
Nº 19.288, para su ingreso al país, por pasajeros provenientes del extranjero, en ambos casos hasta por un valor de adquisición de US$ 500, según boletas o facturas y sin carácter comercial.”.

b)
Agrégase, a la Nota Legal Nº 6 de la partida 0009 del Capítulo 0 del Arancel Aduanero, el siguiente inciso final:


“El concepto de equipaje de esta nota es aplicable tanto a los viajeros que provengan del extranjero, como a aquellos que provengan de zona franca o zona franca de extensión.”.


La otra indicación agrega el siguiente artículo nuevo:


“Artículo 7º.- Sustitúyese, a contar de la entrada en vigencia de la letra a) del artículo 1º de la presente ley, en el número 14 de la letra B del artículo 12 del decreto ley Nº 825, de 1974, la expresión “Subpartidas 0009.03, 0009.04 y 0009.05” por la expresión “Subpartidas 0009.0200, 0009.0300, 0009.04 y 0009.05.”.


En el debate de la Comisión se reiteró el planteamiento de ésta en el sentido de que un valor de adquisición de US $ 500 sería insuficiente como mecanismo de incentivo.


Los diputados señores Pérez, don Ramón, y Rossi, don Fulvio, enfatizaron que el Gobierno debía asumir un compromiso más efectivo con la zona franca de Iquique, frente a las medidas que están adoptando los países vecinos y propusieron subir el referido tope a 
US$ 1.000.


La señora Marta Tonda sostuvo que los US$ 500 era un valor arbitrario pero que, sin embargo, se hacía necesario fijar un límite a la gran cantidad de peticiones formuladas en torno a esta iniciativa. Manifestó que estudiarían la posibilidad de aumentar el monto establecido en los términos solicitados.


Los diputados señores Álvarez, Dittborn, Pérez, don Ramón, y Von Mühlenbrock, formularon una indicación para agregar, en el artículo 2º del proyecto de ley, entre el término “wagons” y “para los efectos de lo dispuesto...”, la frase “y otros vehículos”, la que fue declarada inadmisible por el Presidente de la Comisión por significar una mayor franquicia.


El Ejecutivo presentó varias indicaciones con fecha 10 de junio de 2002 (Nº 008-347) que recogen las observaciones planteadas en la Comisión, durante el segundo trámite reglamentario, y cuyo tenor es el siguiente:

1)
Para sustituir la suma de la iniciativa por la siguiente:


“Proyecto de ley que introduce modificaciones a la legislación sobre Zonas Francas.”.

2)
Para agregar el siguiente artículo 2º, pasando los actuales artículos 2º, 3º, 4º, 5º y 6º a ser artículos 3º, 4º, 5º, 6º y 7º, respectivamente:


“Artículo 2º.- El valor en dólares a que se refiere la partida 0009.0200 del Capítulo 0 del Arancel Aduanero referido a los viajeros de Zona Franca o Zona Franca de Extensión, se reajustará cada tres años, mediante decreto supremo expedido por medio del Ministerio de Hacienda. Dicho reajuste se efectuará, de acuerdo con la variación experimentada por el Índice Oficial de Precios al por Mayor de los Estados Unidos de América en el período de 36 meses contados hacia atrás a partir del 1 de mayo del año en que se las practique. El nuevo valor se completará a la decena más cercana al monto que resulte del procedimiento descrito.”.

3)
Para reemplazar el actual artículo 3º, que ha pasado a ser 4º, por el siguiente:


“Artículo 4º.- Sustitúyese el artículo 32 de la ley Nº 19.420, por el siguiente:


“Artículo 32.- El valor tope en dólares para la importación de automóviles y station wagons, relativo a las franquicias del artículo 35 de la ley Nº 13.039, será de US $ 12.000,00 (doce mil dólares de los Estados Unidos de América), el que se incrementará en un 15% para accesorios opcionales. Dicho valor tope se reajustará anualmente en la forma prevista en el inciso vigésimo cuarto del citado artículo.”.”.

4)
Para agregar el siguiente artículo 9º:


“Artículo 9º.- Sustitúyese, en el número 14 de la letra B del artículo 12 del decreto ley 
Nº 825, de 1974, la expresión “Subpartidas 0009.03, 0009.04 y 0009.05” por la expresión “Subpartidas 0009.0200, 0009.0300, 0009.04 y 0009.05”.

5)
Para reemplazar el artículo único transitorio, por los siguientes artículos primero y segundo transitorios:


“Artículo primero transitorio.- El valor en dólares a que se refiere la partida 0009.0200 del Capítulo 0 del Arancel Aduanero referido a los viajeros de Zona Franca o Zona Franca de Extensión, señalado en el artículo 2º de esta ley, se reajustará, por primera vez, el 1 de julio de 2006, en la forma prevista en el citado artículo.


Artículo segundo transitorio.- El nuevo texto del artículo 32 de la ley Nº 19.420, sustituido por esta ley, regirá a contar del día primero del mes siguiente al de su publicación.”.


Junto a esta indicación se acompañó por el Ejecutivo una minuta explicativa de las modificaciones propuestas y que, en lo sustancial, señala que junto con elevar el tope de 
US $ 500 a US $ 1.000 del valor de adquisición de las mercancías eximidas de impuestos, de propiedad de cada viajero proveniente de zona franca o zona franca de extensión o para su ingreso al país por pasajeros provenientes del extranjero, se establece un procedimiento de reajustabilidad, sobre la base del índice oficial de precios al por mayor de Estados Unidos, cada tres años, que se materializará a través de un decreto dictado por el Ministerio de Hacienda.


Sometidas a votación las indicaciones precedentes fueron aprobadas por unanimidad, siendo retiradas las signadas con el Nº 23-346, de 14 de marzo de 2002.


III. INFORME FINANCIERO COMPLEMENTARIO.

Con fecha 13 de junio de 2002, se entregó a la Comisión un informe financiero relativo a la indicación Nº 008-347, la cual tiene por objeto principal eximir del IVA al monto vigente de la franquicia arancelaria para viajeros que se desplazan desde zona franca al resto del país y que asciende a US $ 1.000 (mil dólares). El proyecto original consideraba la exención del IVA pero reduciendo el monto máximo de la franquicia a US $ 500 (quinientos dólares).


Se precisa que el costo fiscal indicado en el Informe Financiero del proyecto respecto de este beneficio fue calculado considerando que el total estimado del IVA recaudado actualmente constituirá un menor ingreso para el Fisco, representando el efecto fiscal directo. La estimación no considera los efectos fiscales indirectos (desplazamiento de consumo, mayor actividad en la zona, etcétera), por ser de difícil cuantificación.


En consecuencia, el aumento del monto exento de IVA desde US $ 500 a US $ 1.000 mantendrá el mismo costo fiscal directo, pero incrementaría el costo fiscal indirecto, el que al igual que los eventuales beneficios indirectos de la nueva franquicia, no han sido estimados.


Finalmente, señala que no obstante las nuevas indicaciones, el Informe Financiero presentado anteriormente por la Dirección de Presupuestos sigue siendo válido.

IV. CONCLUSIÓN.

En virtud de lo antes expuesto y de los antecedentes que dará a conocer oportunamente el señor diputado informante, la Comisión de Hacienda recomienda la aprobación del siguiente:

PROYECTO DE LEY
SUMA

Proyecto de ley que introduce modificaciones a la legislación sobre Zonas Francas.


“Artículo 1º.- Agrégase, a la Nota Legal Nº 6 de la Partida 0009 del Capítulo 0 del Arancel Aduanero, el siguiente inciso final:


“El concepto de equipaje de esta nota es aplicable tanto a los viajeros que provengan del extranjero, como a aquéllos que provengan de zona franca o zona franca de extensión.”.


Artículo 2º.- El valor en dólares a que se refiere la partida 0009.0200 del Capítulo 0 del Arancel Aduanero referido a los viajeros de zona franca o zona franca de extensión, se reajustará cada tres años, mediante decreto supremo expedido por medio del Ministerio de Hacienda. Dicho reajuste se efectuará, de acuerdo con la variación experimentada por el índice oficial de precios al por mayor de los Estados Unidos de América en el período de 36 meses contados hacia atrás a partir del 1 de mayo del año en que se las practique. El nuevo valor se completará a la decena más cercana al monto que resulte del procedimiento descrito.


Artículo 3º.- Derógase, a contar del primero del mes siguiente al de publicación de la presente ley, el valor tope en dólares aplicable a la importación de automóviles y station wagons para los efectos de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº 341, de 1977, del Ministerio de Hacienda.



Artículo 4º.- Sustitúyese el artículo 32 de la ley Nº 19.420, por el siguiente:


“Artículo 32.- El valor tope en dólares para la importación de automóviles y station wagons, relativo a las franquicias del artículo 35 de la ley Nº 13.039, será de US $ 12.000,00 (doce mil dólares de los Estados Unidos de América), el que se incrementará en un 15% para accesorios opcionales. Dicho valor tope se reajustará anualmente en la forma prevista en el inciso vigésimo cuarto del citado artículo.”.


Artículo 5º.- Agrégase, en el artículo 32 de la Ordenanza de Aduanas, contenida en el DFL Nº 2, de 1998, de Hacienda, el siguiente inciso final:


“El concepto de equipaje de este artículo es aplicable tanto a los viajeros que provengan del extranjero, como a aquéllos que provengan de zona franca o zona franca de extensión.”.


Artículo 6º.- Suprímese, en el inciso tercero del artículo 13 de la ley Nº 18.846, la frase que sigue a la palabra “constituir” hasta el vocablo “ley” antes del punto aparte (.).


Artículo 7º.- Introdúcense, en el artículo 13 del DFL Nº 341, de 1977, del Ministerio de Hacienda, las siguientes modificaciones:

a)
Suprímese la frase que sigue al vocablo “nacional” y hasta el punto seguido (.), junto con la coma (,) que la antecede.

b)
Agréganse los siguientes incisos segundo, tercero y cuarto:


“La enajenación por la Sociedad Administradora, de parte de la porción del territorio entregado en concesión que fuere de su propiedad, deberá ser informada al Ministerio de Hacienda. En todo caso, y sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso siguiente, los terrenos enajenados deberán seguir destinándose a los fines propios de la zona franca.


A solicitud de la Sociedad Administradora, la que deberá acreditar la conformidad de los usuarios que pudieran verse afectados, se podrá excluir, mediante decreto supremo, expedido a través del Ministerio de Hacienda del área de zona franca, y en consecuencia de sus beneficios y cargas, determinadas porciones de territorio, en la medida que no se altere el carácter unitario de ésta, según lo dispone la letra a) del artículo 2º de esta ley. El mismo decreto supremo que disponga la desafectación deberá fijar los nuevos deslindes de la zona franca.


La desafectación a que se refiere el inciso anterior liberará al Estado, respecto del territorio respectivo, de las obligaciones a que se refiere el inciso final del artículo 11 de la ley 
Nº 18.846.”.


Artículo 8º.- Sustitúyese, en el número 14 de la letra B del artículo 12 del decreto ley 
Nº 825, de 1974, la expresión “Subpartidas 0009.03, 0009.04 y 0009.05” por la expresión “Subpartidas 0009.0200, 0009.0300, 0009.04 y 0009.05”.


Artículo primero transitorio.- El valor en dólares a que se refiere la partida 0009.0200 del Capítulo 0 del Arancel Aduanero referido a los viajeros de zona franca o zona franca de extensión, señalado en el artículo 2º de esta ley, se reajustará, por primera vez, el 1 de julio de 2006, en la forma prevista en el citado artículo.


Artículo segundo transitorio.- El nuevo texto del artículo 32 de la ley Nº 19.420, sustituido por esta ley, regirá a contar del día primero del mes siguiente al de su publicación.”.


Sala de la Comisión, a 14 de junio de 2002.


Acordado en sesión de fecha 7 de mayo de 2002, con la asistencia de los diputados señores Lorenzini, don Pablo (Presidente); Alvarado, don Claudio (Pérez, don Ramón); Álvarez, don Rodrigo; Cardemil, don Alberto; Dittborn, don Julio; Escalona, don Camilo; Hidalgo, don Carlos; Jaramillo, don Enrique; Lagos, don Eduardo (Rossi, don Fulvio); Olivares, don Carlos; Ortiz, don José Miguel; Tohá, señora Carolina (Tuma, don Eugenio), y Von 
Mühlenbrock, don Gastón.


Se designó diputado informante al señor Álvarez, don Rodrigo.


(Fdo.): JAVIER ROSSELOT JARAMILLO, Abogado Secretario de la Comisión”.

7.
Informe complementario al segundo informe de la Comisión de Economía, Fomento y Desarrollo recaído en el proyecto que modifica la ley Nº 19.039, que establece normas aplicables a los privilegios industriales y protección de los derechos de propiedad industrial. (boletín Nº 2416-03-3)

“Honorable Cámara:


Vuestra Comisión de Economía, Fomento y Desarrollo pasa a dar cumplimiento a lo acordado por la Corporación, con fecha 5 de junio de 2002, en orden a emitir un informe complementario. 


Se hace presente que esta iniciativa legal tiene urgencia calificada de “simple”.

-o-

CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS PREVIAS
I.
La Comisión acordó que los artículos, que a continuación se indican, corresponde que sean votados por la Cámara con quórum especial, por ser normas de carácter orgánico constitucional, y se refieren a modificaciones de textos de la ley de organización y atribuciones de los tribunales de justicia, a que alude el artículo 74 de la Constitución Política de la República:


Artículo único: numerales 8), letra a); 9); 10) en lo referido al artículo 17 bis B; 11) en lo referido al artículo 17 bis C y 17 bis D; 25); 34) en lo referido al artículo 51 bis B, números 1 y 3, al artículo 51 bis C y al artículo 51 bis D; 33) en lo referido al artículo 72; 39) en lo referido al artículo 104; y 40) en lo referido al artículo 107 y 109.

II.
Numerales del Artículo Único que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones.


Los siguientes numerales no fueron objeto de indicaciones ni modificaciones: 1); 2); 3); 4); 5); 6) en lo referido a los artículos 4, 6, 8, 11 y 12; 7); 10) -en lo referido al artículo 17 bis A-; 11) -en lo referido al artículo 17 bis E-; 12); 13); 14) en lo referido a los artículos 18 bis A, 18 bis B, 18 bis D, 18 bis E y 18 bis F; 15) 16) en lo referido a los artículos 19 bis A, 19 bis B, 19 bis C, 19 bis D y 19 bis E; 17); 18); 19); 20); 21); 22); 23) en lo referente a los artículos 29 y 30; 24); 26); 27); 28) en lo referente a los artículos 33, 38, 39, 42 y 43; 29); 30); 31); 32); 33) en lo referente a los artículos 50, 53, 58, 59, 61, 62, 63, 64, 65, 66, 67, 68, 69, 70 y 71; 34) en lo referente al artículo 51 bis A; 35); 36) artículos 62 bis y 62 bis A-; 37); 38); 39); 41); 42) que corresponde al numeral 43 del proyecto de ley aprobado en primer informe.


Tampoco fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones los numerales 8) letra a; 9); 10) sólo artículo 17 bis B; 11) artículos 17 bis C y 17 bis D; 33) artículo 72; 39) sólo artículo 104; pero por referirse a disposiciones de carácter orgánico constitucional, deben ser votadas en particular.

III. Numerales suprimidos del artículo único.


En el numeral 40), se suprime el artículo 130 del proyecto de ley aprobado por la Comisión en el primer informe. Asimismo, se suprime el numeral 42) del proyecto de ley aprobado en primer informe.

IV. Artículos modificados.


Fueron modificados los siguientes numerales del artículo único: 6) referido a los artículos 5º, 7º, 9º y 10; 14) referido al artículo 18 bis C; 23) referido al artículo 28; 25) referido al artículo 31 bis; 28) referido al artículo 37; 33) referido a los artículos 51 y 52; 34) referido a los artículos 51 bis B, 51 bis C y 51 bis D; 40) referido a los artículos 117, 120 y 130.

IV. Indicaciones rechazadas.


Fueron rechazadas las indicaciones a los siguientes numerales: 6) respecto del artículo 5º; 23) respecto al artículo 28; 25) respecto al artículo 31 bis; 33) respecto al artículo 51; 34) respecto al artículo 51 bis B, 51 bis C, 51 bis D y 52; 40) respecto al título X -artículos 106 a 131-.
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El presente informe complementario tiene por objeto fundamental conocer una indicación presentada por los diputados señores Tuma, Saffirio, Rossi, Galilea, don Pablo, Hidalgo, Uriarte, Walker, Encina, Vargas y Correa, para eliminar el numeral 42) que figura en el proyecto propuesto para su aprobación en el segundo informe de la Comisión, por las razones que se pasan a explicar.


La norma contemplada en el mencionado numeral 42) del artículo único del proyecto de ley, nació de una indicación firmada por varios señores diputados, a sugerencia del ex jefe del Departamento de Propiedad Industrial del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción y que fue aprobada sin debate, por asentimiento unánime, en el primer trámite reglamentario.


En un estudio más acabado de esta materia, se ha estimado inconducente mantener ese numeral, que contiene los artículos transitorios de la ley Nº 19.039, toda vez que son los mismos que ya contempla la referida ley, la cual seguirá vigente, pero con las modificaciones que se introduzcan una vez aprobado el proyecto de ley en estudio -el cual a su vez tendrá disposiciones transitorias-. Asimismo, cabe hacer presente que varias de las disposiciones transitorias de la ley Nº 19.039 ya perdieron su vigencia por haber cumplido el objetivo para el cual fueron dictadas.


En consecuencia, la Comisión acordó, por unanimidad, proponer eliminar del proyecto en estudio, el numeral 42), que dispone incorporar los artículos transitorios de la ley Nº 19.039.


En concordancia con lo aprobado, el numeral 43) consignado en el segundo informe, que señala “Incorpóranse los siguientes artículos transitorios” pasa a ser numeral 42) y lleva como título “artículos transitorios”.

-o-


Para una mejor comprensión de lo aprobado, la Comisión de Economía, Fomento y Desarrollo os propone que aprobéis el siguiente:

PROYECTO DE LEY

“Articulo Único.- Introdúcense las modificaciones que a continuación se indican a la ley Nº 19.039, publicada en el Diario Oficial de 21 de enero de 1991, que establece normas aplicables a los privilegios industriales y protección de los derechos de propiedad industrial.

1)
Reemplázase la denominación de esta ley y de los Títulos I, III y VI por “Ley de Propiedad Industrial”, “Disposiciones Preliminares”, “De las Invenciones” y “De las Invenciones en Servicio”, respectivamente.

2)
Incorpórase el siguiente parágrafo, a continuación del Título I:

“Párrafo 1º

DEL ÁMBITO DE APLICACIÓN”
3)
Sustitúyase el artículo 1º, por el siguiente:


“Artículo 1º.- Las normas relativas a la existencia, alcance y ejercicio de los derechos de propiedad industrial, se regirán por la presente ley. Los derechos comprenden las marcas, las patentes de invención, los modelos de utilidad, los dibujos y diseños industriales, los esquemas de trazado o topografías de circuitos integrados, indicaciones geográficas y denominaciones de origen y otros títulos de protección que la ley pueda establecer. 


Asimismo, esta ley tipifica las conductas consideradas desleales en el ámbito de la protección de la información no divulgada.”.

4)
Para agregar un inciso segundo nuevo al artículo 2º de la ley vigente, del siguiente tenor:


“Los derechos de propiedad industrial que en conformidad a la ley sean objeto de inscripción, adquirirán plena vigencia a partir de su registro, sin perjuicio de los derechos que le correspondan al solicitante.”.

5)
Incorpórase el siguiente parágrafo en el Título I, antes del artículo 4º:

“Párrafo 2º

DE LOS PROCEDIMIENTOS GENERALES DE OPOSICIÓN Y REGISTRO”
6)
Sustitúyanse los artículos 4º al 12, por los siguientes:


“Artículo 4º.- Presentada y aceptada a tramitación una solicitud de registro, será obligatoria la publicación de un extracto de ésta en el Diario Oficial, en la forma y plazos que determine el reglamento. Los errores de publicación que a juicio del Jefe del Departamento de Propiedad Industrial no sean sustanciales, podrán corregirse mediante una resolución dictada en el expediente respectivo. En caso de errores sustanciales se debe ordenar una nueva publicación dentro de diez días a contar de la primera publicación.


Artículo 5º.- Cualquier interesado podrá formular oposición a la solicitud de marca, patente de invención, modelo de utilidad, dibujo y diseño industrial, esquema de trazado o topografía de circuitos integrados e indicaciones geográficas y denominaciones de origen. La oposición deberá presentarse dentro del plazo de 30 días contado desde la fecha de la publicación del extracto respectivo.


El plazo señalado en el inciso anterior será de 45 días tratándose de solicitudes de patentes de invención, esquemas de trazado o topografías de circuitos integrados e indicaciones geográficas y denominaciones de origen. 


Artículo 6º.- Vencidos los plazos señalados en el artículo anterior, el Jefe del Departamento de Propiedad Industrial ordenará la práctica de un informe pericial respecto de las solicitudes de patentes de invención, modelos de utilidad, dibujos y diseños industriales y esquemas de trazado o topografías de circuitos integrados, con el objeto de verificar si cumplen las exigencias establecidas en los artículos 32, 56, 62 y 75 de esta ley, según corresponda.


Artículo 7º.- Ordenado el informe pericial, éste deberá evacuarse dentro del plazo de 60 días contado desde la aceptación del cargo. Este plazo podrá ampliarse hasta por otros 60 días, en aquellos casos en que, a juicio del Jefe del Departamento de Propiedad Industrial, así se requiera.


El informe del perito será puesto en conocimiento de las partes, las que dispondrán de 60 días, contado desde la notificación, para formular las observaciones que estimen convenientes. Este plazo se podrá ampliar por una sola vez durante el procedimiento, a solicitud del interesado hasta por 60 días. De las observaciones de las partes se dará traslado al perito para que, en un plazo de 60 días, responda a dichas observaciones.


Artículo 8º.- Decretado el examen pericial, el solicitante deberá acreditar dentro de los 60 días siguientes el pago del arancel correspondiente. En caso de no efectuarse el pago dentro de este plazo, la solicitud se tendrá por abandonada. En casos calificados, a solicitud del perito, el Jefe del Departamento de Propiedad Industrial fijará un monto específico para cubrir los gastos útiles y necesarios para su desempeño, cifra que deberá pagar el solicitante dentro de los 30 días siguientes. Dicho costo será de cargo del solicitante de la patente de invención, modelo de utilidad, dibujo o diseño industrial, esquema de trazado o topografía de circuitos integrados o del demandante de nulidad de estos derechos.


Artículo 9º.- En los procedimientos en que se hubiere deducido oposición se dará al solicitante traslado de ella por el plazo de 30 días, para el caso de marcas, modelos de utilidad, dibujos y diseños industriales, y por el plazo de 45 días para el caso de patentes de invención, esquemas de trazado o topografías de circuitos integrados e indicaciones geográficas y denominaciones de origen, para que haga valer sus derechos.


Artículo 10.- Si hubiere hechos sustanciales, pertinentes y controvertidos se recibirá la causa a prueba por el término de 45 días, excepto para el caso de marcas, en cuyo caso el plazo será de 30 días.


El término probatorio podrá prorrogarse hasta por 30 días, en casos calificados. 


Artículo 11.- Los plazos de días establecidos en esta ley y sus normas reglamentarias, son fatales y de días hábiles. Para estos efectos, el día sábado se considera inhábil.


Los plazos, a los cuales hace referencia el inciso anterior, expirarán en el tiempo que establezca su reglamento.


Artículo 12.- Las partes podrán hacer uso de todos los medios de prueba señalados en el Código de Procedimiento Civil, con exclusión de la testimonial, y de los habituales en este tipo de materias. Asimismo, les será aplicable lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 64 del citado Código, y no procederá la acumulación de autos”.


7)
Reemplázase el artículo 14, por el siguiente:


“Artículo 14.- Los derechos de propiedad industrial son transmisibles por causa de muerte y podrán ser objeto de toda clase de actos jurídicos, los que deberán constar por escritura pública y se anotarán en extracto al margen del registro respectivo.


No obstante, tratándose de cesiones de solicitudes de inscripción de derechos industriales, bastará un instrumento privado suscrito ante notario público y no será necesaria su anotación posterior. En todo caso, las marcas comerciales son indivisibles y no pueden transferirse parcial y separadamente ninguno de los elementos o características del signo distintivo amparados por el título. En cambio, puede transferirse parcialmente una marca amparada en un registro, abarcando una o más de las coberturas para las que se encuentra inscrita y no relacionada, permaneciendo el resto del registro como propiedad de su titular.


Tratándose de indicaciones geográficas y denominaciones de origen, se estará a lo establecido por el artículo 92 de esta ley”.

8)
Intercálase el siguiente numeral nuevo, para modificar el artículo 16 de la ley vigente:


“a) Modifícase el inciso primero de la siguiente manera:


Los delitos establecidos en la presente ley son de acción pública previa instancia particular, se substanciarán de acuerdo con las normas del juicio ordinario sobre crimen o simple delito y serán conocidos por el juez del crimen competente.


b) Reemplázase en el inciso segundo la oración “en conciencia” por la siguiente: “según las reglas de la sana crítica”.”

9)
Sustitúyase el artículo 17, por el siguiente:


“Artículo 17.- Los procedimientos de oposición, nulidad, caducidad por falta de uso del registro o de transferencias, así como cualquier reclamación relativa a su validez o efectos, o a los derechos de propiedad industrial en general, se substanciarán ante el Jefe del Departamento de Propiedad Industrial, ajustándose a las formalidades que se establecen en esta ley y a las que disponga el reglamento.


El fallo que dicte será fundado y en su forma deberá atenerse, en cuanto sea posible, a lo dispuesto en el artículo 170 del Código de Procedimiento Civil”.

10) Intercálanse, a continuación del artículo 17, los siguientes artículos nuevos:


“Artículo 17 bis A.- Dentro de quince días contados desde la fecha de su notificación, tanto en primera como segunda instancia, podrán corregirse, de oficio o a petición de parte, las resoluciones recaídas en procedimientos en los cuales haya mediado oposición que contengan o se funden en manifiestos errores de hecho. Tratándose de resoluciones recaídas en procedimientos en los cuales no haya mediado oposición, éstas podrán corregirse de la misma forma, hasta transcurrido el plazo establecido para la apelación de la resolución que pone término al procedimiento de registro.


Artículo 17 bis B.- En contra de las resoluciones dictadas en primera instancia por el Jefe del Departamento de Propiedad Industrial, haya o no mediado oposición, procederá el recurso de apelación. Deberá interponerse en el plazo de quince días, contado desde la notificación de la resolución, para ser conocido por el Tribunal de Propiedad Industrial.


El recurso de apelación se entenderá concedido en ambos efectos y procederá en contra de las resoluciones que tengan el carácter de definitivas o interlocutorias”.

11) Intercálase el siguiente parágrafo nuevo, a continuación del artículo 17 bis B:


“Párrafo 3º

DEL TRIBUNAL DE PROPIEDAD INDUSTRIAL”

Artículo 17 bis C.- El Tribunal de Propiedad Industrial estará integrado por tres Ministros Titulares, tres Suplentes y tres Alternos, designados cada dos años por el ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción, según la forma de que trata el inciso siguiente.


Un miembro titular, uno suplente y uno alterno, serán de libre designación del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción; un miembro titular, uno suplente y uno alterno que deberán pertenecer al cuerpo de abogados del Consejo de Defensa del Estado, serán propuestos por su Presidente, y un miembro titular, uno suplente y uno alterno, serán elegidos de entre una nómina de cinco candidatos propuesta por la Corte de Apelaciones de Santiago, compuesta por personas que se hayan desempeñado como Ministros o Abogados Integrantes de cualquier Corte de Apelaciones del país.


Los miembros titulares, suplentes y alternos cesarán en sus funciones al cumplir 75 años de edad.


Artículo 17 bis D.- El Tribunal de Propiedad Industrial podrá funcionar en dos Salas si fuere menester, contará con dos relatores y un secretario-abogado quien, además de las funciones propias de su cargo, desempeñará la Jefatura del Tribunal en el orden administrativo y, en caso necesario, ejercerá también la función de relator.


Cuando el Tribunal de Propiedad Industrial deba conocer asuntos que requieran de algún conocimiento especializado, podrá designar un perito técnico, cuyo costo será asumido por la parte apelante.


El Tribunal de Propiedad Industrial sesionará las veces que sea necesario, según él mismo lo determine. 


El reglamento establecerá la modalidad de funcionamiento de este Tribunal y su apoyo administrativo.


Artículo 17 bis E.- Los integrantes del Tribunal de Propiedad Industrial serán remunerados con cargo al presupuesto del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, por asistencia a cada sesión, en la forma que establezca el reglamento que, en todo caso, también será suscrito por el ministro de Hacienda. Dicha remuneración será compatible con cualquier otra de origen fiscal”.

12) Intercálase el siguiente parágrafo, nuevo, a continuación del artículo 17 bis E:

“Párrafo 4º

DEL PAGO DE DERECHOS”
13) Sustitúyase el artículo 18, por el siguiente:


“Artículo 18.- La concesión de patentes de invención, modelos de utilidad, de dibujos y diseños industriales y de esquemas de trazado o topografías de circuitos integrados, estará sujeta al pago de un derecho equivalente a dos unidades tributarias mensuales para cada cinco años de concesión del derecho. Al presentarse la solicitud, deberá pagarse el equivalente a una unidad tributaria mensual, sin lo cual no se le dará trámite. Aceptada la solicitud, se completará el pago del derecho de los primeros diez años para las patentes de invención y de los primeros cinco años para el caso de los modelos de utilidad, dibujos y diseños industriales y esquemas de trazado o topografías de circuitos integrados.


Si la solicitud fuere rechazada, la cantidad pagada quedará a beneficio fiscal.


El pago de los derechos correspondientes al segundo decenio o quinquenio, según se trate de patentes de invención, modelos de utilidad, dibujos y diseños industriales o esquemas de trazado o topografías de circuitos integrados, deberá efectuarse antes del vencimiento del primer decenio o quinquenio o dentro de los seis meses siguientes a la expiración de dicho plazo, con una sobretasa de 20% por cada mes o fracción de mes contados a partir del primer mes del plazo de gracia. En caso de no efectuarse el pago dentro del término señalado, los derechos a los cuales hace referencia este artículo, caducarán”.

14) Intercálanse, a continuación del artículo 18, los siguientes artículos nuevos:


“Artículo 18 bis A.- Los solicitantes de los derechos a que hace referencia el artículo anterior que carezcan de medios económicos podrán acceder al registro sin necesidad de satisfacer derechos pecuniarios de ninguna clase. Para optar a dicho beneficio, junto con la solicitud respectiva, el solicitante deberá acompañar una declaración jurada de carencia de medios económicos, además de los documentos exigidos por el reglamento de esta ley.


Una vez concedido el beneficio el titular no deberá satisfacer los pagos a que hace referencia el inciso primero del artículo 18, difiriendo lo que se hubiere dejado de pagar para los años sucesivos según lo determine el reglamento. En el registro se anotará el aplazamiento y la obligación de pagar la cantidad diferida. Esta obligación recaerá sobre quienquiera sea el titular del registro.


En cuanto al costo del informe pericial a que hace referencia el artículo 6º de esta ley, igualmente quedará diferido, debiendo el Jefe del Departamento de Propiedad Industrial designar a un perito perteneciente al registro que al efecto lleva el Departamento según el sistema de turnos establecido por el reglamento de esta ley. El perito estará obligado a aceptar el cargo bajo sanción de ser eliminado del registro, a la vez que desempeñarlo con la debida diligencia y prontitud. Igualmente se anotará en el registro el nombre del perito que evacuó el informe y los honorarios devengados, debiendo ser pagados al tiempo que establezca el reglamento por quien aparezca como titular del registro.


Artículo 18 bis B.- La inscripción de marcas comerciales, indicaciones geográficas y denominaciones de origen, estarán afectas al pago de un derecho equivalente a tres unidades tributarias mensuales. Al presentarse la solicitud, deberá pagarse el equivalente a una unidad tributaria mensual, sin lo cual no se le dará trámite. Aceptada la solicitud, se completará el pago del derecho y, si es rechazada, la cantidad pagada quedará a beneficio fiscal.


La renovación de registros de marcas estará sujeta al pago del doble del derecho contemplado en el inciso anterior. El pago podrá efectuarse dentro de los seis meses siguientes al vencimiento del registro, con una sobretasa de 20% por cada mes o fracción de mes contados a partir del primer mes de expiración del plazo establecido en el artículo 24 de esta ley. 


Tratándose de indicaciones geográficas o denominaciones de origen, éstas no estarán afectas al pago de renovación establecido para las marcas comerciales en el inciso anterior.


Artículo 18 bis C.- La presentación de oposiciones y apelaciones estarán afectas al pago de un derecho equivalente a dos unidades tributarias mensuales. A la presentación deberá acompañarse el comprobante de pago respectivo. De ser aceptada la oposición o la apelación, el Departamento de Propiedad Industrial, o el Tribunal de Propiedad Industrial, en su caso, ordenarán la devolución del monto consignado de acuerdo al procedimiento que señale el reglamento.


Artículo 18 bis D.- La inscripción de las transferencias de dominio, licencias de uso, prendas y cambios de nombre y cualquier otro tipo de gravámenes que puedan afectar a una patente de invención, modelo de utilidad, dibujos y diseño industrial, marca comercial o esquema de trazado o topografía de circuitos integrado, se efectuará previo pago de un derecho equivalente a una unidad tributaria mensual. Los actos señalados no serán oponibles a terceros mientras no se proceda a su inscripción en el Departamento de Propiedad Industrial. 


Artículo 18 bis E.- Los derechos establecidos en los artículos anteriores, serán a beneficio fiscal, debiendo acreditarse su pago dentro de los 60 días contados desde la fecha que quede ejecutoriada la resolución que autoriza la inscripción en el registro respectivo, sin lo cual se tendrá por abandonada la solicitud, procediéndose a su archivo. 


Dicha resolución deberá notificarse por carta certificada en la forma y condiciones que establezca el reglamento.


Artículo 18 bis F.- Los registros de marcas comerciales que distingan servicios y se encuentren limitados a una o más provincias, se entenderán extensivos a todo el territorio nacional.


Los registros de marcas comerciales efectuados por provincias para amparar establecimientos comerciales, se entenderá que cubren toda la región o regiones en que se encuentren comprendidas las provincias respectivas.


Los titulares de los registros a que se refieren los dos incisos precedentes que, por efectos de este artículo, amplíen el ámbito territorial de protección de sus marcas, no podrán prestar servicios o instalar establecimientos comerciales amparados por dichas marcas en las mismas provincias para las cuales se encuentren inscritas marcas iguales o semejantes respecto a servicios o establecimientos del mismo giro, bajo apercibimiento de incurrir en la infracción contemplada en la letra a) del artículo 28 de esta ley”.

15) Sustitúyase el artículo 19, por el siguiente:


“Artículo 19.- Bajo la denominación de marca comercial, se comprende todo signo que sea susceptible de representación gráfica capaz de distinguir en el mercado productos, servicios o establecimientos industriales o comerciales. Tales signos podrán consistir en palabras, incluidos los nombres de personas, letras, números, elementos figurativos tales como imágenes, gráficos, símbolos, combinaciones de colores, así como también, cualquier combinación de estos signos. Cuando los signos no sean intrínsecamente distintivos, podrá concederse el registro si han adquirido distintividad por medio de uso en el mercado nacional.


Podrán también inscribirse las frases de propaganda o publicitarias, siempre que vayan unidas o adscritas a una marca registrada del producto, servicio o establecimiento comercial o industrial para el cual se vaya a utilizar. 


La naturaleza del producto o servicio al que la marca ha de aplicarse no será en ningún caso obstáculo para el registro de la marca”.

16) Intercálanse, a continuación del artículo 19, los siguientes artículos nuevos:


“Artículo 19 bis A.- La nulidad o caducidad, ya sea por no pago de los derechos de renovación o por falta de uso de la marca, producirán los mismos efectos respecto de las frases de propaganda adscritas al registro. En consecuencia, anulada o caducada una marca, el Departamento de Propiedad Industrial procederá a cancelar de oficio los registros de frases de propaganda dependientes de la marca anulada o caducada. De ello deberá dejarse constancia mediante la subinscripción marginal en el registro correspondiente.


Artículo 19 bis B.- Las frases de propaganda no se podrán ceder o transferir, salvo que se cedan o transfieran con el registro principal al cual adscriben.


Artículo 19 bis C.- Los registros de marcas que contengan signos, figuras, cifras, colores, vocablos prefijos, sufijos, raíces o segmentos de uso común o que puedan tener carácter genérico, indicativo o descriptivo, se entenderán que confieren protección a la marca en su conjunto y se concederán dejándose expresa constancia de que no se otorga protección a los referidos elementos aisladamente considerados.


Artículo 19 bis D.- La marca confiere a su titular el derecho exclusivo y excluyente de utilizarla en el tráfico económico en la forma que se le ha conferido y para distinguir los productos, servicios, establecimientos comerciales o industriales comprendidos en el registro.


Por consiguiente, el titular de una marca registrada podrá impedir que cualquier tercero, sin su consentimiento, utilice en el curso de las operaciones comerciales marcas idénticas o similares para productos, servicios o establecimientos comerciales o industriales que sean idénticos o similares a aquellos para los cuales se ha concedido el registro, y a condición de que el uso hecho por el tercero pueda inducir a error o confusión.


Cuando el uso hecho por el tercero se refiera a una marca idéntica para productos, servicios o establecimientos comerciales o industriales idénticos, se presumirá que existe confusión.


Artículo 19 bis E.- El derecho que confiere el registro de la marca no faculta a su titular para prohibir a terceros el uso de la misma respecto de los productos legítimamente comercializados en cualquier país con esa marca por dicho titular o con su consentimiento expreso, y a condición de que los productos y los envases que estuviesen en contacto con los terceros no hubiesen sufrido ninguna modificación, alteración o deterioro”.

17) Sustitúyase el artículo 20, por el siguiente:


“Artículo 20.- No podrán registrarse como marcas:

a)
Los escudos, las banderas u otros emblemas, las denominaciones o siglas de cualquier Estado, de las organizaciones internacionales y de los servicios públicos estatales.

b)
Las denominaciones técnicas o científicas respecto del objeto a que se las destina, las denominaciones comunes internacionales recomendadas por la Organización Mundial de la Salud y aquellas indicativas de acción terapéutica.

c)
El nombre, el seudónimo o el retrato de una persona natural cualquiera, salvo consentimiento dado por ella o por sus herederos, si hubiere fallecido. Sin embargo, serán susceptibles de registrarse los nombres de personajes históricos cuando hubieren transcurrido, a lo menos, 50 años de su muerte, siempre que no afecte su honor.


Con todo, no podrán registrarse nombres de personas cuando ello constituya infracción a las letras e), f), g) y h).

d)
Las que reproduzcan o imiten signos o punzones oficiales de control de garantías adoptados por un Estado, sin su autorización; y las que reproduzcan o imiten medallas, diplomas o distinciones otorgadas en exposiciones nacionales o extranjeras, cuya inscripción sea pedida por una persona distinta de quien las obtuvo.

e)
Las expresiones empleadas para indicar el género, naturaleza, origen, nacionalidad, procedencia, destinación, peso, valor o cualidad de los productos, servicios o establecimientos; las que sean de uso general en el comercio para designar cierta clase de productos, servicios o establecimientos, y las que no presenten carácter distintivo o describan los productos, servicios o establecimientos a que deban aplicarse.

f)
Las que se presten para inducir a error o engaño respecto de la procedencia, cualidad o género de los productos, servicios o establecimientos, comprendidas aquellas pertenecientes a distintas clases cuyas coberturas tengan relación o indiquen una conexión de los respectivos bienes, servicios o establecimientos.

g)
Las marcas iguales o que gráfica o fonéticamente se asemejen, en forma de poder confundirse con otras registradas en el extranjero para distinguir los mismos productos, servicios o establecimientos comerciales y/o industriales, siempre que ellas gocen de fama y notoriedad en el sector pertinente del público que habitualmente consume esos productos, demanda esos servicios o tiene acceso a esos establecimientos comerciales y/o industriales, en el país originario del registro.


Rechazado o anulado el registro por esta causal, el titular de la marca notoria registrada en el extranjero, dentro del plazo de 90 días, deberá solicitar la inscripción de la marca. Si así no lo hiciere, la marca podrá ser solicitada por cualquier persona, teniendo prioridad dentro de los 90 días siguientes a la expiración del derecho del titular extranjero, aquella a quien se le hubiere rechazado la solicitud o anulado el registro.


De igual manera, las marcas registradas en Chile que gocen de fama y notoriedad, podrán impedir el registro de otros signos idénticos o similares solicitados para distinguir productos, servicios o establecimiento comercial y/o industrial distintos y no relacionados, a condición, por una parte, que estos últimos guarden algún tipo de conexión con los productos, servicios o establecimiento comercial y/o industrial que distingue la marca notoriamente conocida y que, por otra parte, sea probable que esa protección lesione los intereses del titular de la marca notoria registrada. Para este caso, la fama y notoriedad se determinará en el sector pertinente del público que habitualmente consume esos productos, demanda esos servicios o tiene acceso a esos establecimientos comerciales y/o industriales en Chile.

h)
Aquellas iguales o que gráfica o fonéticamente se asemejen de forma que puedan confundirse con otras ya registradas o válidamente solicitadas con anterioridad para productos, servicios o establecimiento comercial y/o industrial idénticos o similares, pertenecientes a la misma clase o clases relacionadas.


Esta causal será igualmente aplicable respecto de aquellas marcas no registradas que estén siendo real y efectivamente usadas con anterioridad a la solicitud de registro dentro del territorio nacional. Rechazado o anulado el registro por esta causal, el usuario de la marca deberá solicitar su inscripción en un plazo de 90 días. Si así no lo hiciere, la marca podrá ser solicitada por cualquier persona, teniendo prioridad dentro de los 90 días siguientes a la expiración del derecho del usuario, aquella a quien se le hubiere rechazado la solicitud o anulado el registro.

i)
La forma o el color de los productos o de los envases, además del color en sí mismo.

j)
Las indicaciones geográficas y las denominaciones de origen, entendiéndose por tales las que identifiquen a un producto como originario de un país, región o localidad, cuando determinada calidad, reputación o característica del mismo se deba fundamentalmente al medio geográfico, comprendidos los factores naturales y humanos.

k)
Las contrarias al orden público, a la moral y a las buenas costumbres, comprendidas en éstas los principios de competencia leal y ética mercantil”.

18) Intercálase el siguiente artículo, nuevo, a continuación del artículo 20:


“Artículo 20 bis.- En el caso que una marca haya sido solicitada previamente en el extranjero, el interesado tendrá prioridad por el plazo de seis meses contado desde la fecha de su presentación en el país de origen, para presentar la solicitud en Chile”.


19) Reemplázanse los artículos 22 y 23, por los siguientes:


“Artículo 22.- Presentada una solicitud, el Conservador de Marcas verificará que se haya cumplido con las formalidades exigidas para la validez de la presentación. Si en este examen formal el Conservador de Marcas detectare algún error u omisión, apercibirá al interesado para que realice las correcciones o aclaraciones pertinentes dentro del término de 30 días, sin que por ello pierda su fecha de prioridad. De no mediar la corrección dentro del plazo señalado, la solicitud se tendrá por abandonada. De la resolución que declara abandonada la solicitud, se podrá reclamar ante el Jefe del Departamento de Propiedad Industrial de acuerdo a las normas generales. De no mediar la corrección o no aceptada la reclamación, la solicitud se tendrá por abandonada.


Si el Jefe del Departamento de Propiedad Industrial acepta a tramitación una solicitud, ella no podrá ser posteriormente rechazada de oficio por la misma razón y fundamento legal de que conoció tal funcionario por la vía de la reclamación.


Si para salvar la objeción de que ha sido objeto una solicitud se requiere la realización de otros trámites, el solicitante tiene derecho a pedir que se suspenda el procedimiento, hasta la conclusión de los mismos. Si los trámites que han servido de fundamento a la petición no se iniciaren dentro de 60 días, a partir de la fecha en que ello sea legalmente posible, la solicitud se tendrá por abandonada.


Vencido el plazo para deducir oposiciones, el Jefe del Departamento de Propiedad Industrial hará un análisis de fondo de la solicitud e indicará si existen causales para el rechazo de oficio de la petición.


De estas observaciones se dará traslado al solicitante quien deberá responderlas en el mismo plazo para contestar las oposiciones y conjuntamente con ellas si se hubieran presentado.


Vencido el plazo señalado y habiéndose cumplido con las demás diligencias ordenadas en el procedimiento, el Jefe del Departamento de Propiedad Industrial dictará su resolución final pronunciándose sobre la aceptación o rechazo de la solicitud. En este caso, la solicitud no podrá ser rechazada por una causal diferente de las contenidas en las oposiciones o en las observaciones del Jefe del Departamento de Propiedad Industrial.


Artículo 23.- Cada marca sólo podrá solicitarse para productos o servicios específicos y determinados, con la indicación de la o las clases del Clasificador Internacional a que pertenecen. 


Podrá solicitarse marcas para distinguir establecimientos comerciales o industriales de fabricación o comercialización asociados a productos específicos y determinados de una o varias clases; y frases de propaganda para aplicarse en publicidad de marcas ya inscritas”.

20) Intercálanse los siguientes artículos nuevos, a continuación del artículo 23:


“Artículo 23 bis A.- Para los efectos del pago de derechos, la solicitud o inscripción de una marca para productos y servicios se tendrá como una solicitud o registro distinto por cada clase, cualquiera sea el número de productos o servicios específicos incluidos en cada una. Lo establecido en el artículo anterior será igualmente aplicable a las diversas clases de productos comprendidos en la cobertura de los establecimientos industriales y comerciales. Dicho principio será extensivo tanto a los registros nuevos como a las renovaciones de los registros.


Artículo 23 bis B.- Los registros de marcas que distinguen productos, servicios y establecimientos industriales, tendrán validez para todo el territorio de la República. 


Los registros de marcas que protejan establecimientos comerciales servirán sólo para la región en que estuviere ubicado el establecimiento. Si el interesado quisiera hacer extensiva a otras regiones la propiedad de la misma marca, lo indicará en su solicitud de registro, debiendo pagar el derecho correspondiente a una solicitud y a una inscripción por cada región.


Artículo 23 bis C.- Si transcurridos cinco años a partir de la fecha de concesión del registro, la marca no hubiese sido objeto de un uso real y efectivo dentro del territorio nacional, por el titular o por un tercero con su consentimiento expreso, para los productos, servicios o establecimiento comercial y/o industrial, para los cuales haya sido concedida; o si dicho uso se hubiese suspendido de forma ininterrumpida por el mismo período de tiempo, ésta incurrirá en una causal de caducidad. Ésta podrá alegarse mediante el ejercicio de la acción pertinente, salvo que existan razones válidas que justifiquen el no uso de la misma. 


Se considerarán como razones válidas de falta de uso, las circunstancias que surjan independientemente de la voluntad del titular de la marca y que constituyan un obstáculo al uso de la misma.


En los procedimientos de caducidad por falta de uso, corresponderá al demandado probar el uso real y efectivo de la marca.


Artículo 23 bis D.- No obstante lo señalado en el artículo anterior, se considerará como uso:

a)
La utilización de la marca de manera diferente sin que por ello difiera sustancialmente de la forma en que originalmente fue registrada.

b)
La utilización de la marca para distinguir productos y servicios destinados única y exclusivamente con fines de exportación.


De igual manera, la utilización de una marca para un producto, servicio o establecimiento comercial y/o industrial servirá para acreditar el uso respecto de los productos y servicios relacionados pertenecientes o no a la misma clase del Clasificador Internacional”.

21) Reemplázase el artículo 27, por el siguiente:


“Artículo 27.- La acción de nulidad del registro de una marca prescribirá en el término de 5 años, contado desde la fecha del registro.


La referida acción de nulidad no prescribirá respecto de los registros obtenidos de mala fe. La mala fe se presume en el caso de inscripciones realizadas por terceros para marcas notoriamente conocidas”.

22) Intercálase el siguiente artículo, nuevo, a continuación del artículo 27:


“Artículo 27 bis.- Las disposiciones relativas a la nulidad son aplicables, en cuanto corresponda, a la acción de caducidad por falta de uso de la marca.


Sin perjuicio de lo anterior, la caducidad por falta de uso de la marca sólo producirá efectos desde el momento en que ésta haya sido declarada. Asimismo, respecto de ésta, no regirá el plazo de prescripción establecido para la acción de nulidad, pudiendo ejercerse siempre que se mantengan las condiciones establecidas para su ejercicio”.

23) Reemplázanse los artículos 28, 29 y 30, por los siguientes:


“Artículo 28.- Serán condenados a pagar una multa a beneficio fiscal, de 25 a 1.000 unidades tributarias mensuales:

a)
Los que maliciosamente usaren, con fines comerciales, una marca registrada igual o semejante a otra ya inscrita para los mismos productos, servicios o establecimientos o respecto de productos, servicios o establecimientos relacionados con aquellos que comprende la marca registrada.

b)
Los que defraudaren haciendo uso de una marca registrada.

c)
Los que por cualquier medio de publicidad, con fines comerciales, usaren o imitaren una marca registrada para los mismos productos, servicios o establecimientos o respecto de productos, servicios o establecimientos relacionados con aquellos que comprende la marca registrada, cometiendo defraudación.

d)
Los que usaren, con fines comerciales, una marca no inscrita, caducada o anulada, con las indicaciones correspondientes a una marca registrada o simulando aquéllas. 

e)
Los que comercialmente hicieren uso de envases o embalajes que lleven una marca registrada que no les pertenece, sin que esta haya sido previamente borrada, salvo que el embalaje marcado se destine a envasar productos diferentes y no relacionados con los que protege la marca.


Al que reincidiere dentro de los últimos cinco años en alguno de los delitos contemplados en este artículo, se le aplicará una multa que podrá hasta duplicar a la anterior.


Artículo 29.- Los condenados de acuerdo al artículo anterior, serán obligados al pago de las costas, daños y perjuicios causados al dueño de la marca.


Los utensilios y los elementos utilizados para la falsificación o imitación y los objetos con marcas falsificadas caerán en comiso. Tratándose de los objetos con marca falsificada se procederá a su destrucción. Por el contrario, será facultad del juez competente decidir sobre el destino de los utensilios o elementos utilizados para la falsificación o imitación de los objetos decomisados, quien ordenará la destrucción o distribución benéfica según resulte de la calificación de dichos bienes. En el caso que se decida su donación, éstas tendrán el carácter de públicas y estarán exentas del trámite de insinuación y de toda clase de impuestos. 


Asimismo, el juez de la causa podrá disponer de inmediato su incautación, sin perjuicio de la facultad de adoptar las medidas precautorias que procedan.


Artículo 30.- Cuando una marca no registrada estuviere usándose por dos o más personas a la vez, el que la inscribiere no podrá perseguir la responsabilidad de los que continuaren usándola hasta que hayan transcurrido, a lo menos, 180 días desde la fecha de la inscripción.


De igual manera, anulada una marca, el titular del registro que sirvió de base para pronunciar la nulidad, no podrá perseguir la responsabilidad respecto del titular del registro anulado hasta que hayan transcurrido, a lo menos, 180 días contados desde que la sentencia respectiva quedó ejecutoriada”.

24) Sustitúyase el artículo 31, por el siguiente:


“Artículo 31.- Se entiende por invención toda solución a un problema de la técnica que origine un quehacer industrial. La invención podrá ser un producto o un procedimiento o estar relacionada con ellos. 


Se entiende por patente el derecho exclusivo que concede el Estado para la protección de una invención. Los efectos, obligaciones y limitaciones inherentes a la patente están determinados por esta ley”.

25) Intercálase el siguiente artículo, nuevo, a continuación del artículo 31:


“Artículo 31 bis.- En el ejercicio de las acciones civiles sobre infracción en materia de patentes de procedimiento, el juez estará facultado para ordenar que el demandado pruebe que ha empleado un procedimiento diferente al patentado a condición de que el producto obtenido por el procedimiento patentado sea nuevo.


En estos procesos se presumirá, salvo prueba en contrario, que todo producto idéntico ha sido obtenido por medio del procedimiento patentado. 


Con todo, en la presentación de pruebas en contrario se tendrán en cuenta los intereses legítimos del demandado en cuanto a la protección de su información no divulgada”.

26) Sustitúyase el artículo 32, por el siguiente:


“Artículo 32.- Las patentes podrán obtenerse para todas las invenciones, sean de productos o de procedimientos, en todos los campos de la tecnología, siempre que sean nuevas, tengan nivel inventivo y sean susceptibles de aplicación industrial. Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 37 de esta ley y artículo 1º transitorio de la ley Nº 19.039, las patentes se podrán obtener y los derechos de patentes se podrán gozar sin discriminar respecto del lugar de la invención, el campo de la tecnología o el hecho de que los productos sean importados o producidos en el país. 


El principio de no discriminación por área de la técnica se entenderá previa salvaguardia y respeto del patrimonio biológico y genético nacional, así como los conocimientos tradicionales de las comunidades indígenas o locales. En consecuencia, el otorgamiento de patentes que versen sobre invenciones desarrolladas a partir de material obtenido de dicho patrimonio o dichos conocimientos estará sujeto a que ese material haya sido adquirido de conformidad con las normas internacionales y nacionales pertinentes”.

27) Deróganse los artículos 40 y 41.

28) Sustitúyanse los artículos 33, 37, 38, 39, 42 y 43, por los siguientes:


“Artículo 33.- Una invención se considera nueva, cuando no existe con anterioridad en el estado de la técnica. El estado de la técnica comprenderá todo lo que haya sido divulgado o hecho accesible al público, en cualquier lugar del mundo, mediante una publicación en forma tangible, la venta o comercialización, el uso o cualquier otro medio, antes de la fecha de presentación de la solicitud de patente en Chile o de la prioridad reclamada según el artículo 34. 


También quedará comprendido dentro del estado de la técnica, el contenido de las solicitudes nacionales de patentes o modelos de utilidad tal como hubiesen sido originalmente presentadas, cuya fecha de presentación sea anterior a la señalada en el inciso precedente y que hubieren sido publicadas en esa fecha o en otra posterior.


Artículo 37.- No se considera invención y quedarán excluidos de la protección por patente de esta ley: 

a)
Los descubrimientos, las teorías científicas y los métodos matemáticos. 

b)
Las plantas, los animales y los procedimientos esencialmente biológicos para la producción de plantas o animales, que no sean procedimientos no biológicos o microbiológicos, excepto los microorganismos. Las variedades vegetales gozarán de protección en la medida que puedan acogerse a lo dispuesto por la ley Nº 19.342, sobre derechos de obtentores de nuevas variedades vegetales.

c)
Los sistemas, métodos, principios o planes económicos, financieros, comerciales de simple verificación y fiscalización; y los referidos a las actividades puramente mentales o intelectuales o a materias de juego. 

d)
Los métodos de tratamiento quirúrgico o terapéutico del cuerpo humano o animal, así como los métodos de diagnóstico aplicados al cuerpo humano o animal, salvo los productos destinados a poner en práctica uno de estos métodos. 

e)
El nuevo uso de artículos, objetos, elementos o productos conocidos y empleados en determinados fines y el cambio de forma, dimensiones, proporciones y materias del objeto solicitado a no ser que modifiquen esencialmente las cualidades de aquello o con su utilización se resolviere un problema técnico que antes no tenía solución equivalente, siempre que reúnan los requisitos de novedad, nivel inventivo y aplicación industrial a que se refiere el artículo 32.

f)
El todo o parte de los seres vivos tal como se encuentren en la naturaleza, los procesos biológicos naturales, el material biológico existente en la naturaleza o aquel que pueda ser aislado, inclusive genoma o germoplasma de cualquier ser vivo natural.


Artículo 38.- No son patentables las invenciones cuya explotación comercial deba impedirse necesariamente para proteger el orden público, la seguridad del Estado, la moral y buenas costumbres, la salud o la vida de las personas o de los animales, o para preservar los vegetales o el medio ambiente, siempre que esa exclusión no se haga sólo por existir una disposición legal o administrativa que prohíba o que regule dicha explotación.


Artículo 39.- Las patentes de invención se concederán por un período no renovable de 20 años, contados desde la fecha de presentación de la solicitud.


Artículo 42.- No será considerada para efectos de determinar la novedad de la invención, las divulgaciones efectuadas dentro de los seis meses anteriores a la presentación de la solicitud en la medida que hayan sido consecuencia directa o indirecta:

a)
De las prácticas, ensayos y construcción de mecanismos o aparatos que deba hacer el solicitante que tenga una invención en estudio.

b)
De las exhibiciones del invento hechas por el solicitante o su causante en exposiciones oficiales u oficialmente reconocidas.

c)
De los abusos y de las prácticas desleales de las que hubiese sido objeto el solicitante o su causante.


Artículo 43.- Con la solicitud de patente deberán acompañarse los siguientes documentos:


-Un resumen del invento.


-Una memoria descriptiva del invento


-Pliego de reivindicaciones.


-Dibujos del invento, cuando procediere”.

29) Intercálase el siguiente artículo, nuevo, a continuación del artículo 43:


“Artículo 43 bis.- El resumen tendrá una finalidad exclusivamente técnica y no podrá ser considerado para ningún otro fin, ni siquiera para la determinación del ámbito de la protección solicitada.


Las reivindicaciones definen el objeto para el que se solicita la protección. Éstas deben ser claras y concisas y han de fundarse en la memoria descriptiva.


La memoria descriptiva deberá ser clara y completa de forma tal de permitir a un experto o perito en la materia reproducir el invento sin necesidad de otros antecedentes.


Cuando del examen de las reivindicaciones de la patente solicitada se dedujera que corresponde a un modelo de utilidad o a un diseño industrial, será analizada y tratada como tal, conservando la prioridad adquirida”.

30) Sustitúyanse los artículos 45 y 49, por los siguientes:


Artículo 45.- Ingresada la solicitud al Departamento de Propiedad Industrial, se practicará un examen preliminar, destinado a verificar que se hubieren acompañado los documentos señalados precedentemente.


Si en el examen preliminar se detectare algún error u omisión, se apercibirá al interesado para que realice las correcciones, aclaraciones o acompañe los documentos pertinentes dentro del término de 40 días, sin que por ello pierda su fecha de prioridad. 


De no subsanarse los errores u omisiones dentro del plazo señalado, la solicitud se tendrá por no presentada y se considerará como fecha de la solicitud aquélla de la corrección hecha fuera de plazo o nueva presentación.


No obstante lo establecido en los incisos precedentes, las solicitudes que no cumplan con alguna otra exigencia de tramitación dentro de los plazos señalados en esta ley o su reglamento, se tendrán por abandonadas procediéndose a su archivo. 


Sin perjuicio de lo anterior, el solicitante, y previo desarchivo, podrá subsanar los errores u omisiones dentro de los 120 días siguientes, contados desde la fecha del abandono sin que pierda el derecho de prioridad de la solicitud. Vencido el plazo sin que se hayan subsanado los errores u omisiones, la solicitud se tendrá por no presentada.


Artículo 49.- El dueño de una patente de invención gozará de exclusividad para producir, vender o comercializar en cualquier forma el producto u objeto del invento y, en general, realizar cualquier otro tipo de explotación del mismo.


Por consiguiente, el titular de una patente de invención podrá impedir que cualquier tercero, sin su consentimiento:

a)
Fabrique, ofrezca a la venta, comercialice, importe o utilice con fines comerciales el producto objeto de la invención.

b)
Utilice el procedimiento patentado con el objeto de alcanzar el resultado reivindicado, o bien ofrezca a la venta, comercialice o importe tal procedimiento o el producto obtenido directamente por medio de dicho procedimiento”.

31) Intercálanse los siguientes artículos, nuevos, a continuación del artículo 49:


“Artículo 49 bis A.- En las patentes de procedimiento, la protección alcanza a los productos obtenidos por dicho procedimiento.


El alcance de la protección otorgada por la patente o la solicitud de patente se determinará por el contenido de las reivindicaciones. Sin embargo, la memoria descriptiva y los dibujos servirán para interpretar las reivindicaciones.


Artículo 49 bis B.- El derecho de patente se extenderá a todo el territorio de la República hasta el día en que expire el plazo de concesión de la patente”.

32) Intercálase, a continuación del artículo 49 bis B, el siguiente artículo 49 bis C:


“Artículo 49 bis C.- La patente de invención no confiere el derecho de impedir que terceros comercialicen el producto amparado por la patente, después que ese producto se haya introducido legítimamente en el comercio de cualquier país por el titular del derecho o por un tercero con su consentimiento”.

33) Sustitúyanse los artículos 50, 51, 52, 53, 58, 59, 61, 62, 63, 64, 65, 66, 67, 68, 69, 70, 71 y 72, por los siguientes:


“Artículo 50.- Procederá la declaración de nulidad de una patente de invención por alguna de las causales siguientes:

a)
Cuando quien haya obtenido la patente no es el inventor ni su cesionario. 

b)
Cuando la concesión se ha basado en informes periciales errados o manifiestamente deficientes. 

c)
Cuando el registro se ha concedido contraviniendo las normas sobre patentabilidad y sus requisitos, de acuerdo con lo dispuesto en esta ley.


La acción de nulidad de una patente de invención prescribirá en el término de diez años contado desde la presentación de la solicitud.



Artículo 51.- Procederá pronunciarse respecto de una solicitud de licencia no voluntaria en los siguientes casos:

1)
Cuando el titular de la patente haya incurrido en conductas o prácticas declaradas contrarias a la competencia, en relación directa con la utilización o explotación de la patente de que se trate, según decisión firme o ejecutoriada de la Comisión Resolutiva prevista en el decreto ley Nº 211, de 1973.

2)
Cuando por razones de salud pública, seguridad nacional, uso público no comercial o de emergencia nacional u otras de extrema urgencia declaradas por la autoridad competente, se justifique el otorgamiento de dichas licencias.

3)
Cuando la licencia no voluntaria tenga por objeto la explotación de una patente posterior que no pudiera ser explotada sin infringir una patente anterior. La concesión de licencias no voluntarias por patentes dependientes quedará sometida a las siguientes normas:

a)
La invención reivindicada en la patente posterior debe comprender un avance técnico de significación económica considerable respecto a la invención reivindicada en la primera patente.

b)
La licencia no voluntaria para explotar la patente anterior sólo podrá transferirse con la patente posterior, y

c)
El titular de la patente anterior podrá, en las mismas circunstancias, obtener una licencia no voluntaria en condiciones razonables para explotar la invención reivindicada en la patente posterior.


Tratándose de tecnología de semiconductores, la licencia sólo se podrá otorgar para fines públicos no comerciales o para rectificar la práctica declarada contraria a la competencia”.

34) Intercálase, a continuación del nuevo artículo 51, que sustituye al actual, los siguientes artículos 51 bis A, 51 bis B, 51 bis C y 51 bis D, nuevos:


“Artículo 51 bis A.- La persona que solicite una licencia no voluntaria, deberá acreditar que pidió previamente al titular de la patente una licencia contractual, y que no pudo obtenerla en condiciones y plazo razonables. No se exigirá este requisito respecto de la causal establecida en el Nº 2 del artículo 51 de esta ley. Tampoco se exigirá este requisito cuando la licencia no voluntaria tenga por objeto poner término a prácticas consideradas contrarias a la competencia.


Artículo 51 bis B.- La solicitud para el otorgamiento de una licencia no voluntaria constituirá una demanda y deberá contener todos los requisitos del artículo 254 del Código de Procedimiento Civil. Conocerán de ella:

1)
En el caso del artículo 51 Nº 1), la Comisión Resolutiva prevista en el decreto ley Nº 211, de 1973, conforme al procedimiento previsto en el artículo 18 del mismo decreto ley, en cuanto sea aplicable.

2)
En el caso del artículo 51 Nº 2), el Jefe del Departamento de Propiedad Industrial, conforme al procedimiento para nulidad de patentes establecido en esta ley. Además, por resolución fundada en casos graves y urgentes, resolviendo un incidente especial, podrá acceder provisoriamente a la demanda. Esta resolución se mantendrá en vigor mientras duren los hechos que fundadamente la motivaron o hasta la sentencia de término.

3)
En el caso del artículo 51 Nº 3), el juez de letras en lo civil, según las normas de competencia del Código de Procedimiento Civil y de acuerdo al procedimiento sumario.


Artículo 51 bis C.- La autoridad competente deberá pronunciarse sobre la solicitud de licencia no voluntaria en función de las circunstancias propias de ésta. 


En el caso que dicho pronunciamiento sea positivo, la Comisión Resolutiva, el Jefe del Departamento de Propiedad Industrial o el juez de letras en lo civil, según se trate del caso previsto en el número 1, 2 ó 3 del artículo 51, deberá, por un lado, fijar la duración y el alcance de la licencia, limitándola para los fines para la cual fue concedida y, por el otro, el monto de la compensación que pagará periódicamente el licenciatario al titular de la patente. La licencia otorgada por este procedimiento será de carácter no exclusivo y no podrá cederse, salvo con aquella parte de la empresa titular de la patente.


Artículo 51 bis D.- La licencia no voluntaria podrá ser dejada sin efecto, total o parcialmente, a reserva de los intereses legítimos del licenciatario, si las circunstancias que dieron origen a ella hubieren desaparecido y no es probable que vuelvan a surgir. La Comisión Resolutiva, el Jefe del Departamento de Propiedad Industrial o el juez de letras en lo civil, según sea el caso, previa consulta a la autoridad competente, cuando corresponda, estará facultado para examinar, mediando petición fundada, si dichas circunstancias siguen existiendo.


No se acogerá la solicitud de revocación de una licencia no voluntaria si fuese probable que se repitieren las circunstancias que dieron origen a su concesión. De igual manera la Comisión Resolutiva, el Jefe del Departamento de Propiedad Industrial o el juez de letra en lo civil, según sea el caso, a solicitud de una parte interesada, podrá modificar una licencia no voluntaria cuando nuevos hechos o circunstancias lo justifiquen, en particular cuando el titular de la patente hubiese otorgado licencias contractuales en condiciones más favorables que las acordadas para el beneficiario de la licencia no voluntaria.


En los procedimientos de solicitud de licencia no voluntaria, en los casos previstos en los números 1 y 3 del artículo 51, deberá ser oído el Departamento de Propiedad Industrial antes de dictar sentencia.


Artículo 52.- Será castigado con multa a beneficio fiscal, de 25 a 1.000 unidades tributarias mensuales:

a)
El que defraudare a otro haciendo uso de un objeto no patentado, utilizando en dicho objeto las indicaciones correspondientes a una patente de invención, o se valiere de otro engaño semejante.

b)
El que sin la debida autorización fabricare, utilizare, ofreciere o introdujere en el comercio un invento patentado o importare o estuviere en posesión del mismo, para alguno de los fines mencionados.

c)
El que defraudare haciendo uso de un procedimiento patentado. Esta norma no se aplicará en caso que el uso del procedimiento patentado se haga con fines exclusivamente experimentales o docentes.

d)
El que cometiere defraudación imitando una invención patentada.

e)
El que maliciosamente imitare o hiciere uso de un invento con solicitud de patente en trámite, siempre que en definitiva la patente sea otorgada.


Las personas condenadas serán obligadas al pago de las costas, daños y perjuicios causados al dueño de la patente.


Los utensilios y los elementos utilizados en la comisión de cualesquiera de los delitos mencionados en este artículo y los objetos producidos en forma ilegal caerán en comiso. Tratándose de productos falsificados se procederá a su destrucción. Por el contrario, será facultad del juez competente decidir sobre el destino de los utensilios o elementos utilizados en la comisión de estos delitos objeto del comiso, quien ordenará la destrucción o distribución benéfica según las circunstancias del caso. En caso que se decida su donación, éstas tendrán el carácter de publicas y estarán exentas del trámite de insinuación y de toda clase de impuestos.


Asimismo, el juez de la causa podrá disponer de inmediato su incautación, sin perjuicio de la facultad de adoptar las medidas precautorias que procedan.


La reincidencia será sancionada con el doble de la multa señalada en el inciso primero.


Artículo 53.- Todo objeto patentado deberá llevar la indicación del número de la patente ya sea en el producto mismo o en el envase y deberá anteponerse en forma visible la expresión “Patente de Invención” o las iniciales “P.I.” y el número del registro.


Se exceptúan de la obligación establecida en el inciso anterior, los procedimientos en los cuales por su naturaleza, no es posible aplicar esta exigencia.


La omisión de este requisito no afectará la validez de la patente. Pero quienes no cumplan con esta disposición, no podrán ejercer las acciones penales a que se refiere esta ley.


Cuando existan solicitudes en trámite, se deberá indicar esa situación, en el caso que se fabriquen o comercialicen con fines comerciales los productos a los que afecte dicha solicitud.


Artículo 58.- Con la solicitud de modelo de utilidad deberán acompañarse los siguientes documentos:


-Un resumen del modelo de utilidad.


-Una memoria descriptiva del modelo de utilidad.


-Pliego de reivindicaciones.


-Dibujos de modelo de utilidad.


Ingresada la solicitud al Departamento de Propiedad Industrial se practicará un examen preliminar, en el cual se verificará que se hayan acompañado los documentos señalados precedentemente.


Artículo 59.- Todo modelo de utilidad deberá llevar en forma visible la expresión “Modelo de Utilidad” o las iniciales “M.U.”, y el número del registro. La omisión de este requisito no afecta la validez del modelo de utilidad, pero priva a su titular de la facultad de hacer valer las acciones penales establecidas en esta ley.


Artículo 61.- Será castigado con multa a beneficio fiscal, de 25 a 1.000 unidades tributarias mensuales:

a)
El que haga uso de un objeto no patentado, utilizando en dichos objetos las indicaciones correspondientes a una patente de modelo de utilidad, o incurriere en otra conducta semejante. 

b)
El que sin la debida autorización del titular o su cesionario fabricare, comercializare, importare o utilizare con fines comerciales, un modelo de utilidad patentado. Lo anterior se entenderá sin perjuicio de lo establecido en el artículo 49 bis C de esta ley, que será igualmente aplicable a esta categoría de derechos.

c)
El que con fines comerciales imitare un modelo de utilidad patentado.

d)
El que sin la debida autorización del titular o de su cesionario imitare, fabricare, comercializare, importare o utilizare con fines comerciales un modelo de utilidad con solicitud en trámite, siempre que ésta haya sido publicada, y en definitiva, la patente otorgada. Lo anterior se entenderá sin perjuicio de lo establecido en el artículo 49 bis C de esta ley, que será igualmente aplicable a esta categoría de derechos.


Las personas condenadas serán obligadas al pago de las costas, daños y perjuicios causados al dueño de la patente.


Los utensilios y los elementos usados en la comisión de cualesquiera de los delitos mencionados en este artículo y los objetos producidos en forma ilegal caerán en comiso. Tratándose de los productos falsificados se procederá a su destrucción. Por el contrario, será facultad del juez competente decidir sobre el destino de los utensilios o elementos utilizados en la comisión de estos delitos objeto del comiso, quien ordenará la destrucción o distribución benéfica según las circunstancias del caso. En caso que se decida su donación, éstas tendrán el carácter de públicas y estarán exentas del trámite de insinuación y de toda clase de impuestos.


Asimismo, el juez de la causa podrá disponer de inmediato su incautación, sin perjuicio de la facultad de adoptar las medidas precautorias que procedan.


La reincidencia será sancionada con el doble de la multa señalada en el inciso primero”.

35) Reemplázase la denominación del Título V, por la siguiente: “De los dibujos y diseños industriales”.


Artículo 62.- Bajo la denominación de diseño industrial se comprende toda forma tridimensional asociada o no con colores, y cualquier artículo industrial o artesanal que sirva de patrón para la fabricación de otras unidades y que se distinga de sus similares, sea por su forma, configuración geométrica, ornamentación o una combinación de éstas, siempre que dichas características le den una apariencia especial perceptible por medio de la vista, de tal manera que resulte una fisonomía nueva.


Bajo la denominación de dibujo industrial se comprende toda disposición, conjunto o combinación de figuras, líneas y/o colores que se desarrollen en un plano (bidimensional) para su incorporación a un producto industrial con fines de ornamentación y que le otorguen, a ese producto, una apariencia nueva.


Los dibujos y diseños industriales se considerarán nuevos en la medida que difieran de manera significativa de dibujos o diseños industriales conocidos o de combinaciones de características de dibujos o diseños industriales conocidos.


Los envases quedan comprendidos entre los artículos que pueden protegerse como diseños industriales, siempre que reúnan la condición de novedad antes señalada. 


Los estampados en géneros, telas o cualquier material laminar quedan comprendidos entre los artículos que pueden protegerse como diseños industriales, siempre que reúnan las condiciones de novedad y originalidad antes señaladas.

36) Agrégase, a continuación del artículo 62, los siguientes artículos nuevos:


“Artículo 62 Bis.- La protección conferida a los dibujos y diseños industriales se entenderá sin perjuicio de aquella que pueda otorgárseles en virtud de las normas contempladas en esta ley y a las contenidas en la ley Nº 17.336.


Artículo 62 Bis A.- No podrán registrarse como diseños industriales:

a)
Aquellos cuya apariencia estuviese dictada enteramente por consideraciones de orden técnico o funcional, sin que se añada aporte arbitrario alguno por parte del diseñador;

b)
Aquellos que consistan en una forma cuya reproducción exacta fuere necesaria para permitir que el producto que incorpora el diseño sea montado mecánicamente o conectado con otro producto del cual forme parte. Esta prohibición no se aplicará tratándose de productos en los cuales el diseño radique en una forma destinada a permitir el montaje o la conexión múltiple de los productos, o su conexión dentro de un sistema modular.


Artículo 63.- Las disposiciones del título III, relativas a las patentes de invención, son aplicables, en cuanto corresponda, a los dibujos y diseños industriales, sin perjuicio de las disposiciones especiales contenidas en el presente título. En lo que respecta al derecho de prioridad, éste se regirá por lo dispuesto en el artículo 20 bis de esta ley. 


La declaración de nulidad de los dibujos y diseños industriales procede por las mismas causales señaladas en el artículo 50 de esta ley. 


Artículo 64.- Con la solicitud de dibujo o diseño industrial deberán acompañarse los siguientes documentos:


-Solicitud. 


-Memoria descriptiva. 


-Dibujo. 


-Prototipo o maqueta, cuando procediere.


Ingresada la solicitud al Departamento de Propiedad Industrial se practicará un examen preliminar, en el cual se verificará que se hayan acompañado los documentos señalados precedentemente.


Artículo 65.- El registro de un dibujo o diseño industrial se otorgará por un período no renovable de 10 años, contados desde la fecha de su solicitud.


Artículo 66.- Todo dibujo y diseño industrial deberá llevar en forma visible la expresión “Dibujo Industrial” o “Diseño Industrial” o las iniciales D.I. y el número del registro. 


La omisión de dicho requisito no afectará la validez del dibujo o diseño industrial, pero priva a su titular de la facultad de hacer valer las acciones penales establecidas en el artículo siguiente.


Artículo 67.- Será castigado con multa a beneficio fiscal, de 25 a 1.000 unidades tributarias mensuales:

a)
El que haga uso de un dibujo o diseño industrial no registrado, utilizando en dichos objetos las indicaciones correspondientes a uno registrado. 

b)
El que sin la debida autorización del titular o su cesionario fabricare, comercializare, importare o utilizare con fines comerciales, un dibujo o diseño industrial registrado. Lo anterior se entenderá sin perjuicio de lo establecido en el artículo 49 bis C de esta ley, que será igualmente aplicable a esta categoría de derechos.

c)
El que con fines comerciales imitare un dibujo o diseño industrial registrado. 

d)
El que sin la debida autorización del titular o su cesionario imitare, fabricare, comercializare, importare o utilizare con fines comerciales un dibujo o diseño industrial con solicitud en trámite, siempre que ésta haya sido publicada, y en definitiva se otorgue el registro. Lo anterior se entenderá sin perjuicio de lo establecido en el artículo 49 bis C de esta ley, que será igualmente aplicable a esta categoría de derechos.


Las personas condenadas serán obligadas al pago de las costas, daños y perjuicios causados al titular del registro.


Los utensilios y los elementos usados en la comisión de cualesquiera de los delitos mencionados en este artículo y los objetos producidos en forma ilegal caerán en comiso. Tratándose de los productos falsificados se procederá a su destrucción. Por el contrario, será facultad del juez competente decidir sobre el destino de los utensilios o elementos utilizados en la comisión de estos delitos objeto del comiso, quien ordenará la destrucción o distribución benéfica según las circunstancias del caso. En caso que se decida su donación, éstas tendrán el carácter de públicas y estarán exentas del trámite de insinuación y de toda clase de impuestos.


Asimismo, el juez de la causa podrá disponer de inmediato su incautación, sin perjuicio de la facultad de adoptar las medidas precautorias que procedan. 


La reincidencia será sancionada con el doble de la multa señalada en el inciso primero.


Artículo 68.- En los contratos de trabajo y prestación de servicios, cuya naturaleza sea el cumplimiento de una actividad inventiva o creativa, la facultad de solicitar el registro así como los eventuales derechos de propiedad industrial, pertenecerán exclusivamente al empleador o a quien encargó el servicio, salvo estipulación expresa en contrario.


Artículo 69.- La facultad de solicitar el registro, así como los eventuales derechos de propiedad industrial derivados de las invenciones realizadas por el trabajador que, según su contrato de trabajo, no se encuentra obligado a realizar una función inventiva o creativa, le pertenecerán en forma exclusiva. 


Sin embargo, si para llevar a cabo la invención se hubiere beneficiado de modo evidente de los conocimientos adquiridos dentro de la empresa y utilizare medios proporcionados por ésta, tales facultades y derechos pertenecerán al empleador, en cuyo caso éste deberá conceder al trabajador una retribución adicional a convenir por las partes. 


Lo anterior será extensivo a la persona que obtuviere una invención que exceda el marco de la que le hubiere sido encargada.


Artículo 70.- La facultad de solicitar el respectivo registro así como los eventuales derechos de propiedad industrial derivados de la actividad inventiva y creativa de personas contratadas en una relación dependiente o independiente, por universidades o las instituciones de investigación incluidas en el decreto ley 1.263, de 1975, pertenecerán a estas últimas, o a quienes éstas determinen, sin perjuicio de que los estatutos de dichas entidades regulen las modalidades en que el inventor o creador participe de los beneficios obtenidos por su trabajo.


Artículo 71.- Los derechos establecidos en beneficio del trabajador en los artículos precedentes, serán irrenunciables antes del otorgamiento de la patente, del modelo de utilidad o del esquema de trazado o topografía de circuitos integrados, según corresponda. Toda cláusula en contrario se tendrá por no escrita.


Artículo 72.- Todas las controversias relacionadas con la aplicación de las disposiciones de este título serán de competencia del Tribunal de Propiedad Industrial a que se refieren los artículos 17 bis C, D y E de esta ley”.

37) Incorpórase, a continuación del artículo 72, el siguiente Título VII, nuevo, pasando los actuales VII y VIII a signarse como Título VIII y Título IX, respectivamente:

“TÍTULO VII

De los Esquemas de Trazado o Topografías de los Circuitos Integrados”

Artículo 73.- Se entenderá por circuito integrado un producto, en su forma final o en una forma intermedia, en el que los elementos, de los cuales uno por lo menos sea un elemento activo y, alguna o todas las interconexiones, formen parte integrante del cuerpo y/o de la superficie de una pieza de material y que esté destinado a realizar una función electrónica.


Artículo 74.- Se entenderá por esquema de trazado o topografía de circuitos integrados la disposición tridimensional, expresada en cualquier forma, de los elementos, de los cuales uno por lo menos sea un elemento activo, y de alguna o todas las interconexiones de un circuito integrado, o dicha disposición tridimensional preparada para un circuito integrado destinado a ser fabricado.


Artículo 75.- Los esquemas de trazado o topografías de circuitos integrados, serán protegidos por medio de esta ley en la medida que sean originales. Se considerarán originales en la medida que sean el resultado del esfuerzo intelectual de su creador y no sean corrientes entre los creadores de esquema de trazado o topografía de circuitos integrados y los fabricantes de circuitos integrados al momento de su creación. 


Un esquema de trazado o topografía de circuitos integrados que consista en una combinación de elementos o interconexiones que sean corrientes, sólo estará protegido si la combinación, en su conjunto, cumple con las condiciones señaladas en los incisos anteriores.


Artículo 76.- El dueño de un esquema de trazado o topografía de circuitos integrados, gozará de exclusividad para producir, vender o comercializar en cualquier forma el objeto de la protección y el derecho que se le ha conferido.


Por consiguiente, el titular de un esquema de trazado o topografía de circuitos integrados, podrá impedir que cualquier tercero sin su consentimiento:

1.
Reproduzca, en su totalidad, o cualquier parte del mismo, por incorporación en un circuito integrado o en otra forma, del esquema de trazado o topografía de circuitos integrados protegido, excepto el acto de reproducir cualquier parte que no cumpla con la exigencia de originalidad mencionada en el artículo 75 de esta ley.

2.
Venda o distribuya en cualquier otra forma con fines comerciales el esquema de trazado o topografía de circuitos integrados protegido, un circuito integrado en el que esté incorporado el esquema de trazado o topografía de circuitos integrados protegido o un producto que incorpore un circuito integrado de esa índole sólo en la medida que éste siga conteniendo un esquema de trazado o topografía de circuitos integrados ilícitamente protegido.


Artículo 77.- El derecho exclusivo de explotación contemplado en el artículo precedente, no se extenderá:

1.
A las reproducciones de los esquemas de trazado o topografías o de circuitos integrados a los cuales se le haya incorporado un esquema de trazado o topografía de circuitos integrados realizadas por terceros con propósitos privados o con el único objetivo de evaluación, análisis, investigación o enseñanza.

2.
A los actos de explotación comercial a que se refiere ese artículo y relativos a un esquema de trazado o topografía de circuitos integrados, que cumpliendo con los requisitos del artículo 75 de esta ley, haya sido creado como consecuencia del análisis y la evaluación de otro esquema de trazado o topografía de circuitos integrados protegido.

3.
A los actos de explotación comercial a que se refiere ese artículo y relativos a un circuito integrado que incorpore un esquema de trazado o topografía de circuitos integrados ilícitamente reproducido o en relación con cualquier artículo que incorpore tal circuito integrado, cuando el tercero que realice u ordene esos actos no supiera y no tuviera motivos razonables para saber, al adquirir el circuito integrado o el artículo que incorpora tal circuito integrado, que incorporaba un esquema de trazado o topografía de circuitos integrados reproducido ilícitamente. 


No obstante lo anterior, una vez que el tercero haya tomado conocimiento o tuviera motivos fundados para creer que el esquema de trazado o topografía de circuitos integrados estaba reproducido ilícitamente, dicho tercero podrá realizar cualquier acto con respecto al producto en existencia o pedido antes de ese momento, pudiéndosele exigir por parte del titular del derecho protegido, una suma equivalente a la regalía razonable que correspondería pagar por una licencia libremente negociada de tal esquema de trazado o topografía de circuitos integrados.


El tribunal competente para conocer de las infracciones en materia de esquemas de trazado o topografías de circuitos integrados, resolverá las controversias a que pueda dar lugar la determinación de la regalía a la que se refiere el inciso anterior, según las normas establecidas para los incidentes en el Código de Procedimiento Civil, sin que proceda la prueba de testigos y fallando en conciencia.

4.
Respecto de un esquema de trazado o topografía de circuitos integrados original idéntico que haya sido creado independientemente por un tercero.


Artículo 78.- La protección de los esquemas de trazado o topografías de circuitos integrados, tendrá una duración no renovable de 10 años, contado a partir de la fecha de presentación de la solicitud de registro o de la primera explotación comercial en cualquier parte del mundo.


Artículo 79.- El registro de los esquemas de trazado o topografías de circuitos integrados, se llevará en el Departamento de Propiedad Industrial, dependiente del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción.


Artículo 80.- Con la solicitud de esquema de trazado o topografía de circuitos integrados, deberán acompañarse los siguientes documentos:


-Solicitud.


-Memoria descriptiva.


-Prototipo o maqueta, cuando procediere.


-Documentos complementarios, en su caso.


Ingresada la solicitud al Departamento de Propiedad Industrial, se practicará un examen preliminar, en el cual se verificará que se hayan acompañado los documentos señalados precedentemente.


Artículo 81.- La solicitud de registro podrá presentarse antes de iniciada la explotación comercial del esquema de trazado o topografía de circuitos integrados o dentro de los dos años siguientes, contados a partir de la fecha de dicha explotación. En este último caso, el solicitante deberá acompañar, junto con la solicitud de registro, una declaración jurada que acredite la fecha de la primera explotación comercial.


La tramitación de la solicitud, así como la publicación y resolución de la misma, se ajustará a las prescripciones que para ello establezca el reglamento.


Artículo 82.- Procederá la declaración de nulidad de un esquema de trazado o topografía de circuitos integrados, por alguna de las causales siguientes:

a)
Cuando quien haya obtenido el esquema de trazado o topografía de circuitos integrados no es el legítimo creador ni su cesionario;

b)
Cuando la concesión se ha basado en informes periciales errados o manifiestamente deficientes;

c)
Cuando el registro se hubiere concedido contraviniendo los requisitos de protección establecidos en el artículo 75.


Artículo 83.- Las disposiciones de los Títulos III y VI, relativas a las patentes de invención e invenciones en servicio, respectivamente, serán aplicables, en cuanto corresponda, a los esquemas de trazado o topografías de circuitos integrados, sin perjuicio de las disposiciones especiales contenidas en el presente Título.


Artículo 84.- Todo esquema de trazado o topografía de circuitos integrados, deberá llevar en forma visible una letra “T” en mayúscula y encerrada dentro de un círculo. La omisión de este requisito no afectará la validez del esquema de trazado o topografía de circuitos integrados, pero priva a su titular de la facultad de hacer valer las acciones penales establecidas en el artículo siguiente.


Artículo 85.- Será castigado con multa a beneficio fiscal, de 25 a 1.000 Unidades Tributarias Mensuales:

a)
El que haga uso de un esquema de trazado o topografía de circuitos integrados no registrado, utilizando en dichos objetos las indicaciones correspondientes a un esquema de trazado o topografía de circuitos integrados, o incurriere en otra conducta semejante.

b)
El que sin la debida autorización del titular o su cesionario fabricare, comercializare, importare o utilizare con fines comerciales un esquema de trazado o topografía de circuitos integrados registrado. Lo anterior se entenderá sin perjuicio de lo establecido en el 
artículo 49 bis C de esta ley, que será igualmente aplicable a esta categoría de derechos.

c)
El que con fines comerciales imitare un esquema de trazado o topografía de circuitos integrados registrado.

d)
El que sin la debida autorización imitare, fabricare, comercializare, importare o utilizare con fines comerciales un esquema de trazado o topografía de circuitos integrados con solicitud en trámite, siempre que ésta haya sido publicada y, en definitiva, se otorgue el registro. Lo anterior se entenderá sin perjuicio de lo establecido en el artículo 49 bis C de esta ley, que será igualmente aplicable a esta categoría de derechos.


Las personas condenadas serán obligadas al pago de las costas, daños y perjuicios causados al titular del registro.


Los utensilios y los elementos usados en la comisión de cualesquiera de los delitos mencionados en este artículo y los objetos producidos en forma ilegal caerán en comiso. Tratándose de los productos falsificados se procederá a su destrucción. Por el contrario, será facultad del juez competente decidir sobre el destino de los utensilios o elementos utilizados en la comisión de estos delitos objeto del comiso, quien ordenará la destrucción o distribución benéfica según las circunstancias del caso. En caso que se decida su donación, éstas tendrán el carácter de públicas y estarán exentas del trámite de insinuación y de toda clase de impuestos.


Asimismo el juez de la causa podrá disponer de inmediato su incautación, sin perjuicio de la facultad de adoptar las medidas precautorias que procedan. 


La reincidencia será sancionada con el doble de la multa señalada en el inciso primero.

38) Sustitúyese el Título VIII, por el siguiente:

“TÍTULO VIII

De la Protección de la Información no Divulgada”

Artículo 86.- Las personas naturales y jurídicas podrán impedir que la información que esté legítimamente bajo su control se divulgue a terceros o sea adquirida o explotada por terceros sin su consentimiento de manera contraria a los usos comerciales honestos, en la medida en que dicha información:

a)
Sea secreta, en el sentido que no sea, como cuerpo o en la configuración y reunión precisas de sus componentes, generalmente conocida ni fácilmente accesible para personas introducidas en los círculos en que normalmente se utiliza el tipo de información en cuestión;

b)
Tenga un valor comercial por ser secreta, y

c)
Haya sido objeto de medidas razonables, para mantenerla secreta, por la persona que legítimamente la controla.


Para los efectos de este título se entenderá por actos contrarios a los usos honestos del comercio, la adquisición, divulgación o explotación de información no divulgada, obtenida ilegítimamente, o la divulgación o explotación de información no divulgada con infracción del deber legal o convencional de confidencialidad o reserva, en beneficio propio, ajeno o en perjuicio del titular de los secretos, incluyendo prácticas, tales como:

1.
El incumplimiento de contrato.

2.
El abuso de confianza.

3.
La instigación a la infracción.

4.
La adquisición de información no divulgada por terceros que supieran o que no supieran por negligencia grave, que la adquisición implicaba tales prácticas y,

5.
La adquisición, divulgación y explotación de datos de prueba u otros no divulgados referentes a productos farmacéuticos o de productos químicos agrícolas que utilizan nuevas entidades químicas obtenidos por consecuencia de un esfuerzo considerable y presentados a la autoridad competente para conocer de la autorización de comercialización de dichos productos. Todo lo anterior se entenderá sin perjuicio de la facultad que se le reconoce a la autoridad para divulgar tales datos por razones de interés público o bien adoptando las medidas que garanticen la debida protección de estos datos.


Artículo 87.- Los que adquieran, divulguen o exploten información no divulgada en conformidad con lo dispuesto en el artículo precedente, serán sancionados con multa a beneficio fiscal de 25 a 1.000 Unidades Tributarias Mensuales.


No obstante lo anterior, cuando no se hubiere producido un perjuicio patrimonial efectivo para el titular de la información, la multa no podrá exceder de 500 Unidades Tributarias Mensuales.


Las personas condenadas serán obligadas al pago de las costas, daños y perjuicios causados al titular de la información no divulgada.


Los utensilios y los elementos utilizados en la explotación y los objetos producidos en forma ilegal, caerán en comiso. Tratándose de los productos producidos en forma ilegal se procederá a su destrucción. Por el contrario, será facultad del juez competente decidir sobre el destino de los utensilios o elementos utilizados en la explotación objeto del comiso, quien ordenará la destrucción o distribución benéfica según las circunstancias del caso. Las donaciones que la distribución implica tendrán el carácter de públicas y estarán exentas del trámite de insinuación, al igual que de toda clase de impuestos. 


Asimismo, el juez de la causa podrá, cuando sea pertinente, disponer de inmediato su incautación.


De igual manera, el juez de la causa podrá, cuando proceda, disponer la restitución del o de los soportes físicos que contengan la información no divulgada y que obren en poder del presunto infractor, sin perjuicio de la facultad de adoptar las medidas precautorias que procedan.


La reincidencia será sancionada con el doble de la multa señalada en el inciso primero.


Artículo 88.- Las disposiciones y sanciones establecidas en este Título se entenderán sin perjuicio de las contenidas en leyes y reglamentos especiales. 


En la aplicación de este Título se deberán tener en consideración las normas constitucionales, legales y reglamentarias establecidas en beneficio de la privacidad, incluidas las relativas a la protección de los datos de carácter personal. En caso de conflictos entre unas y otras, primarán las concernientes a la privacidad.


Artículo 89.- Las disposiciones preliminares del Título I de esta ley son aplicables, en cuanto corresponda, a la información no divulgada, sin perjuicio de las disposiciones especiales contenidas en este Título.


Artículo 90.- Derógase el artículo 284 del Código Penal. No será aplicable, para los efectos de esta ley, lo dispuesto en el artículo 18, Nº 2, del Código de Procedimiento Penal.

39) Sustitúyese el Título IX, por el siguiente:

“TÍTULO IX

De las Indicaciones geográficas y denominaciones de origen”

Artículo 91.- La presente ley reconoce y protege las indicaciones geográficas y denominaciones de origen de conformidad con las siguientes disposiciones:

a)
Se entiende por indicación geográfica aquella que identifica un producto como originario del país o de una región o localidad del territorio nacional, cuando la calidad, reputación u otra característica del mismo sea imputable, fundamentalmente, a su origen geográfico.

b)
Se entiende por denominación de origen aquella que identifica un producto como originario del país, o de una región o de una localidad del territorio nacional, cuando la calidad, reputación u otra característica del mismo sea imputable fundamentalmente a su origen geográfico, teniendo en consideración los factores naturales y humanos, y cuya extracción de las materias primas, producción, transformación o elaboración se realicen dentro de una zona geográfica delimitada.


Artículo 92.- Las indicaciones geográficas y denominaciones de origen se regularán por las normas de esta ley y por los reglamentos específicos de uso que se aprueben. Lo anterior se entenderá sin perjuicio de las disposiciones que regulan las denominaciones de origen del Pisco, Pajarete y Vino Soleado y las que se refieren a la zonificación vitícola, prevaleciendo respecto de ellas las normas específicas contenidas en la ley Nº 18.455.


Las indicaciones geográficas y denominaciones de origen no podrán ser objeto de apropiación por terceros ni susceptibles de constituir sobre ellas cualquiera protección jurídica o gravamen que limite o impida su uso por los interesados que cumplan con los requisitos establecidos en esta ley.


Artículo 93.- El reconocimiento de una indicación geográfica o denominación de origen, se hará por el Departamento de Propiedad Industrial, mediante la incorporación de la misma en un Registro de Indicaciones Geográficas y Denominaciones de Origen que se llevará al efecto.


Cualquier persona natural o jurídica, podrá solicitar el registro de una indicación geográfica o denominación de origen, siempre que represente a un grupo significativo de productores, fabricantes o artesanos, cualquiera sea su forma jurídica o su composición, cuyos predios o establecimientos de producción o de fabricación se encuentren dentro de la zona de delimitación establecida por la indicación geográfica o denominación de origen solicitada y cumplan con los demás requisitos señalados en esta ley. También podrán solicitar el reconocimiento de una indicación geográfica o denominación de origen, las autoridades nacionales, regionales, provinciales o comunales cuando se trate de indicaciones geográficas de sus respectivas circunscripciones.


Artículo 94.- No podrán reconocerse como indicaciones geográficas o denominaciones de origen los signos o expresiones:

a)
Que no se conformen con las definiciones contenidas en el artículo 91 de esta ley. 

b)
Que sean contrarias a la moral o al orden público.

c)
Que puedan inducir al público a error sobre la procedencia geográfica, la naturaleza, el modo de fabricación, las características o cualidades, o la aptitud para el empleo o el consumo del producto.

d)
Que sean indicaciones comunes o genéricas para distinguir el producto de que se trate, entendiéndose por ello las consideradas como tales tanto por los conocedores de la materia como por el público en general.

e)
Que sea igual o similar a otra indicación geográfica o denominación de origen reconocida para el mismo producto.


Artículo 95.- Los titulares de indicaciones geográficas y denominaciones de origen extranjeras protegidas en su respectivo país que no se encuentren en alguna de las situaciones señaladas en el artículo 94 tendrán la misma protección que esta ley le otorga a las indicaciones geográficas nacionales.


Sin embargo, no procederá lo dispuesto en el inciso anterior, en aquellos casos en que, de acuerdo a tratados o convenios internacionales, no exista la obligación en Chile de reconocer la vigencia o efecto jurídico a indicaciones geográficas o denominaciones de origen extranjeras o cuando tales indicaciones o denominaciones, por cualquier motivo, dejen de estar protegidas en su país de origen o hayan caído en desuso en ese país.


En particular, no estarán sujetas a la protección establecida en el inciso primero de este artículo las indicaciones geográficas y denominaciones de origen extranjeras que identifiquen vinos y bebidas espirituosas, en relación con bienes y servicios, y que hayan sido utilizadas de forma continua por nacionales o residentes en el territorio nacional para identificar esos mismos bienes o servicios u otros afines en Chile, durante diez años como mínimo, antes de la fecha de 15 de abril de 1994, o de buena fe, antes de esa fecha.


Artículo 96.- La solicitud de reconocimiento de una indicación geográfica o denominación de origen deberá indicar:

a)
Nombre, domicilio, Rol Único Tributario, si procediera, y actividad del solicitante relacionada con la indicación o denominación pedida.

b)
La indicación geográfica o denominación de origen.

c)
El área geográfica de producción, extracción, transformación o elaboración del producto que se distinguirá con la indicación o denominación, delimitándola a los caracteres geográficos y la división político-administrativa del país.

d)
La descripción detallada del producto o los productos que distinguirá la indicación o denominación solicitada, así como sus características o cualidades esenciales del mismo.

e)
Estudio técnico, elaborado por un profesional competente, que aporte antecedentes, en el sentido que las características o cualidades que se le atribuyen al producto son imputables fundamental o exclusivamente a su origen geográfico.

f)
Un proyecto de reglamento específico de uso y control de la indicación o denominación solicitada.


Artículo 97.- El Departamento de Propiedad Industrial no aceptará a tramitación aquellas solicitudes que no cumplan con lo señalado en el artículo anterior o se encuentren en alguno de los casos señalados en el artículo 94.


Si la solicitud no fuese aceptada a tramitación, la resolución correspondiente, no obstante la reconsideración que pueda solicitarse ante el Jefe del Departamento de Propiedad Industrial, podrá ser apelada ante el Tribunal de Propiedad Industrial. Dicho recurso deberá presentarse dentro del plazo de 15 días contados desde la notificación de rechazo por el estado diario.


Artículo 98.- Tratándose de indicaciones geográficas o denominaciones de origen relativas a productos agropecuarios, se requerirá de informe previo favorable del Ministerio de Agricultura para el reconocimiento de las mismas. Dicho informe se deberá emitir dentro del plazo de 30 días a contar de la fecha de requerimiento del mismo por el Jefe del Departamento de Propiedad Industrial.


Sin perjuicio de lo que resuelva la autoridad, si no hubiere un pronunciamiento dentro del plazo indicado, el informe se entenderá favorable a la solicitud.


Artículo 99.- La resolución que conceda el registro de una indicación geográfica o denominación de origen señalará:

a)
La indicación geográfica o denominación de origen reconocida.

b)
La zona geográfica delimitada de producción, extracción, transformación o elaboración cuyos productores, fabricantes o artesanos tengan derecho a usar la indicación o denominación.

c)
Los productos a los cuales se aplicará la indicación geográfica o denominación de origen y las cualidades o características esenciales que éstos deben tener.

d)
La calificación, de conformidad con el mérito de los antecedentes acompañados, de tratarse de una indicación geográfica o de una denominación de origen.


Asimismo, tal resolución aprobará y ordenará el registro del reglamento específico de uso y control de la indicación geográfica o denominación de origen reconocida.


Artículo 100.- El registro de una indicación geográfica o denominación de origen tendrá duración indefinida.


El registro podrá ser modificado en cualquier tiempo cuando cambie alguna de las circunstancias establecidas en el artículo 96. La modificación deberá sujetarse al procedimiento de registro, en cuanto corresponda. 


Artículo 101- A petición de cualquier interesado, procederá la declaración de nulidad del registro de la indicación geográfica o denominación de origen cuando se hayan infringido alguna de las prohibiciones establecidas en el artículo 94 de esta ley.


Artículo 102.- En cuanto corresponda, las normas de los Títulos I y II y las disposiciones reglamentarias relativas a las marcas comerciales, serán aplicables a los procedimientos de examen, publicación, registro y nulidad de las indicaciones geográficas y denominaciones de origen de que trata este Título. 


Artículo 103.- Solamente los productores, fabricantes o artesanos que desempeñan su actividad dentro de la zona geográfica delimitada podrán usar comercialmente la indicación geográfica o denominación de origen reconocida para los productos indicados en el registro.


Todos los productores, fabricantes o artesanos que desempeñan su actividad dentro de la zona geográfica delimitada, inclusive aquellos que no estuviesen entre los que solicitaron el reconocimiento inicialmente, tendrán derecho a usar la indicación geográfica o denominación de origen en relación con los productos señalados en el registro, siempre que cumplan con las disposiciones que regulan el uso de la indicación.


Solamente los productores, fabricantes o artesanos autorizados a usar una indicación geográfica o denominación de origen reconocida, podrán emplear en la identificación del producto la expresión “Indicación Geográfica” o “Denominación de Origen”, según corresponda.


Artículo 104.- Las acciones relativas al derecho de usar una indicación geográfica o denominación de origen reconocida se ejercerán ante los tribunales ordinarios de justicia, quienes conocerán de ellas de acuerdo al procedimiento sumario. 


Artículo 105.- Serán condenados a pagar una multa a beneficio fiscal, de 25 a 1.000 Unidades Tributarias Mensuales:

a)
Los que sin la debida autorización usaren, con fines comerciales, una indicación geográfica o denominación de origen igual o semejante para productos idénticos o relacionados. Lo anterior se entenderá sin perjuicio de lo establecido en el artículo 19 bis E de esta ley, que será igualmente aplicable a esta categoría de derechos.

b)
Los que en el uso de una indicación geográfica o denominación de origen debidamente registrada, incurrieren en prácticas comerciales desleales, perjudicando a terceros y provocando error y confusión.

c)
Los que por cualquier medio de publicidad, con fines comerciales, usaren o imitaren una indicación geográfica o denominación de origen para productos idénticos o relacionados.

d)
Los que usaren una indicación geográfica o denominación de origen no inscrita o anulada, con las indicaciones correspondientes a una registrada o incurrieren en otra conducta semejante. 

e)
Los que hicieren uso de envases o embalajes que lleven una indicación geográfica o denominación de origen registrada sin tener derecho a usarla y sin que ésta haya sido previamente borrada, salvo que el embalaje marcado se destine a envasar productos diferentes y no relacionados con los que protege la indicación geográfica.


Tratándose de indicaciones geográficas o denominaciones de origen de vinos y bebidas alcohólicas, tanto nacionales como extranjeras, las infracciones establecidas en las letras precedentes se cometerán incluso cuando se indique el verdadero origen del producto o se utilice la indicación geográfica o denominación de origen traducida o acompañada de expresiones tales como “clase”, “tipo”, “estilo”, “imitación” u otras análogas. De igual forma, este inciso se aplicará respecto de las denominaciones de origen establecidas en la ley Nº 18.455 y de las disposiciones relativas a zonificación vitícola.


Al que reincidiere dentro de los últimos cinco años en alguno de los delitos contemplados en este artículo, se le aplicará una multa que podrá hasta duplicar a la anterior.


Los condenados de acuerdo a este artículo, serán obligados al pago de las costas, daños y perjuicios causados a los legítimos usuarios de la indicación geográfica o denominación de origen.


Los utensilios y los elementos utilizados para la falsificación o imitación y los objetos con indicaciones geográficas o denominaciones de origen falsificadas, caerán en comiso. Tratándose de los objetos con indicación geográfica o denominación de origen falsificada, se procederá a su destrucción. Por el contrario, será facultad del juez competente decidir sobre el destino de los utensilios o elementos utilizados para falsificación o imitación de los objetos decomisados, quien ordenará la destrucción o distribución benéfica según resulte de las circunstancias del caso. Asimismo, el juez de la causa podrá disponer de inmediato su incautación, sin perjuicio de la facultad de adoptar las medidas precautorias que procedan. Estas donaciones tendrán el carácter de públicas y estarán exentas del trámite de insinuación y de toda clase de impuestos.

40) Agrégase el siguiente Título nuevo:


“TÍTULO X

De la Observancia de los Derechos de Propiedad Industrial

Párrafo 1º: De las Acciones Civiles”

Artículo 106.- Los delitos tipificados en esta ley y la correspondiente acción y sanción penal, se aplicarán sin perjuicio de las acciones civiles que correspondan contra quienes lesionen los derechos consagrados en ella.


En particular, el titular cuyo derecho industrial o información no divulgada sea lesionado, podrá demandar civilmente:

a)
La cesación de los actos que violen su derecho.

b)
La indemnización de los daños y perjuicios causados de conformidad con las normas establecidas en este Título.

c)
La adopción de las medidas necesarias para evitar que prosiga la infracción, en particular la incautación y el comiso de conformidad con las reglas especiales establecidas para las distintas categorías de derechos reconocidos en esta ley.

d)
La publicación de la sentencia a costa del condenado mediante anuncios en un diario a elección del demandante. Esta medida será aplicable cuando la sentencia así lo señale expresamente.


Habrá también acción civil para impedir el daño contingente o amenaza de daño en contra de los derechos consagrados en esta ley.


Artículo 107.- Será competente para conocer de las acciones a que dé lugar la aplicación del presente Título, el juez de letras del lugar donde se haya cometido el hecho ilícito, la amenaza de infracción o la infracción a los derechos correspondientes. Habiendo varios tribunales en el mismo territorio, se aplicarán las reglas de distribución de causas que correspondan, de acuerdo a lo establecido por la respectiva Corte de Apelaciones. Si fueren varios los lugares donde se hubiere cometido el hecho ilícito, la amenaza de infracción o la infracción a los derechos correspondientes, la acción podrá entablarse ante el juez en lo civil de cualquiera de ellos, a elección del demandante.


Cuando la acción haya sido precedida por una solicitud de medida prejudicial, la causa civil quedará radicada en el tribunal que conoció de tal medida.


Artículo 108.- Las acciones civiles establecidas en el artículo 106 se tramitarán conforme al procedimiento sumario y corresponderá a cualquiera que tenga interés en deducirlas, sin perjuicio de la acción penal que pueda proceder.


Artículo 109.- El ejercicio previo de las acciones civiles establecidas en este título no implicará la renuncia de la acción penal.


No obstante lo anterior, deducidas las acciones en sede civil, no podrá procederse criminalmente, sino hasta que quede ejecutoriada la sentencia que acogiere total o parcialmente la demanda. En todo caso, la notificación válida de la demanda interrumpirá la prescripción de la acción penal. La sentencia que rechazare totalmente la demanda extinguirá las acciones penales que emanaren de los hechos contenidos en ella.


Asimismo, el ejercicio previo de la acción penal inhibirá al juez civil de conocer de estas acciones, salvo la que tenga por objeto indemnizar los daños y perjuicios por infracción de los derechos contemplados en esta ley, la que podrá ejercerse independientemente del proceso penal o dentro de éste. En este último caso, dicha acción se ejercerá en la forma establecida en el Código Procesal Penal.


Artículo 110.- La indemnización de los daños y perjuicios efectivamente causados y acreditados, se estimará sobre la base de las utilidades y beneficios que el perjudicado dejare de percibir como consecuencia de la comercialización efectuada por el infractor de los productos o servicios ilícitos. 


En ausencia de dichas utilidades y beneficios, como consecuencia de la no explotación de los derechos protegidos, la indemnización se estimará sobre la base de las utilidades y beneficios que el infractor habría percibido de la comercialización de los productos o servicios ilícitos. 


Artículo 111.- La cuantía del lucro cesante se determinará, a elección del demandante, de conformidad con las siguientes reglas: 

a)
Los beneficios que el titular hubiere obtenido mediante el uso o explotación del derecho si no hubiera tenido lugar la infracción.

b)
Los beneficios que haya obtenido el infractor, como consecuencia de la violación.

c)
El precio que el infractor hubiera debido pagar al titular del derecho por el otorgamiento de una licencia, teniendo en cuenta el valor comercial del derecho infringido y las licencias contractuales que ya se hubieran concedido. 


Artículo 112.- La indemnización de daños y perjuicios podrá exigirse solamente respecto de los actos de infracción realizados durante los cinco años anteriores a la fecha en que se haya ejercitado la correspondiente acción.


Artículo 113.- Sin perjuicio de las otras acciones contempladas en este Título, no responderán por daños y perjuicios las personas que hubieren comercializado productos que infrinjan un derecho de patente de invención, modelo de utilidad, dibujo o diseño industrial y esquema de trazado o topografía de circuitos integrados, salvo que estas mismas personas los hubiesen fabricado o producido, o los hubiesen comercializados con conocimiento de que estaban cometiendo una infracción.


Artículo 114.- El juez de la causa estará facultado para ordenar que el infractor proporcione las informaciones de que dispusiese sobre las personas que hubiesen participado en la producción o elaboración de los productos o procedimientos materia de la infracción, y respecto de los circuitos de distribución de estos productos.


Artículo 115.- En estos procesos, el juez apreciará la prueba según las reglas de la sana crítica y deberá ser oído el Departamento de Propiedad Industrial antes que se dicte sentencia.


Artículo 116.- Las acciones civiles contempladas en este Título prescribirán en el término de 5 años, contado desde que se cometió por última vez la infracción.

Párrafo 2º: De las Medidas Precautorias

Artículo 117.- Las medidas precautorias procederán en todos los asuntos que digan relación con los hechos ilícitos en contra de derechos de propiedad industrial, la infracción o amenaza inminente de infracción de estos derechos.


Se entenderá que proceden las medidas precautorias, entre otras, en las controversias que digan relación con hechos ilícitos, infracciones o amenazas inminentes de infracción de las siguientes facultades del titular de los referidos derechos:

a)
El derecho exclusivo a fabricar, comercializar, importar o usar con fines comerciales el objeto patentado u obtenido al amparo del procedimiento patentado;

b)
El derecho exclusivo de realizar los mismos actos con relación a artículos protegidos por una marca de productos, las actividades amparadas por una marca de servicios y otros signos distintivos amparados por la legislación;

c)
El derecho exclusivo a fabricar, comercializar, importar o usar con fines comerciales el producto amparado por un modelo de utilidad o un dibujo o diseño industrial;

d)
El derecho exclusivo a utilizar la información no divulgada, a la vez de mantenerla bajo reserva y en el dominio privado, y

e)
El derecho exclusivo sobre un esquema de trazado o topografía de circuitos integrados.


Artículo 118.- Sin perjuicio de otras medidas precautorias, el tribunal podrá decretar las siguientes:

a)
La cesación inmediata de los actos que constituyan la presunta infracción;

b)
El secuestro de los productos objetos de la presunta infracción y de los materiales y medios que sirvieran principalmente para cometerla. Tratándose de signos distintivos, podrá además decretarse el secuestro de los envases, embalaje, etiquetas, material impreso o de publicidad que ostenten el signo objeto de la presunta infracción;

c)
El nombramiento de uno o más interventores;

d)
La prohibición de publicitar o promover de cualquier manera los productos objeto de la presunta infracción, y

e)
La retención en poder de un establecimiento de crédito o de un tercero de los bienes, dineros o valores que provengan de la venta o comercialización de dichos productos, en cualquier forma.


Artículo 119.- Al requerir la medida, el solicitante deberá acreditar su calidad de titular del derecho que reclama, expresar la acción que se propone interponer y someramente sus fundamentos, acompañando los antecedentes que permitan presumir la existencia de la infracción reclamada. Asimismo, en la medida de lo posible y cuando proceda, deberá acompañar una descripción suficientemente detallada de los objetos a los cuales se aplicará la medida y del lugar donde éstos podrían encontrarse.


Artículo 120.- Presentada la solicitud, el tribunal podrá acceder a lo solicitado, sin más trámite. Si lo considera necesario, para acceder a lo solicitado, podrá requerir al solicitante de la medida, la constitución de una garantía que permita caucionar los eventuales daños y perjuicios que puedan originarse. La persona que haya constituido la garantía o quien ella afecte, podrá solicitar en forma fundada y en cualquier momento, que sea modificada, reducida o alzada.


Artículo 121.- Si las medidas precautorias se dejan sin efecto o, en definitiva, se rechaza la acción que ellas pretendían asegurar, los afectados deberán ser resarcidos de los daños y perjuicios que ellas le hayan causado, cuando la demanda o querella haya carecido de fundamento plausible, de lo cual el tribunal dejará constancia en la sentencia.


Procederá la indemnización de perjuicios causados siempre que las medidas hayan quedado o se hayan dejado sin efecto, por inactividad imputable al solicitante.


Artículo 122.- En casos urgentes, las medidas precautorias podrán otorgarse sin que se acompañe el comprobante que acredite el derecho que se reclama, por un término no superior a diez días y exigiéndose garantía de los perjuicios que puedan ocasionarse.


Artículo 123.- Las medidas precautorias solicitadas podrán llevarse a cabo antes de notificarse a las personas que resulten afectadas, debiendo notificarse ellas, a lo más, dentro de los diez días hábiles siguientes a la fecha en que se hayan realizado, plazo que podrá ser ampliado por el juez en el evento de que se hayan iniciado los trámites de notificación sin que se haya podido realizar tal diligencia por causa no imputable al que la solicita.


En todo caso, solicitada la medida antes de presentada la demanda o querella o conjuntamente con una u otra, el término máximo para poner en conocimiento del afectado tales medidas será el de la notificación de la demanda civil o al citársele o detenérsele como consecuencia de la denuncia o querella, practicándose en tal evento la notificación por el tribunal.


Artículo 124.- El juez deberá, de oficio o a petición de parte, nombrar los ministros de fe, interventores, u otros terceros que sean necesarios para dar cumplimiento a las medidas solicitadas.


Artículo 125.- Las medidas precautorias podrán solicitarse antes, en conjunto o después de deducirse la acción civil o penal.


Artículo 126.- Solicitadas las medidas precautorias antes de deducir la acción civil o penal, es decir, como medida prejudicial, el solicitante presentará su demanda en el término de quince días; dicho plazo podrá ampliarse hasta por treinta días si existieren motivos fundados para ello. En caso de no ser presentada la demanda o querella dentro de los plazos anteriormente señalados, quien las haya obtenido responderá por los daños y los perjuicios causados a aquél en contra de quien se hayan decretado.


Artículo 127.- Deducida la demanda civil por el solicitante de las medidas precautorias, éste deberá solicitar que aquellas sean mantenidas.


Deducida la querella, el juez deberá mantener tales medidas mientras se justifiquen, como medidas de protección para hacer cesar el delito, para acreditar la existencia del mismo o para asegurar las responsabilidades pecuniarias del infractor, así como su castigo.

Párrafo 3º: De las Medidas Prejudiciales

Artículo 128.- En cuanto corresponda, serán aplicables en los procedimientos que den lugar las acciones a que se refiere este Título, las medidas prejudiciales propiamente tales consagradas en el Título Cuarto del Libro Segundo del Código de Procedimiento Civil, las que se tramitarán por el procedimiento por él establecido, con las excepciones y reglas especiales a que se refieren los párrafos primero y segundo de este Título.

Párrafo 4º: De las Disposiciones Comunes a este Título

Artículo 129.- En los procedimientos regulados por esta ley, las partes tendrán el derecho de solicitar la confidencialidad de ciertas piezas o pruebas del proceso.


Artículo 130.- Las normas contenidas en este Título se aplicarán, en todo aquello que no resulte incompatible, a las infracciones o amenazas de infracción de los derechos de autor y conexos consagrados en la ley Nº 17.336; y a las infracciones o amenazas de infracción de los derechos de los obtentores de las nuevas variedades vegetales a los que hace referencia la ley Nº 19.342, respectivamente.


Artículo 131.- En lo no previsto por este Título regirán las disposiciones del Código de Procedimiento Civil y Código Procesal Penal, en lo que corresponda.

41) Agrégase el siguiente Título nuevo:


“TÍTULO XI

Artículo Final

Artículo 132.- Derógase el decreto ley Nº 958, de 1931, sobre Propiedad Industrial; los artículos 16 y 17 de la ley Nº 18.591; el artículo 38 de la ley Nº 18.681, y la ley Nº 18.935.”

42) Incorpóranse los siguientes artículos transitorios:

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

“Artículo 1º transitorio.- Los recursos de apelación que estuvieren pendientes en el Tribunal Arbitral de Propiedad Industrial al momento de entrar en vigencia la presente ley, pasarán al conocimiento y resolución del Tribunal de Propiedad Industrial a que se refiere el artículo 17 bis C, de la ley Nº 19.039, modificado por el artículo único de esta ley. 


No obstante lo anterior, los artículos 17 bis C, D y E entrarán en vigencia una vez que el ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción proceda a la designación de los Ministros Alternos, de conformidad con el artículo 17 bis C, mencionado. La designación deberá efectuarse dentro de un plazo que no excederá de dos años, contados desde la fecha de entrada en vigencia de la presente ley.


Artículo 2º transitorio.-
Las solicitudes de registro de marcas, patentes, modelos de utilidad y diseños industriales presentadas con anterioridad a la entrada en vigencia de esta ley, continuarán su tramitación de acuerdo a las normas vigentes al momento de su presentación.


Las patentes precaucionales solicitadas con anterioridad a la entrada en vigencia de esta ley, continuarán su tramitación y serán otorgadas con arreglo a las normas vigentes al momento de la solicitud respectiva.


No obstante, dentro de los 120 días siguientes a la entrada en vigencia de esta ley, los solicitantes de registro de marcas, patentes sin oposición pendiente, modelos de utilidad o diseños industriales, podrán formular una nueva solicitud que se ajustará a las disposiciones de la presente ley, la cual mantendrá la prioridad de la solicitud original.


Dentro del mismo plazo establecido en el inciso precedente, los titulares de una patente de invención sin oposición pendiente o de un diseño industrial, o sus cesionarios, que estimen que su invención o diseño corresponde a un esquema de trazado o topografía de circuitos integrados, de acuerdo al Título VII de esta ley, podrán formular una nueva solicitud que se ajustará a las disposiciones de la presente ley, la cual mantendrá la prioridad de la solicitud original.


Artículo 3º transitorio.- La solicitud de renovación de una marca registrada con anterioridad a la entrada en vigencia de esta ley, cuya solicitud y registro se hubiese hecho para una o más clases del Clasificador Internacional, deberá especificar los productos o servicios específicos y determinados, con la indicación de la o las clases del Clasificador Internacional a que pertenecen.


Artículo 4º transitorio.- Estarán sujetas al pago de los derechos a que se refiere el artículo 18 de la ley Nº 19.039, sustituido por el artículo único de esta ley, las solicitudes de registro de marcas, patentes de invención, modelos de utilidad, diseños industriales y esquema de trazado o topografías de circuitos integrados presentadas con posterioridad a la entrada en vigencia de esta ley.


En el caso de las solicitudes de registro presentadas con anterioridad y aceptadas con posterioridad a la entrada en vigencia de esta ley, el pago del derecho correspondiente se hará de acuerdo a las normas vigentes al momento de su presentación.


Las solicitudes de renovación de registros de marcas presentadas con posterioridad a la entrada en vigencia de esta ley respecto de registros concedidos con anterioridad, quedarán afectas al pago del derecho con arreglo a lo establecido en el citado artículo 18, inciso cuarto. 


Las oposiciones presentadas con posterioridad a la entrada en vigencia de esta ley respecto de solicitudes de patentes de invención presentadas con anterioridad, quedarán afectas al pago del derecho a que se refiere el inciso quinto del artículo 18, mencionado. 


Artículo 5º transitorio.-
El plazo señalado en el artículo 23 bis C, de la ley Nº 19.039, incorporado por el artículo único de esta ley, para hacer efectiva la acción de caducidad por falta de uso de la marca, se contará, respecto de los registros concedidos con anterioridad a la entrada en vigencia de esta ley, a partir de la primera renovación ocurrida con posterioridad a esa fecha.


Artículo 6º transitorio.- Las patentes de invención concedidas a partir del 1 de enero de 2000 gozarán de protección por un período no renovable de 20 años contados desde la fecha de presentación de la respectiva solicitud.


Artículo 7º transitorio.- Mientras mantenga su vigencia el Código de Procedimiento Penal, la remisión efectuada por el artículo 131 de la ley Nº 19.039, incorporado por el artículo único de esta ley, se hace extensiva también a dicho Código de Enjuiciamiento Penal, en lo que corresponde.


Artículo 8º transitorio.- Dentro del plazo de 6 meses, contado desde la fecha de publicación de esta ley, el Presidente de la República deberá dictar su reglamento.


Artículo 9º transitorio.- Esta ley empezará a regir el día en que se publique en el Diario Oficial el reglamento a que se refiere la disposición transitoria anterior.


Artículo 10 transitorio.- Dentro del plazo de un año contado desde la fecha de publicación de esta ley, el Presidente de la República, mediante uno o más decretos con fuerza de ley, establecerá el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 19.039.


Artículo 11 transitorio.- El mayor gasto fiscal que demande el funcionamiento del Tribunal de Propiedad Industrial a que se refiere el artículo 17 bis C, de la ley Nº 19.039, modificado por el artículo único de esta ley, se financiará con cargo al subtítulo 21, ítem 03, asignación 001, del presupuesto de la Subsecretaría de Economía.”.”.

-o-


Se ratificó como diputado informante al señor Francisco Encina Moriamez.


Sala de la Comisión, a 11 de junio de 2002.


Tratado y acordado en sesión de fecha 11 junio de 2002, con la asistencia de los siguientes diputados: Eugenio Tuma Zedan (Presidente); Sergio Correa de la Cerda; Francisco 
Encina Moriamez; Pablo Galilea Carrillo; Carlos Hidalgo González; Fulvio Rossi Ciocca, Eduardo Saffirio Súarez, José Miguel Ortiz Novoa (en reemplazo del diputado señor 
Edmundo Salas de la Fuente); Gonzalo Uriarte Herrera, Alfonso Vargas Lyng y Patricio Walker Prieto.



(Fdo.): ANA MARÍA SKOKNIC DEFILIPPIS, Secretaria accidental de la Comisión”.

8.
Informe de la Comisión de Hacienda recaído en el proyecto de ley que modifica la ley Nº 19.628, sobre protección de la vida privada con la finalidad de reforzar los derechos de los ciudadanos y hacer más equitativos los sistemas de información de antecedentes comerciales. (boletín Nº 2771-05)

“Honorable Cámara:


La Comisión de Hacienda pasa a informar el proyecto de ley mencionado en el epígrafe, en cumplimiento del inciso segundo del artículo 17 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional y conforme a lo dispuesto en los artículos 220 y siguientes del Reglamento de la Corporación.

I. CONSTANCIAS PREVIAS.

1.
Origen y Calificación.


La iniciativa tiene su origen en una Moción de los diputados señores Encina, don Francisco; Leal, don Antonio; Muñoz, señora Adriana; Pérez, don José, y de los ex diputados Elgueta, don Sergio, y Sciaraffia, señora Antonella.

2.
Quórum especial de aprobación.


El proyecto no contiene normas de este carácter.

3.
Artículos aprobados por unanimidad.


Ninguno.

-o-


Asistió a la Comisión durante el estudio del proyecto la señora Bernardita Piedrabuena, asesora del Ministerio de Hacienda.

II. OBJETIVO Y ESTRUCTURA DEL PROYECTO.

La iniciativa tiene por objeto modificar la ley Nº 19.628, sobre Protección de la Vida Privada, extendiendo el plazo mínimo en que los acreedores deben comunicar la morosidad a 30 días; dejar en 3 días el plazo en que el acreedor debe avisar al registro o banco de datos el pago o extinción de la obligación, y hacer de cargo de quien informó la morosidad o protesto el pago de la tarifa por aclaración o actualización de datos, dando lugar a la acción de cobro en caso de que el deudor efectúe el pago.

III. IDEAS MATRICES Y FUNDAMENTALES DEL PROYECTO.

Consisten en asegurar, en el marco de la legislación vigente, los principios de gratuidad a todo evento para los deudores de la eliminación de antecedentes comerciales, de inmediatez de las aclaraciones y de la comunicación de la morosidad en tiempo prudente.

IV. DISPOSICIONES LEGALES QUE EL PROYECTO MODIFICA.

Los artículos 17 y 19 de la ley Nº 19.628, sobre Protección de la Vida Privada. El primero, se refiere a la facultad que tienen los responsables de los registros o bancos de datos personales de comunicar el tipo de información que señala. El segundo, contiene los efectos que produce el pago o extinción de las obligaciones que indica y de la comunicación que acreedor o deudor hagan al banco de datos, según el caso. El aviso del acreedor al responsable del registro o banco de datos corresponde que lo haga dentro de siete días hábiles y la tarifa es de cargo del deudor.

V. ANTECEDENTES.

Nuestro país cuenta con un sistema de recopilación, archivo y comunicación de los antecedentes comerciales de las personas, cuyo propósito es otorgar fluidez y certeza en las relaciones comerciales, lo que, en definitiva, permite disminuir el riesgo de la contratación.


Este sistema actualmente se encuentra administrado por diversas instituciones, algunas de naturaleza gremial, como la Cámara Nacional de Comercio y otras de carácter empresarial, como Dicom.


Según lo manifestado en la Moción, la aplicación de este sistema se ha tornado un obstáculo para la economía nacional y para la seguridad y tranquilidad de las familias chilenas, toda vez que tener antecedentes negativos en las bases de datos administradas por las referidas instituciones puede llegar a ser casi más grave que tener antecedentes penales, pues se han multiplicado los actos y negocios jurídicos en que se exige contar con una certificación de no estar incorporado en los registros de deudores morosos o con documentos protestados.


En consideración a lo anterior, se destaca por los autores de la Moción que el Congreso Nacional y, en especial, la Cámara de Diputados, ha recogido el interés ciudadano para hacer más justo y equitativo el sistema, lo que se ha traducido en diversas iniciativas parlamentarias que han permitido aprobar un marco jurídico más acorde con la realidad.


En respuesta a dicha motivación la iniciativa procura incorporar los tres principios enunciados en el párrafo de las ideas matrices del proyecto. El primer principio se fundamenta en que los sujetos beneficiados por la existencia de los sistemas de informaciones comerciales de terceros son las instituciones comerciales, de crédito, bancos, etcétera, pues evitan los riesgos al contratar, por lo que parece pertinente que paguen, además del acceso a las bases de datos, por las aclaraciones. El segundo principio se basa en que la modernidad de las tecnologías permite reducir el tiempo de aclaración y no justifica plazos extensos. El tercer principio persigue dar un plazo mayor para informar de los incumplimientos, pues se estima que la legislación actual otorga un plazo muy breve.

VI. DISCUSIÓN Y VOTACIÓN EN GENERAL DEL PROYECTO.

La representante del Ejecutivo planteó que cualquier iniciativa que conlleve la disminución de la calidad y la oportunidad de la información comercial va en desmedro de los consumidores finales, al ser la relación crediticia esencialmente riesgosa para quien presta respecto de la capacidad de endeudamiento del sujeto del crédito, por lo cual acentuar tal riesgo se traducirá necesariamente en un aumento en la tasa de interés. Agregó que cargar la tarifa de la aclaración o actualización de datos a quien informe la morosidad o protesto, se traducirá en elevar los costos a todos los deudores por igual, tanto “buenos como malos”; además, del problema práctico que implicará fiscalizar que el acreedor cumpla con la obligación impuesta. Finalmente, consideró atendible, en razón al avance de la tecnología, reducir el plazo a 3 días fijado al acreedor para dar aviso al responsable del registro o banco de datos, cuando se efectúe el pago o se extinga la obligación por otro modo en que intervenga el deudor.


En el debate de la Comisión se manifestó que al aclarar un documento y ser por consiguiente nuevamente sujeto de crédito el deudor está siendo beneficiado directamente, por lo que sería razonable que incurra en el gasto correspondiente. Se señaló también que, actualmente, Dicom consigna en el certificado solicitado los motivos por la cuales se incumplió la obligación, con lo cual se custodia a quien tuvo dificultades verdaderas para no pagar, por lo cual el costo de la aclaración se justifica que lo asuma el deudor.


Sometido a votación en general el proyecto fue aprobado por 5 votos a favor, 2 votos en contra y una abstención.

VII. DISCUSIÓN Y VOTACIÓN EN PARTICULAR DEL PROYECTO.

En relación con este párrafo cabe señalar lo siguiente:


Por el artículo único se modifica la ley Nº 19.628, de la siguiente manera:


En el numeral 1), se agrega un inciso tercero al artículo 17, del siguiente tenor:


“Sin perjuicio de lo anterior los acreedores podrán informar de las morosidades, sólo una vez que hayan transcurrido al menos treinta días corridos desde la fecha en que la obligación se hizo exigible. En caso de la información de protestos de documentos, este plazo se contará desde la fecha del mismo.”.


Puesto en votación este numeral fue aprobado por 5 votos a favor, 3 votos en contra y una abstención.


En el numeral 2), se reemplaza el inciso segundo del artículo 19, por el siguiente:


“Al efectuarse el pago o extinguirse la obligación por otro modo en que intervenga directamente el acreedor, éste avisará tal hecho, a más tardar dentro de los siguientes tres días hábiles, al responsable del registro o banco de datos accesible al público que en su oportunidad comunicó el protesto o la morosidad, a fin de que consigne el nuevo dato que corresponda. Las tarifas a que dé lugar la actualización o aclaración de los datos será de cargo de la persona natural o jurídica que informó la morosidad o protesto. En caso de que sea el deudor el que requiera directamente la modificación al banco de datos, tendrá acción de cobro en contra de su acreedor por el monto de la tarifa que le fue cobrada por la empresa o institución administradora de datos de terceros.”.


Puesto en votación este numeral fue aprobado por 6 votos a favor, 1 voto en contra y 3 abstenciones.

-o-


Se han introducido al proyecto modificaciones formales que se recogen en el texto propuesto a continuación.


VIII. CONCLUSIÓN.

En virtud de lo antes expuesto y de los antecedentes que dará a conocer oportunamente el señor diputado informante, la Comisión de Hacienda recomienda la aprobación del siguiente:

PROYECTO DE LEY

“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley Nº 19.628:

1.
Agrégase el siguiente inciso tercero al artículo 17:


“Sin perjuicio de lo anterior los acreedores podrán informar de las morosidades, sólo una vez que hayan transcurrido al menos treinta días corridos desde la fecha en que la obligación se hizo exigible. En caso de la información de protestos de documentos, este plazo se contará desde la fecha del mismo.”.

2.
Reemplázase el inciso segundo del artículo 19, por el siguiente:


“Al efectuarse el pago o extinguirse la obligación por otro modo en que intervenga directamente el acreedor, éste avisará tal hecho, a más tardar dentro de los siguientes tres días hábiles, al responsable del registro o banco de datos accesible al público que en su oportunidad comunicó el protesto o la morosidad, a fin de que consigne el nuevo dato que corresponda. Las tarifas a que dé lugar la actualización o aclaración de los datos será de cargo de la persona natural o jurídica que informó la morosidad o protesto. En caso de que sea el deudor el que requiera directamente la modificación al banco de datos, tendrá acción de cobro en contra de su acreedor por el monto de la tarifa que le fue cobrada por la empresa o institución administradora de datos de terceros.”.”.


Sala de la Comisión, a 13 de junio de 2002.


Acordado en sesiones de fechas 4 y 11 de junio de 2002, con la asistencia de los diputados señores Lorenzini, don Pablo (Presidente); Alvarado, don Claudio; Álvarez, don Rodrigo; Cardemil, don Alberto; Dittborn, don Julio; Escalona, don Camilo; Hidalgo, don Carlos; Jaramillo, don Enrique; Lagos, don Eduardo; Ortiz, don José Miguel; Silva, don Exequiel; Tohá, señora Carolina (Letelier, don Felipe) y Von Mühlenbrock, don Gastón.


Se designó diputado informante al señor Hidalgo, don Carlos.


(Fdo.): JAVIER ROSSELOT JARAMILLO, Abogado Secretario de la Comisión”.


9.
Informe de la Comisión de Recursos Naturales, Bienes Nacionales y Medio Ambiente sobre el proyecto que modifica la letra a) de la ley Nº 19.776, sobre regularización de posesión y ocupación de inmuebles fiscales en la forma que indica. (boletín Nº 2946-12)


Vuestra Comisión de Recursos Naturales, Bienes Nacionales y Medio Ambiente pasa a informaros sobre el proyecto de ley del epígrafe, de origen en una moción de los diputados señores Claudio Alvarado, Iván Moreira y Pablo Galilea.

I. OBJETO DE LA MOCIÓN.

Modificar la ley Nº 19.776, cuya finalidad es regular la situación que afecta a aquellas personas que ocupan o poseen en la actualidad, de manera irregular bienes fiscales, en tres situaciones precisas.


-Los relativos a inmuebles que han sido objeto de actos de disposición por parte del Estado, pero cuya propiedad nunca se ha consolidado en los beneficiarios.


-Ocupaciones irregulares de inmuebles fiscales de larga data, ubicados en la Región de Aisén y en las provincias de Chiloé, Palena y Llanquihue.


-Inmuebles adquiridos por el Fisco producto de la erupción del volcán Hudson, en la Región de Aisén.


Para estos efectos, la ley Nº 19.776 estableció una serie de requisitos que deberían cumplir quienes desearan impetrar este beneficio, para lo cual se estableció un plazo de 90 días, que se encuentra vencido, sin que todas las personas interesadas pudieran acogerse, por desconocimiento u otras razones.


En razón de lo anterior, la iniciativa legal en análisis pretende que dada la enorme importancia que representa para las personas que habitan esas localidades, se pueda extender el plazo a 365 días, para que puedan acogerse a este sistema de regularización.

II. ANTECEDENTES RECOGIDOS POR LA COMISIÓN.

La Comisión, al analizar la iniciativa legal, contó con la colaboración de la Subsecretaría de Bienes Nacionales, señora Paulina Saball y del asesor jurídico de ese ministerio, señor Eduardo Correa.


La opinión de la personera de gobierno, en síntesis, fue que el proyecto incidía en una materia de iniciativa exclusiva de su Excelencia, al tenor de lo dispuesto por los artículos 60 Nº 10 y 62 inciso tercero, de la Constitución Política de la República, por tratarse de enajenación de bienes del Estado.


Sobre el particular, señaló que esta situación había sido puesta en conocimiento de la señora Presidenta de la Cámara de Diputados, por parte del señor ministro de Bienes Nacionales.


Al respecto, cabe tener presente, que con fecha 6 de junio de este año, el señor Secretario General de la Cámara de Diputados, don Carlos Loyola Opazo, envió una carta al ministro señor Ravinet, en donde responde sobre la solicitud de inadmisibilidad planteada, en los siguientes términos:

1.
Que el proyecto no infringe la Carta Fundamental, pues no altera las normas sobre enajenación fijadas para ciertos bienes por la ley Nº 19.776, como tampoco el número posible de inmuebles afectados ni la cantidad final de beneficiarios.

2.
Que carece de importancia la fecha en la que dicha iniciativa fue presentada a la Oficina de Partes, pues es habitual que los diputados puedan iniciar proyectos de ley en cualquier oportunidad, sin perjuicio de que éstos sólo pueden empezar su tramitación si son incluidos en la Convocatoria a Legislatura Extraordinaria o comenzada la Legislatura Extraordinaria, tal como ha ocurrido en la especie.

3.
Finalmente, manifiesta que la Presidencia de la Cámara carece de facultades para retirar la iniciativa, por cuanto ya se dio cuenta de la misma en la Sala y sólo restaría que la Corporación procediera a su rechazo en caso de que la iniciativa llegara a tal instancia, o que en su defecto se utilicen los mecanismos constitucionales pertinentes.


Argumentos que fueron ampliamente compartidos por los miembros de la Comisión.


La señora Saball, recordó un compromiso adquirido con los parlamentarios de la zona en orden a efectuar una evaluación dentro de un plazo prudencial, a partir del 19 de mayo, fecha en que venció el plazo para impetrar el beneficio establecido por la ley Nº 19.776, a fin de evaluar los impactos producidos con motivo de la presentación de las solicitudes de regularización, a objeto de presentar una iniciativa tendiente a solucionar las falencias detectadas dentro del proceso de aplicación.


En efecto, la aplicación de la ley tuvo un efecto mucho más grande que el esperado, en cuanto el número de personas que se acogieron, superó con creces lo esperado.


En razón de lo anterior, el Ministerio ha estimado necesario efectuar una evaluación que permita dimensionar en forma clara el número de personas que podrían acceder, lo que se encontraría finalizado al 17 de julio.


En este sentido, hizo presente, que por ejemplo en Aisén, donde se esperaban alrededor de 700 solicitudes, ingresaron 917, mientras que en la Región de Los Lagos, se recibieron 1.100, mucho más de lo esperado.


Lo anterior, encontraría su explicación, en que el Ministerio otorgó facilidades en orden a aceptar a tramitación todas las solicitudes, sin importar, si presentaban toda la documentación requerida.


De lo anterior, se pudo concluir que los problemas detectados, se podían agrupar en 4 grandes situaciones:


-Aquellos terrenos cuyo avalúo fiscal era superior a 500 unidades de fomento.


-Terrenos fiscales cuya propiedad era objeto de litigio, especialmente en la provincia de Palena, en cuyo caso la contraparte era el Consejo de Defensa del Estado.


-Situaciones referidas a terrenos del Servicio de Vivienda y Urbanismo (Serviu), que no constituyen terrenos fiscales propiamente tales, puesto que pertenecen a Serviu, entidad que tiene patrimonio propio.


-Terrenos destinados a veranadas.

III. DISCUSIÓN DEL PROYECTO.

Al tenor de los antecedentes recibidos, la Comisión acordó que el proyecto en estudio no presentaba problemas de constitucionalidad, por cuanto sólo ampliaba el plazo para presentar las solicitudes para acogerse a los beneficios de la ley Nº 19.766 y en ningún caso se modificaban los requisitos, razón por la cual se estimó que no modificaba el marco original propuesto por ley.

IV. VOTACIÓN.

El proyecto fue aprobado por la unanimidad de los 6 diputados presentes.

V. CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS.
A)
El proyecto no contiene normas de rango orgánico constitucional ni de quórum calificado.

B)
El proyecto no contiene normas que deban ser analizadas por la Comisión de Hacienda.

C)
Se designó diputado informante al diputado Leopoldo Sánchez.

VI. TEXTO APROBADO POR LA COMISIÓN.
“Proyecto de ley:

“Artículo único: Sustitúyese en la letra a) del artículo 9º de la ley Nº 19.766, la expresión “noventa días” por “trescientos sesenta y cinco días”.”.

-o-


Acordado y aprobado en sesión Nº 12, de fecha 12 de junio de 2002, con la asistencia de los diputados señores Sánchez, don Leopoldo; Álvarez-Salamanca, don Pedro Pablo; Bauer, don Eugenio; Delmastro, don Roberto; García-Huidobro, don Alejandro; Rojas, don Manuel, y Varela, don Mario.


Sala de la Comisión, a 14 de junio de 2002.


(Fdo.): JACQUELINE PEILLARD G., Secretaria de la Comisión”.

10. Informe de la Comisión de Trabajo y Seguridad Social, recaído en el proyecto de ley que modifica el artículo 203 del Código del Trabajo, disponiendo la obligatoriedad de instalar salas cuna en establecimientos industriales y de servicios que indica. (boletín Nº 1879-13)

“Honorable Cámara:


Vuestra Comisión de Trabajo y Seguridad Social pasa a informaros, en segundo trámite constitucional y primero reglamentario, sobre el proyecto de ley, iniciado en moción del senador don Sergio Bitar, que modifica el artículo 203 del Código del Trabajo, disponiendo la obligatoriedad de instalar salas cuna en establecimientos industriales y de servicios que indica.

-o-

I. ANTECEDENTES GENERALES.
1.
Evolución histórica del derecho a sala cuna en la legislación laboral chilena.


La regulación normativa de la protección a la maternidad en Chile se remonta al año 1917. Una de las primeras leyes sociales fue la ley sobre salas cuna. El decreto ley N° 442, de 1925, es el primer texto legal que llevó como título “la protección a la maternidad”, pero siempre tomando como beneficiaria de sus normas a la mujer trabajadora obrera, exclusivamente.


Posteriormente, el Código del Trabajo, de 1931, (DFL N° 178, de 1931) mantuvo dicha política; esto es, la exclusión de las empleadas de los beneficios de sala cuna y de amamantamiento. Sólo en 1953, la ley N° 11.462, extendió la protección a la maternidad a las trabajadoras empleadas y obreras del sector privado, incluidas “aquellas que trabajen en su domicilio” (artículo N° 307 del Código del Trabajo de 1931).


Las normas de protección a la maternidad tuvieron otras modificaciones legales hacia fines de la década del sesenta, y respecto de salas cuna y derecho de alimentación, éstas establecieron en esencia: la obligación, de los establecimientos que ocuparen veinte o más obreras y empleadas de cualquier edad o estado civil, de mantener salas cuna “en donde las mujeres puedan dar alimento a sus hijos menores de dos años y dejarlos mientras estén trabajando” (artículo N° 315), extendiendo esta protección a las trabajadoras del sector público.


El decreto ley Nº 2.200, de 1978, Código del Trabajo, mantuvo los derechos de sala cuna, introduciéndole algunas modificaciones, como es que el empleador cumple con la obligación legal de sala cuna si paga los gastos directamente al establecimiento al que la mujer trabajadora lleve a sus hijos, y que el permiso para dar alimentos se mantiene en el tiempo necesario para el viaje de ida y vuelta que fuere necesario. Después, en el año 1987, la ley 
N° 18.620 que refundió la legislación laboral vigente hasta esa fecha -constituyendo el nuevo Código del Trabajo- reprodujo las normas de sala cuna y de alimentos en el título “De la Protección a la Maternidad”, en sus artículos 180 y 193.

2.
Cobertura y uso del derecho a sala cuna.


Actualmente existe consenso respecto de que la baja tasa de participación de las mujeres en el mercado laboral tiene su origen en la falta de conciliación entre la vida laboral y la familiar, especialmente con relación al cuidado infantil de los hijos. A esto se agregan otros factores relacionados con las normas de protección a la maternidad, particularmente por el costo relativo a la sala cuna. 


Si bien nuestra legislación establece el derecho a salas cuna para los hijos, entre 0 y 2 años, en las empresas donde laboran de 20 o más trabajadoras, esta garantía cubre sólo a un pequeño porcentaje de los hijos de las mujeres trabajadoras en general.


Esa última afirmación tiene asidero en que el derecho está garantizado para las mujeres que laboran en empresas que por una parte contraten más de 20 trabajadoras, suponiendo una relación formal de trabajo. Para el año 2000 un número importante de mujeres trabajaba en el sector informal de la economía, o en el sector formal sin contrato (551.573 mujeres equivalente al 38% del total que se declaraba ocupada). Y el 69% de las mujeres más pobres para ese mismo año, trabajaba en empresas de menos de 10 trabajadores.


Por otra parte, de acuerdo a datos de la Encuesta Laboral (Encla), de 1999, el 73% de las empresas dijo tener menos de 20 trabajadoras. Esto afirma la idea de que el actual sistema de salas cuna cubre las necesidades de sólo un pequeño grupo de trabajadoras.


Esta misma encuesta, reveló, que aun entre las empresas medianas y grandes, el 51% contrataba menos de 20 mujeres.

3.
Aspectos relevantes a considerar en la discusión del proyecto.


La paulatina y progresiva incorporación de la mujer al mundo del trabajo, su acceso a mejores estándares de formación profesional y capacitación ocupacional, y su creciente rol social como jefa de hogar, constituyen elementos de decisiva importancia a la hora de analizar una normativa como la que se propone en este informe.


El nivel de cumplimiento de la obligación por parte de las empresas, analizado conjuntamente con el costo asociado que implica el financiamiento de este derecho, ha marcado una tendencia clara en cuanto a que la regulación de esta materia está orientada a la búsqueda de mecanismos que permitan financiar de mejor forma el costo del mantenimiento de una sala cuna.


De esta forma, la ley N° 19.408 normativa que constituye el antecedente inmediato de la presente propuesta legislativa, estableció la posibilidad de instalar y mantener salas cuna en centros comerciales de manera que el costo fuera prorrateado por los diferentes locatarios y prestara servicios a la mayor cantidad de mujeres dependientes del comercio de dicho centro comercial.


Asimismo, la Ley 19.759, estableció la posibilidad de que los empleadores agrícolas cuyos predios o recintos de empaque se encuentren dentro de una misma comuna, habiliten y mantengan durante la respectiva temporada, uno o más servicios comunes de sala cuna.


En concordancia con ello, la presente propuesta legislativa se orienta a que otro segmento de empresas, aquellas que se encuentran ubicadas en centros o ciudades empresariales, puedan contar con salas cuna de uso común, disminuyendo de esta forma el costo nominal que para cada entidad representa el mantenimiento de este beneficio.

II. IDEA FUNDAMENTAL O MATRIZ DEL PROYECTO.

En conformidad con el N° 1 del artículo 287 del Reglamento de la Corporación y para los efectos de los artículos 66 y 70 de la Constitución Política de la República, como, asimismo, de los artículos 24 y 32 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, cabe señalaros que la idea matriz o fundamental del proyecto consiste en ampliar la obligación de tener salas cuna a los centros o complejos industriales y de servicios o ciudades empresariales, administrados bajo una misma razón social o personalidad jurídica, cuyos establecimientos ocupen, entre todos, veinte o más trabajadoras.


Tal idea matriz se encuentra desarrollada en un artículo único que conforma el proyecto de ley en informe.

III. ARTÍCULOS CALIFICADOS COMO NORMAS ORGÁNICAS CONSTITUCIONALES O DE QUÓRUM CALIFICADO.

Analizada la posibilidad de que el proyecto incidiera en materias de seguridad social y atendidos los antecedentes de derecho aportados por los representantes del Ejecutivo, la Comisión consideró que esta iniciativa legal sólo incide en materias de carácter laboral; de manera que concluyó que ella no contiene artículos que revistan el carácter de normas orgánicas constitucionales o que requieran quórum calificado para su aprobación.

IV. DOCUMENTOS SOLICITADOS Y PERSONAS RECIBIDAS POR LA COMISIÓN.

A la sesión, que esta Comisión destinó al estudio de esta materia, asistieron el señor ministro (S) del Trabajo y Previsión Social, don Yerko Ljubetic Godoy y el señor asesor de la misma Secretaría de Estado, don Francisco Del Río Correa, quienes realizaron valiosos aportes para el correcto estudio y entendimiento del proyecto, manifestando la opinión favorable del Gobierno a su aprobación.

V. DISCUSIÓN GENERAL Y APROBACIÓN DEL PROYECTO.

En el transcurso de su análisis general, el Ejecutivo manifestó que este tema se encuentra en plena concordancia con el tratamiento que, en su oportunidad, el Gobierno dio a los contenidos del proyecto de ley que originó la ley N° 19.408, en el sentido de avanzar en la búsqueda de mecanismos que permitan racionalizar los costos asociados al mantenimiento del beneficio de sala cuna.


En este sentido el espíritu de la citada ley dice relación con el financiamiento común que un conglomerado de unidades productivas hacen de este beneficio, permitiendo que trabajadoras de diferentes empresas, que individualmente consideradas no accederían a este derecho por no enmarcarse en los requisitos del artículo 203 del Código del Trabajo, puedan efectivamente hacer uso de un sistema de cuidado infantil.


Por último, el señor ministro (S) del Trabajo y Previsión Social, manifestó que parece adecuado que al existir hoy día nuevas formas de organización empresarial, ausentes a la época de discusión de la ley N° 19.408, se complementen sus normas en la forma que propone el proyecto en comento, dejando establecido que se hace sobre las mismas bases lógicas ya señaladas.


Al interior de vuestra Comisión las opiniones de los señores diputados versaron, principalmente, respecto de la conveniencia de legislar sobre esta materia, por cuanto se enmarca dentro del proceso de mejoramiento de las normas laborales de protección a la maternidad y de perfeccionamiento de los instrumentos de inserción al mundo del trabajo de la mujer, pero que además se preocupa de proteger adecuadamente los intereses del empleador, complementando la ley Nº 19.408, que modificó originalmente la letra del artículo 203 del Código del Trabajo, incorporando actividades ausentes en su redacción actual.


Particular preocupación hubo al interior de vuestra Comisión respecto a la incidencia que puede tener el hecho de no contar con una adecuada protección para la madre trabajadora frente a las actuales tasas de natalidad que presenta Chile, las que muestran un crecimiento negativo, sirviendo este argumento de base para la adecuación de nuestra legislación laboral en la orientación del proyecto en discusión.


Cerrada la discusión generada, el proyecto de ley en informe fue aprobado en general por vuestra Comisión, por cinco votos a favor, dos en contra y dos abstenciones.

VI. DISCUSIÓN PARTICULAR Y TEXTO DEL PROYECTO DESPACHADO POR LA COMISIÓN.

Durante la discusión en particular de esta iniciativa , quedó claramente establecido que la modificación propuesta aumenta el ámbito de aplicación de la norma del artículo 203 del Código del Trabajo a actividades productivas distintas del comercio como lo son las actividades industriales y de servicios, las que no fueron objeto de la ley Nº 19.408 pero que hoy en día incorporan cada día más mano de obra femenina.


Cerrada la discusión particular y puesto en votación el artículo único del proyecto, éste fue aprobado por 5 votos a favor, 2 en contra y 2 abstenciones.


El texto aprobado en particular por vuestra Comisión es el siguiente:


Artículo único.- Intercálese, en el primer inciso del artículo 203 del Código del Trabajo, entre las palabras “comerciales” y “administrados”, la frase “e industriales y de servicios””..

VII. SÍNTESIS DE LAS OPINIONES DISIDENTES AL ACUERDO ADOPTADO EN LA VOTACIÓN EN GENERAL.

Para los efectos de lo dispuesto en el N° 6 del artículo 287 del Reglamento de la honorable Cámara de Diputados, se informa que durante la discusión general del proyecto se emitieron opiniones disidentes que, en lo sustancial, se pasa a reseñar.


Los diputados señores Salaberry, don Felipe, y Monckeberg, don Nicolás, recogiendo la posición favorable que el Ejecutivo y la Comisión manifestaron respecto al fondo del proyecto, hicieron presentes sus aprensiones en el sentido de que la moción en discusión más bien resulta ser una iniciativa que apunta a la protección del trabajo y no de la madre trabajadora, por lo que no tendría el efecto de promover su inserción laboral, además de señalar que la norma propuesta encarece la actividad de los empleadores, puesto que implicará un costo y no un ahorro para los pequeños y medianos empresarios, por lo que éstos tenderán a contratar mano de obra masculina en desmedro de potenciales trabajadoras.


Asimismo, los diputados señores Salaberry, don Felipe; Vilches, don Carlos, y Monckeberg, don Nicolás, hicieron presente sus reservas respecto de la constitucionalidad de la moción en estudio, por cuanto incurriría en materias propias de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República, particularmente conforme a lo señalado en el artículo 62 N° 4 de la Constitución Política de la República.

VIII. ARTÍCULOS E INDICACIONES RECHAZADAS O DECLARADAS INADMISIBLES POR LA COMISIÓN.

En esta situación se encuentra la siguiente indicación:


-Del diputado señor Seguel, don Rodolfo.


“Modificar la palabra “veinte” por la palabra “diez” en todas las partes que digan relación con la cantidad de trabajadoras para obtener salas cunas”.


-Fue rechazada por 1 voto a favor, 5 en contra y 3 abstenciones.

IX. ARTÍCULO DEL PROYECTO DESPACHADO POR LA COMISIÓN QUE DEBA SER CONOCIDO POR LA COMISIÓN DE HACIENDA.

Vuestra Comisión estimó que el artículo único del proyecto de ley en informe no contiene disposiciones que deban ser conocidas por la Comisión de Hacienda.


X. TEXTO DEL PROYECTO DE LEY APROBADO POR LA COMISIÓN.

Como consecuencia de todo lo expuesto y por las consideraciones que oportunamente os dará a conocer el señor diputado informante, vuestra Comisión de Trabajo y Seguridad Social os recomienda la aprobación del siguiente:

“PROYECTO DE LEY:

Artículo único.- Intercálese, en el primer inciso del artículo 203 del Código del Trabajo, entre las palabras “comerciales” y “administrados”, la frase “e industriales y de servicios””.

-o-

XI. DESIGNACIÓN DE DIPUTADO INFORMANTE.

Vuestra Comisión acordó designar, por la unanimidad de los diputados presentes, en calidad de diputada informante a doña Ximena Vidal Lázaro.

-o-


Acordado en la sesión de fecha 11 de junio de 2002, con asistencia de los diputados señores Escobar, don Mario; Monckeberg, don Nicolás; Muñoz, don Pedro (Presidente de la 
Comisión); Riveros, don Edgardo; Salaberry, don Felipe; Seguel, don Rodolfo; Tapia, don Boris; Vidal, doña Ximena, y Vilches, don Carlos.


Sala de la Comisión, a 11 de junio de 2002.


(Fdo.): MARIO REBOLLEDO CODDOU, Abogado Secretario Accidental de la Comisión”.

11. Informe de la Comisión de Vivienda y Desarrollo Urbano sobre el proyecto de ley que modifica la ley Nº 19.537, sobre copropiedad inmobiliaria, con objeto de otorgar funciones y atribuciones a los administradores en materia de prevención y seguridad de evacuación de gases. (boletín Nº 2740-14)

“Honorable Cámara:


La Comisión de Vivienda y Desarrollo Urbano pasa a informar el proyecto de ley referido en el epígrafe, en primer trámite constitucional, de origen en una moción, patrocinada por los diputados Hales, don Patricio; Dittborn, don Julio; Montes, don Carlos, y Walker, don Patricio, y por los ex diputados señores Elgueta, don Sergio; Espina, don Alberto; Krauss, don Enrique; Orpis, don Jaime; Rocha, don Jaime, y Urrutia, don Salvador.


La iniciativa legal tiene por objeto mejorar las condiciones de seguridad de las instalaciones de gas en el interior de las viviendas acogidas al régimen de copropiedad inmobiliaria, mediante normas que permitan el adecuado cumplimiento de la normativa vigente, con objeto de obtener una mayor fiscalización de los riesgos originados por la ausencia de planes de prevención o la inexistencia de normas que permitan disponer la realización de revisiones o certificaciones de dichas instalaciones.


Cabe hacer presente que el proyecto fue aprobado, por unanimidad, tanto en general como en particular.


Asimismo, debe consignarse que el artículo único debe votarse con quórum simple y que no requiere trámite de Hacienda.


Durante su estudio, la Comisión contó con la asistencia y participación de la subsecretaria de Vivienda y Urbanismo, señora Sonia Tschorne; del superintendente de Electricidad y Combustibles, señor Sergio Espejo; de la asesora del Ministerio de Vivienda y Urbanismo señora Jeannette Tapia, y de los representantes del Colegio de Gestión y Administración Inmobiliaria, señores Daniel de la Fuente y Sergio Román.

I. ANTECEDENTES.

Los autores de la moción precisan que las muertes y lesiones que han sufrido un importante número de personas en el interior de sus hogares, como consecuencia de emanaciones de gas, ha generado alarma pública y ha hecho que lentamente se vaya tomando conciencia de la peligrosidad que puede representar este combustible y de la necesidad de que se adopten medidas urgentes para prevenir estas situaciones.


Se argumenta que la investigación efectuada por la honorable Cámara de Diputados1 y lo aseverado por especialistas con competencia en la materia han establecido que las muertes y daños a la salud provocados por el gas en el interior de las viviendas se deben a un conjunto complejo de causas, cuya solución se obtendrá a través de la combinación de acciones de diversa naturaleza y de instrumentos normativos que posibiliten mayores grados de fiscalización de los riesgos originados por la falta de vigilancia dentro de las viviendas, la ausencia de planes de prevención o la inexistencia de normas que permitan disponer la realización de revisiones o certificaciones. 


La honorable Cámara, como consecuencia de lo obrado por esta Comisión, aprobó propuestas de distinta índole para enfrentar el tema de la contaminación intradomiciliaria por emanaciones de monóxido de carbono, entre las cuales pueden destacarse la necesidad de establecer la absoluta prohibición de utilizar ductos colectivos de evacuación de gases en construcciones habitacionales superiores a ocho pisos; de realizar, por parte de los organismos competentes, una campaña informativa en todos los niveles, y diseñar un manual general para los usuarios; de asumir por parte de la Superintendencia de Electricidad y Combustibles la capacitación de los administradores de edificios, de modo de contar con personal calificado en la administración, que pueda hacerse cargo de la inspección inicial, y de educar a los usuarios en lo relativo a la necesidad de impedir alteraciones en los proyectos originales de las construcciones, sin la asistencia de profesionales competentes y de las autorizaciones municipales.


Los diputados patrocinantes sostienen que las deficiencias anotadas precedentemente se vinculan con la inexistencia de facultades que permitan a los administradores de edificios o viviendas en condominio adoptar medidas respecto de las emanaciones de gas, en particular el impedimento para solicitar que los instaladores de gas autorizados procedan a verificar la existencia de emanaciones que puedan provocar la muerte de los moradores del grupo habitacional que tienen a su cargo.


La ley Nº 19.537, sobre copropiedad inmobiliaria no contempla atribuciones para los administradores de condominios en materia de emanaciones fallidas de gas, así como tampoco respecto a daños, prevención y control del monóxido de carbono que afecta a los habitantes de viviendas y edificios acogidos al mencionado cuerpo legal.

II. IDEA MATRIZ O FUNDAMENTAL.

La iniciativa legal tiene por objeto mejorar las condiciones de seguridad de las instalaciones de gas en el interior de las viviendas acogidas al régimen de copropiedad inmobiliaria, mediante normas que permitan el adecuado cumplimiento de la normativa vigente, con objeto de obtener una mayor fiscalización de los riesgos originados por la ausencia de planes de prevención o la inexistencia de normas que permitan disponer la realización de revisiones o certificaciones de dichas instalaciones.


La idea matriz se concreta por medio de modificaciones que se proponen introducir en el inciso primero del artículo 7º y en el inciso primero del artículo 23 de la ley Nº 19.537, sobre copropiedad inmobiliaria. Al mismo tiempo, se propone incorporar un inciso quinto, nuevo, en el artículo 36 del mismo cuerpo legal, pasando el actual inciso quinto a ser sexto.

III.- DISCUSIÓN Y VOTACIÓN.
A)
DISCUSIÓN Y VOTACIÓN EN GENERAL.

1)
Discusión en general.


En la discusión habida en el seno de la Comisión se tuvo presente que el fundamento principal de la moción radica en la necesidad de poner fin a la incapacidad de los administradores de edificios para adoptar medidas con objeto de evitar la ocurrencia de hechos derivados de una falta de revisión o certificación periódica en materia de evacuación de gases.


En la actualidad, los administradores no están facultados para revisar si existen emanaciones por fallas de los artefactos, de las redes y de las cañerías individuales o colectivas y, en este sentido, la ley sobre copropiedad inmobiliaria es insuficiente, por cuanto aquéllos deben recurrir al Comité de Administración y a una asamblea de copropietarios para obtener dicha autorización.


Tanto la subsecretaria de Vivienda y Urbanismo, señora Sonia Tschorne, como el superintendente de Electricidad y Combustibles, señor Sergio Espejo, compartieron la idea matriz, particularmente por cuanto aborda una materia que no ha sido regulada adecuadamente.


El señor superintendente destacó los avances que se han producido a partir de lo obrado por la Comisión investigadora,2 pues hace tres o cuatro años imperaba la desinformación y la ausencia de mecanismos de control, los que desembocaron en la mencionada investigación.3 En efecto, las medidas que se han adoptado sólo han permitido resolver los problemas en el ámbito de la información sobre la manipulación y mantención de los artefactos, con lo cual han disminuido los accidentes, de modo que en 2000 se produjeron 24 muertes; en 2001, 14; y hasta junio del año en curso sólo se han producido 44. Sin embargo, no se ha resuelto la situación de los condominios que han sido certificados con el sello rojo o que no han sido certificados, que es precisamente la materia que trata este proyecto.


Hubo consenso en torno a la necesidad de establecer normas relativas a seguridad en materia de gas, determinar sanciones para quienes las infrinjan, y dotar al administrador, o a quien haga sus veces, de las atribuciones necesarias para fiscalizar, en las unidades o bienes de dominio común, el adecuado cumplimiento de las normas legales y reglamentarias vigentes.

2)
Votación en general.


La Comisión aprobó, por la unanimidad de sus integrantes presentes, la idea de legislar sobre el particular. 

B)
DISCUSIÓN Y VOTACIÓN EN PARTICULAR.

Artículo único

Consta de cuatro números, que modifican la ley Nº 19.537, sobre copropiedad inmobiliaria, en los aspectos que se señalan a continuación:

Nº 1.


Propone modificar el artículo 7º, con objeto de disponer que se financie con el fondo común de reserva la revisión periódica y la certificación de la adecuada evacuación de gases, sean éstos colectivos o individuales.


El superintendente de Electricidad y Combustibles, señor Sergio Espejo, fue partidario de reemplazar la expresión “adecuada evacuación de gases” por la frase “instalaciones interiores de gas”, por cuanto la primera se relaciona sólo con los ductos, en tanto que el procedimiento de la certificación está destinado a diagnosticar el estado de los ductos colectivos y de la matriz en el interior de las unidades, de los artefactos y de las conexiones de estos últimos con aquélla. Además, sugiere reemplazar la expresión “revisión periódica” por “certificación o inspección periódica”, con objeto de concordarlo con la normativa del organismo de control. 


La diputada señora Caraball estimó que bastaría con emplear la frase “instalaciones de gas”, por cuanto el término “interiores” puede inducir a confusión. 


Por su parte, el diputado señor Longueira planteó la inconveniencia de incorporar la frase “sean éstos colectivos o individuales”, por cuanto de ello se podría desprender que la revisión periódica y la certificación de la evacuación de gases de las unidades se financiaría con los recursos del fondo común de reserva que, de acuerdo con su propia naturaleza, deben destinarse al financiamiento relacionado con los bienes de dominio común y no con las unidades del condominio. 


El superintendente de Electricidad y Combustibles, señor Sergio Espejo, aclaró que los edificios son revisados y certificados previamente a la utilización del gas y que las certificaciones son indivisibles respecto de la totalidad de las instalaciones.


Para solucionar la situación expuesta con precedencia, se presentó una indicación substitutiva, patrocinada por la diputada señora Caraball y los diputados señores Aguiló; Galilea, don José Antonio; Hales, Longueira, Norambuena, y Tapia, que intercala, en el inciso primero del artículo 7º, entre las frases “reparaciones de los bienes de dominio común” y “o a gastos comunes urgentes o imprevistos”, la siguiente: “(,) a la certificación periódica de las instalaciones de gas,”.


-Puesta en votación la indicación relativa al número 1, fue aprobada, por la unanimidad de los integrantes presentes. 

Nº 2

Propone modificar el inciso primero del artículo 23, con el propósito de incorporar, como función del administrador, la de establecer un plan de revisión periódica de los ductos de evacuación de gases.


El superintendente de Electricidad y Combustibles, señor Sergio Espejo, hizo presente que el administrador es el representante del Comité de Administración y de la asamblea de copropietarios. Sin embargo, aquél puede tener problemas para que se efectúe la certificación, puesto que ésta puede implicar dificultades con la asamblea, lo cual dificulta su obtención. Además, las multas que sancionan el incumplimiento de la obligación de certificar son pagadas con recursos de la comunidad y se han equiparado a un porcentaje de los gastos comunes.


El diputado señor Dittborn señala que la Superintendencia es la autoridad técnica en materia de gas, a quien corresponde determinar una periodicidad para la revisión y certificación de las instalaciones de gas, en razón de lo cual no es adecuado otorgar a los administradores la función de establecer un plan, pues el procedimiento está definido y es de competencia del mencionado organismo.


La diputada señora Caraball trajo a colación que las funciones del administrador son las que se establezcan en el reglamento de copropiedad y las que específicamente les conceda la asamblea de copropietarios, en tanto que las que aparecen en el artículo 23 son meramente enunciativas, toda vez que se les da un carácter ejemplar, al encabezarlas con la expresión “tales como”. 


El diputado señor Galilea, don José Antonio, argumentó que, si bien podría interpretarse dicha expresión en el sentido de que son facultativas las funciones enumeradas en el mencionado artículo, éstas son tan necesarias, que resulta evidente su cumplimiento, ya sea por parte del administrador o de los comités de administración. 


El diputado señor Hales comentó que debe asignarse dicha función a los administradores para que pueda cumplirse en la práctica con la obligación de efectuar la certificación correspondiente. Sin embargo, en los casos de los condominios que carecen de administrador, esta obligación estaría radicada en el Comité de Administración, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 22.


Con objeto de coordinarla con la redacción aprobada en el número precedente, la diputada señora Caraball y los diputados señores Galilea, don José Antonio; Hales; Longueira y Tapia presentaron una indicación substitutiva, que intercala, en el inciso primero del artículo 23, entre las frases “tales como cuidar los bienes de dominio común;” y “ejecutar los actos de administración y conservación y los de los carácter urgente sin recabar previamente el acuerdo de la asamblea,” la siguiente: “efectuar los actos necesarios para realizar la certificación de las instalaciones de gas;”.


-Puesta en votación la indicación referente al número 2, fue aprobada por la unanimidad de los integrantes presentes.

Nº 3

Propone otorgar a los administradores la facultad de solicitar a la Superintendencia de Electricidad y Combustibles o contratar de cualquier certificador autorizado por dicho organismo una evaluación o certificación de las instalaciones de la comunidad, sin que sea necesaria la consulta previa al Comité de Administración o a la asamblea de copropietarios, o su posterior ratificación.


Hubo controversia en el seno de la Comisión respecto del alcance de los vocablos “evaluación” y “certificación” y de la conveniencia de la función que se propone encomendar al administrador de desempeñarse sin consulta del Comité de Administración ni aprobación de la asamblea, sobre la base de los criterios expuestos en los números anteriores.


Por tal motivo, la diputada señora Caraball y los diputados señores Aguiló; Galilea, don José Antonio; Hales, Jiménez, Longueira, Norambuena, Pérez, don Aníbal, y Tapia, presentaron una indicación substitutiva, que incorpora el siguiente inciso segundo, nuevo, en el artículo 23, pasando el actual inciso a ser tercero:


“El administrador o quien haga sus veces queda facultado para requerir a la Superintendencia de Electricidad y Combustibles con objeto de que dicho organismo ejerza las funciones y atribuciones que la ley le otorga en materia de gas. El administrador podrá contratar de cualquier certificador autorizado la certificación, según corresponda, de las instalaciones de gas de la comunidad, para lo cual deberá notificar por escrito al Comité de Administración el valor del servicio. El Comité de Administración tendrá un plazo de diez días hábiles desde la notificación para aceptar el servicio propuesto o presentar una alternativa distinta. Si transcurrido dicho plazo, el Comité de Administración no se hubiere pronunciado sobre la propuesta hecha por el administrador o no propone otra alternativa, el administrador procederá a contratar la certificación, conforme a la propuesta presentada al Comité de Administración. El administrador está facultado, previo aviso al Comité de Administración, para proceder a realizar en los bienes de dominio común o en las unidades que forman parte del condominio, cualquier revisión relativa al gas, cuando ésta sea dispuesta por la autoridad competente”.


-Puesta en votación la indicación substitutiva, fue aprobada, por la unanimidad de los integrantes presentes.

Nº 4

Propone agregar un inciso quinto, nuevo, en el artículo 36, con objeto de consagrar una obligación para los propietarios de las unidades en orden a que deben facilitar la expedición de revisiones o certificaciones y una sanción en caso de incumplimiento de la misma. Incluye, además del gas, la electricidad u otro tipo de energía, por tratarse de materias similares. 


El diputado señor Hales, don Patricio, explicó que lo que se pretende con esta modificación es aplicar la misma sanción, consistente en una multa de 1 a 3 unidades tributarias mensuales, establecida en el artículo 32,5 al copropietario que no permite que se efectúe la revisión en su unidad y que impide, de este modo, obtener la certificación.


El superintendente de Electricidad y Combustibles, señor Sergio Espejo, señaló que el organismo a su cargo sanciona a los administradores cuando no se realizan las certificaciones con multas que son pagadas, probablemente, por los copropietarios. En relación con el número propuesto, manifestó su preocupación en orden a que se produzca una duplicidad de funciones, toda vez que se aplicaría una doble sanción: la impuesta por la normativa de la Superintendencia y la que se pretende establecer en este numeral y que se haría efectiva a través de los juzgados de policía local. 


El diputado señor Galilea, don José Antonio, acotó que ello sería entendible sólo si hubiera una infracción establecida para el administrador en el caso de que un copropietario no otorgare las facilidades para ingresar a su unidad, pero que, en la situación en estudio, se sanciona a este último, quien es el que ha incumplido la obligación impuesta en la norma que se pretende crear. 


El diputado señor Hales opinó que debe interpretarse que, sin perjuicio de las facultades que la ley Nº 18.410 le confiere al organismo de control,6 no existe inconveniente en establecer sanciones en una normativa que regula específicamente el régimen de copropiedad, y que es más conveniente que así sea para no tener que recurrir a un texto legal distinto como es el que regula a la Superintendencia.


El señor Espejo, don Sergio, hizo presente que existen otras normas que rigen la materia, a saber, los artículos 192 a 194 del decreto supremo Nº 222, de 1996, del Ministerio de Economía, que aprueba el reglamento de instalaciones interiores de gas. Si un propietario no permite el ingreso a su unidad, se ordena el acceso, con auxilio de la fuerza pública y se le sanciona si continúa renuente, a pesar de la aplicación de estas medidas. 


Hubo consenso en torno a la necesidad de establecer una sanción, con objeto de cumplir con uno de los objetivos de la iniciativa, en orden a hacer aplicable en la práctica la obligación de certificar, que es obstaculizada debido a que no se consigue la revisión de todas las unidades del condominio. 


-Puesto en votación el número 4, fue aprobado por la unanimidad de los integrantes presentes.

IV. NORMAS DE CARÁCTER ORGÁNICO CONSTITUCIONAL O DE QUÓRUM CALIFICADO.

El artículo único del proyecto debe votarse con quórum simple.

V. ARTÍCULOS QUE DEBEN SER CONOCIDOS POR LA COMISIÓN DE HACIENDA.

En ejercicio de la facultad que le confiere el Nº 4 del artículo 287 del Reglamento, la señora Presidenta de la Comisión determinó que el proyecto no requiere cumplir este trámite. 

VI. ARTÍCULOS E INDICACIONES RECHAZADOS.

No hay normas en esa situación. 

VII. INDICACIONES DECLARADAS INADMISIBLES.

No las hay.

VIII. CONSTANCIAS.

Se hace constar que, de conformidad con el artículo 15 del Reglamento de la Corporación, se han introducido en el texto del proyecto modificaciones formales que no se ha estimado del caso explicitar.

-o-


Como consecuencia de lo anteriormente expuesto, y por las otras consideraciones que dará a conocer el señor diputado informante, la Comisión de Vivienda y Desarrollo Urbano recomienda la aprobación del siguiente


PROYECTO DE LEY

Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 19.537, sobre copropiedad inmobiliaria:

1.
Intercálase, en el inciso primero del artículo 7º, entre las frases “reparaciones de los bienes de dominio común” y “o a gastos comunes urgentes o imprevistos”, la siguiente: “(,) a la certificación periódica de las instalaciones de gas”.

2.
Intercálase, en el inciso primero del artículo 23, entre las frases “tales como cuidar los bienes de dominio común;” y “ejecutar los actos de administración y conservación y los de carácter urgente sin recabar previamente el acuerdo de la asamblea,” reemplazando la segunda (,) por (;), la siguiente: “efectuar los actos necesarios para realizar la certificación de las instalaciones de gas;”.

3.
Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo, en el artículo 23, pasando el actual segundo a ser tercero:


“El administrador o quien haga sus veces está facultado para requerir a la Superintendencia de Electricidad y Combustibles con objeto de que dicho organismo fiscalice el cumplimiento de la normativa vigente en materia de gas. El administrador podrá encomendar a cualquier persona o entidad autorizada la certificación de las instalaciones de gas de la comunidad, para lo cual deberá notificar por escrito el valor del servicio al Comité de Administración, el que tendrá un plazo de diez días hábiles contados desde la notificación para aceptar lo propuesto o presentar una alternativa distinta. Si, transcurrido este plazo, no se pronunciare, el administrador procederá a contratar la certificación conforme a la propuesta notificada al Comité de Administración. Asimismo, el administrador podrá disponer, previo aviso a dicho Comité, cualquier revisión relativa al gas en los bienes de dominio común o en las unidades que forman parte del condominio, cuando sea dispuesta por la autoridad competente.”

4.
Agrégase el siguiente inciso quinto, nuevo, en el artículo 36, pasando el actual quinto a ser sexto:


“Los copropietarios, arrendatarios u ocupantes de las unidades que componen el condominio están obligados a facilitar la expedición de revisiones o certificaciones en el interior de sus unidades, cuando hayan sido dispuestas conforme a la normativa vigente. Si no otorgaren las facilidades para efectuarlas, habiendo sido notificados por escrito por el administrador en la dirección que cada uno registre en la administración, serán sancionados conforme a lo dispuesto en el artículo 32”.”.

-o-


Se designó diputado informante al señor Hales, don Patricio. 


Sala de la Comisión, a 12 de junio de 2002.


Tratado y acordado, en sesiones celebradas los días 5 y 12 de junio de 2002, con asistencia de la señora Caraball, doña Eliana (Presidenta), y de los señores Aguiló, don Sergio; 
Galilea, don José Antonio; Hales, don Patricio; Jiménez, don Jaime; Longueira, don Pablo; Norambuena, don Iván; Pérez, don Aníbal; Robles, don Alberto, y Tapia, don Boris.


Concurrió, además, el diputado señor Dittborn, don Julio.



(Fdo.): ELENA MELÉNDEZ URENDA, Abogada Secretaria de la Comisión”.

12. Informe de la Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones acerca del proyecto de ley que modifica el decreto con fuerza de ley Nº 70, de 1988, del Ministerio de Obras Públicas, ley de tarifas de servicios sanitarios, con el objeto de conceder al Presidente de la República atribuciones que indica. (boletín Nº 2430-09)

“Honorable Cámara:


Vuestra Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones pasa a informaros sobre el proyecto de ley, originado en una moción de los diputados señores Patricio 
Cornejo, Jaime Jiménez, Pablo Lorenzini y Carlos Olivares, y del ex diputado señor Luis Pareto, que modifica el decreto con fuerza de ley Nº 70, de 1988, del Ministerio de Obras Públicas, ley de Tarifas de Servicios Sanitarios, con el objeto de conceder al Presidente de la República atribuciones que indica.


El proyecto persigue que las nuevas tarifas de agua potable definidas para un prestador sean fijadas mediante decreto supremo y no como ocurre en la actualidad, en que son determinadas mediante decreto del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, expedido bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”.


Además, propone que el Presidente de la República tenga la última palabra en la fijación de tarifas de servicios sanitarios, pudiendo, por una sola vez, modificar el porcentaje de variación de las tarifas determinado de conformidad con el procedimiento que establece la ley de Tarifas de Servicios Sanitarios.


Para el estudio del proyecto de ley, la Comisión contó con la asistencia y la colaboración del subsecretario de Economía, señor Álvaro Díaz Pérez; del abogado asesor del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción señor Eduardo Escalona Vásquez; del superintendente de Servicios Sanitarios, señor Juan Eduardo Saldivia Medina, y del asesor del área de aguas del Ministerio de Obras Públicas, señor Sergio Arévalo Macías.

I. FUNDAMENTOS DEL PROYECTO.

En el proyecto se describe el procedimiento que establece la ley para fijar cada cuatro años las tarifas máximas que se cobrarán por los servicios de producción y distribución de agua potable, y de recolección y disposición de aguas servidas, con tratamiento o sin él, contenido en los artículos 6º al 10 de la ley de Tarifas.


Para el tema que interesa abordar, hay que destacar respecto de este procedimiento que, en la eventualidad de que existan discrepancias entre los resultados del estudio realizado por la Superintendencia de Servicios Sanitarios y los del estudio del prestador, y en que estas discrepancias no se solucionen a través de un acuerdo directo entre ambos, la Superintendencia está obligada a constituir una comisión formada por tres expertos: uno nominado por el prestador; otro, por el superintendente y, el tercero, elegido por el superintendente de una lista de expertos acordada previamente entre la Superintendencia y el prestador. Dicha comisión de expertos debe pronunciarse sobre cada uno de los parámetros en que exista discrepancia, en mérito de los fundamentos y antecedentes de los respectivos estudios, y optar de manera fundada por uno de los dos valores, sin que pueda adoptar valores intermedios. El dictamen de la comisión tiene el carácter de definitivo y es obligatorio para ambas partes.


Con el objeto de hacer más transparente la fijación de las fórmulas tarifarias, se propone que éstas sean fijadas mediante un decreto supremo, y no como ocurre en la actualidad, en que son fijadas mediante un decreto del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, expedido bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”.


Por otra parte, se propone incorporar un inciso final, nuevo, en el artículo 10, por el cual se le otorgue al Presidente de la República la facultad, con ciertas restricciones, de modificar el porcentaje de la fórmulas tarifarias resultantes de los estudios.

II. MINUTA DE LAS IDEAS MATRICES O FUNDAMENTALES DEL PROYECTO.

Para los efectos previstos en los artículos 66 y 70 de la Constitución Política de la República, y en los incisos primeros de los artículos 24 y 32 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, corresponde consignar, como lo exige el artículo 287 del Reglamento de la Corporación, una minuta de las ideas matrices o fundamentales del proyecto, entendiéndose por tales las contenidas en la moción.


De acuerdo con esto último, las ideas matrices son las siguientes:

a)
Hacer más transparente la fijación de las fórmulas tarifarias, y

b)
Otorgar al Presidente de la República la facultad para modificar el porcentaje de las fórmulas tarifarias resultantes de los estudios realizados de acuerdo con lo que establece el decreto con fuerza de ley Nº 70, de 1988, del Ministerio de Obras Públicas, ley de Tarifas de Servicios Sanitarios.


Para materializar las ideas matrices, el proyecto plantea que las nuevas tarifas de agua potable definidas para un prestador sean fijadas mediante decreto supremo y no como ocurre en la actualidad, en que son fijadas por un decreto del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, expedido bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”.


Además, propone que el Presidente de la República tenga la última palabra en la fijación de tarifas de servicios sanitarios, pudiendo, por una sola vez, modificar el porcentaje de variación de las tarifas determinado de conformidad con el procedimiento que establece el decreto con fuerza de ley Nº 70, de 1988, del Ministerio de Obras Públicas, ley de Tarifas de Servicios Sanitarios.

III. ARTÍCULOS CALIFICADOS COMO NORMAS DE CARÁCTER ORGÁNICO-CONSTITUCIONAL O DE QUÓRUM CALIFICADO.

La Comisión estimó que el proyecto no contiene normas de esta índole.

IV. ARTÍCULOS DEL PROYECTO QUE, EN CONFORMIDAD CON EL ARTÍCULO 220 DEL REGLAMENTO, DEBAN SER CONOCIDOS POR LA COMISIÓN DE HACIENDA.

El artículo único no debe ser conocido por la Comisión de Hacienda.


V. DISCUSIÓN Y VOTACIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR DEL PROYECTO.

Los patrocinantes de la moción explicaron que el proyecto de ley se basa en la poca transparencia que tiene el actual sistema de fijación de tarifas, por cuanto la decisión final queda sometida al arbitrio de una sola persona, que es el perito independiente.


Los autores de la moción señalaron que conocen en profundidad el proceso de fijación tarifaria y que la moción establece una norma que le otorga al Presidente de la República una facultad para que la ejerza antes de la dictación del decreto que contiene las nuevas fórmulas tarifarias.


Explicaron además, que lo grave del actual procedimiento de fijación tarifaria radica en que, cuando hay discrepancias entre la Superintendencia de Servicios Sanitarios y el prestador y se nombra una comisión de peritos para que resuelva las controversias, a fin de cuentas es el perito independiente el que decide las discrepancias, pues se da por descartado que el perito nombrado por el prestador defiende los valores presentados por la empresa, mientras que el perito nombrado por la Superintendencia defiende los valores de ésta. En consecuencia, el decreto tarifario se dicta sobre la base de lo que decide el tercer perito. Es por esto por lo que el proyecto inserta una fase posterior al término de los estudios y previa a la dictación del decreto tarifario, consistente en que el Presidente de la República, con toda la asesoría que pueda tener de asistentes, asesores, técnicos y profesionales universitarios, etcétera, pueda decidir, por ejemplo, que el perito independiente actuó influido por alguien o en el límite de la interpretación subjetiva, por lo que los valores decididos por él deban ser modificados.


Por lo tanto, tiene gran importancia otorgarle al Presidente de la República la facultad de decidir finalmente respecto del alza de las tarifas, en base a todos los antecedentes aportados. Aunque el Presidente gozará de cierta discrecionalidad, de todas maneras es un positivo factor de corrección del actual sistema. Chile siempre ha tenido Presidentes honorables y respetados por la ciudadanía. Por eso, es absolutamente pertinente otorgarle a él la facultad de revisar las decisiones de los peritos, con la adecuada asesoría técnica y apolítica.


Además, el Presidente de la República está sujeto a responsabilidades que se pueden hacer efectivas si actúa arbitrariamente, mientras que el perito independiente no está sujeto a responsabilidad alguna por sus decisiones.


Finalmente, reiteraron la importancia que tiene la aprobación del proyecto, lo cual constituiría una señal de preocupación de la Cámara de Diputados frente a un tema que interesa a toda la ciudadanía.

-o-


A la discusión en general del proyecto de ley concurrieron las siguientes personas invitadas por la Comisión, las que formularon las opiniones que en cada caso se indica.


El superintendente de Servicios Sanitarios, señor Juan Eduardo Saldivia Medina, explicó que el proceso de determinación de tarifas se realiza de acuerdo con la ley, mediante estudios que deben hacer tanto la empresa de servicios sanitarios como la Superintendencia. Agregó que, una vez terminados, esos estudios se intercambian entre las partes. La empresa tiene la facultad de discrepar de los parámetros de la Superintendencia. Esas discrepancias se traducen en un informe pormenorizado. La ley permite que sean resueltas directamente entre la Superintendencia y la empresa. Si no existe acuerdo, deben ser resueltas por una comisión de expertos, quienes emiten un fallo obligatorio.


El proyecto de ley busca, en definitiva, que el Presidente de la República tenga la facultad de modificar la decisión de los expertos.


Al respecto, la Superintendencia de Servicios Sanitarios opina que se trata de una materia de política regulatoria y de orden público económico, respecto de la cual la Superintendencia carece de atribuciones para pronunciarse, pues no hay aspectos técnicos involucrados. La opinión del Ejecutivo sobre este proyecto de ley debe ser dada por los organismos políticos respectivos, especialmente por el Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción. En todo caso, no se trata de una reforma menor dentro del marco regulatorio, sino sustancial.


Señaló que, a su juicio, en el aspecto administrativo, a raíz de las controversias que se suscitan entre las empresas y la Superintendencia, es necesario perfeccionar dos aspectos que son muy complejos. Uno, es que no sea sólo la empresa la que tenga la posibilidad de discrepar del estudio realizado por la Superintendencia, pues eso produce la distorsión de que dicho estudio sea la base de cualquier resultado. Dos, es necesario modificar la integración de la comisión pericial.


Planteó que el proyecto no es la mejor forma de corregir los defectos que existen en el sistema actual, pues introduce un elemento de discrecionalidad y arbitrariedad en los procesos tarifarios. Además, el proyecto no señala que se aplicará solamente a los futuros procesos de fijación tarifaria -que no tendrán lugar hasta cuatro o cinco años más-, lo que puede producir una incertidumbre en las tarifas fijadas.


Finalmente, indicó que es necesario evitar todo factor que induzca a que la fijación de tarifas se haga según criterios políticos, que puedan favorecer a determinadas empresas o usuarios. En la actualidad, no existe ese riesgo político. Pero sí hay otro riesgo: que las tarifas no puedan ser pagadas por la comunidad.

-o-


El subsecretario de Economía, señor Álvaro Díaz Pérez, señaló que el Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción comparte la preocupación de fondo que ha motivado este proyecto de ley, pero no concuerda con la forma por la que se ha optado para solucionar los problemas detectados, por lo que manifiesta su opinión contraria al mismo. Sin embargo, anuncia la disponibilidad del Ministerio para aportar todo tipo de estudios y antecedentes, a fin de elaborar alternativas viables.


Añadió que, evidentemente, el tema está abierto a la discusión y revisión, porque todo proceso de fijación tarifaria es perfectible. Sin embargo, la fórmula por la que opta el proyecto no es la más adecuada.


Explicó que es necesario tener en cuenta lo que ocurre en la fijación tarifaria en los otros servicios públicos. En materia de telecomunicaciones también hay peritos, pero ellos no dirimen las discrepancias que se produzcan entre la Subsecretaría de Telecomunicaciones y la empresa regulada, sino que hacen recomendaciones al subsecretario y es él quien decide. En el caso del servicio de distribución de electricidad, también hay peritos y estudios, pero es la Comisión Nacional de Energía la que resuelve en definitiva.


Agregó que en el sector sanitario se optó por peritos con atribuciones para resolver discrepancias, en razón de la arbitrariedad que puede afectar a la autoridad regulatoria.


En todo caso, es claro que siempre existe el peligro de “captura” de la autoridad regulatoria; por eso los procesos son tan reglados.


A continuación se refirió, por separado, a los dos números del artículo único del proyecto, que modifica el decreto con fuerza de ley Nº 70, de 1988, del Ministerio de Obras Públicas, ley de Tarifas de Servicios Sanitarios.


Mediante el número 1 se propone substituir el inciso segundo del artículo 2º por el siguiente: “La fijación de las fórmulas tarifarias se realizará mediante decreto supremo, el que deberá llevar la firma del ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción.” Según el proyecto de ley, esta modificación persigue dar más transparencia al proceso de fijación tarifaria.


Indicó que el precepto actualmente vigente dispone que la fijación de las fórmulas tarifarias se efectúa por decreto del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, expedido bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”.


Explicó que, en virtud de lo dispuesto en al artículo 35 de la Constitución Política de la República, los decretos supremos deben ser firmados directamente por el Presidente de la República más el ministro respectivo, o bien pueden ser expedidos con la sola firma del 
ministro respectivo, por orden del Presidente de la República, cuando una ley autoriza expresamente esa delegación. Ambos decretos son decretos supremos y producen el mismo efecto, por lo que esta primera propuesta en nada cambia el sistema actual.


El número 2, por su parte, incorpora un inciso final en el artículo 10, según el cual el Presidente de la República, por una sola vez, terminadas las fases de estudio, resueltas las controversias -si las hubiere- y antes de la dictación del decreto que fija las tarifas, podrá modificar el porcentaje de variación de las tarifas determinado de conformidad con el procedimiento legal.


Señaló el subsecretario de Economía que la ley de Tarifas contiene un procedimiento similar al que rige en otros servicios públicos en los que hay fijación de tarifas (telecomunicaciones y distribución eléctrica), basado en el modelo de una empresa eficiente y que se aplica en Chile desde hace más de veinte años.


El procedimiento de fijación de tarifas de los servicios sanitarios está absolutamente reglado, tanto en la ley como en su reglamento, con etapas y fases muy ordenadas, por lo que no da lugar a discrecionalidad o arbitrariedad alguna.


Añadió que, una vez fijadas las tarifas, la ley vigente contempla dos posibilidades de modificación de las mismas.


La primera está reconocida en el artículo 3º de la ley de Tarifas de Servicios Sanitarios y nace de una decisión de la autoridad basada en fundamentos sociales. Mediante ese precepto excepcional, por decreto supremo fundado, dictado por el Presidente de la República y firmado por los ministros de Economía, Fomento y Reconstrucción y de Hacienda, podrá suspenderse temporalmente la aplicación de las fórmulas tarifarias en vigencia y establecerse, en su reemplazo, tarifas inferiores a las que se obtuvieren de aplicar las determinadas por la Superintendencia, con determinados requisitos, siempre que se pague una compensación mensual a los prestadores afectados, en un monto equivalente a la diferencia entre la facturación efectiva registrada y la que hubiera resultado en el respectivo mes, de haberse aplicado las fórmulas tarifarias generales.


La segunda situación se contempla en el artículo 12 A de la misma ley, según el cual las fórmulas tarifarias pueden modificarse antes del término del período de su vigencia cuando existan razones fundadas en cambios fundamentales de las circunstancias y supuestos de hecho considerados para su cálculo, y siempre que haya acuerdo entre la autoridad reguladora y el prestador. Las nuevas tarifas fijadas rigen por cinco años. En este caso no procede compensación alguna.


Señaló que el proyecto de ley no modifica la situación que ocurre con posterioridad a la dictación del decreto que contiene las nuevas fórmulas tarifarias, sino que introduce una nueva etapa en el proceso anterior a la firma de ese decreto. O sea, que, finalizado el proceso de estudio de las nuevas tarifas, pueda haber una decisión del Presidente de la República que señale que las tarifas no podrán variar más de determinado porcentaje.


Según el Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, esta propuesta introduce una seria incertidumbre en el procedimiento de fijación de tarifas. El hecho de que a un procedimiento reglado se le introduzca un elemento de discrecionalidad vulnera el procedimiento fijado en los artículos 7º, 8º, 9º y 10 de la ley de Tarifas y, lo que es más grave, hace que todo el procedimiento legal carezca de sentido.


Al otorgar al Presidente de la República la facultad que indica el proyecto, para ejercerla después de la dictación del decreto tarifario, se podría producir una situación similar a la contemplada en el artículo 3º de la ley, pero sin el correspondiente pago de compensación, por lo que tendría carácter expropiatorio, pues de las tarifas fijadas nacen derechos para los prestadores, de los cuales el principal es el de obtener utilidades.

-o-


El diputado señor García, don René Manuel, hizo presente que, de acuerdo con la minuta elaborada por la Secretaría de la Comisión, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 263 del Reglamento de la Corporación, se plantea la inconstitucionalidad de la moción, por cuanto infringe la disposición contenida en el artículo 62, inciso cuarto, número 2º, de la Constitución Política de la República.


El diputado señor Lorenzini, don Pablo, uno de los patrocinantes de la moción, recordó que la Cámara de Diputados declaró admisible el proyecto de ley, por lo que la Comisión ya no podría declararlo inadmisible por inconstitucional.


El diputado señor Alvarado, con Claudio, opinó que si la aprobación de la moción incentivará a la autoridad a presentar una solución alternativa, debe hacerse, pero con la advertencia de que tal anuencia afecta la imagen del Parlamento, por haber aprobado un proyecto inconstitucional, a sabiendas de que es así.

-o-


El proyecto en informe consta de un artículo único, por el cual se modifica el decreto con fuerza de ley Nº 70, de 1988, del Ministerio de Obras Públicas, ley de Tarifas de Servicios Sanitarios.


Por el número 1 se sustituye el inciso segundo del artículo 2º por el siguiente:


“La fijación de las fórmulas tarifarias se realizará mediante decreto supremo, el que deberá llevar la firma del ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción”.


El artículo 2º, inciso segundo, vigente, dispone lo siguiente:


“La fijación de las fórmulas tarifarias se realizará mediante decreto del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, expedido bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”.


Mediante el número 2 se incorpora, en el artículo 10, el siguiente inciso final, nuevo:


“No obstante lo anterior, el Presidente de la República, por una sola vez, antes de la dictación del decreto a que se refiere el artículo 2º, inciso segundo, podrá modificar el porcentaje de variación de las tarifas determinado de conformidad con el procedimiento que establece esta ley”.


-Puesto en votación en general y en particular el proyecto de ley, fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes, señores Jiménez (Presidente), Alvarado, Ceroni, Delmastro, García, Lorenzini (Luksic), Norambuena, Pareto, y Pérez, don Ramón.

Constancias reglamentarias

Para los efectos previstos en el artículo 287 del Reglamento, se hace constar lo siguiente:

1.
No hay artículos que deban ser calificados como normas orgánicas constitucionales o de quórum calificado.

2.
No hay artículos que deban ser conocidos por la Comisión de Hacienda.

3.
No hay indicaciones rechazadas.

4.
La aprobación en general del proyecto se efectuó por la unanimidad de los diputados presentes.

VI. TEXTO DEL PROYECTO APROBADO.

En mérito de las consideraciones anteriores y de las que, en su oportunidad, os podrá añadir el señor diputado informante, vuestra Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones os recomienda la aprobación del siguiente

PROYECTO DE LEY

“Artículo único.- Modifícase el decreto con fuerza de ley Nº 70, de 1988, del Ministerio de Obras Públicas, ley de Tarifas de Servicios Sanitarios, en la siguiente forma:

1.
Sustitúyese el artículo 2º, inciso segundo, por el siguiente:


“La fijación de las fórmulas tarifarias se realizará mediante decreto supremo, el que deberá llevar la firma del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción”.

2.
Incorpórase, en el artículo 10, el siguiente inciso final, nuevo:


“No obstante lo anterior, el Presidente de la República, por una sola vez, antes de la dictación de decreto a que se refiere el artículo 2º, inciso segundo, podrá modificar el porcentaje de variación de las tarifas determinado de conformidad con el procedimiento que establece este ley”.


Se designó diputado informante al señor Roberto Delmastro Naso.


Sala de la Comisión, a 14 de junio de 2002.


Tratado y acordado, conforme se consigna en las actas de las sesiones de fechas 14 de mayo y 11 de junio de 2002, con la asistencia de los diputados señores Jiménez, don Jaime (Presidente); Alvarado, don Claudio; Ceroni, don Guillermo; Delmastro, don Roberto; 
Espinoza, don Fidel; García, don René Manuel; Hales, don Patricio; Lorenzini, don Pablo; Luksic, don Zarko; Meza, don Fernando; Norambuena, don Iván; Pareto, don Cristián; Pérez, don Ramón, y Salaberry, don Felipe.


Se deja constancia de que en la sesión 9ª, de fecha 11 de junio de 2002, el diputado señor Lorenzini, don Pablo, reemplazó al diputado señor Luksic, don Zarko.


(Fdo.): PATRICIO ÁLVAREZ VALENZUELA, Secretario de la Comisión”.

(*	PDC: Partido Demócrata Cristiano; PPD: Partido Por la Democracia; UDI: Unión Demócrata Independiente; �RN: Renovación Nacional; PS: Partido Socialista; UCCP: Unión Centro Centro Progresista; PRSD: Partido �Radical Social Demócrata; IND: Independiente.


� 	Metros sobre el nivel del mar.


1 	Es aquel que explota una superficie no superior a las 12 Hectáreas de Riego Básico, cuyos activos no superen el equivalente a 3.500 Unidades de Fomento, que su ingreso provenga principalmente de la explotación agrícola, y que trabaje directamente la tierra, cualquiera sea su régimen de tenencia.


2 	La persona que habita y trabaja habitualmente en el campo, cuyos ingresos provengan fundamentalmente de la actividad silvoagropecuaria realizada en forma personal, cualquiera que sea la calidad jurídica en que la realice, siempre que sus condiciones económicas no sean superiores a las de un pequeño productor agrícola, y las personas que integran su familia.


1	Se trata de la investigación encomendada por la honorable Cámara a esta Comisión en virtud del proyecto de acuerdo aprobado en sesión 1ª, de la legislatura extraordinaria, celebrada el 6 de octubre de 1998, en relación con los problemas suscitados por emanaciones de monóxido de carbono producidas por artefactos de gas instalados en el interior de las viviendas.


2 	Ver cita Nº 1.


3 	En 2001 más de 40.000 viviendas nuevas fueron certificadas con sello verde en la Región Metropolitana; 2.604 edificios en uso efectuaron su certificación, de los cuales la mitad tienen en la actualidad sello rojo, lo que representa el 60 por ciento de incremento respecto de lo que había ocurrido en los años anteriores.


4 	A partir del 1 de marzo de este año, todos los artefactos de gas que se comercializan tienen un rótulo de seguridad con información para su utilización.


5 	El artículo 32, en los incisos tercero y cuarto, establece: “La infracción a lo prevenido en este artículo será sancionada con multa de una a tres unidades tributarias mensuales, pudiendo el tribunal elevar al doble su monto en caso de reincidencia. Se entenderá que hay reincidencia cuando se cometa la misma infracción, aun si ésta afectare a personas diversas, dentro de los seis meses siguientes a la fecha de la resolución del juez de policía local que condene al pago de la primera multa. 


	Podrán denunciar estas infracciones, el Comité de Administración, el administrador o cualquier persona afectada, dentro de los tres meses siguientes a su ocurrencia. Lo anterior, sin perjuicio de las indemnizaciones que en derecho correspondan. La administración del condominio podrá, a través de circulares, avisos u otros medios, dar a conocer a la comunidad los reclamos correspondientes. Serán responsables, solidariamente, del pago de las multas e indemnizaciones por infracción a las obligaciones de este �artículo, el infractor y el propietario de la respectiva unidad, sin perjuicio del derecho de este último de repetir contra el infractor.”


6 	La ley Nº 18.410, que crea la Superintendencia de Electricidad y Combustibles, en el Nº 17 del artículo 3º, dispone:


	“Corresponderá a la Superintendencia de Electricidad y Combustibles:


	17.- Resolver, oyendo a los afectados, los reclamos que se formulen por, entre o en contra de particulares, consumidores y propietarios de instalaciones eléctricas, de gas y de combustibles líquidos, en general, y que se refieran a cualquier cuestión derivada de los cuerpos legales o reglamentarios cuyo cumplimiento le corresponde fiscalizar.


	Los reclamos serán comunicados por la Superintendencia a los afectados, fijándoles un plazo prudencial para informar. Si dicho informe fuere suficiente para esclarecer la cuestión debatida, dictará resolución inmediata. Si el afectado no contestare en el plazo fijado o si el hecho imputado fuere estimado de gravedad, la Superintendencia deberá disponer que se practique una investigación que le permita formarse juicio completo y dictar la resolución que sea procedente.


	En las resoluciones que dicte podrá aplicar multas u otras sanciones, conforme lo autoriza esta ley. Del mismo modo, aunque no medie reclamo, en los casos en que la Superintendencia compruebe infracciones de las normas cuyo cumplimiento le corresponde fiscalizar, podrá aplicar a los infractores las sanciones referidas.


	La forma de tramitación, los plazos, los requisitos que deben cumplir las diligencias y actuaciones y la aplicación de sanciones, así como la interposición de recursos en contra de las referidas resoluciones, se ajustarán a lo dispuesto en el Título IV de esta ley y a lo que disponga el reglamento respectivo”.
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